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Señor Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
y del Consejo de la Judicatura Federal;

Señor Ministro Javier Laynez Potisek,

Presidente de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación;

Señoras y Señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación;

Señoras y Señores Ministros en retiro;

Señoras y Señores Consejeros de la Judicatura Federal;
A todos ustedes me dirijo con gran gusto y honor, notables invitados 
pero, sobre todo, a la sociedad frente a la que somos responsables:

He iniciado este informe apartándome de los usos protocolarios característi­
cos de los discursos de celebración en México. La razón es sencilla. Mi visión 
del informe es una visión de cometido, de compromiso ciudadano y, por ello, 
esta responsabilidad se da dirigiéndome más a los justiciables (ante quienes 
rendimos cuentas) que ante los propios Ministros.

Hay dos formas de entender un informe. Puede verse en él un acto 
protocolario que, como los múltiples simbolismos de la Judicatura, da por 
concluido un año judicial. La segunda lo conceptualiza como un ejercicio de 
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rendición de cuentas; como el cristal transparente en el cual la mirada de la 
sociedad fija su vista. 

La primera visión, que no comparto, visualiza al informe de Sala no muy 
distinto de la forma en que el golpe del mallete finaliza una audiencia. La con­
cepción anterior, sin embargo, no está respaldada ni por el anclaje normativo 
ni por la convicción de los Juzgadores que integramos la Primera Sala, no 
tiene respaldo normativo porque no hay formalmente una norma que nos obli­
gue como Salas a rendir un informe (aunque tampoco se prohíba expresa­
mente). No puede considerarse entonces que sea un requisito sacramental 
del año que culmina predeterminado por la norma. Debe ser algo más. Debe 
ser, la segunda visión. 

Es mi convicción que este informe es el cumplimiento de una responsa­
bilidad precisa de "dar cuenta" a la ciudadanía que la Sala ha tenido por come­
tido "pintar" una realidad distinta de la justicia en México, que la que Orozco 
ha pintado en los murales que rodean su recinto de sesión. 

Mucho simbolismo tiene este Alto Tribunal en su arquitectura: estatuas, 
corredores acompañados por los Ministros del pasado, semicírculos plena­
rios que nos recuerdan la deliberación. Pero de todos ellos, el más fuerte son 
sus murales. La obra de Cauduro, que en su nave derecha nos recuerda el 
Estado al que debemos aspirar a dejar atrás; los murales de Orozco que nos 
recuerdan que la justicia puede ser indigna de portar ese nombre si olvida 
cuál es su verdadero cometido.

El informe de Sala no es un acto protocolario, sino un refrendo de com­
promiso. No es un acto mecánico, sino una apertura dialógica de las Salas que 
le ofrecen su trabajo a la Nación y humildemente lo ofrecen a su examen. Esta 
es la segunda visión que estoy convencido de que compartimos quienes inte­
gramos esta Suprema Corte.

Someto ahora a juicio de la ciudadanía y de este Alto Tribunal, el trabajo 
realizado en este año judicial. ¿Qué hemos hecho en este año que culmina?

La Primera Sala inició con una existencia de 1,144 asuntos e ingresaron 
2,842 más. Ello da un total de 3,986 asuntos. De lo anterior, se resolvieron 3,174, 
de los cuales 3,131 fueron resueltos a lo largo de 42 sesiones. Este 2019 con­
cluimos con 621 asuntos pendientes de resolución, es decir, aproximadamente 
la mitad del número con el que iniciamos.

Derivado de lo anterior, la Sala que tengo el honor de presidir, emitió 
en este periodo 89 tesis jurisprudenciales y 123 tesis aisladas como criterios 



XIINFORME DE LA PRIMERA SALA 2019

orientativos. Por tanto, se produjeron 212 nuevos criterios. Además, para gene­
rar certeza jurídica, se dio operatividad al "Programa de Contradicción de Tesis 
de la Primera Sala". Esta herramienta, informa a los operadores jurídicos cuáles 
son las contradicciones de tesis pendientes de resolución y cuáles han sido 
resueltas, así como los criterios prevalecientes. El objetivo es claro. Se propor­
ciona seguridad jurídica y estabilidad al cuerpo de precedentes.

Los anteriores números, sin embargo, son fríos, ásperos, inexpresivos. 
Marcan la actividad de precedentes de la Primera Sala, pero no describen su 
contenido, su voluntad garante. Más que números, esta Primera Sala ha pro­
ducido casos palpables y evolutivos.

Nos hemos pronunciado sobre la materia penal, que da esencia, además 
de nombre a la Primera Sala. En ese sentido, la interpretación del artículo 20 
constitucional ha sido especialmente relevante, pues atañe no sólo a los derechos 
de los imputados, sino también de las víctimas. 

Al resolver el amparo directo en revisión 1182/2018 se determinó por 
vez primera que el derecho humano de defensa adecuada incluye que la pro­
porcionada por el abogado defensor a una persona procesada penalmente sea 
material. Esto implica la satisfacción por parte del abogado defensor, de un 
estándar mínimo de diligencia en el cumplimiento de sus deberes profesiona­
les, consistentes en proteger y promover los intereses del inculpado de acuerdo 
con las circunstancias fácticas y normativas del caso.

Así, la Primera Sala resolvió que el nombramiento de un abogado sólo 
para cumplir con una formalidad procesal, equivale a no contar con defensa 
técnica, siendo imperante que el defensor actúe de manera diligente para prote­
ger las garantías procesales del acusado.

En esa tónica, en la contradicción de tesis 149/2019 afirmamos que el 
derecho a una defensa adecuada implica que el imputado puede tener acceso 
a los registros de la carpeta de investigación y obtener copias si así lo solicita. 
El conocimiento del contenido de la carpeta es un elemento importante para 
desarrollar una defensa adecuada integral. 

En el amparo en revisión 1140/2015, la Sala se enfrentó al dilema de si 
era posible revisar la detención de una persona después de haber sido vincu­
lada a proceso. Este caso permitió definir la estructura procesal penal a la luz 
del nuevo sistema de justicia penal acusatorio para posibilitar un mayor con­
trol constitucional sobre las determinaciones que tienen impacto en los proce­
sos punitivos. 
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En una lectura garante de los derechos del imputado, se declaró la incons­
titucionalidad del artículo 468, fracción II, del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales. Al resolver los amparos directos en revisión 6643/2018 y 
777/2019 afirmamos que toda persona condenada debe tener un recurso efec­
tivo que posibilite la revisión integral de la sentencia condenatoria, por lo que 
limitar las cuestiones impugnables, como la valoración probatoria, resulta 
inconstitucional. Ello es especialmente importante, pues muestra no sólo una 
lectura garantista de los derechos del imputado, sino un franco diálogo con 
la jurisprudencia interamericana.

Atento a las circunstancias específicas de los casos, en los amparos 
directos en revisión 604/2018 y 4313/2018 establecimos que el artículo 4o., 
fracción I, inciso a), de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada no 
vulnera el principio de proporcionalidad, pues la pena prevista para el delito de 
delincuencia organizada en este caso es adecuada a la gravedad de la con­
ducta, cuando al sujeto activo del tipo penal se le reprocha ser el cerebro o 
cabeza de una organización criminal, toda vez que sus funciones directivas 
contribuyen, en mayor medida que el resto de sus integrantes, a la subsistencia 
de tal organización, su expansión y peligro, potencializando con su actuar el 
daño al bien jurídico tutelado consistente en la seguridad pública. 

Los derechos de las víctimas tutelados constitucionalmente han sido 
también foco de atención de la doctrina de la Sala. Así, en el amparo en revisión 
605/2018 y en el amparo directo en revisión 950/2019 se explicó el papel que 
tienen las víctimas en el proceso penal.

En esa línea de protección a las víctimas, en el amparo en revisión 
1284/2015, la Primera Sala refrendó que el derecho de las víctimas a la verdad 
y la justicia debe garantizarse con una investigación diligente, exhaustiva e 
imparcial. Este derecho se proyecta con especial intensidad en el caso del 
contexto de violencia estructural contra las mujeres, que implica la obligación 
de las autoridades de investigar con perspectiva de género las muertes 
violentas.

La claridad de los procedimientos relacionados con la materia penal ha 
sido un tema de especial interés para la Primera Sala. En el amparo directo 
en revisión 2296/2018 analizamos la Ley de Extinción de Dominio del Estado 
de México y establecimos que su artículo 45 es inconstitucional por disponer 
que los medios de prueba provenientes de la carpeta de investigación, son 
prueba legalmente preconstituida con valor probatorio pleno. Ello es contrario 
a los artículos 14, 16, 22, 20 y 133 constitucionales, sostuvimos, porque su natu­
raleza es de meros indicios en el proceso penal y no puede derivarse su carác­
ter de prueba plena en el procedimiento de extinción.
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El contacto de grupos vulnerables con el proceso penal es especialmente 
complejo y es un tema de interés para el Estado. Al resolver el amparo directo 
6/2018, la Primera Sala por vez primera validó la jurisdicción especial indígena 
para conocer de ciertos hechos sobre la jurisdicción ordinaria penal, en aras 
de dar cumplimiento a la encomienda de eliminar una de las tantas barreras 
que históricamente han tenido los grupos y pueblos indígenas tanto individual 
como colectivamente. Consideró que ambas jurisdicciones –indígena y ordi­
naria−, son parte del reconocimiento del pluralismo jurídico que caracteriza a 
la Nación mexicana. Sostuvimos que los factores que determinan en un caso 
concreto si éste corresponde a la jurisdicción especial indígena, o bien, a la 
jurisdicción ordinaria son factores personales, territoriales, objetivos e institu­
cionales, que deben analizarse en forma conjunta.

La mención de la materia indígena abre ocasión de señalar lo dicho por 
la Sala en su jurisprudencia sobre grupos vulnerables. Este año, en el amparo 
en revisión 1368/2015, determinamos que la figura de la interdicción es in­
constitucional por vulnerar la esfera jurídica tutelada en la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad. La Sala determinó que el 
Estado no puede negar la capacidad jurídica a las personas con discapacidad, 
sino que está obligado a proporcionarles el apoyo necesario para tomar sus 
decisiones en pleno respeto a su autonomía, asumiendo que cada tipo de dis­
capacidad amerita una valoración de las medidas específicas por la particular 
condición de cada persona.

En la misma línea sobre grupos vulnerables, en el amparo en revisión 
702/2018, determinamos que la voluntad de las personas con discapacidad no 
puede ser sustituida bajo formas paternalistas y asistenciales de representación. 
De ahí que se declaró la inconstitucionalidad del artículo 450 del Código Civil 
y porciones normativas de los artículos 102 y 105 de la abrogada Ley del Nota­
riado de la Ciudad de México. Sostuvimos que el notario público no puede 
observar simplemente si la persona compareciente presenta manifestacio­
nes de incapacidad sino, en todo caso, realizar los ajustes razonables requeri­
dos para asegurar que las personas con discapacidad ejerzan plenamente sus 
derechos.

Los grupos vulnerables encuentran una protección especial en la Cons­
titución al prohibir categorías específicas de discriminación que la doctrina 
ha denominado categorías sospechosas. Con base en tal análisis, la Primera 
Sala declaró inconstitucional el artículo 384 del Código Civil de Aguascalien­
tes en el amparo directo en revisión 852/2017. En ese sentido, reconocimos 
la posibilidad de la "comaternidad", es decir, la doble filiación materna. Ello en 
reconocimiento a que las familias homoparentales tienen derecho a formar 
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una familia y procrear y criar hijos propios, sea mediante adopción o uso de 
técnicas de reproducción asistida o incluso la procreación de uno de ellos. 

Determinamos que resulta inconstitucional excluir la posibilidad de que 
el hijo de una mujer pueda ser reconocido a efectos filiatorios por otra mujer 
conforme a una unión familiar homoparental. El nexo genético, afirmamos, no 
es la única regla irrestricta para establecer la filiación jurídica especialmente 
cuando está en juego el derecho a la identidad y el interés superior del menor, 
pues la filiación le otorga un cúmulo de derechos inherentes garantizados 
por sus figuras parentales. 

El anterior caso abre el telón perfecto para citar el criterio sentado en el 
amparo en revisión 331/2019. Declaramos en este caso la inconstitucionali­
dad del artículo 282, apartado B, fracción II, párrafo tercero, del Código Civil de la 
Ciudad de México. No existe, afirmamos, un progenitor predefinido en la guar­
dia y custodia de los menores. En ese sentido, es inválido que una norma 
presuma legalmente que los hijos se encuentran mejor al cuidado de la madre. 
Ello profundiza la correspondiente culpa o doble carga de responsabilidad que 
genera, fundado en el binomio de mujer-madre, lo que no solamente impide el 
difícil y complejo sendero hacia la erradicación de la feminidad tradicional, sino 
que tampoco abona a maximizar el interés superior del menor. Es este interés 
superior y no los estereotipos de género, el principio regente en procedimientos 
de guardia y custodia.

De igual forma, se tuteló el derecho a la educación y los derechos del 
menor en el amparo en revisión 327/2018. Allí resolvimos que podía recono­
cérsele el carácter de autoridad responsable a una escuela privada, fijando 
parámetros para ello. Además, se estableció que resultaba ilícita la retención 
de calificaciones de los menores por parte de las instituciones educativas y se 
avanzó en la construcción de criterios que han explorado las condiciones de jus­
ticiabilidad de los actos de los particulares cuando sus actuaciones condicionan 
el ejercicio de los derechos humanos, como en este caso fue la transgresión 
al derecho a la educación del menor. 

A pesar de que la Primera Sala resuelve usualmente mayormente casos 
contenciosos en amparo, sus sentencias también tienen efectos sistémicos. Así, 
en el amparo en revisión 805/2018 analizamos una omisión legislativa de 
fuente convencional, derivada del artículo 4o. de la Convención Internacional 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial. Resolvimos 
que resultaba obligatorio que las autoridades responsables emitan legislación 
conforme a dicha Convención y atiendan las observaciones del Comité para la 
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Eliminación de la Discriminación Racial. Las sentencias de la Primera Sala 
generan impactos en el ordenamiento jurídico en su totalidad. 

Con una trascendencia al sistema jurídico en su integridad puede citarse 
igualmente el amparo directo en revisión 172/2019 que no sólo coadyuvó a 
fijar jurisprudencia relativa al estándar de real malicia en cuanto a libertad de 
expresión, sino que fijó los elementos de la racionalidad legislativa. Afirma­
mos que la racionalidad legislativa se traduce en un principio, un propósito y 
una política o directriz.

En esta tónica, debo también mencionar el amparo directo en revi­
sión 4865/2018 en que la Primera Sala estableció un importante criterio en 
discurso de odio. Sostuvimos que la portación de un tatuaje como forma de 
proyectar la individualidad de una persona está protegido por el libre desarro­
llo de la personalidad y la libertad de expresión. Sin embargo, afirmamos que 
ciertas hipótesis no se encuentran cubiertas por tal parámetro. Así, cuando se 
ostenta una esvástica (símbolo de un discurso de odio extremo como el nazismo) 
ante personas que se identifican como judías, esto es un acto de violencia 
simbólica que las víctimas no tienen el deber jurídico de tolerar. 

Los derechos de los consumidores en relaciones comerciales con una 
estructura desigual han sido también protegidos por la doctrina de la Sala. Por 
ejemplo, en la contradicción de tesis 128/2018, resolvimos que la carga de la 
prueba corresponde a las instituciones bancarias cuando el usuario niega haber 
realizado una transacción y demanda la nulidad de los vouchers emitidos en 
uso de su tarjeta bancaria cuando fueron autorizados mediante el empleo de 
un número de identificación personal. Esta forma dinámica de conceptualizar 
la carga de la prueba protege con especial fuerza a los usuarios de servicios 
financieros. 

Finalmente, en la contradicción de tesis 34/2019 afirmamos que en 
los juicios orales mercantiles debe respetarse el principio de inmediación. Tal 
principio se vulnera cuando quien desahoga y valora las pruebas ofrecidas en 
el juicio es una persona diferente a la que dicta sentencia. 

Esta relatoría de datos, carne palpable del cúmulo jurisprudencial emi­
tido, pone sobre relieve varias cuestiones. La primera, es que se ha continuado 
con la elaboración de criterios en materia de derechos humanos. La Primera 
Sala visualiza su labor no sólo como resolutor de casos específicos, sino como 
una fuente de certeza del contenido de los derechos fundamentales que rigen 
la vida jurídica.
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En segundo término, quiero resaltar que la jurisprudencia de la Sala 
evidencia precisamente su independencia. Los precedentes muestran que es 
la interpretación de los derechos y de la Constitución, lo que guía la actuación 
de la Primera Sala que ha resuelto y seguirá resolviendo conforme a criterios 
jurídicos, sin importar el nombre del quejoso ni de la autoridad responsable. 

Finalmente, estoy convencido de que las decisiones de esta Primera 
Sala son un importante factor de paz social. Fomentamos el entendimiento de 
grupos sociales, la seguridad de segmentos poblacionales en vulnerabilidad y 
la estabilidad de las relaciones jurídicas. 

El anterior trabajo sólo ha sido posible con el compromiso absoluto de 
todos los que laboramos para este órgano. Desde el personal administrativo 
de la Secretaría de Acuerdos, hasta el personal jurisdiccional de las ponencias, 
incluyendo Ministros, Secretarios de Estudio y Cuenta y personal operativo. 

Desde el profesional operativo que pacientemente revisa una constan­
cia de notificación hasta el Ministro que cuidadosamente estudia un proyecto, 
cada uno de ellos no lo hace aisladamente, por voluntad individual, sino por com­
promiso con la institución y la sociedad. Por ello les doy gracias, no en nombre 
propio, sino en nombre de la Primera Sala.

A lo largo de este informe he intentado ser cuidadoso y distinguir entre 
la Sala y los Ministros que la integran. En ocasiones, he tomado el valor de decir 
que hablo en nombre de los integrantes (compañeros queridos) y en otros 
momentos he tomado la osadía de hablar en nombre de la Sala.

La distinción parece innecesaria pero no lo es. La Sala es más que el 
conjunto de Ministros, de su personal administrativo o judicial. La Sala son 
sus criterios, su deseo de cambio, su sosiego en las resoluciones, sus senten­
cias, pero también sus votos: en suma, sus ideas. 

En este informe, he intentado mostrar esta convicción. Les agradezco 
que hayan compartido y sigan compartiendo esta visión conmigo. El agrade­
cimiento es a título personal y, con todo el honor que ello amerita, lo es también 
en nombre de la Primera Sala.

Muchas gracias.



PRIMERA SALA
CUADROS ESTADÍSTICOS
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
PRIMERA SALA

CUADRO GENERAL DEL MOVIMIENTO DE EXPEDIENTES POR TIPO DE ASUNTO
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2018 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2019
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Acciones de inconstitucionalidad 2 0 11 0 11 11 0 1 12 1 0 1

Amparos directos 10 0 23 0 23 9 0 1 10 23 0 23

Amparos directos en revisión 498 0 400 0 400 734 0 3 737 161 23 138

Amparos en revisión 154 0 208 0 208 241 0 2 243 119 20 99

Conflictos competenciales 19 0 84 0 84 95 0 0 95 8 1 7

Contradicciones de tesis 108 0 211 0 211 172 0 0 172 147 19 128

Controversias constitucionales 32 0 120 1 120 107 0 3 110 42 1 41

Declaratoria general de inconstitucionalidad 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0

Denuncia de incumplimiento por aplicación de 
nor mas o actos declarados inválidos en la contro­
versia constitucional

0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0

Excepción de improcedencia de la vía 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0

Excepción de incompetencia 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0

Expediente sobre recepción de sentencias de tri­
bunales internacionales 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0

Impedimentos 2 0 25 0 25 20 0 0 20 7 2 5

Incidentes de cumplimiento sustituto 1 0 4 0 4 5 0 0 5 0 0 0

Incidente de falsedad de firmas en ADR 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0

Incidente de incumplimiento de sentencia derivado 
de controversia constitucional 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0

Incidentes de inejecución de sentencia 8 0 46 0 46 18 30 1 49 5 1 4

Incidentes de inejecución derivados de denun cia 
de repetición del acto reclamado 2 0 8 0 8 7 0 0 7 3 0 3

Incidente de inejecución derivado de incidente de 
cumplimiento sustituto 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0

Incidente derivado de juicio ordinario federal 0 0 3 0 3 2 0 0 2 1 0 1

Inconformidad 0 0 1 0 1 1 1 0 0 0

Juicio ordinario federal 0 0 5 0 5 1 0 0 1 4 2 2

Juicio sobre cumplimiento de los convenios de 
coordi nación fiscal 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0

Procedimiento de responsabilidad administrativa 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0

Quejas 1 0 3 0 3 3 0 0 3 1 0 1

Quejas en controversias constitucionales y en 
acciones de inconstitucionalidad 2 0 1 0 1 3 0 0 3 0 0 0

Recurso de apelación 0 0 5 0 5 5 0 0 5 0 0 0

Recursos de inconformidad derivados de proce­
dimientos de responsabilidad administrativa 3 0 1 0 1 0 0 0 0 4 0 4

Recursos de inconformidad previstos en las frac­
ciones I a III del artículo 201 de la Ley de Amparo 4 0 8 0 8 10 0 1 11 1 0 1

Recursos de reclamación 213 18 1,396 0 1,414 1,414 0 1 1,415 212 89 123

Recursos de reclamación en acciones de incons­
titucionalidad o en controversias constitucionales 10 0 106 0 106 94 0 0 94 22 5 17

Revisiones administrativas 55 0 28 0 28 65 0 0 65 18 17 1

Revisión administrativa (Ley Federal de Pro­
cedimiento Contencioso Administrativo) 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0

Revisión de incidente de suspensión 0 0 1 0 1 0 0 0 0 1 1 0

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 16 24 87 0 111 100 0 0 100 27 8 19

Solicitudes de reasunción de competencia 3 5 8 0 13 11 0 0 11 5 2 3

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 0 0 2 0 2 2 0 0 2 0 0 0

Varios 1 0 0 0 0 1 0 0 1 0 0 0

TOTAL 1,144 47 2,795 1 2,842 3,131 30 13 3,174 812 191 621
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XXII SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
PRIMERA SALA

ACUERDOS DE PRESIDENCIA
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2018 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2019

TIPO DE ASUNTOS ADMISIONES AVOCAMIENTOS DESECHAMIENTOS TRÁMITE TOTAL 

Acciones de inconstitucionalidad 0 11 0 2 13

Amparos directos 0 23 0 153 176

Amparos en revisión 0 208 0 844 1,052

Amparos directos en revisión 0 401 0 3,787 4,188

Apelaciones 0 5 0 2 7

Conflictos competenciales 0 84 0 249 333

Contradicciones de tesis 1 211 0 842 1,054

Controversias constitucionales 1 121 0 15 137

Incidentes de inejecución derivados de incidente  
de repetición del acto reclamado 0 8 0 7 15

Impedimentos 1 25 0 28 54

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 23 88 278 1,537 1,926

Incidentes de inejecución de sentencia 1 46 0 146 193

Juicios ordinarios civiles federales 0 5 0 7 12

Recurso de inconformidad derivado de procedimien-
to de responsabilidad administrativa 0 1 0 0 1

Reasunciones de competencia 5 9 69 305 388

Revisiones de incidentes de suspensión 0 1 0 1 2

Recursos de reclamación en controversias constitu-
cionales y en acciones de inconstitucionalidad 5 106 0 3 114

Quejas 0 3 0 10 13

Queja en controversias constitucionales y acciones 
de inconstitucionalidad 0 1 0 0 1

Inconformidades 0 1 0 2 3

Incidentes de cumplimiento sustituto 0 4 0 7 11

Recursos de reclamación 39 1,398 0 3,349 4,786

Revisiones administrativas 0 29 0 252 281

Solicitudes de sustitución de jurisprudencia 0 2 0 3 5

Recursos de inconformidad 1 8 0 49 58

Incidentes de inejecución derivados de juicio ordina-
rio federal 0 3 0 0 3

Varios 0 0 0 5 5

TOTAL 77 2,802 347 11,605 14,831
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XXIV SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
PRIMERA SALA

OFICIOS GIRADOS A DIFERENTES AUTORIDADES
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2018 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2019

AUTORIDADES TOTAL

AUTORIDADES DEL FUERO COMÚN EN LA CIUDAD DE MÉXICO 396

AUTORIDADES DEL FUERO COMÚN EN PROVINCIA 348

JUZGADOS DE DISTRITO 228

MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN 76

OFICIOS INTERNOS 672

PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 10

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 1,375

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 4,039

TRIBUNALES UNITARIOS DE CIRCUITO 56

DESPACHOS ENVIADOS A DIFERENTES AUTORIDADES 15

OTRAS AUTORIDADES 420

TOTAL 7,635

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
PRIMERA SALA

TESIS APROBADAS, OFICIOS GIRADOS A DIFERENTES AUTORIDADES, NOTIFICACIONES,
SESIONES CELEBRADAS, CIRCULARES REPARTIDAS Y CERTIFICACIÓN DE TESIS Y OTROS

CONCEPTOS TOTAL 

TESIS APROBADAS

TESIS JURISPRUDENCIALES 89

TESIS AISLADAS 123

NOTIFICACIONES

NOTIFICACIONES POR LISTA 18,812

NOTIFICACIONES PERSONALES 1,201

NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS 91

RAZONES SECRETARIALES 4,643

OFICIOS ENTREGADOS PERSONALMENTE 5,260

COMPARECENCIAS EN LA ACTUARÍA 456

TOTAL 30,463

EXPEDIENTES DEL ARCHIVO

EXPEDIENTES ENVIADOS 5,605

EXPEDIENTES SOLICITADOS 554

ENVIADOS AL PLENO 

ASUNTOS ENVIADOS AL PLENO 7

CERTIFICACIONES DIVERSAS

EXPEDICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS 488

SESIONES CELEBRADAS

PÚBLICAS 42

PÚBLICAS EXTRAORDINARIAS 2

PRIVADAS 42

PRIVADAS EXTRAORDINARIAS 0



PRIMERA SALA
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TESIS DE JURISPRUDENCIA POR 
CONTRADICCIÓN DE TESIS

COMPETENCIA POR SUMISIÓN EXPRESA. LA REGLA ESTABLECIDA 
EN EL ARTÍCULO 1093 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO RESULTA 
APLICABLE A LAS CLÁUSULAS ESTIPULADAS EN CONTRATOS 
BANCARIOS DE ADHESIÓN CUANDO SE ADVIERTA VULNERACIÓN 
A LA GARANTÍA DE ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. 
De conformidad con lo dispuesto por los artículos 1093 y 1120 del Código de 
Comercio, la competencia territorial es prorrogable, en atención a que las 
partes de un acto jurídico pueden someterse, para el caso de controversia, a 
los tribunales de un determinado lugar a través del pacto de sumisión, mediante 
el cual los interesados manifiestan su voluntad en forma expresa. Sin embargo, 
para que se configure esa sumisión, necesariamente debe existir la voluntad de 
las partes en renunciar al fuero que la ley les concede y que se haga la desig­
nación de tribunales competentes, pero con la condición de que sean única­
mente los del domicilio de alguna de las partes, los del lugar del cumplimiento 
de alguna de las obligaciones contraídas, o los del lugar de ubicación de la 
cosa. Ahora, si bien es cierto que en términos de lo dispuesto por el artículo 
78 del Código de Comercio, la voluntad de las partes es la ley suprema de los 
contratos –entre los que se encuentran los contratos de adhesión de presta­
ción de servicios bancarios–; también lo es que esa regla genérica en materia 
mercantil no es aplicable al pacto de sumisión cuando se someta al usuario 
financiero a la jurisdicción de un lugar diferente al de su residencia habitual. 
Efectivamente, constituye un hecho notorio que las instituciones bancarias 
no ofrecen sus servicios únicamente dentro de una jurisdicción territorial espe­
cífica, sino que lo hacen a lo largo de todo el territorio nacional, obteniendo 
lucro por tales actividades. Por lo anterior, resulta lógico y razonable estimar 
que, en caso de controversia, no debe obligarse a los usuarios financieros a 
tener que desplazarse e incurrir en costos extraordinarios para poder tener 
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un acceso efectivo a la justicia, máxime si estamos en presencia de un con­
trato mercantil de adhesión cuyos términos no resultan negociables. Conse­
cuentemente, con independencia de que los contratantes hayan estipulado 
una cláusula de sumisión expresa a la competencia de los juzgados y tribuna­
les de determinada circunscripción territorial, lo cierto es que tratándose de 
contratos de adhesión celebrados con instituciones bancarias, esa regla 
no cobra aplicación, debiendo apegarse a la interpretación que más favorezca el 
derecho de acceso a la justicia consagrado en el artículo 17 de la Constitu­
ción Federal, que consiste en que los particulares cuentan con libertad para 
fijar la competencia donde se tramitará el juicio, tomando como parámetro el 
lugar donde se encuentre su domicilio, siempre y cuando también se proteja 
el interés de la institución crediticia demandada, que se traduce en que no se 
vea mermado su derecho de defensa por no contar con infraestructura o repre­
sentación en los lugares en donde se desenvuelva la controversia.

1a./J. 1/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 192/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera Región, con residencia en Coatza­
coalcos, Veracruz, y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 
14 de noviembre de 2018. La votación se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Jorge Arriaga Chan Temblador.

Criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo 
Primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz, en apoyo del Primer Tri­
bunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 105/2018 (cuaderno 
auxiliar 334/2018), consideró que con independencia de que las partes hubieran 
estipulado una cláusula de sumisión expresa al momento de suscribir el contrato 
fundatorio de la acción, que los sujetaba a la jurisdicción de los tribunales del Dis­
trito Federal, actualmente Ciudad de México, lo cierto era que esa determinación no 
era razonable ni proporcional a la naturaleza de las partes en litigio, por lo que, a fin 
de privilegiar el derecho fundamental de acceso a la tutela judicial efectiva conte­
nido en el artículo 17 de la Constitución Federal, el asunto podía tramitarse en la 
jurisdicción elegida por el actor, pues basta que la institución bancaria tenga su domi­
cilio en el lugar seleccionado por el acreedor y que en ese lugar se haya celebrado el 
contrato de prestación de servicios.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resol­
ver el amparo directo 460/2017, determinó que los interesados renunciaron expresa­
mente al fuero que la ley les concedió, por lo que debía estarse de manera literal al 
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clausulado del contrato en donde las partes manifestaron su voluntad de someterse 
a la jurisdicción de los tribunales de la Ciudad de México.

Tesis de jurisprudencia 1/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de treinta de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

HEREDEROS. LA INCAPACIDAD PARA HEREDAR POR TESTAMEN­
TO O INTESTADO POR RAZÓN DE LA ACUSACIÓN DE DELITO 
CONTRA EL AUTOR DE LA SUCESIÓN O DE QUIENES PREVEA 
EL CÓDIGO CIVIL RELATIVO, SÓLO SE ACTUALIZA CUANDO LA 
DENUNCIA SE INTERPONGA EN VIDA DE AQUÉL A EFECTO DE QUE 
PUEDA PERDONAR LA OFENSA (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS 
DE NUEVO LEÓN, DE TLAXCALA Y DE LA CIUDAD DE MÉXICO). Exis­
ten diversas causas de incapacidad para heredar, entre ellas, la prevista en 
los artículos 1213, fracción II, del Código Civil para el Estado de Nuevo León; 
1316, fracción II, del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México, vigente hasta el 18 de diciembre de 2014, y 2653, fracción II, 
del Código Civil para el Estado de Tlaxcala. Ellos disponen esencialmente, 
que es incapaz de heredar por testamento o por intestado, el que haya hecho 
contra el autor de la sucesión, sus ascendientes, descendientes, hermanos, cón­
yuge o persona con quien viva en concubinato, acusación de delito que merezca 
pena de prisión, aun cuando aquélla sea fundada, a no ser que ese acto haya 
sido preciso para que el acusador salvara su vida, su libertad, su honra o la de 
sus descendientes, ascendientes, hermanos, cónyuge o persona con quien 
viva en concubinato, situación que exceptúa la necesidad de obtener el per­
dón del autor de la sucesión. En ese sentido, la incapacidad para heredar por 
razón de la acusación de delito, tratándose de testamento o intestado, sólo se 
actualiza cuando la denuncia contra el autor de la sucesión o de las personas 
que prevea la fracción II de los artículos referidos, se interponga en vida de 
aquél, para que exista la posibilidad de que otorgue su perdón al ofensor, ya sea 
de forma expresa, por declaración auténtica, por hechos indubitables o, en 
caso de que el ofendido instituye heredero al ofensor, revalide su institución 
anterior con las solemnidades requeridas. Ello, con el propósito de que recu­
pere su capacidad para heredar, pues sería ilógico que ya difunto resintiera 
un agravio por acusación de delito o que pudiera perdonarlo, pues dicha cir­
cunstancia resultaría imposible, pues sólo el autor de la sucesión es quien 
tiene la facultad para otorgar el referido perdón o instituirlo como heredero, 
al ser titular de la masa hereditaria susceptible de ser heredada. Lo anterior, ya 
que los preceptos de referencia no deben interpretarse en forma aislada, sino 
sistemática con los demás artículos que se relacionan con la incapacidad 
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para heredar, lo que es correlativo con las normas correspondientes, referen­
tes a que para que el heredero pueda suceder, basta que sea capaz al tiempo 
de la muerte del autor de la sucesión.

1a./J. 2/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 239/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Cuarto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito, el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Cuarto Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Cir­
cuito. 28 de noviembre de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cua­
tro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Ana María García Pineda.

Tesis y/o criterio contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 110/2011, del que derivaron las tesis aisladas I.3o.C.1017 C 
(9a.) y I.3o.C.1018 C (9a.), de rubros: "INCAPACIDAD PARA HEREDAR. LA OFENSA 
AL AUTOR DE LA SUCESIÓN Y A SUS DESCENDIENTES, DEBE SER EN VIDA DE 
AQUÉL." y "DENUNCIA DEL DELITO QUE GENERA INCAPACIDAD PARA HEREDAR 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1316, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO CIVIL PARA 
EL DISTRITO FEDERAL).", publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 5, enero de 2012, páginas 4481 y 4333, con 
números de registro digital: 160402 y 160416, respectivamente.

El emitido por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 302/2003, sostuvo la tesis aislada I.11o.C.81 C, de rubro: 
"HEREDEROS. LA INCAPACIDAD PARA HEREDAR POR ACUSACIÓN DE DELITO SE 
ACTUALIZA CANDO ÉSTA SE PRESENTA EN VIDA DEL AUTOR DE LA SUCESIÓN 
(LEGISLACIÓN DEL DISTRTO FEDERAL).", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, octubre de 2003, página 1019, con 
número de registro digital: 183052.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el juicio de amparo directo 
635/2011 (cuaderno auxiliar 715/2011), dictado en apoyo del Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Octavo Circuito, del que derivó la tesis aislada VII.2o.(IV Región) 2 C (10a.), 
de rubro: "HEREDEROS. LA DENUNCIA POR HECHO DELICTUOSO CONTRA LOS 
ASCENDIENTES, DESCENDIENTES, HERMANOS, CÓNYUGE O CONCUBINA DEL 
AUTOR DE LA HERENCIA Y QUE ACTUALIZA LA SANCIÓN DE INCAPACIDAD PARA 
HEREDAR, DEBE EFECTUARSE EN VIDA DEL DE CUJUS A EFECTO DE QUE PUEDA 
PERDONAR LA OFENSA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TLAXCALA).", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IX, Tomo 2, 
junio de 2012, página 873, número de registro digital: 2000982.
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El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver 
el juicio de amparo directo 282/2015, determinó que para la pérdida de la capacidad 
para heredar por delito, podía actualizarse aun cuando la denuncia se interpusiera 
después de la muerte de la sucesión, ya que no era necesario que dicho autor resin­
tiera agravio alguno, pues lo que provoca la pérdida del derecho a heredar es la ingrati­
tud, además de que para recuperar el derecho de suceder podría darse el supuesto 
de demostrar que si acusó a alguno o algunos de los coherederos fue para salvar su 
vida, su honra, o la de sus descendientes, ascendientes, hermanos o cónyuge.

Tesis de jurisprudencia 2/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de treinta de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

IMPEDIMENTOS EN EL RECURSO DE APELACIÓN PENAL. SE ACTUA­
LIZA LA CAUSAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 146, FRACCIÓN XVI, 
DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
(VIGENTE ANTES DE LA REFORMA DE 17 DE JUNIO DE 2016), CUANDO 
EL MAGISTRADO UNITARIO ACTUÓ COMO JUEZ DE PRIMERA INS­
TANCIA EN CUALQUIER ETAPA DEL MISMO PROCESO. El artículo 
146, fracción XVI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación señala 
que, por regla general, los Magistrados Unitarios están impedidos para cono­
cer del recurso de apelación cuando hubieran sido Jueces o Magistrados del 
mismo asunto en otra instancia. Dicho artículo solamente prevé una excep­
ción a esa regla: cuando el Magistrado Unitario que debe resolver el recurso de 
apelación contra la sentencia definitiva, haya conocido de algún recurso contra 
los autos a los que se refieren las fracciones II a IX del artículo 367 del Código 
Federal de Procedimientos Penales. Ahora bien, la fracción XVI referida debe 
interpretarse de forma restrictiva, toda vez que a través de ella se trata de evi­
tar escenarios en los que pueda ponerse en riesgo la objetividad e imparcialidad 
de los jueces. En este sentido, el solo hecho de que un Magistrado revise en 
apelación una resolución cuya legalidad depende de otras determinaciones 
procesales en las que éste intervino como Juez de Primera Instancia, puede 
generar incertidumbre sobre su imparcialidad y respecto a la posibilidad de que 
se vea inclinado a confirmar –aun indirectamente– sus propias determinacio­
nes, aunque hayan sido meramente de trámite. Por tanto, se estima que la 
causal de impedimento referida sí es aplicable cuando un Magistrado Unitario 
de Circuito conoce de un recurso de apelación interpuesto en un proceso penal 
federal, del que conoció cuando se desempeñaba como Juez de Distrito, aunque 
solamente hubiera dictado autos de mero trámite o practicado diligencias.

1a./J. 11/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 94/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Mate­
rias Penal y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, el Segundo Tribunal Colegia­
do en Materia Penal del Segundo Circuito y el entonces Segundo Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del 
Vigésimo Circuito. 31 de octubre de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayo­
ría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría 
de tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto particular y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: José Ignacio Morales Simón.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Tercer 
Circuito, al resolver el impedimento 4/2018, sostuvo que se actualizaba la causal de 
impedimento a que se refiere la fracción XVI del artículo 146 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, cuando un Magistrado Unitario de Circuito hubiera 
sido Juez de Distrito en el mismo asunto y dictado acuerdos de trámite o practicado 
diligencias en el correspondiente proceso. Lo anterior, ya que su imparcialidad puede 
verse influenciada por el conocimiento previo que tuvo del asunto.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al 
resolver el impedimento 6/2012, del que derivó la tesis aislada II.2o.P.1 (10a.), de rubro: 
"IMPEDIMENTO. ES INFUNDADO EL PLANTEADO POR EL MAGISTRADO DE UN TRI­
BUNAL UNITARIO DE CIRCUITO PARA CONOCER DEL RECURSO DE APELACIÓN 
PROMOVIDO CONTRA UNA RESOLUCIÓN DE FONDO EN MATERIA PENAL, SI 
SOLAMENTE INTERVINO COMO JUEZ EN DETERMINACIONES DE TRÁMITE Y NO 
DE FONDO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 1786, con número de registro digital: 
2001343.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, al resolver el impedimento 
8/2009, del que derivó la tesis aislada XX.2o.97 P, de rubro: "IMPEDIMENTO. ES INFUN­
DADO EL PLANTEADO POR EL AHORA MAGISTRADO DEL TRIBUNAL UNITARIO 
PARA CONOCER DEL RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO CONTRA LA SEN­
TENCIA DE FONDO EN UN JUICIO PENAL, SI INTERVINO COMO JUEZ EN EL TRÁMITE 
DE LA CAUSA EN PRIMERA INSTANCIA CALIFICANDO DE LEGAL LA DETENCIÓN DEL 
INCULPADO, ADMITIENDO Y DESAHOGANDO PRUEBAS, PERO SIN HABER RE­
SUELTO LA SITUACIÓN JURÍDICA NI DICTADO DICHA RESOLUCIÓN DE FONDO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXX, agosto de 2009, página 1615, con número de registro digital: 166649.

Tesis de jurisprudencia 11/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2019 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de septiembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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AMPARO ADHESIVO EN MATERIA PENAL. EL MINISTERIO PÚBLICO 
ADSCRITO AL TRIBUNAL DE APELACIÓN RESPONSABLE, NO TIENE 
LEGITIMACIÓN PARA PROMOVERLO EN SU CARÁCTER DE TER­
CERO INTERESADO. Los artículos 107, fracción III, inciso a), párrafo segundo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 182 de la Ley de 
Amparo establecen la figura del amparo adhesivo, con el propósito de que 
pueda promoverlo la parte que haya obtenido sentencia favorable y la que tenga 
interés jurídico en la subsistencia del acto reclamado, para fortalecer las con­
sideraciones vertidas, con el objeto de no quedar indefensa al momento en 
que se resuelva el amparo principal; cuando existan violaciones al proce­
dimiento que pudieran afectar sus defensas, trascendiendo al resultado del 
fallo; y para controvertir las consideraciones que concluyeron en un punto 
decisorio que le perjudicó. En ese sentido, para determinar la legitimación del 
accionante del amparo adhesivo, se tienen dos elementos fundamentales 
previstos en la Constitución Federal y en la Ley de Amparo: el primero consiste 
en la calidad de parte en el juicio de amparo –quien obtuvo sentencia favora­
ble– y, el segundo, en que se tenga interés jurídico en que subsista el acto 
reclamado. Así, la legitimación está determinada por la concurrencia de esas 
dos condiciones necesarias y conjuntamente suficientes, ya que se necesita 
revestir la calidad de parte y gozar de interés jurídico para promoverlo, razón por 
la cual, si bien el Ministerio Público adscrito al órgano jurisdiccional respon­
sable es parte tercero interesada en el juicio de amparo, en términos del 
artículo 5o., fracción III, inciso e), de la ley de la materia, ese elemento es insu­
ficiente para conferirle el ejercicio de la acción de amparo adhesivo, porque 
carece de la diversa condición necesaria relativa al interés jurídico en que sub­
sista el acto reclamado, ya que no puede considerarse que sea titular de un 
derecho público subjetivo, ni que demuestre una afectación real y actual a 
su esfera jurídica, en forma directa, pues por mandato constitucional es el 
encargado de realizar la investigación de los delitos y ejercitar la acción penal 
ante los tribunales, además de que debe velar para que los juicios se sigan 
con toda regularidad a fin de que la administración de justicia sea pronta y 
expedita, así como pedir la aplicación de las penas, sin que ello implique 
gozar del interés jurídico necesario para instar el amparo adhesivo.

1a./J. 12/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 331/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Segundo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Tercer Circuito. 3 de octubre de 2018. La votación se dividió en dos partes: 
Mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.
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Tesis contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al 
resolver el amparo directo 82/2016, del que derivó la tesis aislada II.2o.P.23 K (10a.), 
de título y subtítulo: "AMPARO ADHESIVO EN MATERIA PENAL. LA INSTITUCIÓN DEL 
MINISTERIO PÚBLICO CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO (INTER­
PRETACIÓN SISTEMÁTICA DEL ARTÍCULO 182, EN RELACIÓN CON LOS DIVERSOS 
5o., 6o. Y 7o., TODOS DE LA LEY DE LA MATERIA).", publicada en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 37, Tomo II, diciembre de 2016, página 
1680, con número de registro digital: 2013308 y en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 9 de diciembre de 2016 a las 10:21 horas.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resol­
ver el juicio de amparo directo 49/2017, del que derivó la tesis aislada III.2o.P.120 P 
(10a.), de título y subtítulo: "AMPARO ADHESIVO EN MATERIA PENAL. EL MINISTERIO 
PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN ESTÁ LEGITIMADO PARA PROMOVERLO, AL TENER 
RECONOCIDO EL CARÁCTER DE PARTE EN EL JUICIO CONSTITUCIONAL.", publi­
cada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 50, 
Tomo IV, enero de 2018, página 2047, con número de registro digital: 2016073 y en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de enero de 2018 a las 10:27 horas.

Tesis de jurisprudencia 12/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

EMPLAZAMIENTO. PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFI­
CIENTE EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO PARA EXAMINAR 
DE OFICIO LAS DILIGENCIAS RESPECTIVAS, AUN RESPECTO DE 
CUESTIONES NO ADUCIDAS EN EL INCIDENTE DE NULIDAD 
DE ACTUACIONES Y, EN SU CASO, EN EL RECURSO ORDINARIO 
INTERPUESTO CONTRA LO RESUELTO EN ÉSTE. Ha sido criterio de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que el emplazamiento al juicio es 
una de las formalidades esenciales del procedimiento de mayor relevancia 
para garantizar el derecho de audiencia al demandado, pues de ese acto pro­
cesal depende que éste pueda contestar la demanda, ofrecer y desahogar 
pruebas y alegar en el juicio. En suma, tiene como propósito que el demandado 
tenga adecuada defensa, de modo que se ha considerado un acto procesal 
de orden público y de estudio oficioso por parte de los juzgadores. Por las mis­
mas razones, se ha estimado que la falta o la ilegalidad del emplazamiento se 
erige como la violación procesal de carácter más grave en el proceso, y que 
actualiza una violación evidente de la ley que deja sin defensa al enjuiciado, 
que autoriza a suplir la deficiencia de la queja de los conceptos de violación 
en términos del artículo 79, fracción VI, de la Ley de Amparo, cuando dicha 
actuación se impugna como violación procesal en el juicio constitucional. 
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Sobre esa base, cuando en el juicio natural el demandado comparece antes 
de que se emita la sentencia definitiva y plantea el incidente de nulidad de 
actuaciones para impugnar el emplazamiento y, en su caso, agota el recurso 
ordinario procedente contra lo resuelto en dicho incidente, si se plantea como 
violación procesal en el juicio de amparo, el tribunal colegiado válidamente 
puede examinar de fondo conceptos de violación respecto de cuestiones no 
propuestas en la instancia incidental, o bien, suplir la queja para advertir ofi­
ciosamente irregularidades de la diligencia de emplazamiento aun cuando 
no hayan sido materia del incidente respectivo, ello, pues el hecho de que el 
demandado hubiere planteado una impugnación expresa del emplazamiento 
a través de la nulidad de actuaciones, no excluye la obligación de estudio 
oficioso de los juzgadores, de manera que mientras subsista y pueda ser ana­
lizada la controversia sobre la regularidad del emplazamiento, éste debe ser 
analizado con toda amplitud en el juicio de amparo, mediante la suplencia de 
la queja.

1a./J. 13/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 144/2017. Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila y el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Cuarto Circuito. 31 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Abraham Pedraza Rodrí­
guez y Laura Patricia Román Silva. 

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, en auxilio del Tribunal Colegiado en 
Materias Administrativa y Civil del Octavo Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 361/2016, (cuaderno auxiliar 953/2016), en el que consideró que, siendo la 
falta o el ilegal emplazamiento a juicio, una violación evidente de la ley y la violación 
procesal de mayor magnitud y trascendencia, en tanto trastoca significativamente la 
defensa del demandado en el juicio y afecta su derecho de audiencia, procede apli­
car la suplencia de la queja en forma total, para examinar oficiosamente la diligencia 
de emplazamiento en su legalidad, respecto de cuestiones no aducidas por el quejoso 
en sus conceptos de violación, incluso, no planteadas en el incidente de nulidad de 
actuaciones.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito al resolver 
los juicios de amparo directo 323/2010 y 129/2010, señaló que es cierto que la falta de 
emplazamiento o su verificación en forma contraria a las disposiciones aplicables, 
se considera como la violación procesal de mayor magnitud y de carácter más grave, 
lo que impone suplir la queja deficiente; sin embargo, estimó que cuando el deman­
dado compareció al juicio natural antes del dictado de la sentencia y promovió el 
incidente de nulidad de actuaciones contra el emplazamiento, queda sujeto a plan­
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tear ante la autoridad de origen, todas las violaciones que estime le ocasiona dicho 
acto jurídico y si no lo hizo, el órgano de amparo está impedido para analizar de ofi­
cio el emplazamiento porque entonces su fallo resultaría incongruente.

Nota: De las sentencias dictadas en los amparos directos 323/2010 y 129/2010, resueltos 
por el Primer Tribunal Colegiado en materia Civil del Cuarto Circuito, derivó la tesis 
aislada IV.1o.C. 109 C, de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO. PROCEDE LA SUPLEN­
CIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL JUICIO DE AMPARO, SIEMPRE Y CUANDO EL 
DEMANDADO NO HAYA PLANTEADO EL INCIDENTE DE NULIDAD RESPECTIVO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXXIII, abril de 2011, página 1308. 

Tesis de jurisprudencia 13/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de mayo de 2019 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO ORDINARIO MERCANTIL. EL REQUI­
SITO CONSISTENTE EN QUE QUIEN RECIBA LA NOTIFICACIÓN 
DEBA HABITAR EN EL DOMICILIO DESIGNADO, SÓLO ES EXIGIBLE 
A "CUALQUIER OTRA PERSONA" DIVERSA DE LOS PARIENTES Y 
EMPLEADOS DEL DEMANDADO (ARTÍCULO 1393 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO). La finalidad del emplazamiento es que el demandado tenga 
noticia cierta y plena del inicio de un juicio en su contra, del contenido de la 
demanda y de las consecuencias si no comparece a contestarla, todo ello en 
aras de garantizar su derecho a una adecuada y oportuna defensa. Acorde con 
dicha finalidad, el artículo 1393 del Código de Comercio al establecer que no 
obstante habérsele dejado citatorio al demandado en el juicio ejecutivo mer­
cantil, éste no lo atendiere, la notificación se entregará a sus parientes, a sus 
empleados o sus domésticos o a "cualquier otra persona" que viva en el domi­
cilio señalado. Así, de la interpretación armónica y teleológica del indicado 
precepto y conforme a los principios contenidos en los artículos 14 y 17 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que el 
requisito de que quien reciba la notificación debe habitar en el domicilio desig­
nado sólo es exigible a "cualquier otra persona" diversa de los parientes, 
empleados y domésticos del demandado, en virtud de que el citado requisito 
no tendría utilidad práctica cuando los sujetos vinculados familiar o laboral­
mente con quien debe comparecer a juicio no habitan en el domicilio de 
éste, aunque permanezcan la mayor parte del día en ese lugar. Lo anterior, 
porque exigir que la diligencia mencionada se entienda únicamente con quien 
habite en el domicilio del buscado, obstaculizaría la tramitación del proce­
dimiento; máxime que los lazos familiares y laborales antes mencionados 
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generan mayor seguridad de que se hará saber al interesado que existe una 
demanda interpuesta en su contra, lo cual no necesariamente ocurriría tra­
tándose de "cualquier otra persona", cuya presencia en el domicilio donde se 
lleve a cabo el emplazamiento podría ser circunstancial.

1a./J. 14/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 98/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil y de Trabajo del Décimo Quinto Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado del Noveno Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Noveno 
Circuito. 21 de noviembre de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres 
votos en cuanto al fondo, de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 
y Norma Lucía Piña Hernández, quien manifestó que está por la improcedencia de 
la contradicción. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleo­
nora Cortés Araujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el entonces Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Noveno Circuito, al resolver los amparos en revi­
sión 224/1995, 277/99, 335/2001, 252/2005 y 123/2007, de los que derivó la jurispru­
dencia IX. 1o. J/16 de rubro: "EMPLAZAMIENTO EN MATERIA MERCANTIL. PARA QUE 
LA NOTIFIACIÓN DE LA DEMANDA SE ESTIME LEGAL, EL DILIGENCIARIO DEBE 
CERCIORARSE, AL NO ENCONTRAR AL DEMANDADO, QUE LOS PARIENTES, 
DOMÉSTICOS O CUALQUIER OTRA PERSONA HABITAN EN LA CASA DESIGNADA 
PARA HACER ENTREGA DE LA CÉDULA RESPETIVA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE SAN LUIS POTOSÍ).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, agosto de 2007, página 1295, con número de 
registro digital: 171768.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Quinto Circuito, al resolver el amparo en revisión 22/2017, en el que sostuvo que el ar­
tículo 1393 del Código de Comercio no establece que el pariente con el que el actuario 
entienda la diligencia de emplazamiento, cuando el demandado no se encuentre en 
el domicilio, deba vivir en ese domicilio, ya que tal obligación sólo es exigible para 
aquella persona que no tenga un lazo familiar con el demandado, y no para quienes 
sean sus parientes, empleados o domésticos, por lo que no es obligación del actua­
rio cerciorarse de un aspecto que no forma parte de las formalidades que rigen su 
actuación, como lo es que el familiar con quien se lleve a cabo el emplazamiento viva 
en ese domicilio.

Tesis de jurisprudencia 14/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada de catorce de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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NULIDAD DE PAGARÉ (VOUCHER). CARGA DE LA PRUEBA DE LAS 
OPERACIONES EFECTUADAS MEDIANTE EL USO DE TARJETA 
BANCARIA AUTORIZADAS A TRAVÉS DE LA DIGITACIÓN DEL NÚ­
MERO DE IDENTIFICACIÓN PERSONAL (NIP) EN DISPOSITIVOS 
DENOMINADOS "TERMINAL PUNTO DE VENTA". Cuando se demanda 
la nulidad de los vouchers emitidos con motivo del uso de una tarjeta banca­
ria cuya autenticación se originó mediante la digitación de un número de 
identificación personal, porque el usuario niega haberlos realizado, es la ins­
titución bancaria quien está obligada a ofrecer las pruebas pertinentes que 
acrediten que fue el propio usuario quien realizó dicha transacción. Lo ante­
rior encuentra justificación, porque con independencia de que la institución 
bancaria demandada exprese que la operación reclamada se efectuó a través 
de medios electrónicos utilizando la firma electrónica del cuentahabiente 
mediante el tecleo de su número de identificación personal (NIP), lo que pre­
suntivamente acredita la existencia y validez de las transacciones; sin embargo, 
es ésta la que tiene la obligación de aportar las pruebas pertinentes con las 
que se demuestre que fue el propio usuario quien realizó tales operaciones, 
esto es, que se trató del emisor de la autorización mediante la firma electrónica. 
Ello, en virtud de que las instituciones bancarias prestadoras del servicio son 
las que se encuentran en una posición dominante en la relación de consumo, 
por lo que están obligadas a garantizar la seguridad en todas las operaciones 
que se lleven a cabo con motivo de los contratos celebrados con sus clien­
tes, pues son ellas las que cuentan con dispositivos y mecanismos que faci­
litan la aportación de pruebas, al ser las encargadas de la implementación de 
las medidas de seguridad a efecto de poder verificar no sólo los montos de las 
disposiciones o los cargos, sino la efectiva utilización de la tarjeta que cuenta 
con mecanismo chip y del número de identificación personal de los usuarios. 
Por tanto, si la institución financiera quiere gozar de la presunción legal de 
tener como emisor al que envió el mensaje de datos, deberá probar los pro­
cedimientos de identificación que fueron utilizados durante la transacción y 
que fueron acordados con el usuario, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 310 de las Disposiciones de carácter general aplicables a las Institu­
ciones de Crédito; y que esos procedimientos cumplen con los requisitos pre­
vistos para la verificación de la fiabilidad de las firmas electrónicas, esto es, que 
los datos de creación del mensaje en el contexto en que se utilizaron, corres­
ponden exclusivamente al emisor, sin que el sistema en sí mismo haya sido 
alterado por algún agente externo. Sin que sea obstáculo a lo anterior, la regla 
establecida en el artículo 1196 del Código de Comercio de que corresponde 
probar al que niega, cuando al hacerlo desconoce la presunción legal que 
tiene a su favor el colitigante; pues si bien ello podría en principio trasladar la 
carga de la prueba al usuario, pues de conformidad con el artículo 90 Bis del 
mismo ordenamiento legal, la institución financiera cuenta con la presunción 
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legal de tener como emisario al usuario y actuar en consecuencia cuando se 
haya aplicado el método de identificación acordado, como puede ser el uso 
de la tarjeta bancaria al cual se encuentra integrado un chip con el número de 
identificación asociado, que una vez tecleado fue verificado por la institución 
bancaria dando como resultado que en el voucher se insertara la leyenda: 
"NIP VERIFICADA o PIN VERIFIED"; sin embargo para que el Juez esté en apti­
tud de aplicar esa presunción se necesita la exhibición de mayores elementos 
para demostrar la fiabilidad del método utilizado para la generación de la firma. 
Así, una vez que la institución bancaria haya acreditado que no se vulneró el 
sistema durante la transacción y que tomó las medidas de seguridad necesa­
rias; entonces la carga de la prueba se le revertirá al usuario quien tendrá el 
deber de desvirtuar lo aportado por aquélla.

1a./J. 16/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 128/2018. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Sexto Circuito. 9 de enero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros: 
Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario. Jorge Arriaga Chan Temblador.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver 
el juicio de amparo directo 499/2016, del que derivaron las tesis aisladas I.3o.C.263 C 
(10a.), I.3o.C.264 C (10a.), I.3o.C.265 C (10a.) y I.3o.C.266 C (10a.), de títulos y subtítulos: 
"FIRMA ELECTRÓNICA EN OPERACIONES BANCARIAS Y COMERCIALES. ES UNA 
FUENTE VÁLIDA Y CIERTA DE OBLIGACIONES PARA LOS TARJETAHABIENTES A 
MENOS DE QUE SE DEMUESTRE QUE EL PROCESO QUE LE DIO ORIGEN LA HACE 
VULNERABLE."; "FIRMA ELECTRÓNICA. REQUISITOS PARA CONSIDERARLA AVAN­
ZADA O FIABLE."; "VOUCHERS. CARGA DE LA PRUEBA DE CARGOS EFECTUADOS 
MEDIANTE EL USO DE LA FIRMA ELECTRÓNICA."; y "VOUCHERS. TIENEN VALIDEZ 
LAS TRANSACCIONES AUTORIZADAS MEDIANTE LA FIRMA ELECTRÓNICA, Y LA 
DIVERSIDAD DE LAS FIRMAS GRÁFICAS EN AQUÉLLOS PASAN A SEGUNDO TÉR­
MINO POR NO SER EL MEDIO DE AUTORIZACIÓN.", publicadas en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, junio de 2017, Tomo IV, 
páginas 2917, 2918, 3054 y 3055, con números de registros digitales: 2014544, 
2014545, 2014564 y 2014565, respectivamente.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resol­
ver el juicio de amparo directo 402/2017, en el que consideró que cuando en un juicio 
se ejerce acción de nulidad de vouchers emitidos por la realización de una operación 
comercial efectuada con una tarjeta bancaria, y el consentimiento de la persona se 
emitió mediante un número de identificación personal (NIP), corresponde al banco 
demandado la carga de la prueba, ya que como operador de los sistemas ciberné­
ticos con que se llevan a cabo las operaciones de comercio electrónico, tiene la 
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obligación de justificar la adopción de todas aquellas medidas de seguridad que 
den certeza de la operación realizada.

Tesis de jurisprudencia 16/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veinte de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE APELACIÓN PENAL EN EL SISTEMA ACUSATORIO. 
LAS SALAS DEBEN SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA PARA 
REPARAR OFICIOSAMENTE VIOLACIONES A LOS DERECHOS FUN­
DAMENTALES DEL IMPUTADO. De una lectura del artículo 461 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales se desprenden dos reglas: (i) el órgano 
jurisdiccional debe reparar oficiosamente las violaciones a derechos funda­
mentales; pero (ii) cuando no se esté en ese supuesto, el órgano jurisdiccio­
nal debe limitarse al estudio de los agravios planteados, sin tener que fundar 
y motivar la ausencia de violaciones a derechos. Para precisar lo anterior es 
importante distinguir entre dos momentos diferentes: el análisis del asunto y 
el dictado de la sentencia. Así, aunque las reglas antes descritas cobran vigen­
cia al momento de dictar la sentencia de apelación, el Tribunal de Alzada 
debe analizar la sentencia impugnada en su integridad para verificar que no 
existan violaciones a derechos humanos; y posteriormente, al emitir su deci­
sión, debe limitarse al estudio de los agravios, salvo que hubiere advertido 
violaciones a los derechos fundamentales del imputado, en cuyo caso deberá 
reparar las violaciones oficiosamente. Por lo tanto, aunque los Tribunales de 
Alzada deben analizar toda la sentencia, no tienen el deber de reflejar ese aná­
lisis en los considerandos de su decisión. En consecuencia, se puede concluir 
que el Código Nacional de Procedimientos Penales contempla –de manera 
implícita– el principio de suplencia de la queja a favor del imputado. Es impor­
tante precisar que la facultad de reparar violaciones a derechos de forma 
oficiosa se encuentra acotada a la materia del recurso. En este sentido, la 
suplencia de la queja no opera del mismo modo en procesos abreviados, 
que en procesos ordinarios. En el primer caso, tal como esta Primera Sala 
sostuvo en la contradicción de tesis 56/2016, sólo puede analizarse la violación 
a los presupuestos jurídicos para la procedencia de esa forma de termina­
ción anticipada del proceso penal. Mientras que en el segundo, se podrá anali­
zar cualquier acto que sea materia de la sentencia que resuelva el juicio oral 
y que implique una violación a los derechos fundamentales del acusado, 
como lo podrían ser, según sea el caso: la valoración de pruebas, el estudio 
de tipicidad, la reparación del daño y la individualización de la pena, entre 
otras cuestiones. Ahora, también debe aclararse que sólo se hace referencia 
a la suplencia de la queja en favor del imputado, por lo que la Primera Sala, 
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en este momento, no se pronuncia sobre la aplicabilidad de ese principio en 
favor de otras partes.

1a./J. 17/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 311/2017. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 7 de noviembre de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: José Ignacio 
Morales Simón.

Tesis contendientes:

El emitido por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resol­
ver el juicio de amparo directo 329/2016, del que derivó la tesis aislada I.9o.P.164 P 
(10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE APELACIÓN PROMOVIDO CONTRA LA 
SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO 
Y ORAL. CUANDO EL RECURRENTE, YA SEA EL PROPIO SENTENCIADO O EL OFEN­
DIDO, NO HAGA VALER EN SU EXPRESIÓN DE AGRAVIOS VIOLACIÓN A SUS DERE­
CHOS FUNDAMENTALES, EL TRIBUNAL DE ALZADA NO SE ENCUENTRA OBLIGADO 
A ESTUDIAR DE OFICIO LOS ASPECTOS RELATIVOS A LA ACREDITACIÓN DEL DE­
LITO, LA DEMOSTRACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PENAL Y LA INDIVIDUALIZA­
CIÓN DE LA PENA, PARA CONSTATAR SI EXISTE O NO DICHA VULNERACIÓN 
(INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 457, 461, 468, 480 Y 481 CON EL 
DIVERSO 2o. DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES).", publica­
da en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de octubre de 2017 a las 
10:16 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 47, Tomo IV, octubre de 2017, página 2532, registro digital: 2015280.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Déci­
mo Séptimo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 298/2016, que dio origen 
a la tesis aislada XVII.1o.P.A.44 P (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE APELA­
CIÓN PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN EL SISTEMA 
PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. EL RESPETO A LOS DERECHOS FUNDA­
MENTALES DEL SENTENCIADO, OBLIGA AL TRIBUNAL DE ALZADA DEL CONO­
CIMIENTO A ESTUDIAR DE OFICIO LA DEMOSTRACIÓN DE LOS ELEMENTOS DEL 
DELITO, LA RESPONSABILIDAD PENAL Y LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA, 
PARA CONSTATAR SI EXISTE VIOLACIÓN O NO A AQUÉLLOS, AUNQUE NO SE 
HUBIERA ALEGADO EN LOS AGRAVIOS (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS 
ARTÍCULOS 457, 461 Y 481 CON EL DIVERSO 2o. DEL CÓDIGO NACIONAL DE PRO­
CEDIMIENTOS PENALES.).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo IV, marzo de 2017, página 2908, con 
número de registro digital: 2014000.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 56/2016 
citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de 
octubre de 2018 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 59, Tomo I, octubre de 2018, página 718.
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Tesis de jurisprudencia 17/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veinte de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DELITO ELECTORAL DE ALTERACIÓN DEL REGISTRO FEDERAL 
ELECTORAL. NO SE ACTUALIZA CUANDO LA AUTORIDAD NIEGA EL 
CAMBIO DE DOMICILIO. El artículo 13, fracción I, párrafo primero, de la Ley 
General en Materia de Delitos Electorales dispone que se impondrá de sesenta 
a doscientos días multa y prisión de tres a siete años, a quien por cualquier 
medio altere o participe en la alteración del Registro Federal de Electores, 
Padrón Electoral o Listado de Electores. Por lo tanto, estamos ante un tipo de 
resultado que exige que dichos registros queden efectivamente trastocados. 
En consecuencia, no se comete el delito en estudio cuando una persona soli­
cite ante la autoridad electoral un cambio de domicilio, pero dicha autoridad 
niegue la petición y no modifique los registros electorales.

1a./J. 18/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 125/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés 
Cholula, Puebla, el Primer, el Segundo y el Tercer Tribunales Colegiados, todos del 
Vigésimo Séptimo Circuito. 21 de noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: José Ignacio Morales Simón.

Criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda 
Región, con residencia en San Andrés, Cholula, Puebla, en apoyo del Tribunal Cole­
giado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 433/2017 (cuaderno auxiliar 1026/2017), 286/2017 (cuaderno auxi­
liar 938/2017), 370/2017 (cuaderno auxiliar 911/2017), 371/2017 (cuaderno auxiliar 
940/2017) y 562/2017 (cuaderno auxiliar 46/2018), en los que determinó que el solo 
aviso de cambio de domicilio presentado por el ciudadano, no configura el delito 
de alteración del registro federal de electores, sino que es hasta la culminación del 
procedimiento contemplado en los artículos 175, 181, 182 y 187 del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, aplicables al hecho criminal que esta­
blecen que la autoridad electoral elaborará e imprimirá las listas nominales de elec­
tores definitivas con fotografías, hasta después de que los funcionarios electorales 
respectivos verifiquen la información aportada por los ciudadanos y que los listados 
de referencia se pongan a disposición de los partidos políticos para su revisión y, en 
su caso, formulación de observaciones, esto es, la alteración del registro federal de 
electores ocurre hasta la elaboración de las listas nominales en las que se incorpora el 
dato falso.
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El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 441/2017, en el que determinó que la alteración al padrón de 
electores que junto con el catálogo general de electores conforman el registro federal 
de electores, se consuma cuando el ciudadano, ya incorporado a dicho padrón, soli­
cita su actualización mediante el aviso de cambio de domicilio proporcionado por un 
dato falaz, esto al margen de que ese trámite con posterioridad se dé de baja ante los 
actos de vigilancia de la autoridad electoral, puesto que esa vigilancia incide, en su 
caso, en la elaboración o no de la lista nominal de electores, circunstancia que se 
equipara al caso en que quien realizó el trámite no acude a recoger su credencial, 
sin que ello deba considerarse que el padrón no ha sido alterado, por lo que el delito 
en esas circunstancias no puede ser tentado sino consumado por actualizarse los 
elementos de la descripción típica desde que el registro federal de electores es alte­
rado por modificarse con la información falaz que proporcionó a la autoridad elec­
toral el activo que lleva a cabo dicho trámite, con plena conciencia de la falsedad del 
mismo, pues evidentemente quien lleva a cabo el trámite de cambio de domicilio, sabe 
indudablemente en qué lugar vive; similar criterio sostuvieron el Segundo y el Tercer 
Tribunales Colegiados, ambos del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver los ampa­
ros en revisión 108/2017 y 268/2017, respectivamente.

Tesis de jurisprudencia 18/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de agosto de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA. PARA DIRIMIR UN CONFLICTO COMPETENCIAL 
SUSCITADO ENTRE UN JUZGADO DE DISTRITO DE PROCESOS 
PENALES FEDERALES Y UN JUZGADO PENAL DEL FUERO COMÚN, 
AMBOS DE LA MISMA ENTIDAD FEDERATIVA, SE SURTE A FAVOR 
DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO. Del estudio sistemático de 
los artículos 94, párrafos primero y octavo, y 106 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 21, fracción VI, y 37, fracción IX, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, con relación al punto cuarto, 
fracción II, del Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo de dos mil 
trece, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo 
a la determinación de los asuntos que el Pleno conservará para su resolución, y 
el envío de los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales 
Colegiados de Circuito, se desprende que corresponde al Poder Judicial de la 
Federación dirimir, entre otras controversias, las que se susciten por razón 
de competencia entre los Tribunales de la Federación y los de las entidades 
federativas, y ello es una facultad originaria de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación; sin embargo, el Pleno del Alto Tribunal, en ejercicio de su facul­
tad constitucional, a través del Acuerdo General citado, delegó esa compe­
tencia a favor de los Tribunales Colegiados de Circuito. Por tanto, la competencia 
para dirimir un conflicto competencial suscitado entre un Juzgado de Distrito 
de Procesos Penales Federales y un Juzgado Penal del Fuero Común, ambos de 
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la misma entidad federativa, para conocer de un proceso penal, se surte a 
favor de un Tribunal Colegiado de Circuito.

1a./J. 19/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 221/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Tercer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo 
Quinto Circuito. 5 de diciembre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Héctor Vargas Becerra.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resol­
ver el conflicto competencial 6/2017, del que derivó la tesis aislada III.2o.P.118 P (10a.), 
de título y subtítulo: "COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN CONFLICTO COMPE­
TENCIAL ENTRE UN JUEZ DE DISTRITO DE PROCESOS PENALES FEDERALES Y 
UNO DEL FUERO COMÚN DE LA MISMA ENTIDAD FEDERATIVA, PARA CONOCER 
DE UN PROCESO PENAL. CORRESPONDE AL TRIBUNAL UNITARIO DE CIRCUITO 
QUE EJERZA JURISDICCIÓN SOBRE DICHOS ÓRGANOS JUDICIALES.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de enero de 2018 a las 10:27 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 50, Tomo IV, 
enero de 2018, página 2092, con número de registro digital: 2016077, y

El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
conflicto competencial 10/2016, en el que declaró que era competente para conocer 
y resolver el conflicto competencial suscitado entre un Juez de Distrito de Procesos 
Penales Federales y un Juez Penal del Fuero Común, ambos con sede en Tijuana, Baja 
California, sobre los que ejerce jurisdicción, conforme a lo dispuesto por los artículos 
106 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 21, fracción VI, y 37, 
fracción IX, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el acuerdo 3/2013 
del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal relativo a la determinación del número 
y límites territoriales de los Circuitos en que se divide la República Mexicana, y al 
número, a la jurisdicción territorial y especialización por Materia de los Tribunales 
Colegiados Unitarios y de Circuito y de los Juzgados de Distrito, además con apoyo 
en el punto cuarto, fracción II, del Acuerdo General Número 5/2013 del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos 
que el Pleno conservará, y el envío de los de su competencia originaria a las Salas 
y a los Tribunales Colegiados de Circuito.

Tesis de jurisprudencia 19/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de mayo de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

EXHORTO. CUANDO AL JUEZ EXHORTADO SE LE CONFIERE PLE­
NITUD DE JURISDICCIÓN O FACULTAD DISCRECIONAL PARA 
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PRACTICAR LAS DILIGENCIAS QUE SEAN NECESARIAS PARA EL 
DESAHOGO DE LO ORDENADO, ELLO IMPLICA QUE ESTÁ FACUL­
TADO PARA CONOCER Y RESOLVER LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 
QUE SE INTERPONGAN EN LOS QUE SE CUESTIONE LA LEGALIDAD 
DE SUS ACTUACIONES EN CUMPLIMIENTO DE LO SOLICITADO. Del 
artículo 1072 del Código de Comercio se desprende que a instancia de parte 
interesada, los tribunales podrán librar exhortos o despachos en los cuales 
podrá otorgarse plenitud de jurisdicción al juez exhortado para el cumplimiento 
de lo ordenado y disponer que para su cumplimiento se practiquen cuantas 
diligencias sean necesarias para su desahogo. Ahora bien, por regla general, 
el tribunal requerido no puede practicar otras diligencias que no se le hayan 
encomendado expresamente, lo que es acorde con el propósito y con los fines 
de tal medio de comunicación, puesto que si el juez exhortado se excede y 
realiza actos y diligencias no solicitados, estaría realizando actos no pedidos; 
sin embargo, en atención a la serie de complicaciones que eso generaría al 
actor, e incluso, al desarrollo del procedimiento en general, esa regla no debe 
interpretarse de forma absoluta, sino entenderse en el sentido de que el juez 
exhortado sí cuenta con facultades para realizar las actuaciones atinentes a 
la consecución del desahogo del propio exhorto que le fue encomendado, 
esto es, las que tengan como propósito el correcto desarrollo de los fines de 
la comunicación, incluyendo dar trámite a los recursos que se sometan a 
su potestad y resolver los medios de impugnación de carácter horizontal, lo 
que es acorde con la tendencia legislativa orientada a atenuar el rigorismo y 
la simplificación procedimental. Por tanto, si el juez exhortante otorga pleni­
tud de jurisdicción y faculta de manera discrecional al exhortado para que 
practique cuantas diligencias sean necesarias para el desahogo de lo orde­
nado, significa que también le concede facultades para conocer y resolver los 
recursos que se interpongan en los que se impugne la legalidad de sus actua­
ciones, pues en uso de las facultades legales que puede emplear dentro de su 
jurisdicción ha de proveer todo lo necesario con la finalidad de llevar a cabo 
lo encomendado, dado que con ese proceder habrá realizado su actividad 
jurisdiccional con todas las diligencias practicadas a fin de cumplir con lo 
ordenado; lo que no incluye el resolver sobre el medio de defensa que se pro­
mueva en contra de la resolución en la cual se haya librado el exhorto, pues 
en ese supuesto el exhortado no estaría facultado para resolverlo sino que tal 
facultad le compete al exhortante quien está conociendo del juicio principal.

1a./J. 20/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 15/2013. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Tercer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 
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13 de febrero de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto aclaratorio y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 469/2012, en el que sostuvo que el cumplimiento del exhorto, 
debe constreñirse a lo expresamente facultado por el Juez exhortante y de ahí que no 
implica la facultad para decidir, sobre la intervención en el citado medio de comu­
nicación, de diversas personas a las expresamente facultadas, así como tampoco, 
sobre la legalidad del procedimiento y su resolución, pues ello es facultad exclusiva 
del Juez que conoce del juicio.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resol­
ver el amparo en revisión 268/2009, del cual derivó la tesis aislada IV.2o.C.89 C, de 
rubro: "EXHORTO. SI AL JUEZ EXHORTADO LE OTORGAN FACULTADES PARA DIC­
TAR CIERTAS MEDIDAS, DEBE ESTAR COMPRENDIDA, ENTRE ELLAS, LA DE 
RESOLVER LO CONDUCENTE EN LOS RECURSOS QUE SE INTERPONGAN CON­
TRA LAS ACTUACIONES PRACTICADAS CON MOTIVO DEL DESAHOGO DE AQUÉL.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXXI, febrero de 2010, página 2855, con número de registro digital: 165254. Igual 
criterio sostuvo al resolver el amparo en revisión 275/2009.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 172/2002 y 305/2002, de los cuales derivó la tesis aislada VI.1o.C. 
46 C, de rubro: "EXHORTO. EL JUEZ EXHORTADO, AL ESTAR FACULTADO POR EL 
JUEZ EXHORTANTE PARA DILIGENCIAR EL QUE SE LE ENVÍA HASTA SU DEBIDO 
CUMPLIMIENTO, TAMBIÉN LO ESTÁ PARA CONOCER Y DAR TRÁMITE A LOS ME­
DIOS DE IMPUGNACIÓN EN LOS QUE SE CUESTIONE LA LEGALIDAD DE LAS 
ACTUACIONES POR ÉL PRACTICADAS.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, febrero de 2003, página 1059, número 
de registro digital: 184893. Igual criterio sostuvo al resolver el amparo en revisión 
120/2006.

Tesis de jurisprudencia 20/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

NOTIFICACIÓN DEL AUTO QUE ADMITE EL INCIDENTE DE LIQUI­
DACIÓN DE INTERESES EN JUICIOS MERCANTILES ORDINARIOS 
O EJECUTIVOS. DEBE ORDENARSE DE MANERA PERSONAL A LA 
CONTRAPARTE DE QUIEN LO PROMOVIÓ. El Código de Comercio no 
establece expresamente la forma en que debe notificarse el auto que admite 
el incidente de liquidación de intereses; no obstante, para despejar esa cues­
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tión no es necesario acudir a la supletoriedad de la ley, pues dada la impor­
tancia de la referida notificación, ésta se asemeja o equipara al emplazamiento 
al juicio, atento a los caracteres relevantes que tiene el incidente de liquida­
ción de sentencia (entre ellos, el de intereses), ya que sin desconocer la vincu­
lación que existe entre el incidente y el juicio principal al constituir el primero 
una litis accesoria o derivada de los derechos sustanciales reconocidos en la 
sentencia con la imposición de condenas ilíquidas, y que por ello, dicho inciden­
te sea una extensión del juicio; lo cierto es que, también se erige como un 
auténtico procedimiento contencioso, autónomo del juicio principal en cuanto 
tiene una litis propia en materia de cuantificación de las condenas, y una tra­
mitación independiente, con una estructura procesal equiparable a la de un 
juicio en la que cobran aplicación todas las formalidades esenciales de un pro­
cedimiento, y en esa medida, la notificación de la liquidación a la contra­
parte del promovente resulta crucial para que aquélla ejerza su derecho de 
defensa; de ahí la necesidad de la notificación personal referida, que válida­
mente puede fundarse en el artículo 1,068 Bis del Código de Comercio, atento 
al principio general de derecho que consagra que donde existe la misma razón 
debe regir la misma disposición. Por tanto, la notificación del auto que admite 
el incidente de liquidación de intereses, dentro de la ejecución de un juicio 
mercantil ordinario o ejecutivo, debe practicarse de manera personal a la contra­
parte de quien lo promovió, pues es necesario asegurar que la propuesta de 
liquidación sea entregada, a fin de que pueda estar en aptitud de expresar 
cualquier inconformidad sobre su contenido.

1a./J. 21/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 172/2018. Entre las sustentadas por el Pleno del Quinto Circuito, 
el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el entonces Primer Tribunal Colegiado 
del Décimo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Dé­
cimo Circuito, con residencia en Villahermosa, Tabasco y el entonces Tribunal Cole­
giado del Vigésimo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Vigésimo Circuito. 23 de enero de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Daniel Álvarez Toledo y Laura 
Patricia Román Silva.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito al resol­
ver el amparo en revisión 368/2017, en el que determinó que en un juicio ordinario 
mercantil, el auto que admite el incidente de liquidación de intereses, no debe noti­
ficarse personalmente al condenado.
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El emitido por el entonces Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo en revi­
sión 183/1994, del que derivó la tesis aislada XX. 367 C, de rubro: "INCIDENTE DE 
LIQUIDACIÓN DE INTERESES. DEBE DE NOTIFICARSE EN FORMA PERSONAL A LA 
DEMANDADA LA PROMOCIÓN RESPECTIVA DEL. (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
CHIAPAS).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo 
XIV, septiembre de 1994, materia civil, página 345, registro digital: 210519.

Tesis de jurisprudencia 21/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada de seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de mayo de 2019 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE QUEJA CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA 
DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EL PLAZO PARA INTERPONERLO 
ES EL DE CINCO DÍAS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 98, PÁRRAFO 
PRIMERO, DE LA LEY DE AMPARO. De los artículos 97, fracción II, inciso a), 
y 98, párrafo primero, de la Ley de Amparo, analizados conforme a los principios 
de tutela judicial efectiva y de seguridad jurídica, se advierte que el recurso de 
queja constituye un mecanismo judicial para controlar la actuación de la 
autoridad responsable en la etapa inicial de la sustanciación de una demanda 
de amparo directo, respecto de su tramitación indebida o ante la omisión de 
tramitarla, otorgándose el plazo de cinco días para el supuesto de trámites 
indebidos y permitiéndose que la queja se presente en cualquier tiempo cuando 
se trate de la omisión de tramitar la demanda. Ahora bien, la justificación lógica 
y objetiva de esa distinción en la oportunidad para presentar el recurso de 
queja, a juicio de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
se debe a que en el supuesto de que la autoridad responsable observe una 
conducta de omisión o de abstención de tramitar la demanda, por la natura­
leza de tracto sucesivo de ésta, indefectiblemente se coloca al quejoso en 
una situación de incertidumbre jurídica que impide establecer un punto de 
partida para contabilizar el plazo cierto y fatal de cinco días para hacer valer 
el recurso; por otra parte, en la hipótesis en que la autoridad responsable 
emita una actuación procesal concreta frente a la demanda de amparo, 
que es debidamente notificada a las partes, si alguna de ellas considera que 
se trata de un acto procesal o resolución indebidos, la materialidad de la deter­
minación y su notificación permiten computar un plazo determinado para 
que su legalidad sea impugnada, por ende, no existe el estado de incertidum­
bre que se presenta cuando se trata de conductas omisivas respecto de la 
tramitación de la demanda. En este sentido, se concluye que el proveído 
en el que la autoridad responsable desecha una demanda de amparo directo 
está en el supuesto de un trámite indebido y el plazo para impugnarlo me­
diante el recurso de queja es el de cinco días previsto en el artículo 98, párrafo 
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primero, de la Ley de Amparo, pues tratándose de una actuación material 
concreta, notificada a los interesados, no sería dable equipararla a una omisión 
para efectos del plazo para presentar dicho recurso, pues no se actualizan las 
razones que justifican la previsión legal que permite hacer valer el recurso en 
cualquier tiempo; de ahí que ha de preservarse la coherencia normativa del 
recurso de queja en respeto del principio de seguridad jurídica.

1a./J. 22/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 356/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Cuarto Circuito. 13 de febrero de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito al resolver 
el recurso de queja 73/2014, en el que, al analizar la oportunidad del recurso de queja 
de su conocimiento, respecto de un proveído de igual naturaleza, en el que la res­
ponsable desechó como notoriamente improcedente una demanda de amparo directo, 
sostuvo que la queja podía interponerse "en cualquier tiempo", de conformidad con 
la fracción II del artículo 98 de la Ley de Amparo, porque la resolución recurrida 
"negó tramitar la demanda de garantías".

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito al resolver 
el recurso de queja 40/2016 en el que sostuvo que el auto dictado por la autoridad 
responsable en el que se niega a admitir a trámite la demanda de amparo directo, 
por considerarla improcedente, encuadra en la hipótesis legal de procedencia del 
recurso de queja establecida en el artículo 97, fracción II, inciso a), de la Ley de Am­
paro, relativa a una "indebida tramitación", esto, al considerar que habiéndose dictado 
un acuerdo en que se desechó la demanda, no debe estimarse que exista una "omi­
sión" de darle trámite; en consecuencia, estableció que la interposición del recurso 
de queja se sujeta al plazo genérico de cinco días, en términos del artículo 98, párrafo 
primero, de la Ley de Amparo.

Tesis de jurisprudencia 22/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de mayo de 2019 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. CUANDO SE IMPUGNA ESA 
DETERMINACIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, LA VÍCTIMA U OFEN­
DIDO O SU ASESOR JURÍDICO DEBE EXPONER ORALMENTE SUS 
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AGRAVIOS EN LA AUDIENCIA Y EL JUEZ DE CONTROL, POR REGLA 
GENERAL, DEBE RESOLVER SIN CONSULTAR LA CARPETA DE 
INVESTIGACIÓN. Con base en los principios de publicidad, oralidad y contra­
dicción que rigen el sistema acusatorio previstos en el artículo 20 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el juez de control, al evaluar 
la legalidad de la determinación del Ministerio Público sobre el no ejercicio 
de la acción penal en la audiencia a que se refiere el artículo 258 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, no debe consultar la carpeta de investiga­
ción, sino resolver con base en las argumentaciones que formulen las partes 
en dicha audiencia, aunque excepcionalmente pueda consultar registros de la 
carpeta si su contenido o existencia es materia de controversia entre las partes, 
pues de otra manera no contará con elementos para corroborar si efectiva­
mente el registro de la investigación existe y contiene la información que las 
partes aseveran, en la inteligencia de que la consulta debe limitarse al registro 
controvertido y no a la totalidad de la carpeta. Asimismo, la víctima u ofendido 
o su asesor jurídico debe exponer oralmente sus agravios en la audiencia, sin 
que sea factible que lo hagan por escrito. Lo anterior, porque en el sistema 
penal acusatorio corresponde al juez decidir a partir de los elementos argumen­
tativos y probatorios que aporten las partes situadas en un plano de igualdad 
para hacer valer sus pretensiones. Porque este sistema es predominantemente 
oral y sólo por excepción se aceptan actuaciones escritas. Y porque conforme 
al artículo 20, fracción X, de la Constitución Federal, los principios de publici­
dad, oralidad y contradicción, entre otros, son aplicables a las audiencias pre­
vias a la etapa de juicio, y la audiencia a que se refiere el artículo 258 citado 
precede al juicio. Lo que se robustece con la regla prevista en dicho precepto 
que establece que la impugnación debe quedar sin materia si la víctima u 
ofendido, sin justificación, no asisten a la audiencia, lo que evidencia la plena 
aplicación de esos principios, pues sin la asistencia de la parte a quien corres­
ponde justificar oralmente los méritos de la impugnación al exponer sus agra­
vios, el juzgador carecería de materia sobre la cual pronunciarse.

1a./J. 23/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 252/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Séptimo Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Primer Circuito. 13 de febrero de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su dere­
cho para formular voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secreta­
rio: Alejandro González Piña. 

Criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito al re­
solver el amparo en revisión penal 152/2018, en el que sostuvo, esencialmente, que 
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el Juez de Control sí está facultado para examinar directamente el contenido de la 
carpeta de investigación a fin de verificar si la determinación sobre el no ejercicio de 
la acción penal, por una parte, satisface los requisitos de fundamentación y motivación 
exigidos por el artículo 16 constitucional, y por otra, si respeta derechos fundamen­
tales de la víctima u ofendido del delito, tutelados por el artículo 20 constitucional; lo 
anterior, sin dejar de atender las cuestiones que se susciten en la audiencia a que se 
refiere el artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Es decir, a 
juicio de ese Tribunal Colegiado, es válido que el Juez de Control se imponga del con­
tenido de la carpeta de investigación, porque de ese modo tendrá más y mejores 
elementos para resolver lo que en derecho corresponda sobre el ejercicio de la 
acción penal.

El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al re­
solver el amparo en revisión 230/2016, en el que determinó que el Juez de Control no 
estaba facultado para imponerse motu proprio de la información que integra la car­
peta de investigación cuando analiza la legalidad de la determinación sobre el no 
ejercicio de la acción penal, puesto que hacerlo implicaría desconocer uno de los 
principios rectores del nuevo sistema de enjuiciamiento penal, a saber, el de contra­
dicción, conforme al cual, el Juez debe limitarse a resolver la cuestión debatida úni­
camente con los elementos que aporten al debate las partes asistentes a la audiencia 
a que se refiere el artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales.

Tesis de jurisprudencia 23/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de siete de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PORTACIÓN DE ARMA DE FUEGO. ES INADMISIBLE ELEVAR EL 
GRADO DE CULPABILIDAD POR ESTE DELITO, CON BASE EN ALE­
GATOS QUE SUGIEREN QUE LA PERSONA HABRÍA COMETIDO 
OTRAS ACTIVIDADES ILÍCITAS CON EL ARMA EN CUESTIÓN. Los 
principios rectores del sistema procesal penal (el derecho a un debido proceso, 
el principio de presunción de inocencia) y las implicaciones que derivan del 
paradigma del derecho penal de acto, llevan a la indefectible conclusión de que, 
en el marco de la individualización de la pena, es inválido reprochar a la per­
sona por la supuesta comisión de hechos delictivos que no han sido ventila­
dos en el juicio penal del que resulta su condena. Tales principios bastan por 
sí mismos para explicar por qué la autoridad judicial, facultada para graduar la 
culpabilidad de una persona, no puede hacer referencia a datos cuya veraci­
dad u objetividad no le consta, por no haber sido sometidos al proceso del cual 
le compete conocer. Para asumir que un delito ha sido cometido y derivar 
cualquier consecuencia jurídica de ello, primero tiene que haber un proceso 
al que, además, sea posible calificar de "debido", que ofrezca a la persona 
imputada la genuina posibilidad de defenderse, por ejemplo: ofreciendo testi­
gos de descargo, interrogando a los testigos de cargo y proporcionando pruebas 
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dirigidas a probar su inocencia. Cuando nada de eso ha ocurrido y, por ende, 
la autoridad judicial sólo tiene conocimiento de meros alegatos asociados 
con la información que somete a valoración en el proceso, ella no puede dar­
les efecto alguno. De otorgarles veracidad y reprocharlos en el marco de la 
individualización de la pena, la autoridad judicial estaría dejando a la persona 
sentenciada en franco estado de indefensión con respecto a ellos. Ahora bien, 
si con motivo de esa información se ha abierto otro proceso por delitos come­
tidos momentos previos a la portación del arma, es en ese cauce procesal 
donde debe ventilarse la veracidad de las acusaciones. Así, sólo en ese marco, 
podrán tener consecuencias jurídicas las conclusiones alcanzadas. Por mayo­
ría de razón, tampoco sería posible concluir que un alegato de esta naturaleza 
puede tener un efecto perjudicial en dos procesos distintos, es decir, recalifi­
car o reprochar la misma conducta atribuida dos veces. Ahora, si efectiva­
mente se ha abierto un proceso penal distinto por esos otros hechos ilícitos y 
del mismo resulta una condena, entonces la cuestión se debe examinar a la 
luz de otras figuras; a saber: la posibilidad de valorar la reincidencia o los 
antecedentes penales para efectos de la individualización de la pena, sobre 
lo cual resultan aplicables los criterios específicamente publicados al respecto 
por esta Primera Sala.

1a./J. 24/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 181/2014. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Tercer Circuito. 15 de agosto de 2018. Mayoría de tres votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: 
José Ramón Cossío Díaz y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal Urueta.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, al resol­
ver el juicio de amparo directo 453/2012, del que derivó la tesis aislada VI.1o.P.15 P 
(10a.), de título y subtítulo: "CULPABILIDAD. PARA GRADUARLA EN EL DELITO DE 
PORTACIÓN DE ARMA DE FUEGO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 52, FRACCIÓN 
III, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, COMO CIRCUNSTANCIAS DE TIEMPO, LUGAR Y 
MODO, NO DEBEN TOMARSE EN CUENTA HECHOS INMEDIATAMENTE ANTE­
RIORES A LA DETENCIÓN DEL SENTENCIADO, POR SER DIVERSOS AL MOMENTO 
EN QUE SE ACTUALIZÓ EL MENCIONADO ILÍCITO.", publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 2, julio de 2013, 
página 1366, con número de registro digital: 2003956.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al re­
solver el juicio de amparo directo 226/2013, en el que determinó que cuando se trate 
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del delito de portación de arma de fuego, el juzgador, además de promover la natu­
raleza de la acción u omisión entre los factores a considerar para la graduación de 
la culpabilidad e individualización de las penas, deberá atender a las circunstancias 
objetivas que rodean la comisión del citado ilícito, no en función de la acción u omi­
sión como formas abstractas de conducta, sino de la mayor o menor gravedad que 
revele la actividad o inactividad desplegada por el sentenciado, para producción de 
ello el incremento o decremento del juicio de reproche.

Tesis de jurisprudencia 24/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

VIDEOGRABACIONES. LAS OFRECIDAS POR LAS PARTES COMO 
PRUEBA EN EL AMPARO INDIRECTO, TIENEN EL CARÁCTER DE PRUE­
BA DOCUMENTAL Y DEBEN SUJETARSE A LO ESTABLECIDO EN EL 
ARTÍCULO 119 DE LA LEY DE AMPARO. Los artículos 75, 119, 122, 123 y 
124 de la Ley de Amparo, en atención al principio pro persona y el derecho de 
acceso a la justicia, deben interpretarse en el sentido que los avances cientí­
ficos y tecnológicos pueden incorporarse como parte del acervo probatorio. Así, 
a las videograbaciones que las partes ofrezcan como prueba, en cualquier 
soporte, deberá dárseles el tratamiento de una prueba documental, al tratarse 
de información que se encuentra plasmada en un soporte distinto al papel 
pero que posee las mismas características y busca el mismo objetivo, por lo 
que podrán presentarse en amparo indirecto, en los términos previstos en 
el artículo 119, párrafo segundo, de la Ley de Amparo; esto es, con anteriori­
dad a la audiencia constitucional, sin perjuicio de que el órgano jurisdiccional 
haga relación de ella en la misma y la tenga como recibida en ese acto, aun­
que no exista gestión expresa del interesado. Ahora bien, en caso de que el 
ofrecimiento de una videograbación se haga como inspección judicial, el juzga­
dor deberá admitirla, aclarando que se tratará como prueba documental, a 
efecto de garantizar el derecho a una adecuada defensa y el derecho a probar.

1a./J. 26/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 8/2018. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Primer Circuito. 20 de febrero de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Al­
fredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jesús Rojas Ibáñez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver la queja 312/2006, la cual dio origen a la tesis aislada I.2o.P.12 K, de rubro: 
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"VIDEOGRABACIÓN. SU OFRECIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO DEBE SUJE­
TARSE A LAS REGLAS PREVISTAS PARA LA INSPECCIÓN OCULAR.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, enero de 
2007, página 2391, con número de registro digital: 173421.

El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver 
la queja 307/2017, en la que determinó que el medio de convicción consistente en un 
video no debe ser equiparado a una inspección judicial y por lo mismo, no está suje­
to a las reglas de preparación de ese tipo de probanzas, previstas en el artículo 119 
de la Ley de Amparo vigente, lo anterior en virtud de que se está ante un supuesto 
distinto al de la prueba de inspección judicial, en la medida que no se pretende que 
el Juez aprecie hechos presentes, sino que tome en cuenta lo que obra en un dispo­
sitivo electrónico como dato histórico y representativo de determinado acontecimien­
to pasado, lo que constituye una constancia audiovisual susceptible de reproducirse 
o de examinarse con auxilio de aparatos tecnológicos, por lo que precisamente la 
naturaleza de dicho medio de convicción, no debe estar sujeto a la preparación a que 
se refiere dicho artículo.

Tesis de jurisprudencia 26/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DETENCIÓN. LA EMISIÓN DEL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO 
NO ACTUALIZA UN CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA CUANDO 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO SE RECLAMÓ SU CALIFICA­
CIÓN. El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, prevé que en los casos de detención de una persona, el Juez que reciba 
la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o 
decretar la libertad con las reservas de ley. Bajo el proceso penal acusatorio, 
el control de la detención deberá realizarse a través de una audiencia en la 
que el Ministerio Público deberá justificar ante el Juez los motivos de la deten­
ción y éste procederá a calificarla. Ahora bien, la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación tiene amplias precisiones en torno a la veri­
ficación que los juzgadores deben realizar sobre el cumplimiento de las exigen­
cias constitucionales para la detención y puesta a disposición de la persona 
ante la autoridad correspondiente; además, ha determinado como regla la inva­
lidez y exclusión de todos aquellos elementos de prueba que tengan como 
fuente directa o se hayan obtenido con violación a derechos fundamentales. 
Por otra parte, el artículo 19 de la Constitución Federal establece el auto de 
vinculación a proceso como la resolución mediante la cual el juzgador deter­
mina si hay méritos para iniciar un proceso penal en contra del imputado, 
porque los datos de prueba establecen que se ha cometido un hecho que la 
ley señale como delito y que existe la probabilidad de que el indiciado lo come­
tió o participó en su comisión. Así, al margen de que la calificación de la 
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detención y el auto de vinculación a proceso sucedan en la misma audiencia y 
exista una relación jurídica entre ambos actos, se trata de actuaciones cuya 
materia de análisis es diferente y se van sucediendo sin que exista la posibilidad 
de reabrirlos conforme al principio de continuidad. Por lo tanto, la circunstan­
cia de que el imputado haya sido vinculado a procedimiento penal, no lo impo­
sibilita para que combata ante la instancia constitucional la calificación de la 
detención y las violaciones a los derechos fundamentales que tal acto le generó. 
La vinculación a proceso en ningún modo sustituye dicha calificación, ni des­
truye en su totalidad sus efectos y consecuencias. Indudablemente los datos 
de prueba obtenidos con el aseguramiento, trascenderán para resolver la situa­
ción jurídica del imputado y a las posteriores resoluciones, incluso a aquellas 
que tendrán lugar en etapas procesales distintas. Esto último torna suma­
mente relevante examinar si esos datos de prueba fueron recabados con res­
peto a los derechos fundamentales del imputado. Razón por la cual, cuando 
se cuestione en amparo indirecto el control de la detención, la circunstancia de 
que se haya vinculado el imputado, no actualiza la causa de improcedencia 
del juicio por cambio de situación jurídica, prevista en el artículo 61, fracción 
XVII, de la Ley de Amparo.

1a./J. 31/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 203/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Segundo Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo 
Quinto Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con 
residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México. 13 de marzo de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
recurso de revisión 305/2016, el cual dio origen a la tesis aislada XV.3o.5 P (10a.), de 
título y subtítulo: “RATIFICACIÓN DE LA DETENCIÓN DECRETADA EN LA AUDIEN­
CIA INICIAL DENTRO DEL PROCEDIMIENTO PENAL DE CORTE ACUSATORIO Y 
ORAL. EL AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE 
POR CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA, SI AL TÉRMINO DE DICHA DILIGENCIA SE 
DICTA EL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO Y SE RESUELVE LA FASE DE DISCU­
SIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo IV, marzo de 2017, página 
2907, con número de registro digital: 2013941.
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El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Déci­
mo Séptimo Circuito, al resolver el recurso de revisión 133/2016, el cual dio origen a 
la tesis aislada XVII.1o.P.A.29 P (10a.), de título y subtítulo: “CALIFICACIÓN DEL CON­
TROL DE LA DETENCIÓN. SI SE RECLAMÓ EN EL JUICIO DE AMPARO Y SE DICTA 
EL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO, ELLO ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCE­
DENCIA POR CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA, POR LO QUE DICHA CIRCUNS­
TANCIA NO LIMITA AL QUEJOSO PARA RECLAMAR LA ILEGALIDAD DE AQUÉLLA 
EN DIVERSO JUICIO DE AMPARO QUE SE PROMUEVA CONTRA EL AUTO, NI AL 
JUEZ DE DISTRITO DEL CONOCIMIENTO PARA VERIFICAR SI LA DETENCIÓN CUM­
PLIÓ CON LOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES.”, publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 30 de septiembre de 2016 a las 10:39 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 34, Tomo IV, sep­
tiembre de 2016, página 2635, con número de registro digital: 2012691.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, al resolver el recurso 
de revisión 55/2016, el cual dio origen a la tesis aislada II.1o.44 P (10a.), de título y 
subtítulo: “RATIFICACIÓN DE LA DETENCIÓN. EL AMPARO INDIRECTO EN SU CON­
TRA ES PROCEDENTE, SIEMPRE QUE SE RECLAME JUNTO CON EL AUTO DE VINCU­
LACIÓN A PROCESO Y POR ENDE, NO SE ACTUALIZA UN CAMBIO DE SITUACIÓN 
JURÍDICA.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de sep­
tiembre de 2016 a las 10:11 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 34, Tomo IV, septiembre de 2016, Tomo IV, página 2939, con 
número de registro digital: 2012483.

Tesis de jurisprudencia 31/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de tres de abril de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTRATO DE CRÉDITO DEL INFONAVIT. PARA LA PROCEDENCIA 
DE LA ACCIÓN DE SU VENCIMIENTO ANTICIPADO, NO ES INDISPEN­
SABLE QUE EN LA DEMANDA SE PIDA EXPRESAMENTE LA RESCI­
SIÓN. El artículo 49, párrafo primero, de la Ley del Instituto del Fondo Nacional 
de la Vivienda para los Trabajadores, al prever que los créditos que otorga el 
Instituto se rescindirán y, por tanto, se darán por vencidos anticipadamente, 
cuando sin su autorización los deudores enajenen, incluida la permuta, o gra­
ven su vivienda, así como cuando incurran en cualesquiera de las causales de 
violación consignadas en los contratos respectivos (en referencia a los crédi­
tos distintos a los destinados a la adquisición de vivienda financiada directa­
mente por aquél), conduce a establecer que para la procedencia de la acción 
de vencimiento anticipado de un crédito otorgado por el Infonavit no es indis­
pensable que en la demanda respectiva se pida expresamente la rescisión del 
contrato, puesto que la rescisión y el vencimiento anticipado no constituyen 
dos acciones diferenciadas, sino una sola consecuencia que se produce de 
actualizarse alguno de los supuestos previstos en ese párrafo. Por tanto, aun­
que en la demanda sólo se solicite el vencimiento anticipado sin mencionar 
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la rescisión del contrato, alegando la actualización de alguno de los supuestos 
señalados en el artículo 49, párrafo primero, mencionado, se entiende que el 
actor promueve la única acción establecida en dicha porción normativa y, por 
tanto, procedería analizarla para que, de considerarse probada alguna de 
esas hipótesis, se decrete la rescisión del contrato con efectos de vencimiento 
anticipado del crédito, en atención al principio general de que la acción pro­
cede en juicio aunque no se exprese su nombre, con tal de que se determine 
con claridad la clase de prestación que se exija al demandado y el título o causa 
de la acción.

1a./J. 32/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 232/2018. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Segundo Circuito, el actual Segundo Tribunal Colegiado en Ma­
teria Civil del Décimo Sexto Circuito, antes el Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigési­
mo Quinto Circuito.13 de febrero de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

Criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al resol­
ver el juicio de amparo directo 169/2018, en el que consideró que el artículo 49 de la 
Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores no constitu­
ye fundamento válido de la acción de vencimiento anticipado y que, por tanto, para 
que ésta prospere se necesita de la previsión de causas de vencimiento anticipado 
en el contrato de crédito.

El emitido por el actual Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto 
Circuito, antes Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Déci­
mo Sexto Circuito al resolver el juicio de amparo directo 564/2010, en el que con­
sideró que el artículo 49 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para 
los Trabajadores no puede servir de base para fundar la acción de vencimiento anti­
cipado, sino solamente para la de rescisión del contrato de crédito (parte de la premisa 
de que se trata de dos acciones distintas), de manera que se requeriría estipulación 
contractual sobre causas de vencimiento anticipado para que la primera de dichas 
acciones pudiera prosperar.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 535/2015, en el que determinó que el artículo 49 de la Ley 
del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores sí puede servir 
para fundar la acción de vencimiento anticipado, ya que claramente faculta al Ins­
tituto para tener por rescindidos y vencidos anticipadamente los créditos cuando se 
incurra en alguna de las causales de violación previstas en el contrato. Asimismo, 
estimó que la ley es aplicable aunque no haya estipulación expresa en el contrato 
sobre las causas de vencimiento anticipado, pues el crédito a los trabajadores se 
rige no sólo por el contrato, sino también por la mencionada ley.
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Tesis de jurisprudencia 32/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de diez de abril de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTRATO DE CRÉDITO OTORGADO POR EL INFONAVIT. LA RES­
CISIÓN Y VENCIMIENTO ANTICIPADO PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 
49, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY RESPECTIVA, CONSTITUYEN 
UNA SOLA ACCIÓN. El artículo 49, párrafo primero, de la Ley del Instituto 
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, al establecer que los 
créditos que otorga el Instituto "se rescindirán y por lo tanto se darán por 
vencidos anticipadamente", cuando sin su autorización los deudores enajenen, 
incluida la permuta, o graven su vivienda, así como cuando incurran en cuales­
quiera de las causales de violación consignadas en los contratos respectivos, 
no hace referencia a dos acciones diferenciadas e incompatibles entre sí, sino 
que atendiendo al postulado del legislador racional, debe entenderse que en 
dicha disposición la rescisión es considerada como una forma de terminación 
de las condiciones originalmente pactadas en el contrato de crédito para hacerlo 
exigible de inmediato; por lo cual, en esta norma especial, la rescisión da 
lugar al vencimiento anticipado del crédito, de modo que pueden verse como 
una unidad de acción. Lo anterior es así, porque aunque en el derecho común 
la rescisión implica la terminación del vínculo de reciprocidad existente entre las 
partes y que éstas ya no estén obligadas al cumplimiento de lo convenido, a 
diferencia del vencimiento anticipado previsto en los créditos mercantiles que 
implica la exigibilidad inmediata de la obligación de pago, lo cierto es que tra­
tándose de los créditos otorgados por el infonavit, distintos a los aplicados 
para la adquisición de vivienda financiada directamente por dicho Instituto, se 
tiene una norma especial en que la rescisión tiene la consecuencia del ven­
cimiento anticipado del crédito, como igualmente ocurre con los créditos 
refaccionarios y de habilitación o avío que, con los créditos otorgados por aquél, 
comparten la característica de ser créditos de destino o con un fin legalmente 
asignado, cuya violación genera exactamente la misma consecuencia de la 
rescisión y vencimiento anticipado de la obligación, como se advierte de los 
artículos 327 y 328 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito.

1a./J. 33/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 232/2018. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Segundo Circuito, el actual Segundo Tribunal Colegiado en Mate­
ria Civil del Décimo Sexto Circuito, antes el Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Quinto Circuito.13 de febrero de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
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Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

Criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al resol­
ver el juicio de amparo directo 169/2018, en el que consideró que el artículo 49 de la 
Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores no consti­
tuye fundamento válido de la acción de vencimiento anticipado y que, por tanto, para 
que ésta prospere se necesita de la previsión de causas de vencimiento anticipado 
en el contrato de crédito.

El emitido por el actual Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto 
Circuito, antes Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 564/2010, en el que conside­
ró que el artículo 49 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores no puede servir de base para fundar la acción de vencimiento antici­
pado, sino solamente para la de rescisión del contrato de crédito (parte de la premisa 
de que se trata de dos acciones distintas), de manera que se requeriría estipulación 
contractual sobre causas de vencimiento anticipado para que la primera de dichas 
acciones pudiera prosperar.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 535/2015, en el que determinó que el artículo 49 de la Ley 
del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores sí puede servir 
para fundar la acción de vencimiento anticipado, ya que claramente faculta al Ins­
tituto para tener por rescindidos y vencidos anticipadamente los créditos cuando se 
incurra en alguna de las causales de violación previstas en el contrato. Asimismo, 
estimó que la ley es aplicable aunque no haya estipulación expresa en el contrato 
sobre las causas de vencimiento anticipado, pues el crédito a los trabajadores se 
rige no sólo por el contrato, sino también por la mencionada ley.

Tesis de jurisprudencia 33/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de diez de abril de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTRATO DE CRÉDITO OTORGADO POR EL INFONAVIT. EL AR­
TÍCULO 49, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY RELATIVA, SIRVE DE 
FUNDAMENTO PARA EJERCER LA ACCIÓN DE RESCISIÓN Y VEN­
CIMIENTO ANTICIPADO. El artículo 49, párrafo primero, de la Ley del Ins­
tituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores al establecer que 
los créditos que otorga el Instituto se rescindirán y, por tanto, se darán por 
vencidos anticipadamente en los supuestos que ahí prevé (cuando sin auto­
rización del Instituto los deudores enajenen, incluida la permuta, o graven 
su vivienda, así como cuando incurran en cualesquiera de las causales de 
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violación consignadas en los contratos respectivos), es suficiente para fundar 
la acción de rescisión y vencimiento anticipado de los contratos de crédito dife­
rentes a aquellos destinados a la adquisición de viviendas financiadas direc­
tamente por el Infonavit, para los que se establece una consecuencia distinta en 
el párrafo segundo; sin que para ello sea necesaria alguna estipulación explí­
cita sobre causas de vencimiento anticipado en los contratos respectivos. 
Lo anterior es así, en primer lugar, porque el legislador buscó prever una norma 
especial para este tipo de contratos según la cual, las causas de rescisión sí 
pueden conducir a dar por vencido anticipadamente el crédito para exigir 
su cumplimiento inmediato cuando se actualiza alguna de las causas de vio­
lación señaladas en dicha porción normativa; y, en segundo lugar, la ley tiene 
una función supletoria de la voluntad de las partes en los contratos, según lo 
establecido en el artículo 1796 del Código Civil Federal, porque si bien la volun­
tad contractual es la máxima ley en ellos, lo cierto es que debe atenderse a las 
consecuencias que, según su naturaleza, sean conforme a la ley, y si ésta 
prevé la rescisión y el vencimiento anticipado para los contratos de crédito 
otorgados por el Infonavit en ciertos supuestos, basta esa previsión para que, 
de alegarse la actualización de esas hipótesis, pueda fundarse la acción 
correspondiente.

1a./J. 34/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 232/2018. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Segundo Circuito, el actual Segundo Tribunal Colegiado en Mate­
ria Civil del Décimo Sexto Circuito, antes el Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigé­
simo Quinto Circuito.13 de febrero de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

Criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al resol­
ver el juicio de amparo directo 169/2018, en el que consideró que el artículo 49 de la 
Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores no constituye 
fundamento válido de la acción de vencimiento anticipado y que, por tanto, para que 
ésta prospere se necesita de la previsión de causas de vencimiento anticipado en el 
contrato de crédito.

El emitido por el actual Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto 
Circuito, antes Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Sexto, Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 564/2010, en el que consi­
deró que el artículo 49 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para 
los Trabajadores no puede servir de base para fundar la acción de vencimiento antici­
pado, sino solamente para la de rescisión del contrato de crédito (parte de la premisa 
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de que se trata de dos acciones distintas), de manera que se requeriría estipulación 
contractual sobre causas de vencimiento anticipado para que la primera de dichas 
acciones pudiera prosperar.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 535/2015, en el que determinó que el artículo 49 de la Ley 
del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores sí puede servir 
para fundar la acción de vencimiento anticipado, ya que claramente faculta al Ins­
tituto para tener por rescindidos y vencidos anticipadamente los créditos cuando se 
incurra en alguna de las causales de violación previstas en el contrato. Asimismo, 
estimó que la ley es aplicable aunque no haya estipulación expresa en el contrato 
sobre las causas de vencimiento anticipado, pues el crédito a los trabajadores se 
rige no sólo por el contrato, sino también por la mencionada ley.

Tesis de jurisprudencia 34/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de diez de abril de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO INDIRECTO. EL AUTO QUE ORDENA LA FORMA EN QUE SE 
NOTIFICARÁ A LOS MIEMBROS QUE CONFORMAN LA COLECTI­
VIDAD AFECTADA LA ADMISIÓN DE UNA DEMANDA DE ACCIÓN 
COLECTIVA EN SENTIDO ESTRICTO O INDIVIDUAL HOMOGÉ­
NEA, CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN PARA 
EFECTOS DE SU PROCEDENCIA. De conformidad con los artículos 107, 
fracción III, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, y 107, fracción V, de la Ley de Amparo, tratándose de actos emitidos 
por tribunales judiciales dentro de un juicio, el amparo indirecto sólo procede 
cuando dichos actos tienen una ejecución de imposible reparación, esto 
es, cuando con ellos se afectan materialmente derechos sustantivos protegi­
dos constitucional y convencionalmente. Ahora bien, de los preceptos 579, 580, 
581, fracciones II y III, 594, 595, 604 y 605 del Código Federal de Procedimien­
tos Civiles, se colige que en la acción colectiva en sentido estricto o individual 
homogénea, los miembros que conforman la colectividad pueden obtener la 
reparación de los daños individuales que hubieren sufrido con motivo de los 
hechos o actos imputados al demandado. Ese derecho sustantivo a la repara­
ción lo pueden hacer valer en dichas acciones colectivas únicamente cuando 
manifiestan expresamente su voluntad de formar parte de la colectividad re­
presentada en el juicio, mediante el acto procesal de adhesión, el cual pueden 
realizar durante la sustanciación del proceso o, en su caso, de haberse obte­
nido sentencia favorable para la colectividad o de haberse suscrito convenio 
elevado a la categoría de cosa juzgada, en la etapa de ejecución, dentro de los 
dieciocho meses posteriores a que ésta o el convenio adquirieron firmeza. 
En ese sentido, en el sistema legal de las acciones colectivas, el momento 
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previsto para hacer del conocimiento de la colectividad afectada la existencia 
del juicio, es mediante la notificación del auto que admite la demanda, la cual 
habrá de hacerse en los términos del artículo 591, párrafo tercero, del código 
procesal referido, es decir, por medios idóneos, considerando el tamaño, la 
localización y las demás características de la colectividad, debiendo ser eco­
nómica, eficiente y amplia, conforme a las circunstancias del caso, sin que 
se prevea una notificación posterior en términos iguales a los que establece ese 
numeral pues, incluso la sentencia definitiva, aun cuando fuere favorable a la 
colectividad, sólo se prevé que sea notificada personalmente al representante 
legal de ésta, y respecto de un eventual convenio judicial, no se establece noti­
ficación alguna a la colectividad en general, de manera que el auto que ordena 
la forma de la referida notificación, tiene una importancia sistémica fundamen­
tal, pues de él depende la conformación de la colectividad, por tanto, sí es 
susceptible de afectar directamente el derecho sustantivo que asiste a cada 
uno de sus miembros, de obtener la reparación de los daños individuales, pues 
el desconocimiento de la existencia del juicio no sólo trascenderá al acto 
procesal de la adhesión durante el proceso, sino también a la etapa de ejecu­
ción de una eventual sentencia o convenio favorable a la colectividad. De lo 
anterior se concluye que el auto que ordena la forma en que se hará la refe­
rida notificación es un acto de imposible reparación para efectos de la proce­
dencia del juicio de amparo indirecto.

1a./J. 35/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 466/2018. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Civil del 
Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 27 de marzo de 2019. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secreta­
ria: Laura Patricia Román Silva.

Tesis y/o criterio contendientes:

El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción 
de tesis 3/2018, la cual dio origen a las tesis jurisprudenciales PC.I.C. J/70 C (10a.) y 
PC.I.C. J/71 C (10a.), de títulos y subtítulos: "ACCIONES COLECTIVAS. CONTRA EL 
AUTO QUE ORDENA NOTIFICAR SU ADMISIÓN A LOS INTEGRANTES DE LA CO­
LECTIVIDAD, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO." y "ACCIO­
NES COLECTIVAS. EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO ES IMPROCEDENTE, POR 
REGLA GENERAL, CONTRA LAS DECISIONES JUDICIALES DICTADAS DENTRO DEL 
PROCEDIMIENTO RELATIVO, QUE ADMITAN, ORDENEN EL DESAHOGO O DESE­
CHEN PRUEBAS QUE, POR SÍ SOLAS, NO AFECTEN DERECHOS SUSTANTIVOS.", 
publicadas en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
57, Tomo II, agosto 2018, página 1290, con números de registro digital: 2017723 y 
201772 y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 31 de agosto de 2018 
a las 10:39 horas.



41INFORME DE LA PRIMERA SALA 2019

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región con sede en Xalapa, Veracruz, en auxilio del Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 228/2018 (auxiliar 
698/2017), en el que sostuvo que la resolución emitida en un recurso de revocación, 
que confirma el acuerdo en que, admitida la demanda de una acción colectiva, se 
ordena notificar el inicio del juicio a la colectividad a través de un determinado medio, 
es un acto de imposible reparación que afecta materialmente derechos sustantivos 
y, por ende, hace procedente el juicio de amparo indirecto para controvertirlo, por­
que de la forma en que se ordene realizar esa notificación depende que la colectivi­
dad conozca la existencia del juicio y pueda ejercer su derecho de adherirse a la 
acción colectiva y hacer posible la satisfacción de los derechos sustantivos de orden 
patrimonial deducidos.

Tesis de jurisprudencia 35/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de tres de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO CUANDO SE IMPUGNEN ACTOS U OMISIONES DE LAS AUTO­
RIDADES DEL REGISTRO CIVIL RELACIONADOS CON EL ESTADO 
CIVIL DE LAS PERSONAS. CORRESPONDE AL JUEZ DE DIS­
TRITO EN MATERIA CIVIL, CUANDO SE DÉ LA ESPECIALIZACIÓN. 
Cuando en un juicio de amparo indirecto se impugnen actos u omisiones de 
las autoridades del Registro Civil relacionados con el estado civil de las per­
sonas, la competencia para conocer de él corresponde a un Juez de Distrito 
en Materia Civil, cuando se dé la especialización, ya que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha determinado que la competencia para conocer del jui­
cio de amparo indirecto se fija conforme a la naturaleza del acto reclamado 
sin tomar en consideración la calidad formal o material de la autoridad que, 
en su caso, haya emitido el acto. Lo anterior, porque la fracción III del artículo 
54 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, establece que es 
competencia de los Jueces de Distrito de amparo en materia civil conocer de 
aquellos asuntos competencia de los Juzgados de Distrito en materia de amparo 
que por exclusión no correspondan a la penal, administrativa o laboral, de 
manera que los actos susceptibles de reclamarse en amparo indirecto, corres­
ponderán invariablemente a la materia civil cuando se refieran a actos u omi­
siones de las autoridades del registro civil, relativos al estado civil de las 
personas, pues el estudio del asunto comprenderá el análisis de cuestiones 
relacionadas con la legislación civil por antonomasia. En ese sentido, al mar­
gen del carácter formal de la autoridad emisora, lo contundente es que las 
funciones que realiza el órgano registral indicado están relacionadas con el 
derecho civil, ya que al emitir determinaciones vinculadas con actos u omi­
siones en torno a registro o rectificación de actas de nacimiento, se atiende no 
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sólo a datos de identificación desde el plano administrativo, sino a elementos 
y normas reguladas en la legislación sustantiva civil que repercuten en la si­
tuación jurídica que guarda la persona en cuanto al nombre o su reasigna­
ción sexual y con esto pierde importancia que su actividad sea materialmente 
administrativa; de ahí que, con independencia del carácter del Registro Civil, 
esa circunstancia no impide considerar que los actos que emite en materia 
de rectificación de actas o relacionados con el estado civil de las personas 
corresponden a la materia civil, por lo que al atender a los principios de espe­
cialización y al denominado por la doctrina como fuero de atracción, es perti­
nente que en una jurisdicción se concentren los asuntos que tengan repercusión 
con el estado civil de las personas. En conclusión, la competencia recae en un 
Juez de Distrito en Materia Civil y no en uno en Materia Administrativa, por el 
hecho de prevalecer la naturaleza del acto reclamado, sobre la de la autoridad.

1a./J. 36/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 353/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito y el Pleno en Materia Civil del 
Tercer Circuito. 10 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: César de la Rosa Zubrán.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto 
Circuito al resolver los amparos en revisión 313/2016, 32/2017, 35/2017, 42/2017, 
80/2017 y 100/2017, en los que sostuvo que la competencia para conocer del juicio 
de amparo indirecto promovido contra determinaciones, actos u omisiones del Re­
gistro Civil, por la naturaleza del acto (administrativo) corresponde a un Juez de Dis­
trito en Materia Administrativa, porque las autoridades responsables no dirimieron 
controversia alguna entre las partes, en la que decidieran cuestiones respecto de 
prestaciones de carácter civil, ni resolvieron cuestión contenciosa civil determinada, 
sino que únicamente aplicaron la norma jurídica.

El emitido por el Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito al resolver la contradicción de 
tesis 1/2017, que dio origen a la jurisprudencia PC.III.C. J/34 C (10a.), de título y sub­
título: "COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO 
CONTRA ACTOS U OMISIONES DE LAS AUTORIDADES DEL REGISTRO CIVIL, RELA­
TIVOS AL ESTADO CIVIL DE LAS PERSONAS. SE SURTE EN FAVOR DE LOS JUZGA­
DOS DE DISTRITO ESPECIALIZADOS EN MATERIA CIVIL.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 8 de septiembre de 2017 a las 10:17 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 46, Tomo II, sep­
tiembre de 2017, página 959, con número de registro digital: 2015099.

Tesis de jurisprudencia 36/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de tres de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de agosto de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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REMATE JUDICIAL. LA ESCRITURA PÚBLICA DE ADJUDICACIÓN 
NO CONSTITUYE UN REQUISITO PREVIO PARA QUE SE PONGA AL 
ADJUDICATARIO EN POSESIÓN DEL BIEN INMUEBLE (LEGISLACIO­
NES DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y DEL ESTADO DE JALISCO). De los 
artículos 525, 582, 589 y 590 del Código de Procedimientos Civiles para el Dis­
trito Federal, aplicable para la Ciudad de México, así como 574 y 575 del Código 
de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, se advierte que la escritura­
ción no constituye un requisito necesario para que pueda ordenarse la deso­
cupación de la finca con objeto de poner al adjudicatario en posesión del bien, 
porque las ventas judiciales son procedimientos de ejecución forzada que 
tienen lugar cuando el obligado no satisface voluntariamente su obligación, 
después de haber sido condenado al cumplimiento en una sentencia que 
ha causado ejecutoria; el remate judicial es una venta de bienes mediante un 
procedimiento de subasta pública, que culmina normalmente con la adjudi­
cación de las cosas rematadas al mejor postor y con el pago al acreedor, con 
el producto de la venta. En este sentido, la actuación judicial autónoma deno­
minada adjudicación es una etapa del remate, mediante la cual se adjudica 
el bien a favor del acreedor o ejecutante, pues constituye una determinación 
que establece un derecho sustantivo de propiedad a favor del adjudicatario. 
En la medida en que jurídicamente con ese acto se actualiza la incorporación 
de la cosa rematada al patrimonio del adjudicatario, pero la eficacia de la venta 
judicial, a diferencia de cualquier otra venta, está condicionada a que el pos­
tor consigne el precio total del remate, pues a partir de ese momento la venta 
judicial es perfecta y, por ende, obligatoria, tan es así que después de ello el 
deudor está obligado a firmar la escritura correspondiente, entregando ade­
más los títulos de propiedad y el bien rematado, lo que debe acontecer aun 
ante su rebeldía, ya que de darse el caso, el juzgador está obligado a firmar la 
escritura correspondiente y dictar las medidas que procedan a fin de entregar 
al comprador judicial el bien adjudicado. De ahí que aunque la venta judicial 
debe formalizarse a través de la escritura pública correspondiente y, por orden 
lógico, primero se debería proceder a la escrituración y entrega de los títulos 
de propiedad, para que después se ponga en posesión del adjudicatario el 
bien rematado, nada impide que primero se le ponga en posesión y después 
se firme la escritura correspondiente, porque una vez que la adjudicación por 
remate judicial se perfecciona con el pago del precio, el ejecutado pierde la 
propiedad del bien, la cual es adquirida por el adjudicatario, de manera que 
el hecho de que la venta no conste en escritura no le puede parar perjuicio al 
comprador judicial, pues su derecho no deriva ni se constituye a partir de que 
se otorgue la escritura de adjudicación, sino que surge de la venta misma 
cuando se perfecciona en el momento en que el licitador hace el pago total 
del precio, momento en que adquiere plenamente la propiedad del inmueble, 
aun cuando ésta no conste en escritura pública. Por tanto, la formalización 
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de la escritura de adjudicación no constituye una restricción al derecho de 
posesión contenido como uno de los atributos de la propiedad, por lo que 
no hay razón para negar al adjudicatario el derecho a disfrutar la posesión útil 
de su derecho real de propiedad adquirido en una venta judicial perfecta.

1a./J. 37/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 420/2018. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Civil del 
Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 
10 de abril de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Her­
nández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: César de la Rosa Zubrán.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción 
de tesis 4/2016, que dio origen a la jurisprudencia PC.I.C. J/38 C (10a.), de título y 
subtítulo: "ADJUDICACIÓN DE BIENES INMUEBLES EN EJECUCIÓN DE SENTEN­
CIA. PARA QUE PUEDAN ENTREGARSE AL ADJUDICATARIO ES NECESARIA SU 
PREVIA ESCRITURACIÓN.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 35, Tomo II, octubre de 2016, página 966, con número 
de registro digital: 2012872.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 462/2017 (10a.), que dio origen a la tesis III.2o.C.96 C (10a.), 
de título y subtítulo: "REMATE. NO EXISTE PROHIBICIÓN LEGAL DE ENTREGAR EL 
BIEN INMUEBLE ADJUDICADO EN EL JUICIO, PREVIAMENTE A LA EXPEDICIÓN DE 
LA ESCRITURA CORRESPONDIENTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO).", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de noviembre de 
2018 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 60, Tomo III, noviembre de 2018, página 2408, con número de registro 
digital: 2018352.

Tesis de jurisprudencia 37/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de tres de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. CUANDO SE 
SIGA CONTRA UN INTERNO POR INFRACCIONES AL REGLAMENTO 
DE LOS CENTROS FEDERALES DE READAPTACIÓN SOCIAL, NO 
EXISTE OBLIGACIÓN DE QUE ESTÉ ASISTIDO POR UN LICEN­
CIADO EN DERECHO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha califica­
do el derecho a una defensa adecuada como un componente central del debido 
proceso, cuyo respeto en el ámbito penal exige no sólo la presencia física del 
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defensor, sino su real ayuda material y técnica. Asimismo, ha determinado 
que su observancia debe garantizarse en todas y cada una de las etapas que 
conforman el procedimiento penal, esto es, desde que una persona es inves­
tigada y, de ser el caso, hasta la ejecución total de las sanciones impuestas. 
Por otra parte, la Primera Sala del Alto Tribunal, al resolver la contradicción de 
tesis 85/2015, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 39/2016 (10a.), de título 
y subtítulo: "CORRECTIVOS DISCIPLINARIOS EN CENTROS FEDERALES DE 
READAPTACIÓN SOCIAL. EL TÉRMINO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AM­
PARO EN SU CONTRA, ES EL GENÉRICO DE QUINCE DÍAS, ESTABLECIDO 
EN EL ARTÍCULO 17, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE.", 
consideró que el procedimiento administrativo sancionador seguido a inter­
nos que se dice cometieron infracciones al reglamento aplicable en Centros 
Federales de Reinserción Social es autónomo del procedimiento penal, pues 
su finalidad es mantener el orden, disciplina y seguridad a su interior y, por 
ende, ajeno a los aspectos jurídicos básicos de la privación de la libertad en 
que aquéllos se encuentran. Por tanto, si el procedimiento administrativo san­
cionador seguido a internos es independiente del procedimiento penal, no 
existe la obligación de que el probable infractor esté asistido por un licenciado 
en Derecho, pues dicho procedimiento administrativo no exige esa condición. 
Sin embargo, para la imposición de correctivos disciplinarios al interior de 
esa clase de centros, se debe cumplir con la garantía de audiencia, en la 
que está incluida la notificación formal del inicio del procedimiento, la opor­
tunidad de defensa y el derecho a recurrir la resolución respectiva a través 
de algún medio de impugnación, en términos de lo previsto en el artículo 82 del 
Reglamento de los Centros Federales de Readaptación Social, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 6 de abril de 2006.

1a./J. 38/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 37/2017. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito y el Pleno en Materia Penal del 
Segundo Circuito. 13 de febrero de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Disidentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 68/2016, en el que determinó que el pro­
cedimiento administrativo sancionador contra un interno ubicado en un Centro Fede­
ral de Readaptación o Reinserción Social, incide en las condiciones de ejecución de la 
pena impuesta, por lo cual debe operar a favor del probable infractor, el derecho 
fundamental a una defensa adecuada, previsto en el artículo 20 constitucional, sin 
perjuicio de que el numeral 82 del Reglamento de los Centros Federales de Readap­
tación Social omita precisarlo.
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El emitido por el Pleno Especializado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver 
la contradicción de tesis 2/2015, la cual dio origen a la tesis jurisprudencial PC.II.P. 
J/1 P (10a.), de rubro: "DEFENSA ADECUADA. EN LA IMPOSICIÓN DE CORREC­
CIONES DISCIPLINARIAS POR INFRACCIÓN AL REGLAMENTO DE LOS CENTROS 
FEDERALES DE READAPTACIÓN SOCIAL, AL DERIVAR DE UN PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO SANCIONADOR DISTINTO AL PROCESO PENAL, ES INNECESA­
RIO QUE EL PROBABLE INFRACTOR ESTÉ ASISTIDO POR DEFENSOR PÚBLICO O 
PRIVADO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de abril 
de 2016 a las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Déci­
ma Época, Libro 29, Tomo II, abril de 2016, página 1622, con número de registro 
digital: 2011404.

Nota: La citada jurisprudencia 1a./J. 39/2016 (10a.), que derivó de la contradicción 
de tesis 85/2015, se publicó en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de 
noviembre de 2016 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 36, Tomo II, noviembre de 2016, página 861, con número 
de registro digital: 2013063.

De la sentencia que recayó al amparo en revisión 68/2016, dictada por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, derivó la tesis aisla­
da V.3o.P.A.4 P (10a.), de título y subtítulo: "CORRECCIONES DISCIPLINARIAS POR 
INFRACCIÓN AL REGLAMENTO DE LOS CENTROS FEDERALES DE READAPTA­
CIÓN SOCIAL. PREVIO A SU IMPOSICIÓN, DESDE EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO 
RESPECTIVO Y A FIN DE SALVAGUARDAR EL DERECHO HUMANO DE DEFENSA 
ADECUADA, EL INFRACTOR DEBE DESIGNAR UN DEFENSOR EN EJERCICIO DE 
SU DERECHO DE AUDIENCIA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 4 de agosto de 2017 a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 45, Tomo IV, agosto de 2017, página 2776.

Tesis de jurisprudencia 38/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de tres de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

NOTARIOS PÚBLICOS. NO TIENEN EL CARÁCTER DE AUTORIDADES 
RESPONSABLES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO, CUANDO 
SE LES RECLAMEN ACTOS DERIVADOS DE LA TRAMITACIÓN 
DE SUCESIONES EXTRAJUDICIALES. De los artículos 1o. y 5o., fracción II, 
segundo párrafo, de la Ley de Amparo, se desprende que el juicio de amparo 
tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas genera­
les, actos u omisiones de autoridad que violen los derechos humanos recono­
cidos y las garantías otorgados para su protección por la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, además protege a las personas frente a normas 
generales, actos u omisiones por parte de los poderes públicos o de particu­
lares en los casos señalados por esa ley. Ahora bien, los notarios públicos al 
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tramitar sucesiones extrajudiciales, sean testamentarias o legítimas, no pueden 
ser considerados como autoridades responsables equiparadas para efectos 
del juicio de amparo. Lo anterior es así, porque sus actuaciones: i) no estable­
cen una relación de supra subordinación respecto de los particulares, pues 
únicamente dan fe de la situación jurídica generada a partir de la muerte del 
de cujus y de los actos jurídicos que celebran los herederos, legatarios y alba­
cea, ya sea entre ellos o con terceros, ii) no emiten actuaciones unilaterales que 
creen, modifiquen, transmitan o extingan derechos y obligaciones, puesto 
que son de carácter declarativo, y iii) no generan nuevas situaciones jurídicas, 
dada la función de fe pública que les fue delegada por el Estado.

1a./J. 41/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 364/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Séptimo Circuito, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Segundo Circuito. 27 de marzo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Minis­
tros Norma Lucía Piña Hernández, quien indicó estar con el sentido, pero no compartir 
las consideraciones, por lo que reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, con 
residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el recurso de queja 132/2016, en el que 
determinó que los notarios no son autoridad responsable para efectos del juicio de 
amparo cuando tramita un procedimiento sucesorio intestamentario extrajudicial, 
ya que no dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar actos que crean, modifican o extin­
guen situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria, o bien, la que omita el 
acto que de realizarse crearía, modificaría o extinguiría dichas situaciones jurídicas, 
por lo que era improcedente el juicio de amparo al actualizarse la causal establecida 
en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el artículo 5o., fracción II, ambos de 
la Ley de Amparo.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, con 
residencia en el Estado de México, al resolver el amparo en revisión 172/2015, el cual 
dio origen a la tesis II.2o.C.5 K (10a.), de título y subtítulo: "NOTARIO PÚBLICO. 
CUANDO TRAMITA UN PROCEDIMIENTO SUCESORIO TESTAMENTARIO, ES AUTO­
RIDAD RESPONSABLE, PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de diciembre de 2015 a las 11:15 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, 
Tomo II, diciembre de 2015, página 1291, con número de registro digital: 2010709.

Tesis de jurisprudencia 41/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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DELINCUENCIA ORGANIZADA. LA SENTENCIA IRREVOCABLE EN 
LA QUE SE ACREDITÓ LA EXISTENCIA DE UNA ORGANIZACIÓN 
DELICTIVA, NO TIENE EL CARÁCTER DE PRUEBA PLENA PARA ACRE­
DITAR LA DE UNA ORGANIZACIÓN CRIMINAL DIVERSA, AUN CUANDO 
ESTÉ VINCULADA CON AQUÉLLA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 
41, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, EN SU 
TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFI­
CIAL DE LA FEDERACIÓN EL 16 DE JUNIO DE 2016). El precepto citado 
establece que la sentencia judicial irrevocable que tenga por acreditada la 
existencia de una organización delictiva determinada, será prueba plena para 
demostrar la existencia de esa organización en cualquier otro procedimiento, 
por lo que sólo sería necesario probar la vinculación de un nuevo procesado 
a esta organización, para poder sentenciarlo por el delito de delincuencia orga­
nizada. Sin embargo, dicha sentencia no tendrá pleno valor probatorio respecto 
de la existencia de otros conglomerados delictivos que estén relacionados 
con la organización específicamente definida en ese fallo. Ello obedece a que 
la declaratoria referida derivó de un ejercicio probatorio de desahogo y valo­
ración de ciertos elementos en un diverso procedimiento penal, en el que se 
concluyó mediante una sentencia judicial irrevocable, la existencia de dicha 
organización criminal en particular, al constituir un hecho probado. Así, de con­
formidad con el debido proceso, al derecho a una defensa adecuada y el prin­
cipio de contradicción, no sería dable que el Juez de la causa otorgue el carácter 
de prueba plena al contenido de una sentencia irrevocable en la que se 
acreditó en otro procedimiento penal la existencia de una organización delic­
tiva determinada, con la finalidad de demostrar la de una organización crimi­
nal distinta, al margen de que estén vinculadas, pues ello implicaría convalidar 
un hecho que no ha sido sometido a debate, ni valorado por el juzgador que 
conoció del procedimiento penal primigenio, para que adquiera el carácter 
de prueba plena. De forma que esa regla de valoración se actualiza única­
mente para la organización delictiva que en esa ejecutoria se analizó y determinó, 
y no para aquella que de manera contingente se narra en ese fallo. No obstante 
lo anterior, en el caso de que con esa documental pretenda acreditarse la 
existencia de una organización criminal diversa, dicho elemento probatorio 
no tendrá valor pleno para ese fin, pero sí será posible que el juzgador la con­
sidere como un indicio en términos del artículo 41, párrafo primero, de la Ley 
Federal contra la Delincuencia Organizada, en su texto anterior a la reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2016, a efecto 
de ser valorado con los demás elementos de prueba para la comprobación de 
los elementos del tipo penal de delincuencia organizada.

1a./J. 42/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 429/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Segundo Circuito. 3 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resol­
ver el amparo directo 291/2017, en el que determinó que si en una sentencia judicial 
irrevocable se tenía por acreditada la existencia de una determinada organización 
delictiva, la copia certificada de esa resolución era una prueba plena para tener por 
acreditada, en un diverso procedimiento penal, la existencia de otras organizaciones 
criminales que estuvieran relacionadas con la organización específicamente definida 
en dicha ejecutoria, conforme lo dispone el último párrafo del artículo 41 de la Ley 
Federal contra la Delincuencia Organizada, vigente al dieciséis de junio de dos mil 
dieciséis.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 107/2015, el cual dio origen a la tesis aislada II.1o.P.8 P (10a.), de 
título y subtítulo: "DELINCUENCIA ORGANIZADA. LA SENTENCIA JUDICIAL IRREVO­
CABLE QUE SE UTILICE PARA ACREDITAR PLENAMENTE LA EXISTENCIA DE UNA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA DETERMINADA, EN CUALQUIER OTRO PROCEDIMIENTO, 
A QUE ALUDE EL ARTÍCULO 41, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL RELA­
TIVA, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA DE 16 DE JUNIO DE 2016, DEBE 
REFERIRSE NECESARIAMENTE A LA MISMA ORGANIZACIÓN.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 36, Tomo IV, noviembre de 2016, página 2361, con número de registro digital: 
2013099.

Tesis de jurisprudencia 42/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de veintitrés de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. PARA GARANTIZAR QUE EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATERIA PENAL SEA ACOR­
DE CON ESE DERECHO, EL QUEJOSO PRIVADO DE LA LIBERTAD DEBE 
CONTAR CON LA ASISTENCIA DE UN ABOGADO. El derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva previsto en los artículos 17 constitucional, así como 8 
y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, requiere de garan­
tías eficaces de los derechos humanos. En nuestro sistema, el juicio de amparo 
es una de ellas. El derecho a la asistencia de un abogado es una condición 
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de efectividad del juicio de amparo, porque permite que la parte quejosa 
pueda ejercer adecuadamente el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 
Pues bien, cuando una persona privada de la libertad, provisional o definiti­
vamente, en virtud de un proceso penal, promueve demanda de amparo 
indirecto sin asistencia jurídica, el órgano de control constitucional que reciba 
dicho escrito debe prevenirle para que nombre a un abogado que lo represente, 
ya sea en la diligencia en la que se comunique esa prevención, o dentro de los 
tres días posteriores a que surta efectos dicha notificación. En caso de que el 
quejoso no quiera o no pueda nombrarlo, el órgano jurisdiccional de amparo 
deberá nombrarle uno de oficio, para lo cual requerirá a la defensoría pública 
correspondiente (federal o local) que proporcione de inmediato el servicio –sin 
importar la denominación formal de la figura: defensor, asesor, representante, 
asistente jurídico, etc.–, y ésta deberá prestarlo interpretando las leyes que la 
rigen conforme a la Constitución. Lo anterior, dadas las condiciones de pre­
cariedad que en esas circunstancias imperan para acceder a la justicia, y las 
graves consecuencias que la falta de representación jurídica pueden tener 
para los derechos humanos del quejoso. En el entendido de que el incum­
plimiento de esta obligación por parte del órgano jurisdiccional deberá consi­
derarse como una violación a las normas fundamentales del procedimiento y 
ameritará la reposición del juicio de amparo indirecto, siempre y cuando no 
genere mayor beneficio a la persona quejosa la resolución del fondo del asunto 
y/o la suplencia de la queja.

1a./J. 43/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 187/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegia­
do del Vigésimo Cuarto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Admi­
nistrativa del Quinto Circuito, el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito y los Tribunales Colegiados Cuarto y Quinto, ambos del Décimo Quinto Cir­
cuito. 27 de marzo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alejandro González Piña y Carlos Eduardo 
Michel Regalado.

Tesis y/o criterio contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, al resolver los 
recursos de revisión 105/2016, 166/2016, 303/2016, 386/2016 y 423/2016, que dieron 
origen a la jurisprudencia XXIV.2o. J/2 (10a.), de título y subtítulo: "PERSONA PRIVA­
DA DE SU LIBERTAD, PROVISIONAL O DEFINITIVAMENTE. ATENTO A QUE CON­
FORMA UN GRUPO VULNERABLE POR SU CONDICIÓN DE INTERNO, SI PROMUEVE 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO Y DE SU DEMANDA NO SE ADVIERTE QUE HAYA 
SEÑALADO UN ABOGADO QUE LA REPRESENTE, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE 
ASIGNARLE UN DEFENSOR PÚBLICO PARA QUE LA ASESORE ADECUADAMENTE 
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Y SE POTENCIALICE SU DERECHO HUMANO A UNA DEFENSA ADECUADA, YA 
QUE OMITIRLO ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIEN­
TO QUE AMERITA SU REPOSICIÓN, HECHA EXCEPCIÓN CUANDO HA DE PRIVILE­
GIARSE EL EXAMEN DE LA DECISIÓN DE FONDO, AL TRAER CONSIGO MAYOR 
BENEFICIO AL QUEJOSO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo II, abril de 2017, página 1616, con número 
de registro digital: 2014075.

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito, al resolver el recurso de revisión 109/2016, el cual dio origen a la tesis aisla­
da V.3o.P.A.3 P (10a.), de título y subtítulo: "ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA Y DE­
FENSA ADECUADA. PARA GARANTIZAR ESTOS DERECHOS HUMANOS EN EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO POR UN QUEJOSO RECLUIDO EN 
UN CENTRO DE REINSERCIÓN SOCIAL QUE RECLAMA ACTOS RELATIVOS A LAS 
CONDICIONES DE SU INTERNAMIENTO, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE DISPONER 
LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA QUE SEA DEBIDAMENTE REPRESENTADO Y 
ASESORADO POR UN PROFESIONAL DEL DERECHO, INCLUSO CON LA DESIGNA­
CIÓN DE UN ASESOR JURÍDICO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 10 de febrero de 2017 a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 39, Tomo III, febrero de 2017, página 2157, 
con número de registro digital: 2013643.

El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al re­
solver el recurso de revisión 256/2016, el cual dio origen a la tesis aislada I.7o.P.55 P 
(10a.), de título y subtítulo: "ASESOR JURÍDICO EN EL JUICIO DE AMPARO EN MA­
TERIA PENAL. SI EL QUEJOSO ESTÁ EN UNA SITUACIÓN QUE LE OBSTACULIZA 
EJERCER PLENAMENTE LA DEFENSA DE SUS INTERESES, Y SOLICITA EL AUXILIO 
AL ÓRGANO JURISDICCIONAL PARA ACCEDER A UNA ASISTENCIA TÉCNICA JU­
RÍDICA QUE HAGA VALER SUS DERECHOS ÉSTE, EN ARAS DE TUTELAR LOS DE­
RECHOS DE ACCESO A LA JUSTICIA Y DEFENSA ADECUADA, DEBE GIRAR UN 
OFICIO AL INSTITUTO FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA, A EFECTO DE QUE LE 
NOMBRE A AQUÉL (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 29 DE LAS 
BASES GENERALES DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL INSTITUTO FEDE­
RAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 38, Tomo IV, enero de 2017, página 2434, con nú­
mero de registro digital: 2013553.

El emitido por los Tribunales Colegiados Cuarto y Quinto del Décimo Quinto Circuito, al 
resolver los recursos de queja 121/2016 y 25/2017, respectivamente, en los que sos­
tuvieron que era injustificada la multa impuesta por el Juez de Distrito a la delegada 
del Instituto Federal de Defensoría Pública Federal, dado que la solicitud que la 
motivó era innecesaria y, por tanto, no debía atenderse. Al respecto, los Colegiados 
señalaron que las personas quejosas privadas de la libertad, si bien estaban limita­
das en sentido ambulatorio, no lo estaban para representarse a sí mismas, por lo que 
no se ubicaban en alguno de los supuestos previstos en las Bases Generales de 
Organización y Funcionamiento del Instituto de Defensoría Pública Federal, como 
para que se les designara a un asesor jurídico que las representara.
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Tesis de jurisprudencia 43/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COSTAS EN PRIMERA INSTANCIA EN EL JUICIO ESPECIAL HIPOTE­
CARIO. SE ACTUALIZA SU CONDENA PARA CUALQUIERA DE LAS 
PARTES A QUIEN LA RESOLUCIÓN DESFAVOREZCA COMPLETA­
MENTE (LEGISLACIONES DE CHIAPAS Y DURANGO). Los artículos 140, 
fracción III, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Chiapas 
y 140, fracción III, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de 
Durango, establecen la hipótesis para la condena en costas en juicios hipote­
carios, las cuales tienen fundamento, por una parte, en la teoría del vencimiento 
puro y, por otra, en la de la compensación o indemnización, a partir de las 
cuales las legislaturas locales establecieron dos elementos objetivos para 
la procedencia de la condenación en costas en primera instancia: a) que el 
actor demuestre su pretensión y, por ende, se condene al demandado, y; b) que 
el actor intente el juicio y no obtenga sentencia favorable, habiendo obligado al 
demandado a someterse a un proceso de manera injustificada. En ambos 
casos, procede el pago de costas en la primera instancia a cargo de a quien 
desfavorece totalmente la resolución dictada en este tipo de juicios. Esto es, 
el demandado condenado o el actor que intentó el juicio y no probó plenamente 
su acción, incluso cuando dicho perjuicio hubiere derivado de la revocación 
ordenada en el recurso de apelación por el tribunal de alzada, en cuyo caso no 
se actualiza el supuesto de "dos sentencias conformes de toda conformidad".

1a./J. 44/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 65/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Quinto Circuito y el entonces Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Circuito (actual Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito). 
13 de febrero de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo. 

Tesis y criterio contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 661/2015, en el que determinó que de la interpretación siste­
mática de los artículos 140, fracción III, 81, 677, 692 y  693 del Código de Procedimien­
tos Civiles para el Estado de Durango, se concluye que si en primera instancia el 
Juez declaró improcedente la acción ejercida en relación con una hipoteca, por 
lo cual no hubo condena al demandado al pago de costas, y en segunda instancia se 
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revoca dicho fallo y se declara la procedencia de la acción, es correcto que el tribu­
nal de apelación decrete la respectiva condena en costas de la primera instancia, en 
términos del referido numeral 140, fracción III, del Código de Procedimientos Civiles 
para el Estado de Durango, en ejercicio de la plenitud de jurisdicción que sobre el 
punto adquirió, por lo que resulta legal que se decrete el pago de costas, al resultar 
condenado en un juicio hipotecario.

El emitido por el entonces Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito (actual Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito), al resolver el amparo 
directo 423/96, del que derivó la tesis aislada XX.1o.138 C, de rubro: "COSTAS. CASO 
EN QUE NO PROCEDE CONDENAR A SU PAGO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIA­
PAS).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo VI, agosto de 2017, página 696, con número de registro digital: 198016.

Tesis de jurisprudencia 44/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de cinco de junio de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de noviembre de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSOS DE REVOCACIÓN Y DE APELACIÓN. SU INTERPOSI­
CIÓN SIMULTÁNEA CONTRA UNA MISMA DECISIÓN JUDICIAL NO 
AUTORIZA AL JUZGADOR A PREVENIR AL RECURRENTE PARA QUE 
OPTE POR UNO DE ELLOS A EFECTO DE QUE SEA SOBRE EL QUE SE 
PROVEA (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE NUEVO LEÓN Y 
DE JALISCO). Las legislaciones procesales civiles citadas no contemplan 
alguna disposición en la que expresamente se prevea una prohibición o una 
permisión para la presentación simultánea de dos recursos ordinarios (el de 
revocación y el de apelación) contra la misma determinación judicial, ni cómo 
debe proceder el juzgador en ese supuesto, por tanto, se torna necesario reali­
zar una integración del sistema de recursos para establecer una regla al res­
pecto. Ahora bien, sobre la base de que el proceso jurisdiccional es el medio 
instrumental dispuesto por el Estado, a través de la ley, para prestar la admi­
nistración de justicia y ésta, es la garantía de realización del derecho de tutela 
judicial efectiva protegido por el artículo 17 constitucional, y teniendo en cuenta 
que el derecho de adecuada defensa comprende el derecho procesal a recu­
rrir las resoluciones judiciales, a través de los recursos ordinarios que la ley 
disponga para ello, se considera que, si contra una misma determinación judi­
cial (entiéndase, una misma cuestión jurídico procesal), el justiciable plantea 
tanto el recurso de revocación como el de apelación, el juzgador no debe 
prevenirlo para que elija uno de esos recursos a efecto de que sea sobre el 
que se provea, sino que debe acordar ambos conforme a derecho proceda y 
admitir, en su caso, el que resulte procedente y desechar el otro. Esto atiende 
a que, si bien es cierto que ambos recursos se excluyen entre sí, pues tienen 
hipótesis de procedencia diferenciadas y uno no invade el ámbito del otro y 
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por ende, no es factible que ambos puedan coexistir en forma simultánea ni 
sucesiva; en el supuesto analizado de ningún modo se busca que ambos 
recursos sean admitidos, sustanciados y resueltos, sino simplemente que, 
ante la duda genuina del justiciable sobre la naturaleza de la decisión judicial 
que pretende recurrir, cuando la calificación de ésta dependa de la interpre­
tación o apreciación del Juez, se reconozca viable el planteamiento de los dos 
recursos, a fin de que sea el juzgador quien establezca cuál es el procedente. 
Esta conducta procesal se estima válida, pues obedece al propósito previsor del 
interesado de eliminar el riesgo de perder su oportunidad procesal de impug­
nar la decisión que le perjudica, en caso de que la interpretación judicial no 
favorezca la procedencia del recurso por el que hubiere optado. Además, se ha 
de tener en cuenta que el justiciable no evade su carga procesal de impugna­
ción y debe cumplir con las formalidades exigibles para cada recurso. Asimismo, 
no se excluye la posibilidad de que, establecido cuál es el recurso idóneo 
conforme a la naturaleza de la resolución recurrida, éste también pueda llegar 
a desecharse si no se satisfacen otros requisitos exigibles. Por último, debe 
decirse que esta determinación es acorde con el imperativo que establece el 
artículo 17, párrafo tercero, constitucional, que vincula a los juzgadores a que, 
en el proceso jurisdiccional, privilegien la atención de las cuestiones sustancia­
les sobre cualquier formalismo procesal, lo que implica asumir una conducta 
de favorecimiento de la acción, siempre que no se contravengan la igualdad de 
las partes, el debido proceso u otros derechos, siendo que en el supuesto 
examinado, no se advierte alguna contravención de esa índole.

1a./J. 45/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 42/2019. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Tercer Circuito, y el entonces Segundo Tribunal Colegiado del 
Cuarto Circuito, ahora Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto 
Circuito. 3 de mayo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver 
el juicio de amparo directo 229/2018, en el que consideró que el proveído en que se 
formuló prevención al justiciable para que precisará cuál de los dos recursos ordina­
rios que planteó contra el mismo auto debía prevalecer a efecto de que fuera acordado 
por la autoridad, resultaba inconstitucional, pues estimó que si el interesado ya había 
manifestado su voluntad planteando ambos recursos, correspondía al deber y facul­
tades del Juez responsable proveer a dichos recursos como en derecho correspon­
diera, admitiendo el que resultara procedente y desechando el que no lo fuera, porque 
ello era lo conducente conforme a los principios de derecho que invocó y era lo 
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congruente con el derecho de tutela judicial efectiva previsto en el artículo 17 cons­
titucional, entre otras consideraciones, y no prevenir al promovente para que se deci­
diera por uno de ellos; y

El emitido por el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, ahora Segun­
do Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, al resolver la impro­
cedencia 23/89, la cual dio origen a la tesis aislada de rubro: "RECURSOS. PROCEDE 
LA PREVENCIÓN PARA QUE SE PRECISE EL MEDIO DE IMPUGNACIÓN CUANDO 
SIMULTÁNEAMENTE SE INTERPONEN LOS QUE LA LEY ESTABLECE.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación, Tomo VI, Segunda Parte-2, julio-diciembre de 
1990; página 636, con número de registro digital: 225233.

Tesis de jurisprudencia 45/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de cinco de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO EN EL JUICIO DE AMPARO. 
DEBE CONCEDERSE CUANDO UN INTERNO RECLAMA DE LAS AUTO­
RIDADES PENITENCIARIAS LA OMISIÓN DE BRINDARLE ATENCIÓN 
MÉDICA, SI SE ADVIERTE QUE ESA SITUACIÓN COMPROMETE 
GRAVEMENTE SU DIGNIDAD E INTEGRIDAD PERSONAL, AL GRADO 
DE EQUIPARARSE A UN TORMENTO. Es criterio reiterado de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación que la suspensión de oficio y de plano obedece 
a la necesidad de tutelar derechos fundamentales de especial relevancia 
de ataques que consumarían irreparablemente la violación en perjuicio del 
quejoso, haciendo imposible su restitución a través del juicio de amparo, 
como son los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional, entre los que 
se encuentra el tormento de cualquier tipo, el cual se refiere a aquellos actos 
y omisiones que afectan gravemente a la dignidad e integridad personales 
(como pueden ser los actos de tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degra­
dantes). Ahora bien, la omisión de proporcionar atención médica es un acto 
que recorre una amplia gama no reducible a un solo supuesto, pues puede 
abarcar desde los casos en que se pide en relación con actividades preventivas, 
que no colocan al quejoso en una situación en la que su dignidad e integridad 
personal se encuentren gravemente comprometidas, hasta aquellos que obe­
decen a actividades curativas, de rehabilitación, o bien, de urgencia médica, 
cuya falta de atención oportuna somete al quejoso a cierto dolor físico y/o 
estado patológico que, incluso, pudiera tener consecuencias irreversibles en 
su salud o la pérdida de su vida, por lo que sí es factible que lo ubiquen en la 
situación apuntada. Por lo tanto, el juez de amparo deberá conceder la sus­
pensión de oficio y de plano, en los casos en que un interno reclame dicha 
omisión, si a partir de un juicio valorativo en el que pondere las manifestaciones 
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vertidas en la demanda de amparo, advierte que la falta de atención médica 
que se reclama, compromete gravemente su dignidad e integridad personal, 
al grado de equipararse tal situación a un tormento.

1a./J. 55/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 42/2018. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Penal del 
Décimo Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo 
Circuito. 7 de noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Ricardo Monterrosas Castorena.

Tesis y criterio contendientes:

El emitido por el Pleno en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, al resolver la con­
tradicción de tesis 1/2017, que dio origen a la jurisprudencia PC.XVI.P. J/1 P (10a.), de 
título y subtítulo: "SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO. PROCEDE OTORGARLA 
CUANDO QUIEN LA SOLICITA SE ENCUENTRA PRIVADO DE SU LIBERTAD EN UN 
CENTRO PENITENCIARIO Y SEÑALA COMO ACTO RECLAMADO LA FALTA DE 
ATENCIÓN MÉDICA POR LAS AUTORIDADES DE ÉSTE, PUES ESA OMISIÓN CON­
LLEVA UN TRATO CRUEL E INHUMANO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 5 de enero de 2018 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 50, Tomo III, enero de 2018, página 
1421, con número de registro digital: 2015908.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, al resol­
ver los recursos de queja 135/2017, 59/2016, 88/2017, 89/2017, 108/2017 y 124/2017, 
en los que determinó que cuando el acto reclamado consiste en la negativa de las 
autoridades penitenciarias de proporcionar asistencia médica a un interno del centro 
federal de readaptación social, no es de aquellos que importen peligro de privación 
de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, incomunicación, depor­
tación o expulsión, proscripción o destierro, extradición, desaparición forzada de 
personas o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que resulta improcedente conceder la sus­
pensión de oficio y de plano.

Tesis de jurisprudencia 55/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada de veintiséis de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ESCRITURACIÓN EN EL REMATE. LA ÚLTIMA RESOLUCIÓN, PARA 
EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO, ES LA QUE ORDENA SU OTORGAMIENTO EN FORMA VOLUN­
TARIA. La interpretación gramatical, teleológica y funcional del artículo 107, 
fracción IV, de la Ley de Amparo, lleva a concluir que en los procedimientos 
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de remate, tratándose de la formalización de la venta judicial, la última reso­
lución es aquella que en definitiva ordena el otorgamiento de la escritura de 
adjudicación en forma voluntaria. En la disposición apuntada, el legislador 
democrático dispuso que el juicio de amparo indirecto procede contra actos 
realizados fuera de juicio o después de concluido, no obstante, a fin de resguar­
dar la operatividad del sistema del juicio de amparo y evitar dilaciones inne­
cesarias en la ejecución de sentencias, estipuló que únicamente procederá 
contra la última resolución dictada en esa etapa. Lo anterior refleja una lógica 
en el requisito de procedibilidad del juicio de amparo indirecto que pretende 
dos objetivos, el primero, asegurar que no existirá ningún acto posterior a esa 
última resolución, por el cual se puedan modificar, revocar o cesar los efectos 
del acto reclamado en el juicio de amparo y, el segundo, evitar dilaciones y 
obstáculos innecesarios en la ejecución de sentencias emanadas de los pro­
cedimientos jurisdiccionales. Ahora, en lo que ve al procedimiento de remate 
y en el preciso tema de la formalización de la adjudicación, la norma es precisa 
al definir la última resolución como aquella que en forma definitiva ordena el 
otorgamiento de la escritura. Al respecto, la definitividad a la que se refiere 
el precepto en cuestión deriva de la inimpugnabilidad del acto y no de la 
actuación material que, frente a esa determinación, pueden adoptar las partes. 
En ese tenor, la circunstancia de que la resolución que ordena el otorgamiento 
voluntario de la escritura, con apercibimiento de que el Juez lo hará en caso 
de rebeldía, apela a la voluntad de la persona a la que va dirigida la orden, 
pero la eficacia de lo ordenado no depende de la actitud que pueda adoptar 
el ejecutado, si se considera que la eventual contumacia de éste, solamente 
dará lugar a que dicha facultad de otorgar la escritura pase al juzgador, con 
lo que se consolida el derecho sustantivo de propiedad en favor del adjudica­
tario y, en tal virtud, no existe razón fundada para esperar a que se haga efec­
tivo el apercibimiento a fin de acudir al juicio de amparo, pues con motivo de 
aquel requerimiento, el quejoso estará en aptitud de hacer valer las violaciones 
que, en su concepto, se hubieren presentado durante el procedimiento de 
remate, sin el riesgo de incurrir en prácticas dilatorias indeseables ni contra­
venir los objetivos perseguidos por el legislador, en el sentido de impedir la 
promoción desmesurada de juicios de amparo.

1a./J. 57/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 29/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Mate­
ria Civil del Décimo Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo al 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito. 12 de junio de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar 
Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.
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Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 280/2017, en el que consideró que el artículo 107, frac­
ción IV, de la Ley de Amparo, fue objeto de interpretación a cargo de la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de cuyo análisis se llegó a la conclu­
sión de que el texto legal del precepto, en la parte que dice: "…entendida ésta como 
aquella que ordena otorgar la escritura de adjudicación y la entrega de los bienes 
rematados…", debe leerse como una conjunción disyuntiva equivalente ("o"), de manera 
que ambas órdenes, escrituración y/o entrega del bien inmueble, son consecuen­
cias connaturales del acto de adjudicación y, por tanto, basta que se emita una sola 
de ellas para considerar actualizada la última resolución del remate. Bajo esta pre­
misa, la última resolución se verifica desde el auto que ordena requerir la escritura­
ción del inmueble adjudicado de manera voluntaria, en tanto que la resolución que 
impone su otorgamiento forzoso a cargo del Juez no constituye sino un acto derivado 
de aquél.

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con Residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 384/2018 
(cuaderno auxiliar 1012/2018), determinó que tratándose de actos de ejecución en el 
procedimiento de remate, específicamente cuando se reclama la orden judicial 
de escriturar, el quejoso puede promover la acción constitucional indistintamente, ya 
sea en contra del proveído que requiere al ejecutado la entrega voluntaria de la escri­
tura de adjudicación o aquella que la ordena en su rebeldía. Dicha determina­
ción, deriva de que si bien la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación interpretó el artículo 107 de la Ley de Amparo, de ninguna manera definió 
cuál de las resoluciones que ordena la escrituración del bien inmueble rematado al 
adjudicatario es la que deberá entenderse como la última resolución para efectos 
de la procedencia del juicio de garantías, es decir, si será aquella que requiere a los 
reos la entrega voluntaria de la escrituración o la posterior que la ordena en su rebel­
día, ni esa cuestión se advierte clara en la norma legal.

Tesis de jurisprudencia 57/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de siete de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

EMPLAZAMIENTO. PARA CUMPLIR EL REQUISITO DE QUE EL NOTI­
FICADOR SE CERCIORE DEL DOMICILIO DEL DEMANDADO, ES 
INNECESARIA UNA DESCRIPCIÓN DETALLADA DE  LA PERSONA 
QUE INFORMA DE LO ANTERIOR O CON LA QUE SE ENTIENDE LA 
DILIGENCIA, QUE SE NEGÓ A DAR SU NOMBRE, A IDENTIFICARSE O 
A FIRMAR (INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 14/95). 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 
contradicción de tesis 24/94, de la cual derivó la jurisprudencia 1a./J. 14/95, 
determinó que existe una defectuosa diligencia de citación a juicio cuando el 
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actuario omita precisar cómo llegó a la convicción de que en el domicilio 
en el que se había constituido vivía el demandado, al no especificar las carac­
terísticas físicas de la persona con la que atendió el irregular emplazamiento. 
Ahora bien, en atención a las reglas de la lógica y al principio ontológico de 
la prueba es necesario interrumpir la jurisprudencia de mérito, toda vez que la 
descripción detallada de esas características no debe considerarse indispen­
sable para la validez del emplazamiento. Así, la interpretación de los artículos 
61, fracción II, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, 67, 
fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Tamaulipas y 
1393 del Código de Comercio, lleva a establecer que para cumplir el requisito 
consistente en que el notificador se cerciore de que el domicilio donde prac­
tica el emplazamiento corresponde al del demandado y deje constancia de lo 
anterior, cuando no entiende la diligencia con éste sino con persona distinta, 
y ésta o el informante se niegue a dar su nombre, a identificarse o a firmar el 
acta, es innecesario que el actuario asiente una descripción exhaustiva o 
detallada de las características físicas de esa persona, pues si bien es cierto 
que entre mayores y de mejor calidad sean los elementos que el notificador 
haga constar en el acta circunstanciada por los cuales se cercioró del domi­
cilio del demandado, mayor certeza ofrecerá de ese hecho, no debe perderse de 
vista que el objetivo de la formalidad de asegurar que el emplazamiento se haga 
en el domicilio del demandado es para que éste quede vinculado a proceso, 
por lo que lo importante es dejar registro de los elementos y circunstancias 
que le permitieron llegar a la convicción o certeza de que el lugar donde se 
encuentra sí es del demandado, y apoyado en la fe pública del funcionario 
judicial, a fin de que lo anterior pueda ser apreciado y valorado por las partes 
y el juez, según su prudente arbitrio. Por lo que no resultaría indispensable o 
exigible cumplir aspectos difíciles o imposibles de lograr, como pretender la 
plena identificación de una persona a través de su descripción física deta­
llada, de manera que se invalidara la actuación sólo por no haber dado razón 
de alguna o algunas de las características físicas del sujeto, lo cual represen­
taría un exceso ritual manifiesto en que se privilegiaría la forma por sí misma, y 
no por su objetivo, con lo cual, paradójicamente, se vulneraría el debido pro­
ceso y el acceso a la justicia.

1a./J. 58/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 17/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, el Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Civil del Sexto Circuito. 5 de junio de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
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Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo 
Noveno Circuito, al resolver el amparo en revisión 209/2018, en el que determinó que 
si el actuario al constituirse en el domicilio del indicado por la parte actora a fin de 
lograr la diligencia de emplazamiento, previo citatorio, se cerciora de encontrarse en el 
domicilio correcto con el vecino más cercano al lugar, no es necesario que asiente 
en el acta respectiva las características más notables de la persona con la que se enten­
dió la diligencia, lo anterior en virtud de que si bien la legislación procesal civil obliga 
al actuario a señalar con claridad los elementos de convicción en que se apoyó para 
cerciorarse del domicilio, lo cierto es que no llega al extremo de mencionar los rasgos 
físicos de la persona, sexo, o cualquier otro dato, y sólo exige la edad, cuando quien 
atiende diga que también habita el domicilio, por tanto basta la afirmación del actua­
rio en el sentido de que hubo alguien que le proporcionó la información requerida, 
partiendo principalmente de la premisa de que está en el domicilio correcto, como 
elemento esencial para la validez de la diligencia.

El emitido por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 266/2012, que dio origen a la tesis aislada I.11o.C.16 C 
(10a.), de rubro: "REQUERIMIENTO DE PAGO, EMBARGO Y EMPLAZAMIENTO, PRE­
VIO CITATORIO. EN LA MEDIA FILIACIÓN ASENTADA POR EL FEDATARIO RESPECTO 
DE LA PERSONA QUE LE MANIFESTÓ SER ÉSE EL DOMICILIO DEL BUSCADO, 
PARA TENER POR SATISFECHO EL REQUERIMIENTO DE CERCIORAMIENTO DEL 
DOMICILIO DEL DEUDOR, DEBE PRECISAR LAS CARACTERÍSTICAS MÁS NOTA­
BLES DE LA PERSONA CON LA QUE SE ENTIENDE LA DILIGENCIA, A EFECTO DE 
PARTICULARIZARLA DE OTRAS PERSONAS.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 3, marzo de 2013, página 
2072, con número de registro digital: 2003138.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resol­
ver los amparos en revisión 54/2011, 158/2012, 317/2012, 280/2015 y 7/2017, los cua­
les dieron origen a la tesis jurisprudencial VI.2o.C. J/26 (10a.), de título y subtítulo: 
"EMPLAZAMIENTO. CUANDO EL CERCIORAMIENTO DEL DOMICILIO LO OBTUVO 
EL DILIGENCIARIO POR EL DICHO DEL VECINO MÁS CERCANO AL LUGAR, QUIEN 
NO PROPORCIONÓ SU NOMBRE, ES NECESARIO QUE EN EL ACTA CORRESPON­
DIENTE INDIQUE LA MEDIA FILIACIÓN DE ESA PERSONA A FIN DE SATISFACER EL 
REQUISITO DE PRECISAR SU IDENTIDAD (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de septiembre de 
2017 a las 10:38 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 46, Tomo III, septiembre de 2017, página 1756, con número de registro 
digital: 2015182.

Nota: Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Sema­
nario Judicial de la Federación, y en virtud de que interrumpe el criterio sostenido por la 
propia Sala en la diversa 1a./J. 14/95, de rubro: "DILIGENCIA DE NOTIFICACIÓN. LA FALTA 
DE CERCIORAMIENTO DEL DOMICILIO EN LA. RESULTA VIOLATORIO DE GARAN­
TÍAS. (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, octubre de 1995, página 
171, con número de registro digital: 200447, esta última dejó de considerarse de apli­
cación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2019. 
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La ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 29/94 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, octubre de 1995, 
página 172.

De la sentencia dictada en el amparo en revisión 266/2012 resuelto por el Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, derivó la tesis aislada I.11o.C.15 C 
(10a.), de rubro: "ACTA DE REQUERIMIENTO DE PAGO, EMBARGO Y EMPLAZAMIENTO. 
LAS CARACTERÍSTICAS EXTERNAS DEL BIEN INMUEBLE EN QUE SE CONSTITUYE 
EL FEDATARIO, ASÍ COMO LA MEDIA FILIACIÓN DE LA PERSONA CON QUIEN ENTIEN­
DE LA DILIGENCIA, CUANDO ÉSTA SE NIEGA A IDENTIFICARSE, NO DEBEN HACERSE 
CONSTAR EN EL ACTA RESPECTIVA EN CUALQUIER ETAPA DE LA DILIGENCIA, 
SINO QUE DEBEN ASENTARSE AL MOMENTO EN QUE EL FEDATARIO SE CERCIORE 
QUE ES EL DOMICILIO DE LA PERSONA BUSCADA, PARA DAR CERTEZA Y SEGURI­
DAD DE QUE SE DESARROLLÓ LEGALMENTE LA ACTUACIÓN JUDICIAL.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 2, 
diciembre de 2012, página 1201, registro digital: 2002221.

Tesis de jurisprudencia 58/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del catorce de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA EN MATERIA FEDE­
RAL. EL AUTO POR EL QUE EL JUEZ DECLARA SU INCOMPETENCIA 
LEGAL PARA CONOCER DE ELLAS, ES IRRECURRIBLE EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 535 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIEN­
TOS CIVILES, POR LO QUE CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINI­
TIVA PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. 
El auto inicial, por el que el Juez de Distrito declara carecer de competencia 
legal para conocer de las diligencias de jurisdicción voluntaria en materia fede­
ral, es irrecurrible en términos del artículo 535 del Código Federal de Pro­
cedimientos Civiles, por lo que no resulta válido exigir al justiciable la carga 
de interponer el recurso de apelación previsto por el artículo 14 del mismo 
ordenamiento, como requisito de procedibilidad del juicio de amparo. Lo ante­
rior es así, porque tales diligencias se regulan por disposiciones especiales 
que se encuentran contempladas en el Libro Tercero, Título Segundo, denomi­
nado "Jurisdicción Voluntaria", Capítulo I, intitulado "Disposiciones Generales", 
del código citado, en cuyo artículo 535 el legislador previó la irrecurribilidad de 
las resoluciones que se dicten en ese tipo de procedimientos, sin que sea 
el caso de atender a las disposiciones generales que rigen la determinación 
específica de que se trata, como en el caso es la competencia, pues un razo­
namiento de ese tipo llevaría al extremo de atender a las reglas generales 
aplicables a cada etapa del proceso, lo que además de generar incertidumbre 
jurídica en los gobernados, quienes confiados en que el legislador expresa­
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mente dispuso que las resoluciones dictadas en la vía de jurisdicción volunta­
ria en materia federal no sean recurribles, a la postre resulte que, en realidad, no 
se observa lo prescrito por él en ejercicio de su libertad de configuración, 
porque bajo una concepción distorsionada del principio de especialidad no 
se atiende a la naturaleza del asunto en el que se geste el acto que pretenda 
combatirse por la vía del amparo, sino más bien a lo que específicamente 
haya resuelto el Juez y a las disposiciones que, acerca de su determinación, haya 
regulado el legislador, esto es, que deba atenderse al tipo de resolución que 
quiera atacarse, en lugar de la voluntad expresa del legislador al consignar 
las normas específicas que habrán de imperar en el procedimiento respectivo 
y que, en el caso de las diligencias de jurisdicción voluntaria proscriben la 
procedencia de cualquier medio ordinario de impugnación tratándose de 
las resoluciones emitidas en ese procedimiento judicial.

1a./J. 59/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 65/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Circuito del Centro 
Auxiliar de la Novena Región, con Residencia en Zacatecas, Zacatecas, en apoyo del 
Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito. 26 de junio de 2019. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Mireya 
Meléndez Almaraz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 430/95, que dio origen a la tesis aislada I.3o.C.9 C, de rubro: 
"DILIGENCIAS DE JURISDICCION VOLUNTARIA EN MATERIA FEDERAL. LA DECLA­
RACION DE INCOMPETENCIA PARA CONOCER DE LAS, HACE PROCEDENTE EL 
AMPARO INDIRECTO, SIN NECESIDAD DE AGOTAR PREVIAMENTE EL RECURSO DE 
APELACION.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo I, abril de 1995, página 146, con número de registro digital: 205328.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Circuito del Centro Auxiliar de la Novena 
Región, con Residencia en Zacatecas, Zacatecas; en apoyo del Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, al resolver el amparo en revisión 399/2018 
(cuaderno auxiliar 36/2019), del que derivó la tesis aislada (IX Región) 1o.5 C (10a.), de 
rubro: "DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. SI SE IMPUGNA LA DECLA­
RACIÓN DEL JUEZ, DE NEGARSE A CONOCER DE UN ASUNTO EN ESTA MATERIA, 
POR CONSIDERARSE INCOMPETENTE, DEBE AGOTARSE, PREVIO AL AMPARO, EL 
RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 14 DEL CÓDIGO FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES.", publicada en el en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 65, Tomo III, abril de 2019, página 2026, con 
número de registro digital: 2019627.
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Tesis de jurisprudencia 59/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de catorce de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de octubre de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. 
NO SE VULNERA, CUANDO SE FACULTA AL SECRETARIO ENCAR­
GADO DEL DESPACHO PARA INTERVENIR EN SU TRÁMITE ANTE 
LA AUSENCIA DEL TITULAR. Las facultades de las que goza el secretario 
encargado del despacho, por autorización del Consejo de la Judicatura Fede­
ral, en sustitución del Juez de Distrito por vacaciones, incluyen todas las 
potestades de éste, dentro de las que se encuentra la posibilidad de intervenir 
en los juicios orales, presidir audiencias e incluso dictar las resoluciones y sen­
tencias correspondientes. Al respecto, se parte de una premisa fundamental 
de que el Estado necesita la voluntad que haya de representar la suya, lo que 
solamente puede hacerse a través del hombre que totalmente la representa y, 
en ese sentido, debe distinguirse al "órgano" del "cargo". Así, en la labor de 
impartir justicia, es el órgano jurisdiccional el que en la estructura del Estado, 
ha de realizar dicha función, mientras que el funcionario a quien se le otorga la 
facultad de aplicar el derecho por la vía del proceso es quien, en el sistema 
jurídico mexicano, ocupa el cargo de juez, magistrado o ministro. No obstante, 
ante la posibilidad de que dicho titular deba ausentarse, el legislador demo­
crático, en ejercicio de su libertad de configuración, previó la posibilidad de 
que tal función jurisdiccional fuera desempeñada por una persona distinta 
del juez, pero con la capacidad y cualidades necesarias para ejercer las mismas 
facultades que aquél. Es así que el secretario encargado del despacho está 
en aptitud de realizar las funciones completas propias del titular del juzgado, 
lo que incluye intervenir en las audiencias de los juicios orales, así como pro­
nunciar las sentencias correspondientes, lo que en modo alguno implica una 
transgresión al principio de inmediación, porque si bien éste precisa de que 
deba ser un servidor público con la investidura de Juez, quien realice las dili­
gencias que requieran de su presencia, lo cierto es que la sustitución de ese 
funcionario por otro que también represente al órgano jurisdiccional se justi­
fica, por ser razonable, al tratarse de medidas excepcionales implementadas 
para lograr finalidades como la cristalización y observancia de otros princi­
pios que tienen un papel importante en el juzgamiento oral, como lo son los 
de concentración y continuidad que consisten en que el procedimiento se sus­
tancie en el menor número de audiencias que contemplen el mayor número 
de diligencias y que el procedimiento deba realizarse de manera ágil, evitando 
interrupciones, sin exceso de formalidades que obstaculicen su curso; estos 
postulados tienen trascendencia en el núcleo del derecho fundamental a una 
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pronta impartición de justicia, contemplado en el artículo 17 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

1a./J. 60/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 34/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla y el 
Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 3 de julio de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 623/2018, en el que consideró que en los juicios orales 
mercantiles, si bien la audiencia preliminar y la del juicio forman parte del mismo 
proceso, no guardan relación entre sí, en cuanto que la primera tiene como finalidad 
depurar el proceso y propiciar la conciliación de las partes, mientras que en la audien­
cia de juicio se desahogan las pruebas admitidas, se escuchan los alegatos de las 
partes y se dicta la sentencia correspondiente; por lo que no se viola el principio de 
Inmediación cuando la primera de ellas se desarrolla ante el Juez pero es el secreta­
rio encargado del despacho (por vacaciones del titular) el que preside la segunda 
y dicta el fallo definitivo. En adición a lo anterior, precisó que las pruebas fueron 
desahogadas por aquel funcionario a quien se le otorgó la facultad de aplicar el dere­
cho por la vía del proceso, de manera que no había impedimento para que el secretario 
en funciones celebrara la audiencia del juicio y dictara la sentencia correspondiente, pues 
ambas audiencias estuvieron presididas por quien legalmente contaba con facultad 
para juzgar.

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Se­
gunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Primer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 1117/2017 (cuaderno auxiliar 70/2018), del que derivó la tesis aislada (II Región) 
3o. 3 C (10a.), de título y subtítulo: "PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL 
MERCANTIL. NO SE TRANSGREDE, SI EL SECRETARIO ENCARGADO DEL DES­
PACHO POR VACACIONES DEL TITULAR, PRESIDE LA AUDIENCIA DEL JUICIO Y 
DICTA LA SENTENCIA RESPECTIVA.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 59, Tomo III, octubre de 2018, página 2436, con 
número de registro digital: 2018252 y en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 26 de octubre de 2018 a las 10:36 horas.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
los juicios de amparo directo 410/2016, 444/2016, 423/2017, 432/2017 y 431/2017, que 
dieron origen a la jurisprudencia XXVII.2o. J/1 (10a.), de título y subtítulo: "PRINCIPIO 
DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. CUANDO EN AUSENCIA DEL JUEZ, 
POR ENCONTRARSE DE VACACIONES, EL SECRETARIO ENCARGADO DEL DESPA­
CHO ESTÁ PRESENTE EN CUALQUIERA DE LAS ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO 



65INFORME DE LA PRIMERA SALA 2019

COMO LA ADMISIÓN, DESAHOGO Y VALORACIÓN DE PRUEBAS, INCLUSO, PRESI­
DE LA AUDIENCIA DEL JUICIO, Y EN SU CONTINUACIÓN DICTA SENTENCIA, SE 
TRANSGREDE DICHO PRINCIPIO, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1390 BIS 2 DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 57, Tomo III, agosto de 2018, página 2511, con número de 
registro digital: 2017500 y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 
de agosto de 2018 a las 10:11 horas.

Tesis de jurisprudencia 60/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de catorce de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. 
NO SE TRANSGREDE, SI EL SECRETARIO ENCARGADO DEL DES­
PACHO POR VACACIONES DEL TITULAR, PRESIDE LA AUDIENCIA 
DEL JUICIO Y DICTA LA SENTENCIA RESPECTIVA. El funcionamien­
to del sistema de justicia debe respetar el derecho al debido proceso legal y 
los principios que lo conforman que, en el caso del juicio oral mercantil, corres­
ponden a los principios de oralidad, publicidad, igualdad, inmediación, con­
tradicción, continuidad y concentración. En la construcción procesal de este 
tipo de juicios, el legislador en ejercicio de su libertad de configuración reservó 
la mayor expresión del principio de inmediación para la celebración de las 
audiencias, tanto en la preliminar como en la de juicio, ya que es en éstas, donde 
el juez tiene contacto directo con las partes, sin intermediarios, lo que le per­
mite cumplir a cabalidad su labor jurisdiccional, pues permite que en la toma 
de sus decisiones, aprecie y evalúe los hechos, perciba directamente la manera 
espontánea en que se conducen las partes o aquellos individuos que intervie­
nen en su desarrollo, lo que genera confianza a los justiciables y otorga trans­
parencia a los procesos y a las decisiones judiciales. Así, lo relevante es que 
las decisiones adoptadas por el juzgador tengan como premisa la percepción 
sensorial de los elementos que debió valorar para emitirlas, trátese de un 
acuerdo conciliatorio, de fijación de hechos no controvertidos, de desechamien­
to o admisión de alguna prueba o el dictado mismo de la sentencia defini­
tiva. Lo anterior es así, pues en la labor jurisdiccional y con mayor énfasis en 
aquellos juicios en que se privilegia el principio de inmediación, se impone la 
necesidad de que la voluntad de la institución opere con la voluntad del fun­
cionario, especialmente en el pronunciamiento de la sentencia que debe ser 
emitida precisamente por quien recibió las pruebas, pues si bien en la tra­
dición escrita se escindía la percepción directa del caudal probatorio de la 
redacción de la sentencia, de manera que el juzgador podía llevar a cabo 
la valoración de pruebas mediante la revisión repetida y continua de las cons­
tancias de autos y la verificación de lo que ahí había quedado asentado, esto 
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no ocurre en los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los 
que se establece como regla la oralidad, aunada al hecho de que en este tipo 
de juicios, por mandato constitucional, el órgano jurisdiccional está obligado 
a emitir, en la misma audiencia pública y previa citación de las partes, su deci­
sión apoyada en la valoración técnica sobre el caudal probatorio, cuyo desahogo 
ha sido previamente percibido por el funcionario, lo que evidencia una duali­
dad entre la percepción sensorial de la prueba y su valoración técnica, por lo 
que requiere que el mismo juzgador intervenga en esas dos etapas; pues de 
lo contrario, la voluntad del órgano sería incapaz de manifestarse porque no 
podría cumplir con el prerrequisito legal de haber percibido con los sentidos 
lo que está valorando ahora técnicamente. Luego, si el principio de inmedia­
ción exige que sea la misma persona quien perciba el desahogo de las prue­
bas (en la audiencia de juicio) y quien actúe como juzgador (dicte la sentencia) 
y este requisito se cumple cuando esa identidad física se materializa en la 
persona del secretario encargado del despacho, es evidente que dicho prin­
cipio no se ve trastocado, aun cuando la audiencia preliminar haya sido pre­
sidida por un individuo diferente del que dirige la audiencia de juicio y dicta 
la sentencia, pues las decisiones adoptadas en una y otra audiencias son 
diferentes.

1a./J. 61/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 34/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Cen­
tro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla y 
el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 3 de julio de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Mora­
les, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Mireya Meléndez 
Almaraz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 623/2018, en el que consideró que en los juicios orales 
mercantiles, si bien la audiencia preliminar y la del juicio forman parte del mismo 
proceso, no guardan relación entre sí, en cuanto que la primera tiene como finali­
dad depurar el proceso y propiciar la conciliación de las partes, mientras que en la 
audiencia de juicio se desahogan las pruebas admitidas, se escuchan los alegatos 
de las partes y se dicta la sentencia correspondiente; por lo que no se viola el princi­
pio de inmediación cuando la primera de ellas se desarrolla ante el Juez pero es el 
secretario encargado del despacho (por vacaciones del titular) el que preside la se­
gunda y dicta el fallo definitivo. En adición a lo anterior, precisó que las pruebas 
fueron desahogadas por aquel funcionario a quien se le otorgó la facultad de aplicar 
el derecho por la vía del proceso, de manera que no había impedimento para que el 
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secretario en funciones celebrara la audiencia del juicio y dictara la sentencia corres­
pondiente, pues ambas audiencias estuvieron presididas por quien legalmente con­
taba con facultad para juzgar.

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segun­
da Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Primer Tribu­
nal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 
1117/2017 (cuaderno auxiliar 70/2018), del que derivó la tesis aislada (II Región) 3o. 3 C 
(10a.), de título y subtítulo: "PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL MER­
CANTIL. NO SE TRANSGREDE, SI EL SECRETARIO ENCARGADO DEL DESPACHO 
POR VACACIONES DEL TITULAR, PRESIDE LA AUDIENCIA DEL JUICIO Y DICTA LA 
SENTENCIA RESPECTIVA.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 59, Tomo III, octubre de 2018, página 2436, con número 
de registro digital: 2018252 y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de 
octubre de 2018 a las 10:36 horas.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
los juicios de amparo directo 410/2016, 444/2016, 423/2017, 432/2017 y 431/2017, que 
dieron origen a la jurisprudencia XXVII.2o. J/1 (10a.), de título y subtítulo: "PRINCIPIO 
DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. CUANDO EN AUSENCIA DEL 
JUEZ, POR ENCONTRARSE DE VACACIONES, EL SECRETARIO ENCARGADO DEL DES­
PACHO ESTÁ PRESENTE EN CUALQUIERA DE LAS ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO 
COMO LA ADMISIÓN, DESAHOGO Y VALORACIÓN DE PRUEBAS, INCLUSO, PRESI­
DE LA AUDIENCIA DEL JUICIO, Y EN SU CONTINUACIÓN DICTA SENTENCIA, SE 
TRANSGREDE DICHO PRINCIPIO, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1390 BIS 2 DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 57, Tomo III, agosto de 2018, página 2511, con número 
de registro digital: 2017500 y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de 
agosto de 2018 a las 10:11 horas.

Tesis de jurisprudencia 61/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de catorce de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO COMO TERCERO EXTRAÑO A JUICIO CONTRA LA ORDEN DE 
DESPOSESIÓN DE UN BIEN INMUEBLE. PARA DEMOSTRARLO ES 
SUFICIENTE EL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE FECHA CIERTA 
ANTERIOR A DICHA ORDEN. La posesión protegida por el artículo 14 
constitucional no es otra que la definida por el derecho común, conforme al 
cual es poseedor de una cosa el que ejerce sobre ella un poder de hecho, sin 
embargo, para efectos del juicio de amparo, ese derecho debe tener origen en 
alguna de las figuras establecidas en la ley. Así, el contrato de arrendamiento, al 
ser un título que se sustenta en una figura jurídica que genera el derecho a 
poseer, constituye una base objetiva, que fundada y razonablemente produce 
la convicción de que el arrendatario tiene derecho a poseer el bien de que 



68 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

se trate. En consecuencia, para demostrar el interés jurídico e instar el juicio 
de amparo indirecto contra una orden de desposesión de un bien inmueble, 
resulta suficiente el contrato de arrendamiento de fecha cierta anterior a la 
misma, esto debido a que tal característica hace que produzca efectos frente 
a terceros ajenos a su suscripción, y dota al quejoso del interés jurídico alu­
dido. En el entendido de que las decisiones que el órgano de control de cons­
titucionalidad tome en relación con la eficacia del título, tienen consecuencias 
exclusivas en el juicio de amparo, pues no deciden sobre el derecho sustantivo, 
esto es, respecto del derecho a la posesión del bien relativo, lo que deberá dilu­
cidarse ante la potestad común.

1a./J. 62/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 40/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, 
Sinaloa, y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 3 de julio de 2019. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño 
Mendoza.

Criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, en apoyo del Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al resolver los amparos en revisión 
183/2016 (cuaderno auxiliar 700/2016) y 154/2016 (cuaderno auxiliar 585/2016), en los 
que consideró que un contrato de arrendamiento de fecha cierta, no obstante haber 
sido firmado y ratificado ante notario público, es insuficiente para demostrar el inte­
rés jurídico en el juicio de amparo indirecto, porque al otorgar éste la posesión deri­
vada, resulta menester que además el quejoso acredite la posesión material del bien 
de que se trate, a través de diverso medio de convicción.

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuar­
ta Región, con Residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 315/2018 
(cuaderno auxiliar 888/2018), en el que se determinó que el contrato de arrendamien­
to de fecha cierta, era suficiente para acreditar fehacientemente el interés jurídico 
de la parte quejosa, sin necesidad de probar que tiene la posesión material del bien 
inmueble.

Tesis de jurisprudencia 62/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de catorce de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de noviembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO INTERPUESTO CONTRA LA ORDEN PARA TRASLADAR A UN 
INTERNO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN A OTRO, CUANDO SU 
EJECUCIÓN NO HA INICIADO, O BIEN, HA CONCLUIDO, SE SURTE 
A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO QUE PREVINO. La Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 
90/2007-PS, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 35/2008, de rubro: "COM­
PETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO INTERPUES­
TO CONTRA UNA ORDEN DE TRASLADO DE UN REO DE UN CENTRO 
PENITENCIARIO A OTRO. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO QUE 
PREVINO.", determinó que, la orden para trasladar a un reo de un centro de 
reclusión a otro, por su naturaleza jurídica, es un acto de tracto sucesivo, 
pues sus efectos no se agotan con su sola emisión, sino se prolongan en el 
tiempo con motivo de su ejecución, la cual culmina hasta que es ingresado 
en el otro centro penitenciario; dicho criterio tomó como referencia el párrafo 
segundo del artículo 36 de la Ley de Amparo abrogada, cuyo contenido es 
similar a la regla competencial prevista en el segundo párrafo del artículo 37 
de la Ley de Amparo vigente. Ahora bien, cuando se reclama una orden de tras­
lado cuya ejecución aún no inicia, para esta Primera Sala esa circunstancia 
de ningún modo le quita la naturaleza jurídica de acto de tracto sucesivo, 
pues su ejecución se caracteriza porque se lleva a cabo en momentos subse­
cuentes, encaminados a un mismo fin. Esta condición, relacionada con la 
esencia del acto reclamado, es el factor que permite fijar, de manera objetiva, 
la competencia territorial de los órganos de control constitucional para cono­
cer de los juicios de amparo indirecto promovidos en su contra, sin importar 
si la ejecución del traslado aún no inicia, o bien ha concluido, pues ello puede 
variar con el transcurso del tiempo y, por consiguiente, esa circunstancia 
cambiante, ajena a la naturaleza del acto, no podría operar como dato decisi­
vo para fijar la mencionada competencia, pues de ser así, se provocaría incer­
tidumbre jurídica y retardo en la pronta impartición de la justicia. Tampoco 
debe confundirse la indicada naturaleza jurídica del traslado con su eventual 
inexistencia, pues de llegarse a resolver en el momento procesal oportuno 
que no es cierta, tal situación no daría lugar a la incompetencia territorial del 
órgano de control constitucional ante el cual se estuviera tramitando el asunto, 
sino al sobreseimiento en el juicio, en términos de lo dispuesto en la fracción IV 
del artículo 63 de la ley de la materia.

1a./J. 63/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 322/2017. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del 
Décimo Séptimo Circuito, con residencia en Ciudad Juárez, Chihuahua, el Segundo, 
el Quinto y el Séptimo Tribunales Colegiados en Materia Penal, todos del Primer Cir­
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cuito, el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 26 de junio de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien manifestó que está con el sen­
tido, pero con salvedad en las consideraciones, Luis María Aguilar Morales, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez 
Aguilera.

Criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito con residencia en Ciu­
dad Juárez, Chihuahua, al resolver el conflicto competencial 1/2015, en el que sostuvo 
que si de la demanda de amparo se desprende que los quejosos tuvieron noticia 
"extraoficialmente" de su posible traslado a un centro de reclusión ubicado en un Dis­
trito distinto, esa supuesta orden constituye una "mera expectativa" y por tanto no 
podría estimarse propiamente como un "acto de tracto sucesivo", debiendo conocer 
del caso el Juzgado de Distrito con residencia en el lugar donde los inconformes 
están recluidos.

El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 4/2016, en el que consideró una orden de traslado, 
por su naturaleza jurídica, es un acto que requiere ejecución material. En conse­
cuencia, si el quejoso manifiesta que será conducido a otro Centro Penitenciario 
Federal, y donde presentó su demanda no hay alguno, del caso debe conocer el 
Juzgado de Distrito del lugar donde se encuentra recluido, pues la ejecución ini­
ciará ahí.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 35/2008 citada, se publicó en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, julio de 2008, página 225, con 
número de registro digital: 169343.

Tesis de jurisprudencia 63/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de catorce de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de octubre de 2019 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO CONTRA LA ORDEN DE TRASLADO DE UN INTERNO DE UN 
CENTRO DE RECLUSIÓN A OTRO, CUANDO SÓLO SE TIENE NOTI­
CIA CIERTA DEL LUGAR DONDE COMENZARÁ LA EJECUCIÓN DE 
ESE ACTO, PERO NO DEL SITIO DONDE CONTINUARÁ EJECUTÁN­
DOSE. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO CON RESIDEN­
CIA EN EL LUGAR DONDE EL QUEJOSO SE ENCUENTRE RECLUIDO. 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la 
contradicción de tesis 90/2007-PS, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 
35/2008, de rubro: "COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO INTERPUESTO CONTRA UNA ORDEN DE TRASLADO DE UN 
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REO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO. SE SURTE A FAVOR DEL 
JUEZ DE DISTRITO QUE PREVINO.", determinó que, la orden para trasladar a 
un reo de un centro de reclusión a otro, por su naturaleza jurídica, es un acto 
de tracto sucesivo, pues sus efectos no se agotan con su sola emisión, sino 
que se prolongan en el tiempo con motivo de su ejecución, la cual culmina 
hasta que es ingresado en el otro centro penitenciario; dicho criterio tomó 
como referencia lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 36 de la Ley 
de Amparo abrogada, cuyo contenido es similar a la regla competencial pre­
vista en el segundo párrafo del artículo 37 de la Ley de Amparo vigente. En esa 
ocasión no se analizó si tal porción normativa resultaba aplicable para deter­
minar qué Juez de Distrito es el legalmente competente por razón de territorio 
para conocer de una demanda de amparo indirecto promovida contra la orden 
de traslado de un interno de un centro penitenciario a otro, ubicado en un Dis­
trito Judicial distinto, cuando sólo se tiene noticia cierta sobre el lugar donde 
comenzará la ejecución de ese acto, pero no del sitio donde continuará ejecu­
tándose. Así, para esta Primera Sala en ese caso específico no puede aplicarse 
esa regla competencial, dado que su actualización parte de la existencia de 
datos objetivos que permitan colegir que el acto reclamado tendrá ejecución 
en un Distrito Judicial distinto del cual se tenga noticia cierta. De no constar 
esa información, la competencia para conocer del asunto corresponderá al 
Juez de Distrito con residencia en el lugar donde el quejoso se encuentre 
recluido, en términos del párrafo primero del mencionado artículo 37, pues 
no hay duda de que ahí se iniciará a materializar ese acto de autoridad y no se 
sabe si tal traslado será o no a un Distrito Judicial distinto. De lo contrario, la 
delimitación de la competencia territorial quedaría a voluntad del quejoso, 
quien estaría en condiciones de presentar la demanda en un lugar distinto al 
sitio donde está recluido, bajo la sola manifestación, no corroborada de que 
la citada orden de traslado "podría" ejecutarse en aquella demarcación territo­
rial, sin importar si efectivamente esto será o no así. Por tanto, la regla prevista 
en el párrafo segundo del artículo 37 de la Ley de Amparo para decidir qué 
Juez de Distrito es el competente para conocer del asunto, a prevención, sólo 
es aplicable cuando el traslado: a) efectivamente sea a un centro de reclusión 
ubicado en un distinto Distrito Judicial; y b) se tenga noticia cierta del Distrito 
Judicial al que se trasladará.

1a./J. 64/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 338/2018. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado 
del Décimo Quinto Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo 
Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circui­
to. 26 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
quien manifestó que está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Jorge Vázquez Aguilera.



72 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

Criterios contendientes:

El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
conflicto competencial 16/2018, en el que consideró que la orden para trasladar a un 
interno de un centro de readaptación social a otro constituye un acto de tracto suce­
sivo (pues sus efectos no se agotan con su sola emisión, sino se prolongan en el 
tiempo), cuya ejecución puede comenzar en un Distrito Judicial y continuar en otro, 
por lo que cualquiera de los Jueces de Distrito con residencia en esas jurisdicciones, 
a prevención, será competente para conocer de la demanda de amparo promovida 
en su contra, en términos de lo previsto en el párrafo segundo del artículo 37 de la 
Ley de Amparo vigente. Asimismo, precisó que cuando sólo se cuente con el dato 
objetivo acerca del lugar donde iniciaría la ejecución de dicha orden, pero no del sitio 
donde aquélla continuaría ejecutándose, la competencia le corresponderá al Juez de 
Distrito del sitio donde comenzó tal ejecución.

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 12/2018, en el que arribó a una conclusión similar 
al tribunal primeramente citado; sin embargo, al fallar el amparo en revisión 333/2018, 
en sesión de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho, cambió su criterio para 
establecer que ante la inexistencia de datos objetivos sobre cuál es el diverso Distrito 
Judicial donde se prolongarían los efectos de la orden de traslado reclamada, la 
competencia para conocer del asunto le corresponderá al Juez de Distrito del lugar 
en el que los quejosos estén recluidos, debiéndose aplicar en ese supuesto lo pre­
visto en el párrafo primero del artículo 37 de la Ley de Amparo vigente y no la regla 
competencial establecida en el párrafo segundo de ese numeral.

El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito al 
resolver el conflicto competencial 14/2018, en el que consideró que cuando de la lec­
tura integral de la demanda sólo se tiene la certeza del sitio donde podría iniciar la 
ejecución de la mencionada orden de traslado, mas no del lugar donde aquélla con­
tinuará ejecutándose, la competencia de mérito se debe dilucidar en términos del 
párrafo primero del invocado numeral, pues la aplicación de la regla contenida en 
su párrafo segundo exige contar con datos objetivos y certeros sobre los distintos 
Distritos Judiciales donde tiene o tendrá ejecución ese acto.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 35/2008 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, julio de 2008, página 
225, con número de registro digital: 169343.

La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 90/2007-PS, apa­
rece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVIII, julio de 2008, página 225.

Tesis de jurisprudencia 64/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de catorce de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de octubre de 2019 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de octubre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
79, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO, EN TRATÁNDOSE DE LA 
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AFECTACIÓN AL ORDEN Y DESARROLLO DE LA FAMILIA. NO PRO­
CEDE EN LOS JUICIOS SUCESORIOS INTESTAMENTARIOS. El artículo 
citado prevé la suplencia de la queja a favor de tres grupos distintos: los me­
nores de edad, los "incapaces" y la familia, en aquellos casos en que se afecte 
su orden y desarrollo. Ahora bien, a fin de determinar si en un juicio sucesorio 
intestamentario opera la suplencia de la queja con base en la protección a la 
familia, es menester dilucidar cuándo se está en presencia de casos en que se 
vulnera su orden y desarrollo, siendo que estaremos en ese supuesto cuando 
se ven trastocadas las relaciones entre los miembros de la familia o cuando están 
en juego instituciones de orden público, lo que no se traduce en la protección 
de los miembros del núcleo familiar en lo individual, sino a las relaciones 
existentes entre ellos y en los derechos y obligaciones subyacentes a las mis­
mas. Por tanto, si la finalidad del juicio sucesorio intestamentario consiste 
esencialmente en la división y adjudicación de los bienes del autor de la suce­
sión a favor de los herederos, quienes tienen el deber de soportar las cargas 
de la herencia; es claro que sólo se encuentran en juego intereses económi­
cos y que las consecuencias que pudieran producirse no lesionan al grupo 
familiar, pues no varían su configuración o el orden existente, sino que redun­
dan en cuestiones estrictamente patrimoniales, por lo que no opera la suplen­
cia de la queja con base en la última parte de la fracción II del artículo 79 de 
la Ley de Amparo; lo anterior, siempre y cuando en el juicio sucesorio intes­
tamentario no se encuentren inmiscuidos derechos de menores de edad o 
"incapaces", pues es evidente que en tales supuestos la suplencia de la queja 
opera en su mayor amplitud. No es obstáculo a la conclusión anterior, el 
hecho de que en ese tipo de juicios es necesario analizar si el accionante 
acreditó su entroncamiento con el autor de la sucesión de manera que pueda 
determinarse si tiene o no derecho a la herencia, pues lo cierto es que el 
reconocimiento o desconocimiento del grado de parentesco que se dice une 
al presunto heredero con el de cujus sólo surte efectos en relación con el jui­
cio de petición de herencia, esto es, para saber si está en aptitud de obtener 
alguna porción de los bienes del autor de la sucesión por tener el carácter de 
heredero. Lo anterior, sin embargo de ninguna manera puede ser susceptible 
de modificar el vínculo filial o el estado civil de alguna persona.

1a./J. 65/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 436/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil 
y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito. 26 de junio de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.
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Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 373/2016, del que derivó la tesis aislada VII.2o.C.45 K 
(10a.), de título y subtítulo: "SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 79, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO. ES PROCEDENTE TRATÁN­
DOSE DE SUCESIONES INTESTAMENTARIAS, DADA SU ESTRECHA RELACIÓN CON 
LA MATERIA FAMILIAR.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
16 de junio de 2017 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 3020, con número de 
registro digital: 2014559.

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo 
Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 148/2018, en el que consideró que 
en juicios sucesorios intestamentarios no opera la suplencia de la queja, puesto 
que la sucesión hereditaria atiende a cuestiones patrimoniales del de cujus que de 
ningún modo impactan en perjuicio de los lazos afectivos de sus familiares que, por 
tratarse, precisamente, únicamente de intereses económicos en los que también 
podrían verse involucrados terceros ajenos al seno familiar como acreedores del difun­
to. Abundó refiriendo para que opere el principio de suplencia de la queja deficiente 
en materia familiar, el artículo 79, fracción II, de la Ley de Amparo, establece como 
requisito que se vea afectado el orden y desarrollo de la familia, lo que no acontece 
en cuestiones relativas a sucesiones hereditarias, ya sea testamentarias o intestamen­
tarias, pues eso atiende únicamente a debates sobre herencias en los que sólo se 
ven involucrados intereses económicos que no lesionan el desarrollo de la familia 
ni varían su orden existente.

Tesis de jurisprudencia 65/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de catorce de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO A EJECUTAR UNA SENTENCIA CON 
CONDENA MIXTA. NO OPERA DE MANERA DIFERENCIADA PARA 
LA PARTE LÍQUIDA Y PARA LA ILÍQUIDA. El acceso a la tutela jurisdic­
cional comprende el derecho a lograr la efectividad de las sentencias, la cual 
depende de su ejecución. Sin embargo, la completa inacción del interesado 
para ejercer este derecho, durante el plazo fijado en la ley, se traduce en su 
pérdida, conforme a la figura de la prescripción. Ahora bien, en una sentencia 
que condena, por una parte, a una cantidad ilíquida y, por otra, a una canti­
dad líquida, se debe entender que las dos partes están vinculadas en virtud 
de que ambas encuentran su origen en la litis que fue materia del juicio prin­
cipal y participan de una única naturaleza jurídica al derivar de la misma 
sentencia. Por lo que, si quien tiene a su favor el derecho de ejecutar la senten­
cia elige iniciar el procedimiento para cobrar la cantidad líquida (por ejemplo, 
con el remate de los bienes embargados) o bien, el procedimiento para cobrar 
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la cantidad ilíquida (a través del incidente de liquidación), se debe entender 
que cualquiera de esos actos está encaminado a hacer efectivo el derecho 
reconocido al actor, mediante sentencia firme, con lo que se demuestra la 
actividad de éste para hacer efectiva la sentencia y, en consecuencia, cualquiera 
de esos actos interrumpe la prescripción para pedir su ejecución, sin que 
dicha figura pueda operar de forma diferenciada para la parte líquida y para 
la ilíquida, pues la excepción de prescripción se predica sobre el derecho a 
ejecutar, el cual es uno solo, esto es, comprende ambos conceptos. En ese 
sentido, el plazo de prescripción del derecho a ejecutar la sentencia (tanto en 
su parte líquida como en su parte ilíquida) empieza cuando la sentencia 
causa ejecutoria y se interrumpe cuando el beneficiario de este derecho rea­
liza cualquiera de los actos ya mencionados para lograr su ejecución.

1a./J. 67/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 8/2019. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Civil del 
Tercer Circuito y el Pleno del Vigésimo Séptimo Circuito. 5 de junio de 2019. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis contendientes:

El emitido por el Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la contradicción de 
tesis 12/2015, que dio origen a la jurisprudencia PC.III.C. J/15 C (10a.), de título y 
subtítulo: "SENTENCIA DEFINITIVA. EN SU EJECUCIÓN NO OPERA LA PRESCRIP­
CIÓN DE FORMA INDEPENDIENTE RESPECTO DE ALGUNAS DE LAS PRESTACIO­
NES (LÍQUIDAS O GENÉRICAS), PUES ELLO IMPLICARÍA TRANSGREDIR LA COSA 
JUZGADA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
mayo de 2016 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 30, Tomo III, mayo de 2016, página 2220, con número de regis­
tro digital: 2011588.

El emitido por el Pleno del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver la contradicción de 
tesis 10/2017, que dio origen a la jurisprudencia PC.XXVII. J/4 C (10a.), de título, sub­
título: "PRESCRIPCIÓN DE SENTENCIA DE CONDENA MIXTA DICTADA EN UN JUI­
CIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL PLAZO PARA QUE OPERE COMIENZA DE MANERA 
DIFERENCIADA PARA EL PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN Y PARA EL INCIDENTE 
DE LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 57, Tomo II, agosto de 2018, página 
2156, con número de registro digital: 2017699.

Tesis de jurisprudencia 67/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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INCIDENTE DE NULIDAD DE ACTUACIONES. ES EL MEDIO IDÓNEO 
PARA IMPUGNAR LA FORMA EN LA QUE SE ORDENA LA NOTIFI­
CACIÓN DE UN AUTO DICTADO EN UN PROCEDIMIENTO EN MATE­
RIA MERCANTIL. El artículo 1345, fracción V, del Código de Comercio al 
prever que se tramitarán de inmediato las apelaciones que se interpongan 
contra el auto que desecha el incidente de nulidad de actuaciones por defec­
tos en el emplazamiento y contra la resolución que se dicte en el incidente, 
permite inferir la existencia misma del incidente de nulidad de actuaciones. Sin 
embargo, dicho incidente de nulidad no tiene mayor regulación que la prevista 
para todos los incidentes que se susciten en los juicios mercantiles, prevista en 
los artículos 1349 a 1358 del Código de Comercio, sin que se regule de manera 
explícita si procede en contra del auto en el que se ordena la forma en la que 
se hará una notificación, por lo que al no existir fundamento legal que prevea 
expresamente un medio de impugnación contra el auto en el que se ordena 
la forma en la que se realizará una notificación, es necesario realizar una inter­
pretación jurídica a fin de determinar cuál es el medio de impugnación idóneo 
contra dicho acto. Ahora bien, el recurso de revocación tiene por objeto con­
trovertir autos de mero trámite que hayan conculcando las normas que rigen 
el procedimiento, de esta manera, la litis en dicho recurso consiste en anali­
zar la legalidad de los fundamentos y las consideraciones que sustentan los 
autos, siendo el caso que se confirman, revocan o modifican. Por otra parte, 
el incidente de nulidad de actuaciones, cuando se trata de defectos en el 
emplazamiento, tiene por objeto analizar la legalidad de los actos judiciales a 
través de los cuales se hace del conocimiento de las partes los autos emitidos 
dentro del procedimiento, esto es, se verifica que la notificación haya cum­
plido con las formalidades que al efecto establece la ley y, en caso de que se 
estime fundado, se repondrá el procedimiento. Por lo anterior, el medio de im­
pugnación idóneo para revisar el auto en el que se ordena la forma en la que se 
realizará una notificación es el incidente de nulidad de notificaciones, porque 
a través de él se puede revisar si la notificación se realizó conforme a las reglas 
legales respectivas y su incumplimiento acarrea su nulidad.

1a./J. 68/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 287/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Tercer Circuito. 21 de agosto de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Luis 
María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien consideró que es inexis­
tente la contradicción de tesis. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 

Tesis y/o criterio contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resol­
ver el amparo directo 515/2013, que dio origen a la tesis aislada VII.1o.C.12 C (10a.), 
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de título y subtítulo: "REVOCACIÓN EN MATERIA MERCANTIL. PROCEDE ESTE RE­
CURSO EN CONTRA DEL AUTO QUE CONTIENE LA ORDEN Y FORMA EN QUE DEBE 
NOTIFICARSE EL MISMO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 6 de diciembre de 2013 a las 6:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 1, Tomo II, diciembre de 2013, página 1234, con 
número de registro digital: 2005094.

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al re­
solver el amparo en revisión 402/2018-III, en el que sostuvo el criterio de que la im­
pugnación sobre la forma en que se ordenó la notificación de una actuación judicial 
debe hacerse mediante el incidente de nulidad de actuaciones, pues dicho medio de 
impugnación no solamente procede contra los vicios propios de las notificaciones, 
sino que también es útil para cuestionar la forma en que aquéllas se ordenan.

Tesis de jurisprudencia 68/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de cuatro de septiembre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 18 de octubre de 2019 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de octubre de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DEFENSA ADECUADA EN LA AUDIENCIA INICIAL DEL PROCEDI­
MIENTO PENAL ACUSATORIO. LA CALIDAD DE LICENCIADO EN 
DERECHO DEL DEFENSOR DEBE ACREDITARSE CON EL REGISTRO 
PREVIO DE LA CÉDULA PROFESIONAL EN LOS SISTEMAS DE RE­
GISTRO O ANTE LOS EMPLEADOS JUDICIALES DESIGNADOS PARA 
TAL EFECTO, Y CON LA SIMPLE MENCIÓN QUE DE ESOS DATOS SE 
HAGA EN LA AUDIENCIA RESPECTIVA. La Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha interpretado que el derecho a una defensa técnica es respe­
tado cuando el imputado es asistido por abogado titulado en cada una de las 
etapas que comprenden el procedimiento penal. En ese sentido, de confor­
midad con el artículo 116 del Código Nacional de Procedimientos Penales, es 
obligación del defensor acreditar ante el órgano jurisdiccional su calidad de 
licenciado en derecho, con la exhibición de la cédula profesional de licen­
ciado en derecho expedida por la autoridad legalmente competente; documento 
que debe registrar previamente al desahogo de la audiencia inicial, lo cual 
puede realizar de dos formas: a) en el centro de registro de cédulas profesiona­
les correspondiente; o, b) ante el funcionario que según la ley tenga la obligación, 
previo al inicio de la audiencia, de recabar la información respectiva, lo que 
dará oportunidad al Juez de Control de corroborar la calidad de licenciado en 
derecho del defensor, lo que se logra con la sola referencia que éste realiza al 
individualizarse, refiriendo su número de cédula y registro, cuestionando 
al asistente de constancias y registros, auxiliar o encargado de sala, según lo 
denomine la correspondiente legislación aplicable a cada caso concreto, sobre 
si esos datos fueron cotejados con las respectivas identificaciones exhibidas 
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momentos previos a la celebración de la audiencia, destacando desde luego 
entre dichos datos, el número de cédula que corresponde a los licenciados en 
derecho que comparezcan con la calidad de defensores del imputado, a efecto de 
que quede constancia en la videograbación de este hecho, ello en virtud 
de que es la primera diligencia en el proceso en la cual participa directamente 
el imputado.

1a./J. 69/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 405/2017. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del Vigé­
simo Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 7 de 
agosto de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Mora­
les, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres. 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El emitido por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 247/2017, en el que consideró que era innecesario y excesivo que el Juez de 
Control se cerciorara de que la persona que representaba al imputado contaba con 
autorización para fungir como autorizado y que esto conste en la videograbación de 
la propia audiencia, en virtud de que la administración del centro de justicia es la 
encargada de vigilar y asegurarse de que las personas que representan a un impu­
tado tengan título y cédula profesional de licenciado en derecho, mismos que deben 
exhibirse con anterioridad, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 305/2016, que dio origen a la tesis aislada XV.3o.7 P (10a.), de tí­
tulo y subtítulo: "DEFENSA TÉCNICA ADECUADA. PARA GARANTIZAR ESTE DERE­
CHO FUNDAMENTAL EN LOS PROCEDIMIENTOS PENALES DE CORTE ACUSATORIO 
Y ORAL, NO BASTA QUE EN LA AUDIENCIA INICIAL, AL INDIVIDUALIZAR A LAS 
PARTES, QUIEN REPRESENTA AL IMPUTADO MANIFIESTE AL JUEZ DE CONTROL 
QUE CUENTA CON LA AUTORIZACIÓN PARA FUNGIR COMO DEFENSOR Y QUE 
SUS DATOS SE ENCUENTRAN PREVIAMENTE REGISTRADOS EN LA ADMINISTRA­
CIÓN DEL CENTRO DE JUSTICIA, SINO QUE ES NECESARIO QUE AQUÉL VERIFI­
QUE DICHA CIRCUNSTANCIA (SEA LICENCIADO EN DERECHO CON CÉDULA 
PROFESIONAL) Y QUE DE ELLO QUEDE CONSTANCIA EN LA VIDEOGRABACIÓN 
CORRESPONDIENTE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del vier­
nes 17 de febrero de 2017 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 39, Tomo III,  febrero de 2017, página 2184, con 
número de registro digital: 2013697.

Tesis de jurisprudencia 69/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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SUSPENSIÓN. LA NATURALEZA OMISIVA DEL ACTO RECLAMADO 
NO IMPIDE SU PROCEDENCIA.  Los artículos 107, fracción X, primer pá­
rrafo, de la Constitución y 147 de la Ley de Amparo vigente, dotan a la suspen­
sión de un genuino carácter de medida cautelar, cuya finalidad consiste en 
conservar la materia de la controversia y evitar que las personas sufran una 
afectación a su esfera jurídica mientras se resuelve el fondo del asunto, ya sea 
con medidas conservativas o de tutela anticipada (efectos restitutorios), 
para lo cual es necesario analizar: (i) la apariencia del buen derecho; (ii) las 
posibles afectaciones al interés social; y (iii) la posibilidad jurídica y material 
de otorgar la medida. En ese sentido, la naturaleza de los actos, ya sea positiva, 
declarativa o negativa, no representa un factor que determine en automático 
la concesión o negativa de la medida cautelar, pues la locución "atendiendo a la 
naturaleza del acto reclamado", que refiere el precepto de la Ley de Amparo, 
debe analizarse en función de las consecuencias que caso a caso pueden 
producir los actos reclamados, lo que a su vez es determinante para decidir 
si el efecto de la suspensión debe consistir en el mantenimiento de las cosas 
en el estado que se encuentran o debe restituirse provisionalmente a la per­
sona en el goce del derecho violado. En estos términos, la naturaleza omisiva 
de los actos reclamados es relevante para determinar el contenido que adop­
tará la suspensión, pero no para determinar si la medida cautelar procede o 
no. En efecto, dado que el amparo provisional que se pretende con la suspen­
sión definitiva permite que la persona alcance transitoriamente un beneficio 
que, al final del día, puede confirmarse o revocarse a través de la sentencia prin­
cipal, sin prejuzgar sobre lo ocurrido antes del juicio de amparo ni lo que 
ocurrirá después, pues lo importante para que dicha medida cautelar sea 
material y jurídicamente posible radica en que los efectos suspensorios pue­
dan actualizarse momento a momento, de modo que la suspensión no coin­
cida exactamente, agote o deje sin materia una eventual sentencia estimatoria 
de amparo, y todo esto va más allá del tipo de medidas que deben dictarse en 
caso de que proceda conforme a lo anterior.

1a./J. 70/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 85/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito, el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito y el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa del Primer Circuito. 16 de enero de 2019. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Leticia Guzmán 
Miranda. 
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Tesis y criterio contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Segundo Circuito, al resolver el recurso de queja 123/2017, en el que sostuvo que no 
era procedente otorgar la suspensión en contra de la omisión de ejecutar una sen­
tencia dictada en el juicio de origen, porque los actos reclamados medularmente 
tienen el carácter de omisivos, los que se caracterizan porque la autoridad se abstuvo 
de actuar, esto es, se rehusó a hacer algo, o no contestó no obstante existir una soli­
citud expresa del gobernado, por lo que de concederse la suspensión se darían efec­
tos restitutorios al obligar a la autoridad a actuar en el sentido que ordena la garantía, 
lo cual es propio de la sentencia que se dicte en el juicio principal.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el recurso de queja 122/2013, que dio origen a la tesis aislada I.1o.A.3 K (10a.), 
de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN. ES PROCEDENTE OTORGARLA CON EFECTOS 
RESTITUTORIOS PROVISIONALES EN RELACIÓN CON CIERTOS ACTOS DE ABS­
TENCIÓN EN LOS CASOS EN QUE SEA POSIBLE JURÍDICA Y MATERIALMENTE, 
CONFORME AL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 147 DE LA LEY DE AMPARO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XXV, Tomo 3, octubre de 2013, página 1911, con número de registro digital: 2004808.

Tesis de jurisprudencia 70/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO DIRECTO. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN JUDICIAL 
QUE DECIDE EN FORMA DEFINITIVA SOBRE LA RESTITUCIÓN 
INTERNACIONAL DE MENORES DE EDAD, SOLICITADA CONFORME 
A LA CONVENCIÓN DE LA MATERIA. De lo establecido en los artícu­
los 107, fracciones III, inciso a), y V, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 170, fracción I, y 171 de la Ley de Amparo, se desprende 
que el juicio de amparo directo procede en dos casos: 1) contra sentencias 
definitivas o laudos; y, 2) contra resoluciones que ponen fin al juicio; en 
ambos casos, dictadas por tribunales judiciales, administrativos, agrarios o 
del trabajo. De éstas, las que deciden el juicio en lo principal constituyen sen­
tencias definitivas o laudos, mientras que resoluciones que ponen fin al juicio, 
son las que, sin decidirlo en lo principal, lo dan por concluido. Por otro lado, esta 
Suprema Corte ha concebido al "juicio", como un procedimiento contencioso 
desde que se inicia en cualquiera forma, hasta que se dicta sentencia o resolu­
ción que le ponga fin, en la inteligencia de que el juicio está condicionado a 
la existencia de un litigio, esto es, de un conflicto entre partes; además, que 
debe entenderse por sentencia definitiva para los efectos del juicio de amparo 
la que define el juicio en lo principal, es decir, la que establezca el derecho en 
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cuanto a la acción y a la excepción que dieron lugar a la litis contestatio. 
En tales condiciones, las resoluciones dictadas por órganos jurisdicciona­
les, en las que se decide en forma definitiva sobre la solicitud de restitución 
internacional de menores de edad, en términos de la Convención sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, constituyen 
sentencias definitivas, puesto que su impugnación a través del juicio de 
amparo presupone la existencia de una contienda, cuya litis generalmente 
se centra en determinar la procedencia de la restitución del menor a su entorno 
habitual cuando ha sido trasladado o retenido de forma ilícita, frente a la actua­
lización o no de alguna de las excepciones extraordinarias previstas en la 
Convención para negar la restitución, a saber, la integración del menor al nuevo 
ambiente (artículo 12), las excepciones previstas en el artículo 13 o la violación 
a los principios fundamentales del Estado requerido (artículo 20); por tanto, 
en contra de ellas procede el juicio de amparo en la vía directa.

1a./J. 71/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 191/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegia­
do en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región. 26 de junio de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Luis María 
Aguilar Morales. Secretaria: Leticia Guzmán Miranda.

Tesis y criterio contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto 
Circuito, al resolver el amparo directo 210/2013, que dio origen a la tesis aislada 
V.2o.C.T.2 K (10a.), de título y subtítulo: "SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENO­
RES. LAS SENTENCIAS DICTADAS EN LOS PROCEDIMIENTOS RELATIVOS, AL 
SER EMITIDAS EN VERDADEROS JUICIOS Y TENER EL CARÁCTER DE DEFINITIVAS, 
SON IMPUGNABLES EN AMPARO DIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo 2, julio de 2013, página 
1596, con número de registro digital: 2004120.

El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila de Zaragoza, en apoyo al Tribunal Cole­
giado en Materias Administrativa y Civil del Octavo Circuito, al resolver el amparo 
directo 16/2017 (auxiliar 301/2017), en el que determinó declararse incompetente 
para conocer y resolver el juicio de amparo en la vía directa intentado en contra de la 
resolución de restitución internacional de menores y ordenó remitir los autos al Juez 
de Distrito en turno, lo anterior en virtud de que, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 35, en relación con el 107, fracción IV, ambos de la Ley de Amparo, constituye 
un acto proveniente de un tribunal judicial realizado fuera de juicio y, por ende, la 
competencia para conocer del juicio de amparo corresponde a un Juez de Distrito.
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Tesis de jurisprudencia 71/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de noviembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DEFENSA ADECUADA EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL DEL 
PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO. EL INDICIADO Y SU DEFEN­
SOR TIENEN DERECHO A OBTENER COPIAS O REPRODUCCIONES 
FOTOGRÁFICAS DE LOS DATOS DE PRUEBA QUE OBRAN EN LA 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN, CUANDO EL IMPUTADO SE UBICA 
EN ALGUNO DE LOS SUPUESTOS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 
218, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN­
TOS PENALES. Una interpretación sistemática de los artículos 113 y 218 
del Código Nacional de Procedimientos Penales permite concluir que el impu­
tado y su defensor podrán tener acceso a los registros de la investigación 
cuando aquél se encuentre detenido, sea citado para comparecer con tal ca­
rácter, o bien, sea sujeto de un acto de molestia y se pretenda recibir su entre­
vista. Sin embargo, para el goce efectivo del derecho fundamental de defensa 
adecuada, debe permitirse que puedan obtener una reproducción de dichos 
registros, ya sea en copia fotostática o como registro fotográfico cuando el 
imputado se ubica en alguno de los supuestos establecidos en el artículo 218, 
párrafo tercero, del Código aludido lo que es acorde con los principios del 
sistema procesal penal acusatorio, relativos a la igualdad y equilibrio entre las 
partes. Sin que obste a lo anterior el hecho de que el artículo 219 del Código 
aludido establezca que una vez convocados a la audiencia inicial, el imputado 
y su defensor tendrán derecho a consultar los registros de investigación y a 
obtener copia con la oportunidad debida para preparar la defensa, pues dicha 
disposición legal no debe interpretarse como una regla restrictiva ni conside­
rar que sólo a partir de ese momento procesal pueden obtener copias, ya que 
de la redacción de dicho precepto deriva la obligación del Ministerio Público de 
respetar el derecho a una defensa adecuada y de igualdad entre las partes, 
permitiendo el acceso a los registros de investigación y la obtención de copias 
o reproducciones fotográficas de los datos que obran en la carpeta de inves­
tigación, de manera que no prohíbe que éstas se obtengan con anterioridad, 
pues lo que debe privilegiarse es que llegada la audiencia inicial, quien habrá 
de ser imputado cuente ya con los datos y registros necesarios que le permi­
tan desarrollar una defensa adecuada, por lo que al actualizarse el supuesto en 
que el imputado pueda tener acceso a la carpeta de investigación, ello implica 
también su derecho a obtener copia de su contenido.

1a./J. 72/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 149/2019. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Penal del 
Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 
12 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis 
María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.

Tesis y/o criterio contendientes:

El emitido por el Pleno en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la contradicción 
de tesis 17/2018, que dio origen a la tesis jurisprudencial PC.I.P. J/53 P (10a.), de tí­
tulo y subtítulo: "ACCESO A LOS REGISTROS DE LA INVESTIGACIÓN EN LA ETAPA 
INICIAL ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO. CONSTITUYE UN DERECHO DEL IMPU­
TADO Y SU DEFENSOR, QUE CONLLEVA LA POSIBILIDAD DE OBTENER COPIAS O 
SU REGISTRO FOTOGRÁFICO, CON LO QUE SE GARANTIZA EL EJERCICIO DE UNA 
DEFENSA ADECUADA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del vier­
nes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 63, Tomo II, febrero de 2019, página 1155, con número 
de registro digital: 2019292.

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 580/2018, en el que consideró que el artículo 219 
del Código Nacional de Procedimientos Penales establece que una vez que el impu­
tado y su defensor sean convocados a la audiencia inicial, tendrán derecho a consul­
tar los registros de la investigación y a obtener copia de los mismos; por tanto, 
resolvió que la negativa del fiscal responsable de brindarle copias de los datos que 
obran en la carpeta aludida a la defensa del imputado fue correcta, porque éste ya 
había comparecido ante la representación social, pero no había sido convocado 
a la audiencia inicial. Además, señaló que la determinación adoptada no constituye 
una interpretación restrictiva respecto de los alcances del derecho de defensa ade­
cuada en el nuevo sistema de justicia penal, sino que únicamente se trata del cum­
plimiento de las pautas que para el ejercicio de dicho derecho estableció el legislador 
en el Código Nacional de Procedimientos Penales.

Tesis de jurisprudencia 72/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AUTO DE FORMAL PRISIÓN. NO ES OBSTÁCULO PARA LA PROCE­
DENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA ESTE 
ACTO, LA CIRCUNSTANCIA DE QUE PREVIAMENTE SE HAYA CON­
CEDIDO AL MISMO QUEJOSO –EN AMPARO DIRECTO– LA PRO­
TECCIÓN CONSTITUCIONAL PARA EL EFECTO DE REPONER EL 
PROCEDIMIENTO E INVESTIGAR POSIBLES HECHOS DE TORTURA 
(LEY DE AMPARO ABROGADA). El auto de formal prisión, en su calidad 
de decisión, eje del proceso penal de orden tradicional o mixto, es una condición 
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procesal que no se ve afectada con motivo de la reposición del procedimiento 
que se dispone para investigar posibles hechos de tortura (con motivo de una 
sentencia previamente emitida en favor del mismo quejoso en instancia de 
amparo directo), pues aquella resolución de plazo constitucional sigue sur­
tiendo sus efectos, determinando la existencia de la causa, su sustancia y los 
hilos que la conducen, lo que lleva a considerar que la apuntada reposición 
no constituye un obstáculo para controvertir su constitucionalidad mediante 
el ejercicio de la acción de amparo indirecto. Asimismo, el hecho de que la 
referida investigación vaya a trascender –positiva o negativamente– en la con­
sideración sobre la licitud de ciertos elementos de prueba estimados desde el 
auto de formal prisión, tampoco es razón para considerar improcedente la vía, 
tomando en cuenta que el análisis constitucional sobre esa decisión se 
ejecuta desde el prisma correspondiente al estado procesal de que se trata, 
y destacadamente en relación con el estándar de prueba y las reglas atinen­
tes a esa fase procesal. Consecuentemente, el hecho de que se haya dispuesto 
la reposición del procedimiento para indagar probables hechos de tortura, no 
es una condición que conduzca a estimar la imposibilidad de controvertir el 
auto de formal prisión por medio del juicio de amparo indirecto.

1a./J. 73/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 377/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla. 
3 de abril de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Mora­
les, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien se reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete Romero.

Tesis y criterio contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda 
Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 165/2018 (cuaderno auxiliar 685/2018), en el que determinó 
que las pruebas que sustentan un auto de formal prisión no pueden encontrarse 
sub júdice a lo determinado por el Tribunal Colegiado de Circuito que ordena la repo­
sición del procedimiento hasta la diligencia inmediata anterior al auto de cierre de 
instrucción, para la investigación de la posible existencia de actos de tortura, ya que 
la referida locución latina se usa para significar que un asunto se encuentra pen­
diente de decisión judicial, de modo que las pruebas por sí solas no debe considerarse 
que se encuentren pendientes de resolución judicial, es decir, puede estar pendiente 
de determinación algún asunto en contra del cual se promovió un recurso o medio 
ordinario de defensa, o bien, un medio extraordinario de defensa como el amparo, 
mas no las pruebas desahogadas en el asunto controvertido.
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El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resol­
ver el amparo en revisión 5/2017, que dio origen a la tesis aislada I.1o.P.55 P (10a.), de 
título y subtítulo: "ACTOS DE TORTURA. SI EL ACTO RECLAMADO ES EL AUTO 
DE FORMAL PRISIÓN, Y SE ADVIERTE QUE LAS PRUEBAS QUE LO SUSTENTAN SE 
ENCUENTRAN SUB JÚDICE A LO DETERMINADO POR EL TRIBUNAL COLEGIADO 
DE CIRCUITO QUE ORDENA LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA QUE 
SE INVESTIGUE LA POSIBLE EXISTENCIA DE AQUÉLLOS, ESA CIRCUNSTANCIA 
ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRAC­
CIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 74, FRACCIÓN V, AMBOS DE LA LEY DE 
AMPARO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de junio 
de 2017 a las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 2857, con número de registro digital: 
2014412.

Tesis de jurisprudencia 73/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

EMBARGO PRACTICADO EN UN JUICIO EJECUTIVO. LA RESOLU­
CIÓN DEFINITIVA QUE LO DEJA INSUBSISTENTE CONSTITUYE UN 
ACTO DE EJECUCIÓN IRREPARABLE QUE AFECTA MATERIALMENTE 
LOS DERECHOS SUSTANTIVOS DEL EJECUTANTE Y, POR ENDE, EN 
SU CONTRA PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.  De los ar­
tículos 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 107, fracción V, de la Ley de Amparo, se advierte que en 
contra de las violaciones que se actualicen durante el procedimiento, excep­
cionalmente procede el juicio de amparo indirecto, cuando se trate de actos 
en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, es decir, que el acto de 
autoridad, por sí mismo, afecte materialmente derechos sustantivos. Ahora 
bien, el embargo practicado en un juicio ejecutivo con motivo de un derecho 
de crédito, se erige como una extensión procesal del derecho de crédito respec­
tivo y visto desde el enfoque del lado pasivo, la medida cautelar afecta bienes 
determinados del presunto deudor, para asegurar la eventual ejecución futura, 
que limita las facultades de su disposición y goce hasta que se obtenga sen­
tencia de condena o se desestime la pretensión principal, de manera que si 
para el demandado en juicio, la traba del embargo es un acto de imposible 
reparación en contra del cual es procedente el juicio de amparo indirecto, de igual 
forma debe estimarse para el actor cuando se emite una determinación que 
deja insubsistente el embargo, dado que éste produce de manera simultánea 
una serie de efectos para cada una de las partes, pues al tiempo en que el 
demandado a quien se embarga es privado de su derecho de disposición de 
los bienes materia de la medida cautelar, el actor logra obtener una garantía 
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de pago en relación con el crédito que reclama y adquiere una prelación para 
su cobro frente a otros posibles acreedores. De ahí que la resolución defini­
tiva que deja sin efectos el embargo dentro de un juicio ejecutivo, por sus 
implicaciones, tiene ejecución o efectos de imposible reparación, por afectar 
materialmente derechos sustantivos del embargante, lo que hace procedente 
el juicio de amparo indirecto, porque al tratarse de un auténtico gravamen 
real de la especie de los de garantía, que no obstante su carácter temporal 
tiene la naturaleza jurídica de un ius ad rem, es incontrovertible que la deter­
minación que destraba la medida cautelar y provoca su insubsistencia 
afecta de manera directa e inmediata el derecho sustantivo que sobre los 
bienes del deudor tiene el acreedor embargante, toda vez que vulnera la 
potestad o facultad que había adquirido de sustraer de la libre disposición del 
deudor los bienes embargados, de la que ya no podrá ser resarcido aun cuando 
obtenga sentencia favorable, razón por la cual es innecesario esperar hasta 
que se dicte la sentencia definitiva correspondiente, para poder combatir la 
actuación relativa mediante el juicio de amparo indirecto.

1a./J. 74/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 76/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, el Pleno en Materia Civil del 
Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 
4 de septiembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: César de la Rosa Zubrán.

Tesis y criterio contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del 
Noveno Circuito, al resolver el amparo en revisión 147/2018, en el que determinó que 
la resolución que deja insubsistente el embargo en un juicio ejecutivo civil no cons­
tituye un acto de ejecución irreparable, por lo que en su contra es improcedente el 
juicio de amparo indirecto, ya que es una violación adjetiva o procesal que no afecta 
materialmente, ni de manera inmediata y directa los derechos sustantivos del quejoso 
tutelados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino que 
únicamente tiene efectos formales o intraprocesales que no ocasionan que la senten­
cia definitiva que se dicte en el proceso de origen sea desfavorable a sus intereses.

El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción 
de tesis 15/2017, que dio origen a la tesis jurisprudencial PC.I.C. J/59 K (10a.), de 
título y subtítulo: "EMBARGO. LA RESOLUCIÓN QUE LO DEJA INSUBSISTENTE ES UN 
ACTO DE EJECUCIÓN IRREPARABLE RESPECTO DEL CUAL PROCEDE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del vier­
nes 2 de febrero de 2018 a las 10:04 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 51, Tomo II, febrero de 2018, página 1040, con número 
de registro digital: 2016136.
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Tesis de jurisprudencia 74/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TÍTULO EJECUTIVO. EL DICTAMEN EMITIDO POR LA COMISIÓN 
NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS USUARIOS 
DE SERVICIOS FINANCIEROS (CONDUSEF) QUE DECIDE SOBRE 
LA NOTORIA FALSEDAD O ALTERACIÓN DE LA FIRMA CONTENIDA 
EN UN CHEQUE TIENE ESA NATURALEZA. Del artículo 68 Bis de la 
Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, reformado 
mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
enero de 2014, se advierte que la CONDUSEF tiene atribuciones para emitir 
un dictamen que consigne una obligación contractual incumplida, cierta, 
exigible y líquida que, a su juicio, pueda constituir título ejecutivo no nego­
ciable en favor del usuario y siempre que la cuantía del asunto sea inferior al 
equivalente en moneda nacional a 50,000 UDIS o, en caso de instituciones 
de seguros, sociedades mutualistas de seguros y administradoras de fondos 
para el retiro, a 100,000 UDIS. Ahora, del análisis sistemático de los artícu­
los 267, 269, 271, 274 y 194 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Cré­
dito y 335 del Código de Comercio, este último aplicable supletoriamente al 
primer ordenamiento, se colige que el pago de un cheque que contenga una 
firma notoriamente alterada o falsificada implica la falta de conservación a 
que se obligó la entidad financiera vinculada al contrato de depósito mercan­
til, la operación de crédito de depósito de dinero y, desde luego, la negligencia 
en que incurre al no verificar que el instrumento mediante el cual el titular de 
la cuenta dispone de sus recursos contenga la firma registrada ante la insti­
tución bancaria relativa, como depositaria. Todo lo cual, conlleva el descuido 
de la convención entre el cuentahabiente y la entidad bancaria, en la que esta 
última incumple con el deber de conservar el bien depositado y que, en con­
secuencia, obliga a responder por los menoscabos, daños y perjuicios. De ahí 
que el dictamen emitido por la CONDUSEF que decide sobre la notoria alte­
ración o falsificación de la firma en un cheque, tiene la naturaleza de un título 
ejecutivo y, por ende, permite al usuario ejercer la acción correspondiente 
ante tribunales, en términos de los artículos 1391, fracción IX, y 1392 del 
Código de Comercio.

1a./J. 75/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 58/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Cuarto Circuito y el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito. 
11 de septiembre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
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Hernández, Luis María Aguilar Morales y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponen­
te: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo.

Tesis y/o criterios contendientes:

El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resol­
ver el amparo en revisión 85/2016, en el que estableció que el dictamen emitido por 
la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Finan­
cieros, en el que se opina sobre la notoria falsedad de la firma contenida en un 
cheque, en comparación con la registrada en la tarjeta, constituye título ejecutivo 
por reunir los requisitos previstos en el artículo 68 Bis de la Ley de Protección y 
Defensa al Usuario de Servicios Financieros, esto es, que en el dictamen se con­
signa una obligación contractual incumplida, cierta, exigible y líquida, en el enten­
dido de que la obligación contractual incumplida consiste en la conservación de los 
recursos dados en depósito, que impidió al librador disponer de ellos por el pago del 
título de crédito presentado para su cobro con firma falsa; y,

El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de 
tesis 17/2016, que dio origen a la tesis jurisprudencial PC.I.C. J/39 C (10a.), de título y 
subtítulo: "TÍTULO EJECUTIVO. NO LO CONSTITUYE EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN 
NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS USUARIOS DE SERVICIOS 
FINANCIEROS, SOBRE LA NOTORIA ALTERACIÓN O FALSIFICACIÓN DE LA FIRMA 
DE UN CHEQUE (ALCANCES DEL ARTÍCULO 68 BIS DE LA LEY DE PROTECCIÓN 
Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS).", publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación del viernes 25 de noviembre de 2016 a las 10:36 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo III, 
noviembre de 2016, página 2163, con número de registro digital: 2013165.

Tesis de jurisprudencia 75/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de dos de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DELITOS COMETIDOS POR ABOGADOS, PATRONOS Y LITIGANTES. 
EL ELEMENTO NORMATIVO "LITIGANTE" PARA EFECTOS DE DETER­
MINAR LA CALIDAD ESPECÍFICA DE SUJETO ACTIVO EN DICHOS 
ILÍCITOS, NO COMPRENDE AL ACTOR O DEMANDADO QUE PARTI­
CIPA EN UNA CONTIENDA, SINO QUE CORRESPONDE AL PROFE­
SIONAL DEL DERECHO QUE COMPARECE A ÉSTA EN DEFENSA DE 
AQUÉLLOS (LEGISLACIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y DEL ES­
TADO DE COAHUILA ABROGADA). Los artículos 319, fracción III, del 
Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, y 233, 
fracción VI, del Código Penal del Estado de Coahuila, abrogado, regulan de 
forma similar el delito de abogados, patronos y litigantes, en su hipótesis nor­
mativa que dice: "quien a sabiendas, alegue hechos falsos", cuando interven­
gan en un proceso de cualquier índole. Ahora bien, a partir de los componentes 
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de las normas penales, el sujeto que realiza o ejecuta la conducta tiene que 
ser un profesional en derecho, lo que revela que el tipo exige una calidad es­
pecífica en el activo. Sin embargo, la problemática surge cuando se pretende 
establecer si el término "litigante" también comprende a dicho profesional o 
se refiere a cualquiera de las partes que intervienen en el proceso, ya que el 
legislador no precisó concretamente qué debía entenderse por tal. Así, a jui­
cio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ese 
elemento normativo no comprende al actor o demandado que participa en un 
procedimiento judicial, administrativo o de cualquier orden legal, sino que 
corresponde al profesional del derecho que comparece a una contienda judi­
cial en defensa de los intereses de éstos. Así, para advertir el significado de 
litigante, es insuficiente identificarlo como la posición o actividad que desem­
peña una persona en un proceso determinado, pues actuar en ese sentido 
daría una connotación amplia al concepto, ocasionando que se desvirtúe la 
calidad específica que el legislador asignó al sujeto activo para hacerse mere­
cedor a una sanción penal, en contravención al principio de exacta aplicación 
de la ley penal. De ahí que, en el contexto que describen las normas penales, 
la ejecución de la conducta sólo puede realizarse por aquellas personas que 
ejercen la actividad profesional, ya que están relacionadas con aspectos téc­
nicos sobre la defensa y el patrocinio de las partes (actor o demandado) en un 
juicio o procedimiento; la actividad probatoria y de promoción de incidentes, 
y la interposición de recursos. Además, con independencia de la pena de pri­
sión, se prevé conjuntamente la inhabilitación del derecho a ejercer la actividad 
profesional y la privación definitiva de ese derecho en caso de reincidencia, lo 
que sólo acontecería para un profesional en la materia.

1a./J. 76/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 354/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo 
Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Cir­
cuito. 26 de junio de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Morales, quien precisó que está con el sentido pero 
contra algunas consideraciones, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resol­
ver el amparo en revisión 141/2017, en el cual sostuvo que aun cuando el tipo penal 
exige para su acreditación una calidad específica en el sujeto activo, como lo es la 
de abogado, patrono o litigante como presunto infractor de la norma penal, no se com­
parte que las referidas calidades aludan únicamente a especialistas en derecho y 
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que, por ende, sólo los que posean una patente para ejercer en esa profesión sean sus­
ceptibles de encuadrar en la especificidad que requiere el tipo penal, es decir, que la 
palabra "litigante" no puede asimilar ni aludir a alguien que es especialista en dere­
cho, porque si bien pudiere contar con esa distinción, lo cierto es que lingüística­
mente tal vocablo no tiene ese alcance, ni tampoco jurídicamente, dado que de facto 
"litigante" es o puede ser quien participa en un proceso como parte demandante o 
demandada en un litigio, aunque no posea la preparación académica o profesional 
para llevar a cabo ese ejercicio; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 396/2003, del que derivó la tesis aislada VIII.2o.33 P, de rubro: 
"DELITO DE ABOGADOS, PATRONOS, DEFENSORES O LITIGANTES. NO SE MATERIA­
LIZA CUANDO EL SUJETO ACTIVO CARECE DE LOS ATRIBUTOS LEGALES QUE 
DEFINE LA FIGURA TÍPICA DESCRITA EN LA LEY (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
COAHUILA).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XIX, febrero de 2004, página 1042, con número de registro digital: 
182209.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 141/2017, resuelto por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, derivó la tesis aislada I.1o.P.86 P 
(10a.), de título y subtítulo: "DELITOS DE ABOGADOS, PATRONOS O LITIGANTES. 
EL ELEMENTO NORMATIVO ‘LITIGANTE’ DEL TIPO PENAL PREVISTO EN EL ARTÍCU­
LO 319, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICA­
BLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, NO SE ASIMILA NI ALUDE A ALGUIEN CON 
LICENCIATURA EN DERECHO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 26 de enero de 2018 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 50, Tomo IV, enero de 2018, página 2105, con 
número de registro digital: 2016082.

Tesis de jurisprudencia 76/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de dos de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
109, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE 
HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2011. LA ABROGACIÓN DE LA LEY 
DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2014, NO IMPLICA LA SUPRESIÓN DEL TIPO PENAL 
RELATIVO. Conforme al precepto citado, será sancionado con las mismas 
penas del delito de defraudación fiscal, a quien omita presentar, por más de 
doce meses, la declaración de un ejercicio que exijan las leyes fiscales, dejando 
de pagar la contribución correspondiente. Ahora bien, al instituirse una omi­
sión como tipo penal, en su configuración subyace la existencia de una norma 
preceptiva que impide al sujeto activo contribuyente actuar en determinado 
sentido; que en el caso de la defraudación fiscal equiparada se traduce en la 
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obligación de presentar la declaración de un ejercicio fiscal que exijan las leyes 
fiscales correspondientes, en términos de los artículos 6o. y 31 del Código 
Fiscal de la Federación y de pagar una de las contribuciones que, conforme a 
la clasificación del artículo 2o. del mismo código tributario, comprende a los 
impuestos, aportaciones de seguridad social, contribuciones de mejoras y 
derechos. Entonces, si bien dentro de los elementos que integran el tipo 
penal se encuentran los normativos de valoración jurídica, como son "la decla­
ración de un ejercicio que exijan las leyes fiscales y la existencia de la contribu­
ción correspondiente" y se dotan de contenido a través de las normas fiscales 
aplicables, dichos elementos no se modifican por virtud de la abrogación de 
la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, pues el artículo décimo segundo 
transitorio del decreto por el que se abrogó, los sigue dotando de conte­
nido, ya que establece expresamente que las obligaciones y los derechos 
que hubieran nacido durante su vigencia deberán cumplirse conforme a 
los montos, las formas y los plazos establecidos en la ley abrogada y demás 
disposiciones aplicables, entre otras. Por tanto, la abrogación de la Ley del 
Impuesto Empresarial a Tasa Única, a partir del 1 de enero de 2014, en la que 
se prevé bajo su vigencia quiénes son los sujetos obligados al pago del im­
puesto, así como la obligación de presentar las declaraciones y los plazos 
para hacerlo, no implica la supresión del aludido tipo penal, toda vez que 
dicha abrogación sólo tiene efectos a partir de su vigencia, sin que pueda 
incidir en las conductas a que refiere el tipo penal durante la vigencia de 
aquella ley fiscal, ya que la abrogación de la obligación tributaria no conlleva 
que la conducta típica realizada durante su vigencia, no amerite sanción 
alguna.

1a./J. 77/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 301/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito. 11 de septiembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián Gonzá­
lez Utusástegui.

Tesis y/o criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 198/2017, en el que determinó que el artículo 109, 
fracción V, del Código Fiscal de la Federación vigente en 2008, en la época de los 
hechos imputados, establecía un tipo especial, y que si bien la Ley del Impuesto 
Empresarial a Tasa Única había sido abrogada por decreto publicado en 2013, en 
vigor a partir de 2014, no permitía que operara a favor del quejoso la aplicación retro­
activa de la ley, en tanto que tal abrogación no tenía efectos hacia el pasado porque 
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no implicó una modificación al tipo penal previsto en el citado precepto, pues 
la abrogación de esa ley tributaria sólo evidenciaba la intención del legislador, en lo 
sucesivo, de no continuar con la imposición de dicha contribución, pero no de dejar 
de sancionar penalmente las conductas producidas durante la vigencia de esa norma, 
por lo que debía atenderse al principio de legalidad, conforme al cual todo delito 
debe ser juzgado y sancionado de acuerdo con las previsiones contenidas en la ley 
que rija en la fecha en que se cometió el acto criminal; y,

El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 119/2015, del que derivó la tesis aislada I.7o.P.38 P 
(10a.), de título y subtítulo: "DELITO DE DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARABLE, 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERA­
CIÓN. AL ABROGARSE LA LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA A 
PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2014, LA OMISIÓN DE PRESENTAR POR MÁS DE 
DOCE MESES LA DECLARACIÓN DEL IMPUESTO RELATIVO, A PARTIR DE DICHA 
FECHA, DEJÓ DE TENER CARÁCTER DELICTIVO.", publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de 
2016, página 2860, con número de registro digital: 2012843.

Tesis de jurisprudencia 77/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de dos de octubre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de diciembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
109, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE 
HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2011. LA ABROGACIÓN DE LA LEY 
DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2014, NO ACTUALIZA EL SUPUESTO DE LA APLICACIÓN 
DEL PRINCIPIO DE RETROACTIVIDAD DE LA LEY EN BENEFICIO DEL 
GOBERNADO POR SUPRESIÓN DEL TIPO PENAL. Esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ha sostenido que del artículo 14, párrafo primero, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva el principio 
de retroactividad de la ley en beneficio del gobernado, el cual también está 
reconocido en los artículos 9 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, así como 56 y 117 del Código Penal Federal. Ahora bien, uno de 
los supuestos en que se actualiza la aplicación de dicho principio es cuando 
el legislador ha dejado de considerar típica alguna conducta sancionada por 
una ley anterior, o bien, ha renunciado al ius puniendi estatal, lo que da lugar 
a eximir de toda pena a su autor. A partir de lo anterior, la abrogación de la Ley 
del Impuesto Empresarial a Tasa Única, a partir del 1 de enero de 2014, no 
implica que se haya actualizado el supuesto de supresión del tipo penal 
de defraudación fiscal equiparada previsto en el artículo 109, fracción V, del 
Código Fiscal de la Federación vigente hasta el 31 de diciembre de 2011, ni 
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que el legislador haya renunciado a sancionar la defraudación fiscal equipa­
rada, ya que el artículo décimo segundo transitorio del decreto por el que 
se abroga la ley referida, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de 
diciembre de 2013, prevé expresamente que las obligaciones y los derechos 
que hubieran nacido durante su vigencia deberán cumplirse conforme a 
los montos, las formas y los plazos establecidos en la ley abrogada y demás 
disposiciones aplicables, lo que se traduce en que las obligaciones de los 
contribuyentes en relación con el citado impuesto, entre las que se encuen­
tran las de presentar declaración y las de pago no cubiertas, continúan siendo 
exigibles por la realización de las situaciones jurídicas o de hecho que hayan 
dado lugar al surgimiento de obligaciones durante la vigencia de la ley abro­
gada. Así, la inexistencia del impuesto no tiene el alcance de establecer que 
hayan cesado las obligaciones de ese tributo nacidas bajo su vigencia, inclui­
das la presentación de la declaración y su pago en los plazos respectivos y 
que, por tanto, ya no haya delito qué perseguir por la omisión de cumplir con 
las obligaciones que nacieron durante la vigencia de la norma, pues subsis­
ten no obstante la abrogación de la ley. De ahí que la abrogación de la Ley del 
Impuesto Empresarial a Tasa Única no actualiza la aplicación del principio 
de retroactividad de la ley en beneficio del gobernado por supresión del 
tipo penal.

1a./J. 78/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 301/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito. 11 de septiembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián Gonzá­
lez Utusástegui. 

Tesis y/o criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 198/2017, en el que determinó que el artículo 109, 
fracción V, del Código Fiscal de la Federación vigente en 2008, en la época de los 
hechos imputados, establecía un tipo especial, y que si bien la Ley del Impuesto 
Empresarial a Tasa Única había sido abrogada por decreto publicado en 2013, en 
vigor a partir de 2014, no permitía que operara a favor del quejoso la aplicación 
retroactiva de la ley, en tanto que tal abrogación no tenía efectos hacia el pasado 
porque no implicó una modificación al tipo penal previsto en el citado precepto, 
pues la abrogación de esa ley tributaria sólo evidenciaba la intención del legislador, 
en lo sucesivo, de no continuar con la imposición de dicha contribución, pero no de 
dejar de sancionar penalmente las conductas producidas durante la vigencia de esa 
norma, por lo que debía atenderse al principio de legalidad, conforme al cual todo 
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delito debe ser juzgado y sancionado de acuerdo con las previsiones contenidas en 
la ley que rija en la fecha en que se cometió el acto criminal; y,

El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 119/2015, del que derivó la tesis aislada I.7o.P.38 P 
(10a.), de título y subtítulo: "DELITO DE DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARABLE, 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE­
RACIÓN. AL ABROGARSE LA LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA A 
PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2014, LA OMISIÓN DE PRESENTAR POR MÁS DE 
DOCE MESES LA DECLARACIÓN DEL IMPUESTO RELATIVO, A PARTIR DE DICHA 
FECHA, DEJÓ DE TENER CARÁCTER DELICTIVO.", publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de 
2016, página 2860, con número de registro digital: 2012843.

Tesis de jurisprudencia 78/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de dos de octubre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de diciembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

EXPLORACIÓN, EXTRACCIÓN Y TRANSPORTE DE HIDROCARBU­
ROS. LOS ACUERDOS ENTRE LOS PROPIETARIOS O POSEEDORES 
DE LAS TIERRAS, BIENES Y DERECHOS AFECTADOS Y LOS ASIG­
NATARIOS, CONTRATISTAS Y PERMISIONARIOS A QUE SE REFIERE 
EL ARTÍCULO 105 DE LA LEY RELATIVA, PUEDEN VALIDARSE 
MEDIANTE DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. La Ley 
de Hidrocarburos contiene una serie de disposiciones tendentes a regular los 
aspectos mandatados por el Poder Constituyente, que incluyen reglas para 
ordenar los procesos de negociación que habrán de celebrarse entre asigna­
tarios, contratistas y permisionarios y, los propietarios o poseedores de las 
tierras, bienes y derechos que pudieran ser afectados por las actividades de 
los primeros. Para cumplir con la finalidad de realizar las actividades inheren­
tes al ramo, la legislación en la materia confiere a los asignatarios o contra­
tistas la facultad para suscribir contratos de uso, goce o afectación de los 
terrenos, bienes o derechos con sus propietarios según lo dispuesto en el 
artículo 100 de la Ley de Hidrocarburos, los cuales deben realizarse de manera 
transparente y sujetándose a diversas disposiciones previstas en la propia ley, 
su reglamento y adicionalmente se prevén procedimientos específicos y 
ágiles orientados a evaluar y, en su caso, validar los acuerdos libremente con­
venidos. Ahora bien, el procedimiento de validación previsto en el artículo 105 
de la Ley de Hidrocarburos no es de cognición contenciosa, donde interven­
gan dos o más partes con pretensiones opuestas, sino que se trata de un 
procedimiento en el que la actuación del Juez se limita a verificar si el acuerdo 
alcanzado por las partes (contratista o asignatario y el propietario o titular de 
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los terrenos, derechos o bienes que serán materia de uso, goce o afectación 
por la constitución de una servidumbre voluntaria) cumple con las formalida­
des previstas en la Ley de Hidrocarburos, en su caso, en la Ley Agraria y en 
las demás disposiciones aplicables, pero no dirime una disputa entre partes; 
por lo que al no haber contendientes en sentido estricto y estar ausente alguna 
controversia, es indudable que dicho procedimiento de validación puede soli­
citarse mediante diligencias de jurisdicción voluntaria que, por su especial 
naturaleza, faculta a los Jueces a autorizar o solemnizar ciertos actos, distin­
tos de la actividad de juzgamiento; lo anterior en virtud de la instrumentación 
–sui géneris– del referido procedimiento, donde al atender a la naturaleza de 
la solicitud sometida a consideración del Juez, pueden advertirse elementos 
característicos que admiten ser analizados en esa vía, cuyas reglas sirven de 
soporte para el desahogo de las actuaciones que desarrollará el órgano juris­
diccional por disposición de la ley o por solicitud de los interesados, teniendo 
como base las pautas generales para el procedimiento de validación a que se 
refiere el precepto de la ley especial indicada, sin que las particularidades, 
como son las relativas a que la resolución en torno a la validación o no del 
acuerdo de voluntades tendrá el carácter de sentencia y que ésta constituirá 
cosa juzgada, resulten relevantes para excluir la viabilidad de la jurisdicción 
voluntaria, pues lo esencial es que se cumple la característica básica de ausen­
cia de litigio; de manera que al atender a la importancia del análisis que se 
haga del convenio y en virtud de que lo que se busca es brindar la mayor se­
guridad jurídica posible, el procedimiento regulado para el trámite de las dili­
gencias de jurisdicción voluntaria es legalmente apto para solicitar la revisión 
y, en su caso, validación de los acuerdos que regula el indicado artículo 105.

1a./J. 79/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 221/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y los Tribunales Colegia­
dos Décimo Quinto y Octavo, ambos en Materia Civil del Primer Circuito.18 de sep­
tiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis 
María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: César de la Rosa Zubrán.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito 
al resolver los amparos en revisión 2/2019, 12/2019, 15/2019, 36/2019 y 61/2019, que 
dieron origen a la jurisprudencia I.15o.C. J/1 (10a.), de título y subtítulo: "SOLICITUD 
PARA VALIDAR UN CONTRATO DE SERVIDUMBRE VOLUNTARIA, CONTINUA Y APA­
RENTE DE PASO, REGULADA POR EL ARTÍCULO 105 DE LA LEY DE HIDROCARBU­
ROS. SI LA RESOLUCIÓN QUE RESUELVE EL FONDO DE AQUÉLLA ES MATERIA DE 
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AMPARO DIRECTO, LA QUE LA DESECHA DEBE ENTENDERSE QUE PONE FIN A 
ESA INSTANCIA Y, POR ENDE, ES RECLAMABLE EN LA MISMA VÍA.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de junio de 2019 a las 10:34 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 67, Tomo VI, junio de 2019, 
página 4905, con número de registro digital: 2020220, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 10/2016, en el que consideró que 
la solicitud de validación de los acuerdos o contratos regulados en el artículo 105 
de la Ley de Hidrocarburos deben tramitarse mediante diligencias de jurisdicción 
voluntaria, ya que se trata de actos en los que por disposición de la ley y por solicitud 
de los interesados se requiere la intervención del Juez, sin que exista controversia 
entre las partes, con la única salvedad de que la resolución que se emite sí constituye 
cosa juzgada por disposición de la ley especial.

Tesis de jurisprudencia 79/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de dos de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de diciembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PAGARÉ. PARA QUE TENGA EFICACIA CUANDO EL SUSCRIPTOR 
NO SABE O NO PUEDE ESCRIBIR, SE REQUIERE NECESARIAMENTE 
QUE UN TERCERO FIRME A SU RUEGO Y QUE DE ELLO DÉ FE UN 
CORREDOR, UN NOTARIO O UN FUNCIONARIO PÚBLICO, SIN QUE 
SEA ÓBICE LA CIRCUNSTANCIA DE QUE EL OBLIGADO PUEDA FIR­
MAR O PLASMAR SU HUELLA DIGITAL. De los artículos 86, 170 y 174 de 
la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito deriva como requisito 
para la eficacia del pagaré, en el caso de que el suscriptor no sepa leer y 
escribir, que un tercero lo firme a su ruego y de esto dé fe un corredor, notario 
o funcionario público. Este requisito se justifica si se parte de que: 1) la firma 
representa la expresión de la voluntad del suscriptor; y, 2) el artículo 86 alu­
dido prevé la hipótesis de las personas que no pueden o no saben escribir. 
Así, la intención del legislador fue proteger a un grupo de personas que se 
coloca en una situación de desventaja social –ya sea por su analfabetismo o 
porque no pueden escribir– y asegurar que el obligado (quien se encuentra 
imposibilitado) tenga conocimiento de lo realizado por su encargo en el título 
de crédito. En ese sentido, el legislador optó por la intervención de un fedata­
rio público para que, en primer lugar, constate el pedimento de que está impo­
sibilitado para que otra persona firme a su ruego y, en segundo, le informe del 
contenido del título de crédito, en aras de mitigar su desventaja social. Por 
tanto, es indispensable para su validez la presencia de un fedatario público al 
momento de la suscripción del pagaré, sin que sea óbice la circunstancia 
de que el suscriptor pueda firmar o plasmar su huella digital, ya que lo que se 
busca es protegerlo en términos del artículo 21, numeral 3, de la Convención 
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Americana sobre Derechos Humanos y evitar que se abuse de su condi­
ción, máxime cuando el fin pretendido con la firma es la aceptación del 
derecho literal consignado en el título, lo cual se logra cuando un fedatario 
público garantiza que el suscriptor tiene pleno conocimiento de la obligación 
contraída.

1a./J. 81/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 143/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Sexto Circuito. 26 de junio de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien precisó que está 
con el sentido pero separándose de algunas consideraciones, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz 
Díaz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver los amparos directos 106/2014 y 572/2018, en los que consideró que no era 
óbice la circunstancia de que el suscriptor de un pagaré no supiera o pudiera leer y 
escribir, ya que mientras logre plasmar una firma o huella digital, se cumple el requi­
sito previsto en el artículo 170, fracción VI, de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito, esto es, si en el área destinada para la firma del suscriptor del pagaré apa­
rece un signo gráfico con la apariencia de una "X", eso es suficiente para entender 
que se trata de la firma del suscriptor, sin importar que sepa leer y escribir, o bien, que 
pueda hacerlo.

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver 
el amparo directo 35/2012 del que derivó la tesis aislada VI.2o.C.9 C (10a.), de rubro: 
"PAGARÉ. EN ATENCIÓN AL PRINCIPIO PRO PERSONA, PARA QUE SU SUSCRIP­
CIÓN SEA EFICAZ CUANDO EL OBLIGADO NO SABE O NO PUEDE ESCRIBIR, ES 
NECESARIO QUE UN TERCERO FIRME A SU RUEGO Y QUE DE ELLO DÉ FE UN 
CORREDOR, UN NOTARIO O UN FUNCIONARIO PÚBLICO."; publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VIII, Tomo 2, mayo de 
2012, página 2077, con número de registro digital: 2000857.

Tesis de jurisprudencia 81/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de nueve de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ACTUACIONES JUDICIALES. EL JUZGADOR DEBE SEÑALAR EXPRE­
SAMENTE Y NO EN FORMA IMPLÍCITA O TÁCITA LOS MOTIVOS 
QUE SUSTENTAN LA CAUSA URGENTE PARA HABILITAR DÍAS Y 
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HORAS INHÁBILES, ASÍ COMO LAS DILIGENCIAS QUE DEBERÁN 
REALIZARSE (ARTÍCULOS 64 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD 
DE MÉXICO, Y 1065 DEL CÓDIGO DE COMERCIO). Las facultades que 
la ley otorga a los juzgadores como directores del proceso están sujetas al 
cumplimiento de los requisitos de fundamentación y motivación establecidos 
en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 
todo acto de autoridad debe respetar; por tanto, si los artículos 64 del Código 
de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de 
México, y 1065 del Código de Comercio, establecen igualmente que "el Juez 
puede habilitar los días y horas inhábiles para actuar o para que se prac­
tiquen diligencias cuando hubiere causa urgente que lo exija, expresando cuál 
sea ésta y las diligencias que hayan de practicarse.", es evidente que en aten­
ción a los requisitos constitucionales aludidos y a la literalidad de la norma, 
el Juez debe señalar la causa urgente en que sustenta su determinación, así 
como las diligencias que deberán practicarse; requisito que debe cumplir de 
manera expresa y no en forma implícita o tácita, por ser su obligación cons­
titucional fundar y motivar sus determinaciones, con el objeto de que las per­
sonas, al conocer las causas que dieron origen a su determinación, puedan 
impugnarla a través de los medios de defensa que la legislación correspon­
diente establezca a su favor; ello, en aras de respetar a su vez, los derechos de 
seguridad y certeza jurídicas.

1a./J. 82/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 271/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito. 2 de octubre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, quien 
al resolver el amparo en revisión 79/2019, señaló como acto reclamado, entre otros, el 
emplazamiento practicado al quejoso en el juicio ejecutivo mercantil de origen y 
determinó que el Juez responsable indebidamente omitió precisar la causa por la 
que habilitó días y horas inhábiles para la práctica de esa diligencia, violentando con 
ello el contenido del artículo 1065 del Código de Comercio, conforme al cual ello debe 
hacerse de manera expresa.

El sostenido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al re­
solver el amparo directo 283/2009, que dio origen a la tesis aislada I.4o.C.208 C, 
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de rubro: "HABILITACIÓN DE DÍAS Y HORAS INHÁBILES PARA LA PRÁCTICA DE UNA 
DILIGENCIA JUDICIAL. NO ES NECESARIA LA PETICIÓN DE PARTE PARA PROVEER­
LA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXXI, enero de 2010, página 2127, con número de registro digital: 165544.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 79/2019, resuelto por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, derivó la tesis aislada 
III.2o.C.108 C (10a.), de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO EN EL PROCEDIMIENTO 
MERCANTIL. CUANDO EL ACTOR EXPRESE EN SU DEMANDA INICIAL RAZONES 
PARA JUSTIFICAR LA NECESIDAD DE HABILITAR DÍAS Y HORAS INHÁBILES PARA 
LA PRÁCTICA DE ESA DILIGENCIA, ES IMPRESCINDIBLE QUE EL JUEZ CUMPLA 
ESTRICTAMENTE CON LA FORMALIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 1065 DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del vier­
nes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época. Libro 71, Tomo IV, octubre de 2019, página 3501.

Tesis de jurisprudencia 82/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada de treinta de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LA COMPETENCIA PARA 
CONOCER DE LA DEMANDA DE AMPARO PRESENTADA EN SU CON­
TRA, SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO ANTE QUIEN SE 
PROMUEVE. La desaparición forzada de personas es un delito de naturaleza 
permanente o continua, en el que predomina la falta de información de las 
autoridades estatales acerca del paradero de la persona o la negativa a re­
conocer la comisión del ilícito, por lo que no siempre es posible determinar con 
certeza las autoridades responsables ni el lugar o lugares donde se esté ejecu­
tando. Ante tal circunstancia, toda vez que el acto reclamado puede tener 
ejecución en más de un distrito, o incluso puede comenzar a ejecutarse en 
uno de ellos y continuar ejecutándose en otro, se concluye que en términos 
del artículo 37, fracción II, de la Ley de Amparo, es competente por razón de 
territorio para conocer de la demanda de amparo que se presenta en contra 
de hechos presuntamente constitutivos de desaparición forzada, el juez ante 
quien se presente la demanda de amparo. Lo anterior, incluso, redunda en un 
mayor beneficio para las víctimas indirectas, puesto que se asegura que la 
persona que presenta la demanda de amparo indirecto tenga un acceso más 
allanado al juicio de amparo y pueda participar de manera inmediata en él, 
de tal modo que no se establezcan exigencias gravosas sobre circunstan­
cias tales como la identificación del lugar de la detención o la determinación de 
la autoridad responsable, acceda de manera personal al expediente, obtenga 
copias, exprese su opinión, reciba información directa, aporte pruebas, formule 
alegatos y, en general, haga valer sus derechos de manera eficaz. En paralelo, 
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subsiste un deber de auxilio a cargo de todos los órganos de gobierno, para 
que el juez competente pueda allegarse de la información necesaria para deter­
minar cuál es el paradero de la víctima del multicitado delito y en su caso, 
obtenga su comparecencia, como un auténtico habeas corpus.

1a./J. 83/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 261/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Décimo Sexto Circuito. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Úrsula Vianey Gómez Pérez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resol­
ver el conflicto competencial 12/2017, que dio origen a la tesis aislada I.2o.P.60 P 
(10a.), de título y subtítulo: "DESAPARICIÓN FORZADA. COMPETENCIA PARA 
CONOCER DE LAS DEMANDAS PROMOVIDAS POR ESOS HECHOS, SE SURTE A 
FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO QUE PREVINO EN EL CONOCIMIENTO DEL ASUNTO.", 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
53, Tomo III, abril de 2018, página 2074, con número de registro digital: 2016555 y en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de abril de 2016 a las 10:10 horas.

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, 
al resolver el conflicto competencial 6/2018, en el que determinó que para fijar la 
competencia de los Jueces de Distrito para conocer del juicio de amparo indirecto 
promovido en contra del delito de desaparición forzada debe atenderse a lo dis­
puesto en el artículo 37, párrafo primero, de la Ley de Amparo, en virtud de que 
dicho delito constituye un acto de autoridad que requiere ejecución material y, por tanto, 
debe atenderse al principio de ejecución.

Tesis de jurisprudencia 83/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada de treinta de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. NO PRO­
CEDE CONCEDERLA PARA EL EFECTO DE QUE EL FISCAL SE ABS­
TENGA DE HACER DEL CONOCIMIENTO DEL JUEZ DE CONTROL 
QUE EXISTEN DATOS DE PRUEBA SUFICIENTES EN LA CARPETA 
DE INVESTIGACIÓN PARA QUE CELEBRE LA AUDIENCIA INICIAL. 
El artículo 107, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, prevé la posibilidad de que se conceda la suspensión del acto 
reclamado para mantener viva la materia del amparo, evitando al quejoso los 
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perjuicios que su ejecución pudiera ocasionarle durante la sustanciación del 
juicio. En ese sentido, el artículo 150 de la Ley de Amparo establece que la 
suspensión deberá concederse de tal forma que no impida la continuación 
del procedimiento que haya motivado el acto reclamado hasta dictarse resolu­
ción firme en él; sin embargo, como excepción a dicha regla, para determinar 
si la suspensión puede tener como efecto paralizar el procedimiento, debe 
analizarse si el daño que pueda causar la violación al quejoso es irreparable. 
Ahora bien, cuando en el juicio de amparo se reclamen actos u omisiones 
del fiscal en la investigación inicial que atenten contra el derecho de defen­
sa del investigado y éste solicite la suspensión provisional, no procede con­
ceder dicha medida cautelar, toda vez que su concesión obstaculizaría la 
continuación del proceso penal sin estar justificado el daño irreparable al que­
joso, aunado a que no se ocasiona un perjuicio irreparable a sus derechos 
fundamentales, en virtud de que el Código Nacional de Procedimientos Pena­
les en sus artículos 218 y 219 garantiza el derecho de defensa, pues permite 
varios momentos en los que el investigado puede imponerse de la carpeta de 
investigación, particularmente cuando, convocados a la audiencia inicial, el 
imputado y su defensor tienen derecho a consultar los registros de la investi­
gación y obtener copia, con la debida oportunidad para preparar su defensa. 
Máxime que, en la etapa de investigación inicial del proceso penal, en la que 
se desarrollan tales actos, el derecho de defensa del indiciado está salva­
guardado en la medida en que, con la judicialización de la carpeta, transitará 
a una etapa de investigación complementaria, a fin de que un Juez sea quien 
tutele, entre otros, el referido derecho fundamental. Además, una eventual 
paralización del inicio del proceso penal puede incidir negativamente en el 
derecho de reparación de las víctimas de delito, debido a que esa medida 
evita que continúe el proceso y retarda la posibilidad de que les sea reparado 
el daño ocasionado y que conozcan la verdad de lo sucedido desde la perspec­
tiva de una "reparación integral".

1a./J. 84/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 103/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Tercer Circuito y el Pleno en Materia Penal del Primer Circuito. 
9 de octubre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Her­
nández, Luis María Aguilar Morales, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernán­
dez. Secretarios: Suleiman Meraz Ortiz y Santiago J. Vázquez Camacho.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resol­
ver las quejas 446/2018 y 20/2019, en las que determinó que procedía conceder la 
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suspensión provisional para el efecto de que el Ministerio Público no judicializara 
la carpeta de investigación, porque si bien era cierto que, por regla general, el 
procedimiento no era susceptible de suspenderse, también lo era que de no con­
cederse podría consumarse irreparablemente la vulneración de alguno de los diver­
sos derechos humanos del quejoso durante la etapa de investigación inicial, como 
pudiera ser el derecho a una adecuada defensa, aunado al eventual cambio en su 
situación jurídica, lo que dejaría sin materia el juicio de amparo; además con el otor­
gamiento de la suspensión en esa etapa del procedimiento penal no se sigue un 
perjuicio al interés social ni se contravienen disposiciones de orden público, puesto 
que no implica la paralización de la facultad de investigación del Ministerio Público y 
la consecuente integración de la carpeta de investigación en el nuevo procedimiento 
penal acusatorio.

El sustentado por el Pleno en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la contra­
dicción de tesis 12/2018, que dio origen a la tesis jurisprudencial PC.I.P. J/51 P (10a.), 
de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE 
CONCEDERLA PARA EL EFECTO DE QUE EL MINISTERIO PÚBLICO NO JUDICIALICE 
LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 63, Tomo II, febrero de 2019, página 2041, con 
número de registro digital: 2019329 y en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas.

Tesis de jurisprudencia 84/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada de treinta de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE REVOCACIÓN. EN OBSERVANCIA AL PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD, DEBE AGOTARSE PREVIO A PROMOVER EL JUI­
CIO DE AMPARO CONTRA EL AUTO QUE NO ADMITE LA APELACIÓN 
EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. El recurso de revocación pre­
visto en el artículo 465 del Código Nacional de Procedimientos Penales es un 
medio amplio de defensa que procede en cualquiera de las etapas del proce­
dimiento penal en que interviene la autoridad judicial para combatir resolu­
ciones de mero trámite que se resuelven sin sustanciación. En este sentido, el 
auto que no admite el recurso de apelación debe considerarse una determi­
nación: i) dentro del procedimiento penal y ii) de mero trámite, que califica 
dentro de los supuestos de procedencia del recurso de revocación, pues no 
resuelve el fondo de la causa penal o pone término al procedimiento, ni tam­
poco involucra la respuesta de los agravios formulados por la recurrente, sino 
que su objetivo es analizar los requisitos establecidos en los artículos 467 y 468 
del Código Nacional de Procedimientos Penales y las hipótesis previstas 
en el diverso artículo 470 del propio código. Además, en términos del artículo 
475 del código aludido, se resuelve de plano cuando se reciben los registros 
correspondientes al recurso de apelación, esto es, sin sustanciación alguna, 



103INFORME DE LA PRIMERA SALA 2019

lo que corrobora la procedencia del recurso de revocación, pues el legislador, 
en vez de mantener indeterminada la actuación del tribunal de alzada, expresa­
mente estableció en el propio precepto que debía pronunciarse de plano, de 
ahí que su actuación se constriña a constatar, en el momento en que se reci­
be y con los elementos al alcance, si se cubren los requisitos de procedencia. 
Por lo anterior, es necesario agotar el medio de defensa referido antes de 
acudir al juicio de amparo, sin que ello pueda aplicarse de manera retroac­
tiva en términos del artículo 217, último párrafo, de la Ley de Amparo, dado 
que antes de la obligatoriedad de este criterio, se actualizaba la excepción al 
principio de definitividad prevista en el último párrafo del artículo 61, fracción 
XVIII, de la Ley de Amparo.

1a./J. 85/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 153/2019. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Novena Región con residencia en Zacatecas, Zacatecas. 16 de 
octubre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernán­
dez, Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho a formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el recurso de queja 20/2017 que dio origen a la tesis aislada I.9o.P.150 P 
(10a.), de título y subtítulo: "DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
EN MATERIA PENAL. AL NO PREVER EXPRESAMENTE EL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES FUNDAMENTO LEGAL SUFICIENTE, O SIN EFECTUAR 
INTERPRETACIÓN ADICIONAL, RESPECTO DE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO 
DE REVOCACIÓN CONTRA LA DETERMINACIÓN DE LA SALA DE NO ADMITIR A TRÁ­
MITE EL DIVERSO DE APELACIÓN, SE ACTUALIZA LA EXCEPCIÓN A ESTE PRIN­
CIPIO, CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XVIII, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY 
DE LA MATERIA.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 2896, con número de registro digital: 
2014416 y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de junio de 2017 a las 
10:08 horas; y,

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena 
Región, con Residencia en Zacatecas, Zacatecas, en apoyo del Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, al resolver el amparo en revisión 400/2018 
(cuaderno auxiliar 152/2019), en el que determinó que el auto que tuvo por no admi­
tido el recurso de apelación intentado en contra del proveído pronunciado por la Sala 
penal que declaró firme la sentencia definitiva condenatoria, constituye una deter­
minación de mero trámite al no resolver de fondo la causa penal o alguna otra cues­
tión relacionada con el mismo, por tanto en su contra debe interponerse el recurso 
de revocación previsto en el artículo 465 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales.
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Tesis de jurisprudencia 85/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada de seis de noviembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

OMISIÓN DE BRINDAR ATENCIÓN MÉDICA A PERSONAS PRI­
VADAS DE LA LIBERTAD. ES LEGALMENTE COMPETENTE PARA 
CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EL JUEZ DE DIS­
TRITO QUE EJERZA JURISDICCIÓN EN EL DOMICILIO DONDE SE 
ENCUENTRE EL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO EN EL QUE 
SE ENCUENTRE RECLUIDA LA PERSONA. De conformidad con el nume­
ral 4o. de la Constitución Federal en relación con los artículos 34, 73, 74, 76 y 
77 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, las autoridades penitenciarias se 
encuentran obligadas a proporcionar atención médica a las personas que 
se encuentran privadas de su libertad. En ese contexto, la omisión de brindar 
atención médica por parte de las autoridades penitenciarias, produce conse­
cuencias materiales en el mundo fáctico, pues existe un vínculo indisoluble 
entre: a) la obligación del Estado de proporcionar atención médica a las per­
sonas privadas de su libertad en su centro de reinserción social; b) la omi­
sión de proporcionar dichos servicios a dichas personas; y c) la afectación del 
derecho fundamental a la salud en éstos, en el caso de que tal servicio no se 
proporcione. De esta manera, se actualiza la regla de competencia prevista 
en el primer párrafo del artículo 37 de la Ley de Amparo, por lo que debe cono­
cer de dicha demanda el Juez de Distrito que ejerza jurisdicción en el domi­
cilio del centro penitenciario donde se encuentre recluido el promovente de 
amparo.

1a./J. 86/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 343/2019. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Penal del 
Décimo Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito. 16 de octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, quien manifestó que está con el sentido, pero por consideraciones dis­
tintas, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Pleno en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, al resolver la contra­
dicción de tesis 4/2018, que dio origen a la tesis jurisprudencial PC.XVI.P. J/3 P (10a.), 
de título y subtítulo: "COMPETENCIA TERRITORIAL PARA CONOCER DEL JUICIO DE 
AMPARO EN EL QUE SE RECLAME LA OMISIÓN DE BRINDAR ATENCIÓN MÉDICA 
A LOS INTERNOS EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. RECAE EN EL JUEZ DE DISTRITO 
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QUE EJERZA JURISDICCIÓN EN EL LUGAR AL QUE CORRESPONDA EL DOMICILIO 
DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO, AL SER UN ACTO NEGATIVO CON EFEC­
TOS POSITIVOS."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 64, Tomo III, marzo de 2019, página 2124, con número 
de registro digital: 2019492; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, 
con residencia en Zapopan, Jalisco, al resolver el recurso de queja 127/2019, en el que 
estimó que cuando se reclama la omisión por parte de las autoridades penitencia­
rias de proporcionar a los internos atención médica, al ser actos de naturaleza omi­
siva carecían de ejecución material, por lo que la competencia se surtía a favor del 
Juez de Distrito en cuya jurisdicción se hubiera presentado la demanda, ello de con­
formidad con la hipótesis prevista en el artículo 37, párrafo tercero, de la Ley de 
Amparo.

Tesis de jurisprudencia 86/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de seis de noviembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

LAUDO ARBITRAL. EN CONTRA DE LA SENTENCIA EMITIDA EN EL 
JUICIO ESPECIAL EN QUE SE DILUCIDE SU NULIDAD, O BIEN, SU 
RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN, PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. El juicio especial sobre transacciones comerciales y arbitraje a 
que se refieren los artículos 1470 y 1471 del Código de Comercio, reformados 
mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 27 de 
enero de 2011, que procede para solicitar la nulidad de un laudo arbitral, así 
como su reconocimiento y ejecución, no nace del ejercicio de una acción civil 
(personal, real o del estado civil), motivo por el cual, aun cuando culmine con 
una resolución en contra de la que no procede recurso, ésta no podrá repu­
tarse como sentencia definitiva por la que se pone fin al juicio para los efectos 
de la procedencia del amparo directo, en términos del artículo 170 de la Ley de 
Amparo; ello, en virtud de que el mismo, en materias civil y mercantil, única­
mente procede cuando el acto reclamado pone fin al juicio en el que se hicie­
ron valer ciertas pretensiones al cobijo de cierta clase de acciones. Por lo que 
si el laudo arbitral constituye la culminación de un procedimiento seguido en 
forma de juicio, que vincula a las partes contendientes, quienes se sometieron 
a la decisión de un tercero en ejercicio de la autonomía de su voluntad, y en el 
juicio especial de referencia, sólo se dilucida lo atinente a la nulidad del laudo 
arbitral, o bien, su reconocimiento y ejecución; entonces, la sentencia en el 
juicio especial, cuya procedencia se limita a cuestiones adjetivas y no sustan­
tivas, que se encuentran establecidas en forma limitativa, y que no tienden a 
la resolución del fondo de la controversia suscitada por las partes; es recla­
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mable a través del juicio de amparo indirecto, de acuerdo con lo previsto en 
la fracción IV del artículo 107 de la Ley de Amparo, ya que esencialmente 
se trata de una resolución proveniente de un tribunal materialmente juris­
diccional, dictada en un procedimiento especial seguido después de que 
concluyó la controversia principal, en el caso, el procedimiento arbitral 
que resolvió las pretensiones de los interesados.

1a./J. 87/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 250/2019. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Civil del 
Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 16 de 
octubre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernán­
dez, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Luis 
María Aguilar Morales y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción 
de tesis 8/2015, que dio origen a la tesis jurisprudencial PC.I.C. J/23 C (10a.), de título 
y subtítulo: "LAUDO ARBITRAL. LA RESOLUCIÓN TERMINAL SOBRE SU NULIDAD O 
RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN EMITIDA EN EL JUICIO ESPECIAL, ES IMPUGNA­
BLE EN AMPARO DIRECTO."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 15 de enero de 2019 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 26, Tomo III, enero de 2016, página 2214, con 
número de registro digital: 2010812; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resol­
ver el amparo directo 505/2018, en el que determinó que la resolución que pone fin 
al juicio especial de ejecución de un laudo arbitral debe ser combatida mediante el 
juicio de amparo indirecto, ya que esencialmente se trata de una resolución prove­
niente de un tribunal materialmente jurisdiccional, dictada en un procedimiento 
especial seguido después de que se concluyó la controversia principal –procedimien­
to arbitral que resolvió las pretensiones de los interesados–, con lo que se actua­
liza la hipótesis de procedencia prevista en la fracción IV del artículo 107 de la Ley de 
Amparo.

Tesis de jurisprudencia 87/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de trece de noviembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ACTUARIO. TIENE EL CARÁCTER DE AUTORIDAD RESPONSABLE 
EJECUTORA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO 
POR UNA PERSONA EXTRAÑA A JUICIO POR EQUIPARACIÓN, AUN 
CUANDO EN LA ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA DEL TRIBU­
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NAL LOCAL DE LA ENTIDAD EXISTA UNA OFICINA CENTRAL DE 
NOTIFICADORES Y EJECUTORES. En el juicio de amparo indirecto pro­
movido por una persona que se ostenta extraña a juicio por equiparación, 
debe señalar tanto a la autoridad ordenadora como a la ejecutora, esto, pues 
la autoridad ordenadora de un emplazamiento es el Juez que admite la demanda 
y ordena el llamamiento a juicio del demandado, mientras que a la ejecutora 
corresponde materializar dicha orden. Ahora bien, para designar a la autori­
dad responsable ejecutora, en aquellas entidades en las que el Poder Judicial 
local se integra con una Oficina Central de Notificadores y Ejecutores, debe 
tenerse en cuenta que el Director de dicha Oficina tiene a su cargo facultades 
meramente administrativas, sin que a éste le corresponda llevar a cabo las dili­
gencias ordenadas por el órgano judicial. Por tanto, la autoridad responsable 
ordenadora es el Juez que emitió la orden de emplazamiento y la ejecutora 
será el actuario que materialmente llevó a cabo la diligencia que se reclama. 
Esto, ya que la autoridad responsable ejecutora es aquella cuya actuación se 
constriñe a llevar a cabo el mandato legal o la orden emitida por la autoridad 
ordenadora, sin actuar de manera autónoma, sino que cumple una orden. Así 
entonces, en aquellos casos en que exista una Oficina Central de Notificado­
res y Ejecutores, la calidad de autoridad responsable ejecutora no corresponde 
a su Director, pues no materializa el acto judicial.

1a./J. 88/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 352/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito. 16 de octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito al 
resolver el amparo en revisión 53/2019, en el que sostuvo que le reviste el carácter de 
autoridad responsable al actuario que materialmente llevó a cabo el emplazamiento 
y no así al Director de la Oficina Central de Notificadores y Ejecutores, ya que la cum­
plimentación de las resoluciones judiciales está a cargo del actuario, al que por turno 
corresponde, mismo funcionario que se encuentra sometido a la autoridad del Juez 
que dicte la resolución y no a cargo del Director referido.

El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver los amparo en revisión 152/94 y 372/94, los cuales dieron origen a la tesis 
aislada I. 2o. C. 230 C, de rubro: "ACTUARIO. CASOS EN LOS QUE NO DEBE SEÑA­
LARSELE COMO AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA 
EL EMPLAZAMIENTO. (ACLARACION DE TESIS EN LO REFERENTE A LA LEGIS­
LACION PARA EL DISTRITO FEDERAL)."; publicada en el Semanario Judicial de la 
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Federación, Octava Época, Tomo XIV, agosto de 1994, página 581, con número de 
registro digital: 210800.

Tesis de jurisprudencia 88/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA EN CASO DE MUERTE. LOS 
FAMILIARES DE LA VÍCTIMA Y NO SÓLO SUS HEREDEROS LEGAL­
MENTE DECLARADOS EN LA SUCESIÓN, TIENEN LEGITIMACIÓN 
ACTIVA PARA RECLAMAR LA INDEMNIZACIÓN RESPECTIVA 
(CÓDIGOS CIVILES DE LOS ESTADOS DE GUERRERO Y DE LA CIU­
DAD DE MÉXICO) (INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 3a./J. 
21/92). Conforme al artículo 1767, fracción I, del Código Civil del Estado de 
Guerrero, en caso de muerte la indemnización por responsabilidad civil corres­
ponderá a las personas que dependan económicamente de la víctima y a falta 
de éstos, a sus herederos. Por su parte, el artículo 1915, párrafo segundo, del 
Código Civil de la Ciudad de México, establece que en caso de muerte la indemni­
zación corresponderá a los herederos de la víctima. En función de dichos 
preceptos y de una nueva reflexión, la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación abandona la jurisprudencia 3a./J. 21/92 y en su lugar 
establece que cuando la ley hace referencia a los herederos de la víctima para 
efectos de definir quién tiene legitimación activa para hacer valer en juicio la 
acción de responsabilidad civil objetiva para reclamar los daños materiales 
ocasionados por la muerte de una persona, dicha fórmula no debe inter­
pretarse en un sentido literal para entender que sólo la tendrán los herede­
ros legalmente declarados en la sucesión de la víctima, quienes además sólo 
podrán actuar a través del albacea. Esto porque dicha interpretación impone 
una restricción injustificada al derecho de acción de quien se estima afectado, 
en tanto se le obligaría a tramitar de manera previa un proceso distinto a 
aquel en el cual pretende obtener la reparación, como lo sería el procedimiento 
sucesorio a fin de obtener la declaratoria de herederos respectiva, así como 
la designación del albacea, con todas las cargas que ello implica. Por el con­
trario, esta referencia debe interpretarse en un sentido amplio para entender 
que tienen legitimación activa para reclamar el daño material ocasionado por 
responsabilidad civil objetiva derivado de la muerte de una persona, sus fami­
liares, entendiéndose por éstos las personas que conforme a la ley de la mate­
ria estarían llamados a ser sus herederos intestamentarios, por lo que para 
efectos de la legitimación activa en juicio bastará con que el actor acredite su 
entroncamiento con la persona fallecida a fin de que el juzgador esté en posi­
bilidades de comprobar que se trata de uno de estos sujetos. Finalmente, se 
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precisa que para efectos de esta legitimación activa no opera la regla que esta­
blece que los parientes más próximos excluyen a los más lejanos, pues tratán­
dose del derecho a ser reparado, todos los familiares de la víctima –en los 
términos precisados– que estimen haber sufrido un daño material pueden con­
currir al juicio.

1a./J. 89/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 196/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y del Trabajo del Vigésimo Primer Circuito y los Tribunales Tercero, 
Cuarto y Quinto, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 6 de noviembre de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis 
María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernán­
dez. Secretario: Eduardo Aranda Martínez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo 
Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 39/2019, en el que sostuvo que 
el artículo 1767, fracción I, del Código Civil del Estado de Guerrero debía interpretarse 
literalmente y, por tanto, la legitimación activa para reclamar el daño material como 
consecuencia de la responsabilidad civil objetiva por muerte de una persona, sólo 
le correspondía a sus herederos, razón por la cual los promoventes de dicha recla­
mación debían acreditar desde el momento de la presentación de su escrito inicial, 
su calidad de herederos o albaceas de la sucesión legalmente declarados.

El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resol­
ver el juicio de amparo directo 508/2014, que dio origen a la tesis aislada I.3o.C.191 C 
(10a.), de título y subtítulo: "RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. LOS HEREDEROS 
POTENCIALES DE LA VÍCTIMA ESTÁN LEGITIMADOS PARA RECLAMAR LA INDEM­
NIZACIÓN RELATIVA (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 3a./J. 21/92)."; 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de abril de 2015 a 
las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 17, Tomo II, abril de 2015, página 1834, con número de registro digital: 2008865.

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 719/2011, el cual dio origen a la tesis aislada 
I.4o.C.16 C (10a.), de rubro: "RESPONSABILIDAD CIVIL POR DAÑO MATERIAL EN 
CASO DE MUERTE. FORMA DE ACREDITAR LA LEGITIMACIÓN DE LOS HEREDE­
ROS CONFORME A LOS PRINCIPIOS PRO ACTIONE Y PRO PERSONA."; publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIV, Tomo 3, 
noviembre de 2012, página 1933, con número de registro digital: 2002191.

El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resol­
ver el juicio de amparo directo 4185/89, el cual dio origen a la tesis aislada, de 
rubro: "RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. LEGITIMACIÓN PARA RECLAMAR LA 
INDEMNIZACIÓN CUANDO LA VÍCTIMA FALLECE."; publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación, Octava Época, Tomo V, enero-junio de 1990, Segunda Parte-1, 
página 436, con número de registro digital: 226078.
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Nota: Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Se­
manario Judicial de la Federación, y en virtud de que interrumpe el criterio sostenido 
en la diversa 3a./J. 21/92, de rubro: "RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. LOS 
HEREDEROS DE LA VÍCTIMA SON LOS LEGITIMADOS PARA RECLAMAR LA INDEM­
NIZACIÓN RELATIVA. (INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 1915 Y 1836 DE LOS 
CÓDIGOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL Y EL ESTADO DE JALISCO, A PAR­
TIR DE SUS REFORMAS DEL DIECISÉIS DE DICIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS 
SETENTA Y CINCO Y VEINTIOCHO DE DICIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS OCHENTA 
Y DOS, RESPECTIVAMENTE).", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Octava Época, Número 59, noviembre de 1992, página 18, esta última 
dejó de considerarse de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 
2019.

Tesis de jurisprudencia 89/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. LA PROHI­
BICIÓN PARA EL AUTOCONSUMO DE MARIHUANA CONTENIDA 
EN LA LEY GENERAL DE SALUD INCIDE PRIMA FACIE EN EL CONTE­
NIDO DE DICHO DERECHO FUNDAMENTAL. Esta Primera Sala entien­
de que el derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad permite, 
prima facie, que las personas mayores de edad decidan sin interferencia alguna 
qué tipo de actividades recreativas o lúdicas desean realizar, así como llevar a 
cabo todas las acciones o actividades necesarias para poder materializar 
dicha elección. De esta manera, la elección de alguna actividad recreativa o 
lúdica es una decisión que pertenece indudablemente a la esfera de autonomía 
personal que debe estar protegida por la Constitución. Esa elección puede 
incluir la ingesta o el consumo de sustancias que produzcan experiencias que 
en algún sentido "afecten" los pensamientos, las emociones y/o las sensacio­
nes de la persona. En esta línea, se ha señalado que la decisión de fumar 
marihuana puede tener distintas finalidades, entre las que se incluyen el alivio 
de la tensión, la intensificación de las percepciones o el deseo de nuevas expe­
riencias personales y espirituales. Estas experiencias se encuentran entre las 
más personales e íntimas que alguien pueda experimentar, de tal manera que 
la decisión de un individuo mayor de edad de "afectar" su personalidad de esta 
manera con fines recreativos o lúdicos se encuentra tutelada prima facie por 
el derecho al libre desarrollo de ésta. Así las cosas, esta Primera Sala concluye 
que la prohibición contenida en los artículos 235, último párrafo, 237, 245, 
fracción I, 247, último párrafo, y 248 de la Ley General de Salud, efectivamente 
incide en el contenido prima facie del derecho fundamental en cuestión, toda 
vez que constituye un obstáculo jurídico que impide ejercer el derecho a deci­
dir qué tipo de actividades recreativas o lúdicas se desean realizar, al tiempo 
que también impide llevar a cabo lícitamente todas las acciones o actividades 
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necesarias para poder materializar esa elección a través del autoconsumo de 
la marihuana: siembra, cultivo, cosecha, preparación, acondicionamiento, pose­
sión, transporte, etcétera.

1a./J. 3/2019 (10a.)

Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Ville­
gas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín.

Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernán­
dez, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 31 de octubre de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio 
Morales Simón.

Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de octubre de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña.

Tesis de jurisprudencia 3/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. SU DIMEN­
SIÓN EXTERNA E INTERNA. La libertad "indefinida" que es tutelada por el 
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derecho al libre desarrollo de la personalidad complementa las otras libertades 
más específicas, tales como la libertad de conciencia o la libertad de expresión, 
puesto que su función es salvaguardar la "esfera personal" que no se encuen­
tra protegida por las libertades más tradicionales y concretas. En este sentido, 
este derecho es especialmente importante frente a las nuevas amenazas a la 
libertad individual que se presentan en la actualidad. Ahora bien, la doctrina 
especializada señala que el libre desarrollo de la personalidad tiene una dimen­
sión externa y una interna. Desde el punto de vista externo, el derecho da 
cobertura a una genérica "libertad de acción" que permite realizar cualquier 
actividad que el individuo considere necesaria para el desarrollo de su perso­
nalidad. En cambio, desde una perspectiva interna, el derecho protege una 
"esfera de privacidad" del individuo en contra de las incursiones externas que 
limitan la capacidad para tomar ciertas decisiones a través de las cuales 
se ejerce la autonomía personal. Al respecto, si bien en un plano conceptual 
puede trazarse esta distinción entre los aspectos externos e internos, resulta 
complicado adscribir los casos de ejercicio de este derecho a una sola de 
estas dimensiones. Ello es así, porque las acciones que realizan los indivi­
duos en el ejercicio de su autonomía personal suponen la decisión de llevar a 
cabo esa acción, al tiempo que las decisiones sobre aspectos que en principio 
sólo incumben al individuo normalmente requieren de ciertas acciones para 
materializarlas. En todo caso, parece que se trata de una cuestión de énfasis. 
Así, mientras que hay situaciones en las que el aspecto más relevante de la 
autonomía personal se aprecia en la acción realizada, existen otras situacio­
nes en las que el ejercicio de la autonomía se observa más claramente a través 
de la decisión adoptada por la persona.

1a./J. 4/2019 (10a.)

Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Ville­
gas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín.

Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
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formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernán­
dez, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 31 de octubre de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio 
Morales Simón.

Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de octubre de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña.

Tesis de jurisprudencia 4/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. BRINDA 
PROTECCIÓN A UN ÁREA RESIDUAL DE LIBERTAD QUE NO SE EN­
CUENTRA CUBIERTA POR LAS OTRAS LIBERTADES PÚBLICAS. 
La Constitución mexicana otorga una amplia protección a la autonomía 
de las personas, al garantizar el goce de ciertos bienes que son indispensa­
bles para la elección y materialización de los planes de vida que los individuos 
se proponen. Así, en términos generales, puede decirse que los derechos fun­
damentales tienen la función de "atrincherar" esos bienes contra medidas 
estatales o actuaciones de terceras personas que puedan afectar la autonomía 
personal. De esta manera, los derechos incluidos en ese "coto vedado" están 
vinculados con la satisfacción de esos bienes básicos que son necesarios 
para la satisfacción de cualquier plan de vida. En este orden de ideas, el bien 
más genérico que se requiere para garantizar la autonomía de las personas 
es precisamente la libertad de realizar cualquier conducta que no perjudique 
a terceros. En este sentido, la Constitución y los tratados internacionales reco­
nocen un catálogo de "derechos de libertad" que se traducen en permisos para 
realizar determinadas acciones que se estiman valiosas para la autonomía de 
las personas (expresar opiniones, moverse sin impedimentos, asociarse, adop­
tar una religión u otro tipo de creencia, elegir una profesión o trabajo, etcétera), 
al tiempo que también comportan límites negativos dirigidos a los poderes 
públicos y a terceros, toda vez que imponen prohibiciones de intervenir u 
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obstaculizar las acciones permitidas por el derecho fundamental en cuestión. 
Ahora bien, el derecho al libre desarrollo de la personalidad brinda protec­
ción a un "área residual de libertad" que no se encuentra cubierta por las otras 
libertades públicas. En efecto, estos derechos fundamentales protegen la liber­
tad de actuación humana de ciertos "espacios vitales" que, de acuerdo con la 
experiencia histórica, son más susceptibles de ser afectados por el poder 
público; sin embargo, cuando un determinado "espacio vital" es intervenido a 
través de una medida estatal y no se encuentra expresamente protegido por 
un derecho de libertad específico, las personas pueden invocar la protección 
del derecho al libre desarrollo de la personalidad. De esta manera, este derecho 
puede entrar en juego siempre que una acción no se encuentre tutelada por 
un derecho de libertad específico.

1a./J. 5/2019 (10a.)

Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Ville­
gas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín.

Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 31 de octubre de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio 
Morales Simón.

Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de octubre de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: 



118 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña.

Tesis de jurisprudencia 5/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DERECHOS DE TERCEROS Y ORDEN PÚBLICO. CONSTITUYEN LÍMI­
TES EXTERNOS DEL DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PER­
SONALIDAD. Si bien el libre desarrollo de la personalidad da cobertura prima 
facie a un derecho más específico consistente en consumir marihuana con 
fines lúdicos o recreativos, ello no significa que ese derecho tenga un carácter 
definitivo. En este sentido, el libre desarrollo de la personalidad no es un dere­
cho absoluto, por lo que puede ser limitado con la finalidad de perseguir algún 
objetivo constitucionalmente válido. Este derecho encuentra algunos de sus 
límites en los derechos de los demás y en el orden público. De esta manera, 
estos límites externos al derecho fundamental funcionan como cláusulas que 
autorizan al legislador a intervenir en el libre desarrollo de la personalidad, 
siempre que tal intervención sea idónea, y no resulte innecesaria o despro­
porcionada en sentido estricto.

1a./J. 6/2019 (10a.)

Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Ville­
gas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín.

Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernán­
dez, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.
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Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 31 de octubre de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio 
Morales Simón.

Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de octubre de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña.

Tesis de jurisprudencia 6/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PROHIBICIÓN ABSOLUTA DEL CONSUMO LÚDICO DE MARIHUANA. 
ÉSTA PERSIGUE FINALIDADES CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDAS. 
La finalidad de la prohibición absoluta del consumo lúdico de marihuana 
prevista en los artículos 235, último párrafo, 237, 245, fracción I, 247, último 
párrafo, y 248 de la Ley General de Salud, consiste en proteger la "salud" y el 
"orden público", puesto que de una interpretación sistemática del ordenamiento, 
así como de los distintos procesos de reforma a la ley, puede desprenderse 
que el legislador tuvo la intención de procurar la salud de los consumidores de 
drogas y proteger a la sociedad de las consecuencias perniciosas derivadas 
del consumo de drogas, dado que se ha considerado que esta actividad tiene 
efectos nocivos tanto para el consumidor como para la sociedad en general. 
Al respecto, hay que destacar que ambas finalidades son constitucionalmente 
válidas. Por un lado, es evidente que la protección de la salud es un objetivo 
que legítimamente puede perseguir del Estado, toda vez que se trata de un 
derecho fundamental reconocido en el artículo 4o. constitucional, en el cual 
se establece expresamente que toda persona tiene derecho a la protección de la 
salud. Por otro lado, la Constitución reconoce como interés legítimo del Estado 
la protección del conglomerado social. Así, no hay duda de que resulta de 
orden público la persecución de objetivos sociales colectivos a través de deci­
siones legislativas o políticas públicas. No obstante lo anterior, conviene pre­
cisar que el test de proporcionalidad no se satisface únicamente con verificar 
que la medida legislativa persiga finalidades válidas, sino que además es pre­
ciso que la misma sea idónea, necesaria y proporcional en sentido estricto.

1a./J. 7/2019 (10a.)



120 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Ville­
gas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín.

Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernán­
dez, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 31 de octubre de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio 
Morales Simón.

Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de octubre de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña.

Tesis de jurisprudencia 7/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD. DIMENSIONES INDIVI­
DUAL Y SOCIAL. La protección de la salud es un objetivo que el Estado 
puede perseguir legítimamente, toda vez que se trata de un derecho funda­
mental reconocido en el artículo 4o. constitucional, en el cual se establece expre­
samente que toda persona tiene derecho a la protección de la salud. Al respecto, 
no hay que perder de vista que este derecho tiene una proyección tanto individual 
o personal, como una pública o social. Respecto a la protección a la salud de 
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las personas en lo individual, el derecho a la salud se traduce en la obtención 
de un determinado bienestar general integrado por el estado físico, mental, 
emocional y social de la persona, del que deriva otro derecho fundamental, con­
sistente en el derecho a la integridad físico-psicológica. De ahí que resulta 
evidente que el Estado tiene un interés constitucional en procurarles a las per­
sonas en lo individual un adecuado estado de salud y bienestar. Por otro lado, la 
faceta social o pública del derecho a la salud consiste en el deber del Estado 
de atender los problemas de salud que afectan a la sociedad en general, así 
como en establecer los mecanismos necesarios para que todas las personas 
tengan acceso a los servicios de salud. Lo anterior comprende el deber de 
emprender las acciones necesarias para alcanzar ese fin, tales como el desa­
rrollo de políticas públicas, controles de calidad de los servicios de salud, 
identificación de los principales problemas que afecten la salud pública del 
conglomerado social, entre otras.

1a./J. 8/2019 (10a.)

Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín.

Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernán­
dez, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 31 de octubre de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio 
Morales Simón.

Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de octubre de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
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Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña.

Tesis de jurisprudencia 8/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PROHIBICIÓN ABSOLUTA DEL CONSUMO LÚDICO DE MARIHUANA. 
NO ES UNA MEDIDA PROPORCIONAL PARA PROTEGER LA SALUD 
Y EL ORDEN PÚBLICO. En la cuarta y última etapas del test de proporcio­
nalidad, corresponde comparar el grado de intervención en el derecho fundamen­
tal frente al grado de satisfacción de la finalidad constitucional perseguida. 
En este contexto, en el caso de la prohibición absoluta al consumo lúdico de la 
marihuana contenida en los artículos 235, último párrafo, 237, 245, fracción I, 
247, último párrafo, y 248 de la Ley General de Salud, corresponde contrastar 
la eficacia con la que el "sistema de prohibiciones administrativas" consigue 
proteger la salud de las personas y el orden público, frente al nivel de afecta­
ción que esa misma medida provoca en el contenido prima facie del derecho 
al libre desarrollo de la personalidad. Así, en claro contraste con las escasas 
afectaciones en la salud y el orden público que protege la prohibición aludida, 
se ubica la intensa afectación al derecho al libre desarrollo de la personalidad que 
supone dicha medida legislativa. Desde este punto de vista, la afectación al 
libre desarrollo de la personalidad que comporta este "sistema de prohibiciones 
administrativas" puede calificarse como muy intensa, pues consiste en una 
prohibición prácticamente absoluta para consumir la marihuana y realizar 
las actividades relacionadas con el autoconsumo de ésta, de tal manera que 
suprime todas las posiciones jurídicas en las que podría ejercerse el derecho. 
En tal sentido, la medida analizada no se circunscribe a regular la forma y 
lugar en que pueden realizarse dichas actividades atendiendo a las finalidades 
constitucionalmente válidas que efectivamente tienen esos artículos, como 
podría haberlo hecho el legislador, sino que directamente prohíbe todas esas 
conductas. Consecuentemente, el "sistema de prohibiciones administrati­
vas" ocasiona una afectación muy intensa al derecho al libre desarrollo de la 
personalidad en comparación con el grado mínimo de protección a la salud y 
al orden público que alcanza dicha medida.

1a./J. 9/2019 (10a.)

Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García 
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Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín.

Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernán­
dez, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 31 de octubre de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio 
Morales Simón.

Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de octubre de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña.

Tesis de jurisprudencia 9/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INCONSTITUCIONALIDAD DE LA PROHIBICIÓN ABSOLUTA AL CON­
SUMO LÚDICO O RECREATIVO DE MARIHUANA PREVISTA POR LA 
LEY GENERAL DE SALUD. Los artículos 235, último párrafo, 237, 245, frac­
ción I, 247, último párrafo, y 248, todos de la Ley General de Salud, en las 
porciones normativas que establecen una prohibición para que la Secretaría 
de Salud emita autorizaciones para realizar las actividades relacionadas con 
el autoconsumo con fines lúdicos o recreativos –sembrar, cultivar, cosechar, 
preparar, poseer y transportar– del estupefaciente "cannabis" (sativa, índica y 
americana o marihuana, su resina, preparados y semillas) y del psicotrópico 
"THC" [tetrahidrocannabinol, los siguientes isómeros: ∆6a (10a), ∆6a (7), ∆7, 
∆8, ∆9, ∆10, ∆9 (11) y sus variantes estereoquímicas], en conjunto conocido 
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como "marihuana", son inconstitucionales, toda vez que provocan una afecta­
ción innecesaria y desproporcionada en el derecho al libre desarrollo de la 
personalidad. En efecto, la medida no es necesaria debido a que existen medios 
alternativos a la prohibición absoluta del consumo lúdico de marihuana que 
son igualmente idóneos para proteger la salud y el orden público, pero que afec­
tan en menor grado al derecho fundamental en cuestión; asimismo, la ley 
ocasiona una afectación muy intensa al derecho al libre desarrollo de la per­
sonalidad, en comparación con el grado mínimo de protección a la salud y al 
orden público que alcanza dicha medida.

1a./J. 10/2019 (10a.)

Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Ville­
gas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín.

Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernán­
dez, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 31 de octubre de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio 
Morales Simón.

Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de octubre de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña.
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Tesis de jurisprudencia 10/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PROHIBICIÓN ABSOLUTA DEL CONSUMO LÚDICO DE MARIHUANA. 
NO ES UNA MEDIDA NECESARIA PARA PROTEGER LA SALUD Y EL 
ORDEN PÚBLICO. La prohibición absoluta del consumo lúdico de la marihuana 
prevista por los artículos 235, último párrafo, 237, 245, fracción I, 247, último 
párrafo, y 248 de la Ley General de Salud, no constituye una medida necesa­
ria para proteger los fines constitucionales que persigue el legislador, toda vez 
que existen medidas alternativas que son igualmente idóneas para alcanzar 
dichos fines, pero que afectan en menor grado el derecho al libre desarrollo 
de la personalidad. En efecto, el sistema de prohibiciones administrativas confi­
gurado por los artículos impugnados prohíbe una "clase genérica de actos" 
(cualquier acto de consumo), mientras que una medida alternativa podría 
implicar únicamente prohibir "una subclase más específica" de esos actos 
(actos de consumo en circunstancias específicas). En este orden de ideas, la 
medida legislativa impide el consumo de marihuana en cualquier circunstancia, 
cuando para alcanzar los fines que pretende podría limitarse a desalentar cier­
tas conductas o a establecer prohibiciones en supuestos más específicos, como 
manejar vehículos o instrumentos peligrosos bajo los efectos de la sustancia, 
consumirla en lugares públicos o inducir a terceros a que también la consu­
man. Dicho de otro modo, el "sistema de prohibiciones administrativas" con­
figurado por los artículos que prohíben de forma absoluta el consumo lúdico 
de la marihuana es altamente suprainclusivo, al regular circunstancias que no 
encuentran fundamento en la protección de los derechos de terceros o del 
orden público. Consecuentemente, se trata de una medida innecesaria en la 
consecución de su fin.

1a./J. 25/2019 (10a.)

Amparo en revisión 237/2014. Josefina Ricaño Bandala y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y Ana María Ibarra Olguín.

Amparo en revisión 1115/2017. Ulrich Richter Morales. 11 de abril de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
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formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Amparo en revisión 623/2017. Armando Ríos Piter. 13 de junio de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Amparo en revisión 548/2018. María Josefina Santacruz González y otro. 31 de octubre de 
2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y José Ignacio 
Morales Simón.

Amparo en revisión 547/2018. Zara Ashely Snapp Hartman y otros. 31 de octubre de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 547/2018, apa­
rece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de febrero de 
2019 a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 63, Tomo I, febrero de 2019, página 411.

Tesis de jurisprudencia 25/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMISARIOS. LOS ARTÍCULOS 154 Y 171 DE LA LEY GENERAL DE 
SOCIEDADES MERCANTILES, NO VIOLAN EL DERECHO FUNDAMEN­
TAL A LA LIBERTAD DE TRABAJO. Del contenido de los citados preceptos 
se desprende que en el caso de los comisarios, se aplicarán las mismas dispo­
siciones contenidas en los artículos 144, 152, 154, 160, 161, 162 y 163 de la Ley 
General de Sociedades Mercantiles; esto es que la misma ratio iuris contenida 
en el artículo 154 del ordenamiento legal mencionado, aplicable a los admi­
nistradores de la sociedad, deberá serlo también para los comisarios, lo que 
implica que éstos deberán continuar en el desempeño de sus funciones aun 
cuando hubiere concluido el plazo para el que hayan sido designados, hasta 
en tanto no se hagan nuevos nombramientos y tomen posesión de sus car­
gos. En este orden, los artículos 154 y 171 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles no vulneran el derecho fundamental a la libertad de trabajo, pues el 
comisario, sea socio o persona extraña, no es un empleado de la sociedad 
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mercantil, pues en la ley existe prohibición expresa de que entre ellos pueda 
existir una relación de carácter laboral. En efecto, el comisario no es un traba­
jador de la sociedad mercantil, por no estar subordinado a los administradores 
de ésta, pues las funciones que la ley le encomienda son, en esencia, exami­
nar ilimitadamente y en cualquier tiempo la situación financiera de la sociedad 
conforme a las operaciones realizadas, con la finalidad de auxiliar a la asam­
blea general de accionistas en la vigilancia de los actos de su órgano de 
administración. Por tal razón, la actividad del comisario necesariamente tiene 
la naturaleza de la prestación de un servicio, conforme a las estipulaciones 
que la asamblea general de accionistas y comisario convengan, bajo una forma 
contractual, pero no es un trabajador de la sociedad mercantil.

1a./J. 27/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 7516/2017. Enrique Proa Román y otro. 2 de mayo de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernán­
dez. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Ricardo García de la Rosa.

Amparo directo en revisión 6612/2017. Gerardo Vicente Hernández Pastor por propio dere­
cho y en su carácter de administrador y comisario de Concordia Morelos, S.A. de C.V. 
y otro.23 de mayo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: 
Daniel Álvarez Toledo.

Amparo directo en revisión 571/2018. Enrique Proa Román. 6 de junio de 2018. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Jorge Arriaga Chan Temblador.

Amparo directo en revisión 3471/2018. Enrique Proa Román y otro. 31 de octubre de 
2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín.

Amparo directo en revisión 6502/2018. Enrique Proa Román y otro. 30 de enero de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Mora­
les, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: César 
de La Rosa Zubrán.

Tesis de jurisprudencia 27/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUES­
TO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO 
VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
El artículo mencionado al prever la posibilidad de que las personas físicas 
que tributan en el Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta, puedan reali­
zar diversas deducciones adicionales a las que les corresponden a cada una 
de las actividades que desarrollan, tales como son los pagos por honorarios 
médicos y dentales, así como los gastos hospitalarios, pero condicionando a 
que esas erogaciones se efectúen a través de cheque nominativo del contribu­
yente, transferencias electrónicas de fondos, desde cuentas abiertas a nom­
bre del contribuyente en instituciones que componen el sistema financiero y 
las entidades que para tal efecto autorice el Banco de México o mediante su 
tarjeta de crédito, de débito, o de servicios, no vulnera el principio de propor­
cionalidad tributaria, en tanto que la norma no impide el ejercicio del derecho 
a la deducción, sino que señala la forma en que deben efectuarse dichas ero­
gaciones. Ahora bien, tal condicionante, se estableció por razones de política 
fiscal a efecto de identificar el pagador del gasto que se deduce, lo que otorga 
mayor certeza de que las personas que las realizan son quienes efectuaron el 
gasto y que sean coincidentes con las erogaciones a que se refiere la ley, 
lo que permitirá evitar actos de evasión y elusión fiscal, además de que faci­
lita el ejercicio de las facultades de comprobación con las que cuenta la 
autoridad hacendaria, de lo que se tiene que es válido que las personas físi­
cas, por regla general, deban efectuar sus erogaciones a través de los esquemas 
instaurados por el sistema financiero. Por tanto, el establecimiento de requi­
sitos formales por parte del legislador para poder efectuar una deducción, en 
principio, no implica una vulneración al principio de proporcionalidad tribu­
taria, pues la imposibilidad de considerar un gasto dentro del esquema del 
impuesto sobre la renta deriva del incumplimiento de esa formalidad, pero no 
por el desconocimiento –per se– por parte del legislador de ese gasto.

1a./J. 28/2019 (10a.)

Amparo en revisión 633/2017. Francisco Reséndiz Becerra. 10 de enero de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.

Amparo en revisión 1105/2017. Javier López Rodríguez. 7 de febrero de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Abraham Pedraza Rodríguez.
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Amparo en revisión 764/2017. Maximino Ramírez. 7 de febrero de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Néstor Rafael Salas Castillo.

Amparo en revisión 674/2017. Sally Shrem Shrem. 18 de abril de 2018. Mayoría de cua­
tro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.

Amparo en revisión 1381/2017. Rosita Liset Gálvez Cirerol. 20 de junio de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar.

Tesis de jurisprudencia 28/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DELITO DE DESACATO A UNA SENTENCIA DE AMPARO. EL AR­
TÍCULO 267, FRACCIÓN I, EN RELACIÓN CON EL ÚLTIMO PÁRRAFO 
DEL MISMO NUMERAL, DE LA LEY DE AMPARO, NO TRANSGREDE 
EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 
Del citado precepto se advierte que el tipo penal se integra por los siguientes 
elementos: a) que el sujeto activo tenga la calidad de autoridad, b) con esa 
calidad incumpla una sentencia de amparo o no la haga cumplir y c) que la 
acción u omisión sea en forma dolosa, lo que revela que se está en presen­
cia de un tipo penal mixto alternativo, pues basta que se realice cualquiera de 
las conductas, ya sea incumplir una sentencia de amparo o no hacerla cum­
plir, para que se consume el ilícito. Ahora bien, por incumplir debe entenderse 
no llevar a efecto, dejar de cumplir, esto es, el tipo penal requiere que se deje 
de cumplir una sentencia de amparo, también el término "no la haga cum­
plir", redunda en el incumplimiento del fallo, lo que revela que en ambos 
supuestos se pretende sancionar la conducta que implica una resistencia de 
cualquier modo a dar cumplimiento a los mandatos u órdenes dictadas en una 
sentencia protectora, ya sea a la responsable obligada al cumplimiento o a su 
superior jerárquico. Aunado a lo anterior, el legislador expresamente señaló 
en el referido artículo 267, último párrafo, de la Ley de Amparo que las mismas 
penas que se impongan por incumplir una sentencia de amparo o no hacerla 
cumplir, serán impuestas al superior de la autoridad responsable. Asimismo, 
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estableció el rango de punibilidad para ambas conductas, a saber, pena de 
cinco a diez años de prisión, entre otras sanciones, ya que conforme al pre­
cepto 194 de la ley citada, en caso de que no se logre el cumplimiento de la 
sentencia, el superior jerárquico incurre en responsabilidad en los términos 
que las autoridades contra cuyos actos se hubiere concedido el amparo. Por 
tanto, la porción normativa impugnada señala las diversas conductas que 
están plenamente descritas en el artículo 267, fracción I, de la Ley de Amparo, 
lo que hace posible a la autoridad responsable directamente vinculada con el 
cumplimiento y a su superior jerárquico, anticipar cuál es la conducta penal­
mente relevante, el parámetro de punibilidad y, en consecuencia, la pena que 
les sería aplicable en caso de incumplir o no hacer cumplir dolosamente una 
sentencia de amparo, pues el juzgador cuenta con un rango mínimo y máximo 
de cinco a diez años de prisión, el que también es aplicable a la autoridad 
directamente vinculada con el cumplimiento y su superior jerárquico, por lo 
que el precepto mencionado cumple con el grado de determinación necesario 
de la conducta que es objeto de prohibición y contempla una penalidad clara, de 
forma tal, que dota de certeza jurídica a su destinatario y, por ende, no es con­
trario al principio de legalidad en su vertiente de taxatividad, contenido en el 
artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

1a./J. 29/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4832/2018. Liliana García Ortega. 31 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Amparo directo en revisión 4833/2018. Carlos Eduardo Martínez Varela. 31 de octubre de 
2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Amparo directo en revisión 4608/2018. Carlos Eduardo Martínez Varela. 21 de noviembre 
de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodrí­
guez Mireles.

Amparo directo en revisión 4953/2018. Liliana García Ortega. 21 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.
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Amparo directo en revisión 5971/2018. Carlos Eduardo Martínez Varela. 6 de marzo de 
2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor 
Vargas Becerra.

Tesis de jurisprudencia 29/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

VIOLACIONES PROCESALES QUE TRASCIENDEN AL RESULTADO 
DEL FALLO. EL ARTÍCULO 174 DE LA LEY DE AMPARO NO VULNERA 
EL NUMERAL 107, FRACCIÓN III, INCISO A), DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. La constituciona­
lidad de una norma secundaria no depende de que su contenido esté previsto 
expresamente en la Constitución, sino de que respete los principios constitu­
cionales. De ahí que el mero hecho de que el artículo 107, fracción III, inciso a), 
de la Constitución Federal no establezca expresamente que la parte quejosa debe 
precisar en su demanda por qué la violación procesal trasciende al resultado del 
fallo, no convierte en inconstitucional el artículo 174 de la Ley de Amparo. 
De una interpretación teleológica, tanto del artículo 107, fracción III, inciso a), 
constitucional, como del artículo 174 de la Ley de Amparo, se advierte que 
el Constituyente fue claro en imponer a la parte quejosa la carga de invocar 
todas las violaciones procesales que estime hayan sido cometidas en el proce­
dimiento de origen, y consideró que la suplencia de la queja por parte del 
Tribunal Colegiado del conocimiento sólo procede en las materias civil y admi­
nistrativa en los casos previstos en el artículo 79, fracción VI, de la Ley de 
Amparo vigente. En otras palabras, cuando haya habido, en contra del recu­
rrente, una violación evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa por 
afectar los derechos previstos en el artículo 1o. de la propia Ley de Amparo. 
Lo anterior, se traduce en que los tribunales de amparo sólo están obligados 
a suplir la deficiencia de la queja cuando adviertan una violación clara, inne­
gable, que afecte sustancialmente al quejoso en su defensa. Sólo en esos 
casos, no se exigirá al quejoso que haya hecho valer la violación de que se 
trate, ni que haya cumplido con los requisitos que establece la Ley de Amparo 
para el estudio de los conceptos de violación. Lo anterior es así, porque si el 
propio inciso a), de la fracción III, del artículo 107 constitucional, establece 
que en el amparo directo sólo se estudiarán las violaciones procesales ‘que afec­
ten las defensas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo’, y se parte 
de la base de que la suplencia de la queja sólo procede en los casos en que el 
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Tribunal Colegiado advierta que hubo una violación evidente que dejó al que­
joso sin defensa por afectar sus derechos fundamentales. Por demás, resulta 
razonable que la ley exija que la parte quejosa precise aquellas violaciones 
que no son evidentes, y que proporcione al tribunal de amparo todos los 
elementos que puedan ser necesarios para proceder a su estudio, incluyendo 
la precisión de por qué trascendieron al resultado del fallo.

1a./J. 30/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 502/2014. Lorenzo Alcantar López y otros. 21 de mayo de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María 
Rojas Vértiz.

Amparo directo en revisión 2479/2016. Ricardo Salido Moreno y otros. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.

Amparo directo en revisión 483/2018. Banco Nacional de México, S.A., integrante del 
Grupo Financiero Banamex. 23 de mayo de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva Díaz.

Amparo directo en revisión 1699/2018. Martha Elena Reyes Pereyra. 5 de septiembre de 
2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva 
Díaz.

Amparo directo en revisión 5807/2018. Compañía de Aguas de Ramos Arizpe, S.A. de C.V. 
9 de enero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Abraham Pedraza Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 30/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de tres de abril de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE REVISIÓN ADHESIVA. SU INTERPOSICIÓN ES OPOR­
TUNA, AUN SI SE PRESENTA ANTES DE QUE SEA NOTIFICADO 
EL ACUERDO POR EL QUE SE ADMITE EL PRINCIPAL. En términos del 
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artículo 82 de la Ley de Amparo, la regla general para la presentación del re­
curso de revisión adhesiva es que deberá hacerse dentro del plazo de cinco 
días, contados a partir del siguiente a aquel en el que surta efectos la notifi­
cación de la admisión del recurso principal. Sin embargo, de los numerales 
21 y 22 de la ley referida, y aplicados análoga y sistemáticamente con el ar­
tículo 82 aludido, se concluye que si el recurrente adhesivo interpone el recurso 
de mérito antes de que le hubiere sido notificado el acuerdo de admisión del 
principal, no puede considerarse extemporáneo; máxime que la propia ley 
reglamentaria no dispone prohibición alguna al respecto, ni señala que por 
esta condición el medio de defensa sea inoportuno.

1a./J. 39/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 830/2017. Victoria Tornez Flores y otro. 28 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Luis Mauricio Rangel 
Argüelles y Gustavo de Yahvéh Ibarra Zavala.

Amparo directo en revisión 821/2017. Grupo Tradeco, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Abraham Pedraza 
Rodríguez y Alma Delia Virto Aguilar.

Amparo directo en revisión 723/2018. Carlos Gracida Liceaga, su sucesión. 31 de octubre 
de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien indicó 
que está con el sentido pero por consideraciones distintas, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

Amparo directo en revisión 2555/2018. Helianna Isis Arce Moctezuma. 5 de diciembre de 
2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien indicó que está 
con el sentido pero por consideraciones distintas, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernán­
dez. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarias: Mercedes Verónica Sánchez 
Miguez y Rosalba Arsuaga Montoya.

Amparo directo en revisión 5052/2018. Víctor Vallejo Ríos y otros. 23 de enero de 2019. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María 
Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disi­
dente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretarios: Suleiman Meraz Ortiz y Karla Gabriela Camey Rueda.

Nota: El presente criterio derivó originalmente del amparo directo en revisión 6331/2015, 
de la ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, fallado el 16 de marzo de 
2016, por mayoría de tres votos, por lo que no constituye un precedente idóneo para 
la integración de jurisprudencia por reiteración.
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Tesis de jurisprudencia 39/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE RECLAMACIÓN. PROCEDE CUANDO EL RECURRENTE 
ESTÁ PRIVADO DE SU LIBERTAD Y EN EL ACTA DE NOTIFICACIÓN 
DEL AUTO IMPUGNADO MANIFIESTA SU VOLUNTAD DE HACERLO 
VALER, INCLUSO DE MANERA VERBAL. El recurso de reclamación pre­
visto en el artículo 104 de la Ley de Amparo vigente procede cuando el recurrente 
está privado de su libertad y en el acta de notificación del auto impugnado 
manifiesta su voluntad de hacerlo valer, inclusive de manera verbal, pues de 
conformidad con el artículo 79, fracción III, inciso a), de la ley referida, en mate­
ria penal los medios de impugnación pueden hacerse valer aunque carezcan 
de agravios; de lo que se colige que la manifestación del agraviado plasmada 
en el acta de notificación del acuerdo recurrido, es suficiente para tener por 
cumplimentada la exigencia de que el recurso de reclamación deba interpo­
nerse por escrito en el que se expresen los agravios respectivos.

1a./J. 40/2019 (10a.)

Recurso de reclamación 846/2015. 3 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretarios: Luis Mauricio Rangel Argüelles y Pedro López Ponce 
de León.

Recurso de reclamación 1513/2016. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena. Secretarias: Gabriela Eleonora Cortés Araujo e Iris Noemí Arellano 
Cortés.

Recurso de reclamación 408/2017. Juan López López. 14 de junio de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Adrián González Utusástegui y Eleazar de 
Jesús Núñez González.

Recurso de reclamación 1042/2017. José Abel Zavala Rivera. 18 de octubre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Jesús Rojas Ibáñez y 
Ane Müller Ugarte.

Recurso de reclamación 8/2019. Bernardo Mercado Jiménez. 6 de marzo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
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Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarias: Monserrat 
Cid Cabello y María Elena Guzmán Sánchez.

Tesis de jurisprudencia 40/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INGRESOS POR DIVIDENDOS PERCIBIDOS POR PERSONAS FÍSICAS. 
EL ARTÍCULO 140, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, QUE PREVÉ EL ESQUEMA OPTATIVO PARA SU 
ACUMULACIÓN NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIO­
NALIDAD TRIBUTARIA. El precepto citado obliga al perceptor de los divi­
dendos a acumularlos al resto de los ingresos que perciba durante el ejercicio 
fiscal. Para tal efecto, faculta al accionista a acreditar –contra el impuesto 
sobre la renta que determine en su declaración– el monto pagado por la socie­
dad que distribuyó los dividendos; también obliga a la persona física que 
optó por acreditar el impuesto pagado a nivel corporativo a considerar ingreso 
acumulable el monto del impuesto sobre la renta pagado por la sociedad que 
distribuyó los dividendos, en el entendido de que este impuesto se determi­
nará aplicando la tasa del 30% al resultado de multiplicar el dividendo o utilidad 
percibido por el factor de 1.4286. En este sentido, el escenario de multiplicar 
el dividendo distribuido por el factor de 1.4286 para posteriormente obtener la 
cantidad acumulable representa un escenario optativo para el particular, quien 
deberá utilizar dicho esquema cuando decida disminuir el impuesto sobre la 
renta a cargo con el pago de impuesto que previamente efectuó la sociedad 
a nivel corporativo. Así, el artículo 140, párrafo primero, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta que prevé el esquema optativo indicado, no transgrede el prin­
cipio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues si bien obliga 
a acumular el impuesto (piramidado) pagado por la persona moral que distri­
buyó las ganancias, ello se neutraliza con la permisión de acreditar contra el 
impuesto sobre la renta a cargo el entero que a nivel corporativo realizó por 
la distribución de dividendos. Lo anterior es congruente con el método de 
plena integración adoptado por la legislación tributaria federal abrogada, por 
virtud del cual las personas físicas acumulaban los dividendos repartidos 
por la sociedad y, a su vez, se les permitía el acreditamiento de los impues­
tos pagados por la empresa, evitando de esa forma un doble gravamen sobre 
la misma utilidad.

1a./J. 46/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 616/2016. Fernando del Cojo Díaz Torre. 21 de junio de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 666/2016. José María Barba González. 5 de julio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 531/2016. María Luisa Díaz Macías. 5 de julio de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 594/2016. María Luisa del Cojo Díaz Torre. 5 de julio de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 1133/2016. Óscar Constandse Madrazo. 5 de julio de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Tesis de jurisprudencia 46/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de cinco de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CRÉDITO NEGATIVO DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. 
CONSTITUYE UN BENEFICIO FISCAL "NO ESTRUCTURAL", POR LO 
QUE NO LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA TRI­
BUTARIA PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha fijado diversos criterios sobre la 
inaplicabilidad de los llamados principios de justicia tributaria previstos en 
el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en la conformación de beneficios fiscales que se otorgan por razo­
nes distintas a las que se han calificado de "estructurales". Particularmente, 
ha decidido que las normas que establecen dichos conceptos no tienen por qué 
ser juzgadas a la luz del precepto constitucional citado, pues su otorgamiento 
no obedece a razones de justicia tributaria ni al ajuste que corresponde para 
que el gravamen se determine de conformidad con la capacidad contribu­
tiva que dio lugar a su establecimiento. De acuerdo con lo anterior, la falta de 
previsión por el legislador de un mecanismo que permita a los causantes 



137INFORME DE LA PRIMERA SALA 2019

del impuesto empresarial a tasa única aplicar el "crédito negativo IETU" o 
reclamar su devolución a partir del primero de enero de dos mil catorce (de 
conformidad con el artículo décimo primero transitorio del Decreto publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, en el que entre 
otras cuestiones, abroga la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única), no es 
susceptible de ser analizada bajo el principio de proporcionalidad tributaria, 
pues sobre este tipo de beneficios el legislador –o el órgano encargado de su 
establecimiento– cuenta con una amplia libertad al momento de configurar 
su contenido y alcance, pues a él corresponde primordialmente tomar la deci­
sión acerca del tamaño del incentivo que intenta otorgar, o sobre la suficien­
cia de la medida otorgada, escapando del ámbito competencial del Tribunal 
Constitucional emitir un juicio sobre la necesidad, supuestamente exigida por 
la propia Ley Fundamental, de que se establezca o conserve un beneficio para 
un determinado sector, particularmente, como un pronunciamiento de justicia 
tributaria. Consecuentemente, el crédito negativo del impuesto empresarial 
a tasa única, al constituir un beneficio fiscal "no estructural", no le son aplica­
bles los principios de justicia tributaria previstos en el artículo 31, fracción IV, 
constitucional.

1a./J. 47/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1132/2015. Productora de Fertilizantes del Noroeste, S.A. de C.V. 
14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 1170/2015. Espacios Productivos Tepeyac, S.A. de C.V. 21 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa 
Portillo.

Amparo en revisión 1039/2015. Espacios Productos ARB, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 963/2015. Insecticidas del Pacífico, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 875/2016. Abarrotera del Duero, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.
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Tesis de jurisprudencia 47/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de cinco de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CRÉDITO NEGATIVO DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. 
NO ES EXIGIBLE SU DEVOLUCIÓN COMO PAGO DE LO INDEBIDO NI 
COMO SALDO A FAVOR DEL CONTRIBUYENTE, AL NO TENER LA 
NATURALEZA DE CUENTA POR COBRAR. El artículo 11, primer párrafo, 
de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única (abrogada), prevé que cuando 
el monto de las deducciones autorizadas sea mayor a los ingresos gravados, los 
contribuyentes tendrán derecho a un crédito fiscal por el monto que resulte 
de aplicar la tasa establecida en el artículo 1, a la diferencia entre las deduc­
ciones autorizadas y los ingresos percibidos en el ejercicio. Por su parte, el 
artículo 8 de la ley citada dispone que los contribuyentes podrán acreditar 
contra el impuesto empresarial a tasa única del ejercicio, el crédito fiscal a 
que se refiere el artículo 11 de la propia legislación, hasta por el monto del 
impuesto calculado en el ejercicio de que se trate. En este sentido, este exceso 
de deducciones –aunque acreditable– no tiene la naturaleza de cuenta por 
cobrar y, por consecuencia, no constituye un crédito a favor que pueda exigir 
el particular, pues el crédito negativo constituye simplemente una expectativa 
para éste, quien, en caso de generar impuesto, podrá emplearlo para dismi­
nuir o extinguir la obligación a su cargo; en caso contrario, de no actualizarse 
la condición a que se encuentra sujeto, ninguna incidencia tendrá en la relación 
tributaria. Bajo estas consideraciones el crédito negativo generado en térmi­
nos del artículo 11, primer párrafo, mencionado, no representa una cantidad 
que el particular tenga derecho de exigir en devolución al fisco federal, pues 
no es consecuencia de un pago indebido ni de la mecánica de determinación 
de un saldo a favor, pues el exceso de deducciones que da origen al crédito 
negativo no implica un desplazamiento patrimonial a favor de la hacienda 
pública ni un empobrecimiento del contribuyente; de ahí que no se materialice 
la figura del enriquecimiento ilícito para el ente estatal.

1a./J. 48/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1132/2015. Productora de Fertilizantes del Noroeste, S.A. de C.V. 
14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 1170/2015. Espacios Productivos Tepeyac, S.A. de C.V. 21 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
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Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa 
Portillo.

Amparo en revisión 1039/2015. Espacios Productos ARB, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 963/2015. Insecticidas del Pacífico, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 875/2016. Abarrotera del Duero, S.A. de C.V. 21 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Tesis de jurisprudencia 48/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de cinco de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA GRAVABLE. SU CONCEPCIÓN A LA LUZ DEL ARTÍCULO 9, 
PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 
La doctrina jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha 
determinado que el concepto "renta gravable" previsto en el artículo 123, apar­
tado A, fracción IX, inciso e), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se ve replicado por el legislador federal en el concepto "utilidad 
fiscal" establecido en la Ley del Impuesto sobre la Renta, tomando en cuenta 
que este último es el resultado de restar a los ingresos acumulables las deduc­
ciones autorizadas del ejercicio. Por su parte, el artículo 9, penúltimo párrafo, de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, precisa que la "renta gravable" aplicable al 
reparto de utilidades a que tienen derecho los trabajadores será el equivalente 
a la utilidad fiscal que determinen los patrones en el ejercicio, con excepción 
de la propia participación de los trabajadores en las utilidades pagadas en el 
ejercicio, así como las pérdidas fiscales generadas en ejercicios anteriores y 
que se encuentren pendientes de disminuir. Lo anterior pone de manifiesto que 
el procedimiento para determinar la renta gravable no cambió sustancial­
mente respecto al que establecía la Ley del Impuesto sobre la Renta abrogada, 
para determinar la utilidad fiscal, en tanto que ambas legislaciones establecen 
como parámetro la confronta entre los ingresos acumulables y las deduccio­
nes autorizadas del ejercicio.

1a./J. 49/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 894/2016. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 14 de junio 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa 
Portillo.

Amparo en revisión 1300/2015. Banco Interacciones, S.A., Institución de Banca Múltiple, 
Grupo Financiero Interacciones y otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 1448/2015. Gómez Cuétara Hermanos, S.A. de C.V. 14 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa 
Portillo.

Amparo en revisión 833/2016. Empresas Verzatec, Sociedad de R.L. de C.V. 21 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa 
Portillo.

Amparo en revisión 1466/2015. T Holding Servicios, S.A. de C.V. y otras. 28 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa 
Portillo.

Tesis de jurisprudencia 49/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de cinco de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. AL ARTÍCULO 9, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, QUE PREVÉ EL PROCEDIMIENTO PARA LA 
DETERMINACIÓN DE LA RENTA GRAVABLE NO LE SON APLICABLES 
LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA FISCAL. El precepto legal citado precisa 
que la renta gravable aplicable al reparto de utilidades a que tienen derecho 
los trabajadores será el equivalente a la utilidad fiscal que determinen los 
patrones en el ejercicio, con excepción de la propia participación de los traba­
jadores en las utilidades pagada en el ejercicio, así como las pérdidas fiscales 
generadas en ejercicios anteriores y que se encuentren pendientes de dismi­
nuir. Dicha obligación patronal de participar a los trabajadores el 10% (diez por 
ciento) de las utilidades generadas constituye la materialización de su derecho 
social reconocido por el Poder Constituyente, y consagrado en el artículo 123, 
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fracción IX, inciso e), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos. En este sentido, el artículo 9, penúltimo párrafo, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, no forma parte de la determinación sustantiva del pago del 
impuesto, pues únicamente coadyuva a materializar el derecho de los traba­
jadores a participar en las utilidades de la empresa, es decir, su función es 
delimitar los elementos que deberán emplear las empresas para determinar 
el monto que servirá de base para la determinación de la cantidad que se debe 
repartir a los trabajadores. Por tanto, en atención a la naturaleza del ámbito 
general en el que se desenvuelven las relaciones obrero-patronales –incluso la 
relativa al reparto de utilidades–, se concluye que al artículo 9, penúltimo 
párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta que prevé el procedimiento que 
regula la determinación de la renta gravable para los contribuyentes, no le son 
aplicables los principios de justicia tributaria contenidos en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Federal.

1a./J. 50/2019 (10a.)

Amparo en revisión 894/2016. Embotelladora y Distribuidora GEPP, S.A. de C.V. 14 de junio 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa 
Portillo.

Amparo en revisión 1300/2015. Banco Interacciones, S.A., Institución de Banca Múltiple, 
Grupo Financiero Interacciones y otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 1448/2015. Gómez Cuétara Hermanos, S.A. de C.V. 14 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 833/2016. Empresas Verzatec, Sociedad de R.L. de C.V. 21 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo en revisión 1466/2015. T Holding Servicios, S.A. de C.V. y otras. 28 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Tesis de jurisprudencia 50/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de cinco de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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SENTENCIAS DE AMPARO. EL ÓRGANO JUDICIAL QUE CONOZCA 
DEL JUICIO PUEDE DEFINIR CUÁL ES EL DERECHO HUMANO QUE 
EN CADA ASUNTO SE ESTIME VIOLADO, EN TÉRMINOS DEL AR­
TÍCULO 76 DE LA LEY DE AMPARO. Si conforme al artículo citado, el 
órgano jurisdiccional tiene la obligación de corregir los errores u omisiones 
que advierta en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se esti­
men violados, y puede examinar en su conjunto los conceptos de violación y 
los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de 
resolver la cuestión efectivamente planteada, sin cambiar los hechos expues­
tos en la demanda, es inconcuso que, en concordancia con lo anterior, tam­
bién puede definir cuál es el derecho humano que, en su caso, se estime 
violado en cada asunto.

1a./J. 51/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1219/2017. Gas América, S.A. de C.V. 9 de mayo de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud.

Amparo en revisión 1286/2017. Extra Gas, S.A. de C.V. 23 de mayo de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 

Amparo en revisión 84/2018. Gas Uribe de Puebla, S.A. de C.V. 20 de junio de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.

Amparo en revisión 214/2018. Gema Gas, S.A. de C.V. 20 de junio de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Abraham Pedraza 
Rodríguez.

Amparo en revisión 1285/2017. Duragas, S.A. de C.V. 15 de agosto de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.

Tesis de jurisprudencia 51/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintiséis de junio de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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INGRESOS DE LA FEDERACIÓN. LA LEY RELATIVA DEBE TENER UN 
CONTENIDO NORMATIVO ESPECÍFICO DE CARÁCTER TRIBUTARIO. 
Existe un límite material necesario para la Ley de Ingresos de la Federación, 
consistente en que debe versar sobre la materia tributaria, el cual, a pesar de 
no consagrarlo expresamente la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, sí puede derivar de su artículo 74, fracción IV, que establece como 
una de las facultades exclusivas de la Cámara de Diputados, aprobar anual­
mente el Presupuesto de Egresos de la Federación, previo examen, discusión 
y, en su caso, modificación del proyecto enviado por el Ejecutivo Federal, una 
vez aprobadas las contribuciones que, a su juicio, deben decretarse para 
cubrirlo. En ese sentido, al establecer la Constitución Federal la "aprobación 
de las contribuciones" necesariamente hace referencia a la Ley de Ingresos de 
la Federación, pues para que el Estado pueda proyectar con mayor preci­
sión las erogaciones que hará en el ejercicio correspondiente, primero es 
necesario que cuente con un estimado de los ingresos que recibirá para cubrir 
las gastos referidos, el cual se contiene en dicha ley; además, en caso de que 
el legislador pretenda regular sustantivamente derechos y obligaciones de los 
particulares en lo referente a los ingresos, como límite se tiene necesariamente 
la materia tributaria, pues la finalidad de esa legislación conforme a la propia 
Constitución es definir un estimado de las percepciones del Estado para el 
ejercicio fiscal correspondiente. De ahí que sea válido afirmar que la Ley de 
Ingresos de la Federación debe tener un contenido normativo específico 
de carácter tributario, entendido éste como que se legisle sobre las contribucio­
nes que deba recaudar el erario federal o, en su caso, que tenga una vinculación 
estrecha con lo relativo a los ingresos que obtendrá la Federación para sol­
ventar el Presupuesto de Egresos.

1a./J. 52/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1219/2017. Gas América, S.A. de C.V. 9 de mayo de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud.

Amparo en revisión 1286/2017. Extra Gas, S.A. de C.V. 23 de mayo de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 

Amparo en revisión 84/2018. Gas Uribe de Puebla, S.A. de C.V. 20 de junio de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.

Amparo en revisión 214/2018. Gema Gas, S.A. de C.V. 20 de junio de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
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Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Abraham Pedraza Rodríguez.

Amparo en revisión 1285/2017. Duragas, S.A. de C.V. 15 de agosto de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.

Tesis de jurisprudencia 52/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintiséis de junio de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INGRESOS DE LA FEDERACIÓN. EL ARTÍCULO 25 DE LA LEY RELA­
TIVA PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2017, ES INCONSTITUCIONAL. 
Conforme a lo establecido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 10/2003 y su acumulada 
11/2003, y a la luz de la jurisprudencia P./J. 80/2003, de rubro: "LEYES DE INGRE­
SOS DE LA FEDERACIÓN. LA INCLUSIÓN EN DICHOS ORDENAMIENTOS 
DE PRECEPTOS AJENOS A SU NATURALEZA, ES INCONSTITUCIONAL.", se 
concluye que el artículo 25, fracción I, de la Ley de Ingresos de la Federación 
para el ejercicio fiscal de 2017 es inconstitucional, al contener disposiciones 
ajenas a la materia tributaria. Pues dentro del mismo se imponen diversas 
obligaciones en materia energética a los titulares de permisos de distribución 
y expendio al público de gasolinas, diésel, turbosina, gasavión, gas licuado de 
petróleo y propano; además, las obligaciones referidas tienen como propósito 
promover la competencia económica en dicho sector y consisten en rendir 
diversos informes a la Comisión Reguladora de Energía sobre: a) precios de 
venta al público y a distribuidores de los diversos combustibles; b) los volúme­
nes vendidos y comprados de forma diaria; y, c) su estructura corporativa y 
de capital de forma anual. Lo anterior pone de manifiesto que el precepto citado 
no tiene un contenido tributario, al no estar relacionado con la obligación de 
autodeterminar el importe a pagar por alguna contribución, con el pago corres­
pondiente, con los elementos esenciales de tributo alguno, ni con las facul­
tades de comprobación que tiene la autoridad fiscal, así no se vinculan con 
obligaciones sustantivas en materia tributaria, sino que se desenvuelven den­
tro de cuestiones de competencia económica y de regulación administrativa 
del sector energético.

1a./J. 53/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1219/2017. Gas América, S.A. de C.V. 9 de mayo de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
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Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud.

Amparo en revisión 1286/2017. Extra Gas, S.A. de C.V. 23 de mayo de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 

Amparo en revisión 84/2018. Gas Uribe de Puebla, S.A. de C.V. 20 de junio de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.

Amparo en revisión 214/2018. Gema Gas, S.A. de C.V. 20 de junio de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Abraham Pedraza Rodríguez.

Amparo en revisión 1285/2017. Duragas, S.A. de C.V. 15 de agosto de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 80/2003 citada, se publicó en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, diciembre de 2003, página 533, 
con número de registro digital: 182605.

Tesis de jurisprudencia 53/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintiséis de junio de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN COMO HERRAMIENTA METODOLÓ­
GICA PARA LA FORMACIÓN DE LA PRUEBA. EXIGE EL CONTACTO 
DIRECTO Y PERSONAL DEL JUEZ CON LOS SUJETOS Y EL OBJE­
TO DEL PROCESO DURANTE LA AUDIENCIA DE JUICIO. Del proceso 
legislativo que culminó con la instauración del Nuevo Sistema de Justicia 
Penal, se advierte que para el Poder Reformador de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos en vigor, el principio de inmediación presupo­
ne que todos los elementos de prueba vertidos en un proceso y que servirán 
para decidir sobre la responsabilidad penal de una persona, deben ser pre­
senciados sin mediaciones o intermediarios por el Juez en una audiencia. Los 
alcances de dicho propósito implican reconocer que es en la etapa de juicio 
donde la inmediación cobra plena aplicación, porque en esta vertiente confi­
gura una herramienta metodológica para la formación de la prueba, la cual 
exige el contacto directo y personal que el Juez debe tener con los sujetos y el 
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objeto del proceso durante la realización de la audiencia de juicio, porque de 
esa manera se coloca al Juez en las mejores condiciones posibles para perci­
bir –sin intermediarios– toda la información que surja de las pruebas perso­
nales, es decir, no sólo la de contenido verbal, sino que la inmediación también 
lo ubica en óptimas condiciones para constatar una serie de elementos que 
acompañan a las palabras del declarante, habilitados para transmitir y recep­
cionar de mejor manera el mensaje que se quiere entregar, como el manejo 
del tono, volumen o cadencia de la voz, pausas, titubeos, disposición del 
cuerpo, dirección de la mirada, muecas o sonrojo, que la doctrina denomina 
componentes paralingüísticos.

1a./J. 54/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 492/2017. 15 de noviembre de 2017. Cinco votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto con­
currente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz 
Cruz.

Amparo directo 14/2017. Alexis Gabriel Hernández Becerril. 21 de febrero de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

Amparo directo en revisión 1605/2017. Omar García Carbajal. 21 de febrero de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez Carreón.

Amparo directo en revisión 3495/2018. Marcos López Venancio y otro. 17 de octubre de 
2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien indicó que está con el sentido pero se aparta de algunas considera­
ciones, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien está con 
el sentido, pero con salvedades en las consideraciones. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Horacio Vite Torres.

Amparo directo en revisión 5031/2018. 16 de enero de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo directo en revisión 492/2017, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de sep­
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tiembre de 2018 a las 10:37 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 58, Tomo I, septiembre de 2018, página 691.

Tesis de jurisprudencia 54/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintiséis de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE RECLAMACIÓN. EL REQUISITO RELATIVO A QUE DEBE 
INTERPONERSE POR ESCRITO, SE COLMA CUANDO EL RECURREN­
TE ESTÁ PRIVADO DE SU LIBERTAD Y EN EL ACTA DE NOTIFICA­
CIÓN DEL AUTO IMPUGNADO REALIZADA POR LA AUTORIDAD 
QUE AUXILIA AL TRIBUNAL AL QUE PERTENECE EL PRESIDENTE QUE 
EMITIÓ EL AUTO IMPUGNADO, MANIFIESTA SU VOLUNTAD DE 
HACERLO VALER. Si bien conforme a la jurisprudencia 1a./J. 37/2015 (10a.), 
de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y sub­
título: "RECURSO DE RECLAMACIÓN. SU PRESENTACIÓN ANTE UN ÓRGANO 
JURISDICCIONAL DISTINTO AL QUE PERTENEZCA EL PRESIDENTE QUE DIC­
TÓ EL ACUERDO DE TRÁMITE IMPUGNADO, NO INTERRUMPE EL PLAZO PARA 
SU INTERPOSICIÓN.", el recurso de reclamación previsto en el artículo 104 
de la Ley de Amparo vigente debe interponerse por conducto del órgano juris­
diccional al que pertenezca el presidente que dictó el acuerdo de trámite im­
pugnado, lo cierto es que dicho requisito se colma cuando el recurrente está 
privado de su libertad y en el acta de notificación de dicho auto, realizada por 
conducto de una autoridad en auxilio del aludido órgano jurisdiccional, mani­
fiesta su voluntad de hacerlo valer; sin que obste a lo anterior que esa notifica­
ción se practique por un servidor público no adscrito a dicho tribunal, pues 
ésta se realiza en auxilio de las labores de éste, por lo que debe considerarse 
una extensión de su jurisdicción, además, porque en atención al derecho 
fundamental de expeditez o accesibilidad en la impartición de justicia previsto 
en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y al derecho humano de acceso a un recurso sencillo, rápido y efectivo, recono­
cido en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
debe tenerse en cuenta que quien se encuentra privado de la libertad tendrá 
mayor facilidad para hacer valer el recurso de mérito, precisamente, a través 
del referido notificador, dada su imposibilidad material de trasladarse y, en 
algunos casos, hasta de comunicarse oportunamente con su defensor durante 
el breve plazo de tres días previsto para interponerlo.

1a./J. 56/2019 (10a.)

Recurso de reclamación 846/2015. 3 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía 
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Piña Hernández. Secretarios: Luis Mauricio Rangel Argüelles y Pedro López Ponce 
de León.

Recurso de reclamación 408/2017. Juan López López. 14 de junio de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Adrián González Utusástegui y 
Eleazar de Jesús Núñez González.

Recurso de reclamación 1042/2017. José Abel Zavala Rivera. 18 de octubre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jesús Rojas Ibáñez.

Recurso de reclamación 8/2019. Bernardo Mercado Jiménez. 6 de marzo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: 
Monserrat Cid Cabello.

Recurso de reclamación 264/2019. Bernardo Mercado Jiménez. 24 de abril de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Mora­
les, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: 
Monserrat Cid Cabello.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 37/2015 (10a.) citada, se publicó en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 15 de mayo de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 18, Tomo I, mayo de 2015, 
página 308.

La parte conducente de la ejecutoria relativa al recurso de reclamación 846/2015, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 31 de mayo de 2019 a 
las 10:36 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 66, Tomo II, mayo de 2019, página 809.

Tesis de jurisprudencia 56/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de siete de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRINCIPIO DE IGUALDAD. EL DELITO DE DESACATO A UNA SEN­
TENCIA DE AMPARO, PREVISTO EN LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 
267 DE LA LEY DE LA MATERIA, CON RELACIÓN AL ÚLTIMO PÁRRAFO 
DEL PRECEPTO, NO LO VULNERA. Esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha señalado que la discriminación normativa se actualiza cuando dos 
supuestos de hecho equivalentes son regulados de forma desigual sin que 
exista una justificación razonable para otorgar ese trato diferenciado. Así, el 
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artículo citado, al sancionar de la misma manera a la autoridad responsable 
que incumpla una sentencia de amparo y a su superior jerárquico que no la 
haga cumplir, no vulnera el principio de igualdad previsto en el artículo 1o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que las con­
ductas son esencialmente idénticas, pues en ambos casos redundan en el 
incumplimiento del fallo constitucional. Máxime que de acuerdo con el artículo 
194 de la Ley de Amparo, en caso de que no se logre el cumplimiento de la 
sentencia, el superior jerárquico incurre en responsabilidad en los términos 
que las autoridades contra cuyos actos se hubiere concedido el amparo; así, 
tanto en el caso de las autoridades responsables, como de su superior jerár­
quico, lo que el legislador pretendió sancionar fue el incumplimiento de las 
sentencias constitucionales, lo que corrobora que no se da un trato diferen­
ciado en cuanto a la pena con que se sanciona a ambas autoridades. Conse­
cuentemente, no existe en la Ley de Amparo distinción alguna, tácita o por 
exclusión expresa, con relación a las autoridades vinculadas con el cumplimiento 
de una sentencia de amparo, ni se justifica un trato desigual.

1a./J. 66/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 5971/2018. Carlos Eduardo Martínez Varela. 6 de marzo de 2019. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Héctor Vargas Becerra. 

Amparo directo en revisión 7034/2018. Carlos Eduardo Martínez Varela. 6 de marzo de 
2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor 
Vargas Becerra. 

Amparo directo en revisión 7228/2018. Liliana García Ortega. 6 de marzo de 2019. Mayo­
ría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 

Amparo directo en revisión 135/2019. Carlos Eduardo Martínez Varela. 27 de marzo de 
2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Amparo directo en revisión 158/2019. Liliana García Ortega. 27 de marzo de 2019. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
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Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 

Tesis de jurisprudencia 66/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2019 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de septiembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. EL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA 
REQUIERE NO SÓLO QUE LA INFORMACIÓN DIFUNDIDA HAYA SIDO 
FALSA, SINO QUE SE HAYA DIFUNDIDO A SABIENDAS DE SU FAL­
SEDAD O CON LA INTENCIÓN DE DAÑAR (INTERPRETACIÓN DE 
ESTE ÚLTIMO ESTÁNDAR). En la jurisprudencia 1a./J. 38/2013 (10a.) de esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "LIBER­
TAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN 
DUAL Y DEL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA.", se sostuvo que la principal 
consecuencia del sistema de protección dual es la doctrina de la "real mali­
cia" o "malicia efectiva", conforme a la cual, la imposición de sanciones civiles 
derivada de la emisión de opiniones, ideas o juicios, corresponde exclusiva­
mente a aquellos casos en que existe "información falsa" (en el caso del derecho 
a la información) o que haya sido producida con "real malicia" (aplicable tanto al 
derecho a la información como a la libertad de expresión), esto es, con la única 
intención de dañar. Conforme a esa doctrina, sólo puede exigirse a quien 
ejerce su derecho a la libertad de expresión o de información, responsabilidad 
ulterior por las opiniones o información difundida –de interés público– si se 
actualiza el supuesto de la "malicia efectiva". Ahora bien, para que se actualice 
ésta no es suficiente que la información difundida resulte falsa, pues ello 
conllevaría a imponer sanciones a informadores que son diligentes en sus 
investigaciones, por el simple hecho de no poder probar en forma fehaciente 
todos y cada uno de los aspectos de la información difundida, lo cual, además 
de que vulneraría el estándar de veracidad aplicable a la información, induci­
ría a ocultar la información en lugar de difundirla, socavando el debate robusto 
sobre temas de interés público que se persigue en las democracias constitu­
cionales. Entonces, la doctrina de la "real malicia" requiere no sólo que se 
demuestre que la información difundida es falsa sino, además, que se publicó 
a sabiendas de su falsedad, o con total despreocupación sobre si era o no 
falsa, pues ello revelaría que se publicó con la intención de dañar. Cabe agre­
gar que, en torno al nivel de diligencia o negligencia del informador, la doc­
trina de la "malicia efectiva" señala que la mera negligencia o descuido no 
es suficiente para actualizarla, pues para ello se requiere un grado mayor de 
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negligencia, una negligencia inexcusable, o una "temeraria despreocupa­
ción", referida a un dolo eventual, lo que presupone la existencia de elemen­
tos objetivos que permiten acreditar que el autor, si bien no tenía conocimiento 
directo sobre la inexactitud de los datos aportados, era consciente de esa 
inexactitud por las circunstancias de hecho del caso concreto y, además, 
disponía de los recursos que le permitían verificar, de manera inmediata y sin 
mayor esfuerzo, aquella inexactitud, y a pesar de ese estado de conciencia 
y de contar con los medios idóneos para corroborar la información, prescinde 
de ellos y decide exteriorizar los datos. Por tanto, la intención de dañar no se 
acredita mediante la prueba de cierta negligencia, un error o la realización 
de una investigación elemental sin resultados satisfactorios, sino que se re­
quiere acreditar que el informador tenía conocimiento de que la información 
era inexacta, o al menos duda sobre su veracidad, y una total despreocupa­
ción por verificarla, pues sólo así puede acreditarse la intención de dañar.

1a./J. 80/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 3111/2013. Felipe González González. 14 de mayo de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.

Amparo en revisión 91/2017. Consorcio Interamericano de Comunicación, S.A. de C.V. 
23 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes Heroles 
Scharrer.

Amparo directo en revisión 2598/2017. José Martín Moreno Durán. 31 de enero de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
votó con el sentido pero en contra de las consideraciones y reservó su derecho para 
formular voto de minoría, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien precisó estar con el sentido pero no con todas las consideraciones, y Norma 
Lucía Piña Hernández, quien señaló estar con el sentido pero en contra de las consi­
deraciones. Impedido: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.

Amparo en revisión 1012/2016. Comunicación e Información, S.A. de C.V. 4 de julio de 
2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló 
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández, respecto de los puntos resolutivos primero, segundo, cuarto 
y quinto; y mayoría de cuatro votos, en cuanto al resolutivo tercero. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Natalia 
Reyes Heroles Scharrer y Héctor G. Pineda Salas.
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Amparo directo en revisión 172/2019. Fausto Vallejo Figueroa. 10 de abril de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: 
Fernando Sosa Pastrana y Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 38/2013 (10a.) citada, se publicó en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 2013, 
página 538, con número de registro digital: 2003303.

Tesis de jurisprudencia 80/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de dos de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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POR SUSTITUCIÓN

ACCIÓN DE PAGO DE HONORARIOS DERIVADA DE UN CONTRATO 
DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES. PARA SU PRO­
CEDENCIA, EL ACTOR DEBE EXHIBIR LA CÉDULA PROFESIONAL 
QUE ACREDITE ESTAR FACULTADO PARA EJERCER LA PROFESIÓN 
DE LICENCIADO EN DERECHO O ABOGADO U OTRAS EVIDENCIAS 
QUE GENEREN AL JUZGADOR LA CONVICCIÓN DE QUE SE LE EXPI­
DIÓ AQUÉLLA (SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 16/2005). 
La acción de pago de honorarios derivada del contrato de prestación de ser­
vicios profesionales tiene como elemento esencial que el actor esté autorizado 
para ejercer la profesión de licenciado en derecho o abogado, por lo que, para 
su procedencia, es necesario que acredite fehacientemente que tiene esa cali­
dad, lo que debe probarse a través de la exhibición de la documental pública 
consistente en la cédula profesional o a partir de otros medios de prueba que 
generen en el juzgador la convicción de que se le expidió aquélla, como por 
ejemplo, la inscripción del profesionista en el "Sistema Computarizado para el 
Registro Único de Profesionales del Derecho, ante los Tribunales de Circuito y 
Juzgados de Distrito", o las evidencias que demuestren que fue reconocido 
por un juzgador como autorizado por una de las partes en un juicio de amparo, 
en términos del artículo 12 de la Ley de Amparo, previa acreditación de encon­
trarse legalmente autorizado para ejercer la profesión de licenciado en derecho 
o abogado.

1a./J. 15/2019 (10a.)

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 6/2018. Pleno en Materia Civil del Primer Cir­
cuito. 7 de noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
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Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.

Nota: Esta tesis jurisprudencial se publicó en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019 para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario Número 19/2013, por lo que a partir de esas 
mismas fecha y hora, y con motivo de la resolución de la solicitud de sustitución de 
jurisprudencia 6/2018, ya no se considera de aplicación obligatoria la diversa 1a./J. 
16/2005, de rubro: "HONORARIOS. LA ACCIÓN DE PAGO DERIVADA DE UN CON­
TRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES, REQUIERE PARA SU 
PROCEDENCIA QUE EL ACTOR EXHIBA LA CÉDULA PROFESIONAL QUE ACREDITE 
SU CALIDAD DE LICENCIADO EN DERECHO.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, abril de 2005, página 290.

Tesis de jurisprudencia 15/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veinte de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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TESIS AISLADAS

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. ES INADMISIBLE E INAPLI­
CABLE TRATÁNDOSE DEL DELITO DE TORTURA, POR CONSTITUIR 
UNA VIOLACIÓN DIRECTA DE LA DIGNIDAD HUMANA. La prohibición 
de la tortura constituye una norma imperativa e inderogable del derecho inter­
nacional público. Uno de los elementos que contribuyó a la consolidación de 
esta prohibición con el carácter de absoluta, fue el hecho de que la tortura 
constituye una ofensa directa a la dignidad humana, razón por la que se le con­
sidera una de las más graves violaciones de derechos humanos. Esta condi­
ción es la que ha llevado a la Primera Sala a sostener que existe una obligación 
especial de analizar los casos de tortura bajo los estándares nacionales e inter­
nacionales. A su vez, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sos­
tenido desde su sentencia en el caso Barrios Altos vs. Perú, que en casos de 
graves violaciones de derechos humanos, como lo es la tortura, los Estados 
deben abstenerse de recurrir a figuras como la prescripción, a fin de cumplir 
con sus obligaciones de investigar y sancionar este tipo de acciones. A la luz 
de lo anterior y en términos de la jurisprudencia P./J. 21/2014 (10a.), debe con­
cluirse que a pesar de que la prescripción en materia penal es una garantía 
que debe ser observada para todo imputado de un delito, en aras de no per­
mitir que graves violaciones de derechos humanos gocen de condiciones de 
impunidad, es inadmisible e inaplicable respecto de la acción penal por el delito 
de tortura, con independencia del momento en que se alegue que se haya 
cometido ese delito.

1a. I/2019 (10a.)

Amparo en revisión 257/2018. 3 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien indicó que está con el sentido, pero con 
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salvedad en las consideraciones. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado.

Nota: La citada jurisprudencia P./J. 21/2014 (10a.), de título y subtítulo: "JURISPRUDEN­
CIA EMITIDA POR LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. ES 
VINCULANTE PARA LOS JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE SEA MÁS FAVORA­
BLE A LA PERSONA.", se publicó en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 5, Tomo I, abril de 2014, página 204, con número de registro digi­
tal: 2006225 y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de abril de 2014 
a las 9:32 horas.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA VIDA PRIVADA FAMILIAR. CONSTITUYE UNA GA­
RANTÍA FRENTE AL ESTADO Y A LOS TERCEROS PARA QUE NO 
PUEDAN INTERVENIR ARBITRARIAMENTE EN LAS DECISIONES 
QUE CORRESPONDEN ÚNICAMENTE AL NÚCLEO FAMILIAR. Del 
derecho de protección de la familia, contenido en los artículos 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 17 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, deriva el respeto a la vida privada 
familiar, el cual está expresamente reconocido como derecho humano en 
los artículos 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y 16 de la 
Constitución Federal. En este sentido, el respeto a la vida privada y familiar cons­
tituye una garantía con la que cuenta la familia, acorde con un concepto socio­
lógico y no biológico, que se origina en las relaciones humanas y que encuentra 
sus bases en la procuración de cariño, ayuda, lealtad y solidaridad. Así, el 
derecho a la vida privada familiar comporta una garantía frente al Estado y a 
los terceros para que no puedan intervenir arbitrariamente en las decisiones 
que corresponden únicamente al núcleo familiar. De esta manera, corresponde 
a los padres decidir, por ejemplo, si desean adoptar alguna religión o creen­
cia, en dónde establecer su domicilio, qué hacer con su tiempo libre, a qué 
escuela llevar a los hijos y qué nombre ponerles, entre muchas otras elec­
ciones que se manifiestan en la cotidianidad de la vida familiar. En cualquier 
caso, lo relevante es que las relaciones intrafamiliares puedan darse en un 
espacio libre de injerencias arbitrarias o injustificadas.

1a. II/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Mi­
nistros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló 
voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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DERECHO A LA VIDA PRIVADA FAMILIAR. AUTONOMÍA DE LOS 
PADRES PARA TOMAR DECISIONES SOBRE SUS HIJOS MENORES 
DE EDAD. El derecho a la vida privada familiar comporta una garantía frente 
al Estado y a los terceros para que no puedan intervenir injustificadamente en 
las decisiones que sólo corresponden al núcleo familiar; entre estas faculta­
des está el derecho de los padres a tomar todas las decisiones concernientes 
sobre sus hijos, como las relativas a su cuidado, custodia y control. En este 
sentido, la protección de la familia frente a intrusiones del Estado descansa 
sobre el reconocimiento de que son los padres los más aptos para tomar de­
cisiones sobre sus hijos, lo cual se basa en la presunción de que los padres 
actúan siempre buscando el mejor interés de sus hijos, es decir, los padres son 
quienes tienen un mayor afecto por ellos; conocen mejor sus intereses y 
deseos, debido a su proximidad; y, por tanto, generalmente pueden sopesar de 
mejor manera los intereses en conflicto y tomar la mejor decisión sobre sus 
hijos. Así, en la medida en la que se alineen con los intereses del menor, existe 
un amplio espectro de decisiones que los padres toman autónomamente res­
pecto a sus hijos que se encuentra protegido prima facie por el derecho a la 
privacidad familiar.

1a. III/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

LIBERTAD RELIGIOSA. DEBERES QUE IMPONE AL ESTADO. La liber­
tad religiosa es un derecho fundamental que garantiza la posibilidad real de 
que cualquier persona pueda practicar libremente su religión, tanto indivi­
dualmente como asociado con otras personas, sin que pueda establecerse 
discriminación o trato jurídico diverso a los y las ciudadanas en razón de sus 
creencias; así como la igualdad del disfrute de la libertad de religión por todos 
los ciudadanos. Este derecho impone ciertos deberes a cargo del Estado para 
que se pueda materializar. Al respecto, es preciso que el Estado asuma un rol 
neutral e imparcial frente a las diversas religiones que se profesen en su terri­
torio y se ha indicado su deber de promover la tolerancia entre los diversos 
grupos religiosos. Asimismo, el Estado debe abstenerse de intervenir injusti­
ficadamente en la organización de las comunidades religiosas, y reconocer 
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que la autonomía de estas asociaciones es indispensable en una sociedad 
democrática. A través de estas garantías de protección y abstención el Estado 
se asegura de que los creyentes puedan efectivamente ejercer su libertad reli­
giosa y que no se les inhiba de su expresión tanto en su ámbito interno como 
en el ejercicio de un culto público. Por lo demás, como cualquier otro dere­
cho, la libertad religiosa no es absoluta, ya que está sometida a ciertos límites 
que la Constitución le impone: el imperio del orden jurídico, los derechos de 
los demás, la prevalencia del interés público y los propios derechos funda­
mentales de la persona frente a su ejercicio abusivo.

1a. IV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO DE LOS PADRES A IMPARTIR A SUS HIJOS MENORES DE 
EDAD UNA CREENCIA RELIGIOSA. Una decisión importante para los 
progenitores al interior del núcleo familiar consiste en determinar qué edu­
cación religiosa deben tener los hijos. Naturalmente, los padres tienen derecho 
a expresar sus creencias religiosas y morales, y de esta libertad en relación 
con el derecho a la vida privada y familiar, se desprende el derecho a educar 
a sus hijos en la fe que profesen. En la privacidad de las relaciones familia­
res, la libertad religiosa se expresa a través de las creencias que los padres 
desean inculcar a sus hijos. Así, constituye un derecho de los padres el for­
mar a sus hijos en la religión que prefieran. La guía parental en este rubro 
permitirá no sólo que los niños aprendan aquellos valores morales, religiosos 
o espirituales que les sean inculcados por sus padres, sino que, conforme a la 
evolución facultativa de los menores, hará factible que puedan verdade­
ramente entenderlos, adoptarlos y llevarlos a la práctica para desarrollar su 
propio proyecto de vida y elevar su existencia conforme a su propia cosmo­
visión. En particular, esta facultad implica, desde luego, el derecho a tomar 
decisiones sobre sus hijos con base en sus creencias, como podría ser el or­
ganizar la vida dentro de la familia de conformidad con su religión o sus con­
vicciones, el instruir a los hijos en materia religiosa, y el llevarlos a practicar 
un culto público o a celebrar determinadas festividades. Con todo, siempre 
deberá educarse al niño en un espíritu de comprensión, tolerancia, amistad 
entre los pueblos, paz y hermandad universal, respeto de la libertad de religión 
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o de convicciones de los demás y en la plena conciencia de que su energía y 
sus talentos deben dedicarse al servicio de la humanidad. Por lo demás, la 
práctica de la religión o convicciones en que se educa a un niño no deberá per­
judicar su salud física o mental ni su desarrollo integral.

1a. V/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló 
voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO DE LOS PADRES A TOMAR DECISIONES MÉDICAS POR 
SUS HIJOS. Una decisión que forma parte del espectro de elecciones autó­
nomas que toman los padres bajo el amparo de la privacidad familiar radica 
en la libertad de tomar decisiones médicas por sus hijos. En efecto, son los 
padres quienes, en principio, protegen de mejor manera los intereses de sus 
hijos. Dados los lazos de amor y convivencia son ellos quienes procuran en 
mayor medida la satisfacción de los derechos a la salud y vida de los niños; 
además, son ellos quienes mejor conocen sus deseos y preocupaciones. Ahora 
bien, en los contextos médicos, mientras los niños carezcan de la madurez 
necesaria para tomar las decisiones concernientes a su salud por sí mismos, 
sus tutores o padres deberán asumir este rol, siempre buscando satisfacer 
el mejor interés del niño. La libertad de tomar estas decisiones está prote­
gida por la privacidad familiar, lo cual confiere a los padres la responsabilidad 
de ponderar diversas razones con base en asesoramiento médico, y elegir 
aquello que mejor convenga a los intereses del menor, libres de interferen­
cias arbitrarias en su vida privada. Particularmente en el ámbito médico los 
padres se enfrentan a un escenario complejo, pues con base en la asesoría 
de los médicos, deben ponderar cuidadosamente la eficacia y los riesgos de 
los tratamientos de acuerdo con la condición clínica que afecte a su hijo. En esa 
encrucijada, están llamados a velar en todo momento por el bienestar de sus 
hijos, por lo que debe existir una correspondencia entre la decisión médica 
que asuman y las medidas terapéuticas que mejor permitan al menor man­
tener su integridad y recuperar su salud. Evidentemente, su deber es proteger 
siempre el interés superior del menor; a esta consideración deben asignar un 
valor fundamental y prevalente en cualquier decisión que tomen.

1a. VI/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló 
voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AUTONOMÍA PROGRESIVA DE LOS MENORES. DERECHO DE LAS 
NIÑAS Y LOS NIÑOS A DECIDIR EN CONTEXTOS MÉDICOS. Si bien 
los padres son los legitimados prima facie para decidir por sus hijos menores 
de edad en los contextos médicos, los artículos 5 y 12 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, reconocen a los menores como sujetos de derechos y 
partícipes activos en la toma de las decisiones que les conciernen. Así, los 
menores de edad ejercen sus derechos de manera progresiva en la medida 
en que van desarrollando un mayor nivel de autonomía. A esto se ha denomi­
nado "evolución de la autonomía de los menores". De acuerdo con lo anterior, en 
la medida en que se desarrolla la capacidad de madurez del niño para ejercer 
sus derechos con autonomía, disminuye el derecho de los padres a tomar deci­
siones por él. Esto quiere decir que alcanzado cierto grado de madurez, el niño 
o la niña, puede decidir qué decisiones tomar con base en ésta. Como conse­
cuencia, en algunos casos puede tomar decisiones médicas por él mismo.

1a. VII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AUTONOMÍA PROGRESIVA DE LOS MENORES. DERECHO DE LAS 
NIÑAS Y LOS NIÑOS A EJERCER SU LIBERTAD RELIGIOSA. De la liber­
tad religiosa en relación con el derecho a la vida privada familiar se desprende 
el derecho de los progenitores a educar a sus hijos menores de edad en la fe 
que decidan. Efectivamente, en la privacidad de las relaciones familiares, la 
libertad religiosa se expresa a través de las creencias que los padres desean 
inculcar a sus hijos. Así, constituye un derecho de los padres el formar a sus 
hijos en la religión que prefieran. Sin embargo, los artículos 5 y 12 de la Conven­
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ción sobre los Derechos del Niño reconocen a los menores como sujetos de dere­
chos y partícipes activos en la toma de las decisiones que les conciernen. Así, 
los menores de edad ejercen sus derechos de manera progresiva en la medida 
en que van desarrollando un mayor nivel de autonomía. De acuerdo con lo 
anterior, en la medida en que se desarrolla la capacidad de madurez del 
menor para ejercer sus derechos con autonomía, disminuye el derecho de los 
padres a tomar decisiones por él. Esto quiere decir que alcanzado cierto 
grado de madurez la niña o el niño puede tomar decisiones respecto a qué 
creencias y prácticas religiosas desea adoptar. Desde luego, el que el menor 
pueda ejercer por sí mismo su derecho a la libertad religiosa en un caso o 
instancia particular depende de una evaluación cuidadosa de su nivel de 
desarrollo y del balance de los intereses en juego. A fin de determinar la 
capacidad de los menores para tomar decisiones sobre el ejercicio de sus 
derechos, es fundamental que los juzgadores realicen una ponderación entre 
la evaluación de las características propias del menor (edad, nivel de madu­
ración, medio social y cultural, etcétera) y las particularidades de la decisión 
(tipo de derechos que implica, los riesgos que asumirá el menor en el corto y 
largo plazo, entre otras cuestiones).

1a. VIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHOS A LA SALUD Y VIDA DE LOS NIÑOS COMO LÍMITE A 
LOS DERECHOS A LA PRIVACIDAD FAMILIAR Y LIBERTAD RELI­
GIOSA. Los padres gozan con un ámbito de autonomía muy amplio para tomar 
numerosas decisiones por sus hijos –a qué escuela van acudir, en dónde 
deciden vivir, qué valores inculcar y qué religión enseñarles–, y autonomía 
para sopesar diversas razones y elegir lo que estimen mejor para ellos sin in­
tervenciones externas. En ese sentido, se presume que son los más aptos para 
decidir lo que resulte más favorable para las niñas y niños a su cargo. Sin 
embargo, el interés superior del menor es una consideración prevalente tra­
tándose de decisiones que son críticas para el futuro o bienestar de un menor, 
como aquellas relacionadas con su derecho a la salud y a la vida. Así, el de­
recho de los padres a tomar esas decisiones sin interferencias, encuentra su 
límite en la salud y la vida del menor. En efecto, esta Primera Sala entiende 
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que las decisiones de los padres sobre sus hijos, aunque inicialmente protegi­
das por un claro campo de autonomía, no pueden ser sostenidas si colocan 
en riesgo la salud del menor. En estos casos está justificado intervenir en la 
autonomía familiar con el objeto de impedir una afectación a la integridad del 
menor. Ello obedece a que los derechos parentales tienen fundamento preci­
samente en la protección que deben brindar los padres a sus niños. De manera 
similar, la libertad religiosa y el derecho a la vida privada familiar no compren­
den la imposición de prácticas religiosas que comprometan la salud y vida de 
los niños. En otras palabras: la libertad religiosa no confiere a los padres la 
autoridad para decidir sobre la vida o la muerte de sus hijos menores de edad; 
así, los derechos de los padres encuentran su límite ahí donde se pone en 
riesgo la vida de sus hijos.

1a. IX/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Mi­
nistros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN LA PRIVACIDAD FAMILIAR. SU­
PUESTO DE RIESGO A LA VIDA DEL MENOR EN CONTEXTOS MÉ­
DICOS. Los padres son libres de formar a sus hijos en la religión que elijan 
conforme a sus convicciones, y son quienes están legitimados para autorizar 
decisiones médicas sobre ellos. Sin embargo, el ejercicio de esta libertad 
no debe poner en riesgo la vida del menor. En consecuencia, el Estado puede 
interferir válidamente la autonomía parental para tomar decisiones por los 
padres cuando sus elecciones coloquen en riesgo la vida de sus hijos. Tratán­
dose particularmente de contextos médicos, la puesta en riesgo de la vida de 
un niño se actualiza cuando los padres, privilegiando sus creencias religiosas, 
se rehúsan a seguir el tratamiento médico idóneo para salvar la vida de su 
hijo menor de edad. Al respecto, el tratamiento médico idóneo para salvar 
la vida es aquel que ya ha sido acreditado por la comunidad médica como el 
procedimiento más efectivo para tratar determinada condición letal. En esa 
medida, se trata de una intervención médica que no presenta una disputa cien­
tífica sustancial sobre su eficacia y confiabilidad. De acuerdo con lo anterior, 
un tratamiento idóneo es aquel procedimiento recomendado por la ciencia 
médica que cuenta con el nivel más alto posible de consolidación científica 
y que, por lo tanto, se indica con el mayor grado de prioridad. En suma, el prin­
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cipio de interés superior del menor impone que siempre deba optarse por el 
tratamiento que cuente con mayor probabilidad de salvar la vida de un niño.

1a. X/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AUTONOMÍA PARENTAL. LINEAMIENTOS PARA SU INTERVENCIÓN 
POR PARTE DEL ESTADO EN UN CONTEXTO MÉDICO. El Estado puede 
actuar para proteger a un menor si, con base en sus creencias religiosas, los 
padres se oponen a que se le aplique el tratamiento idóneo para salvar su vida, 
en el entendido de que la intervención estatal en un contexto médico está regu­
lada por lineamientos encaminados a preservar el interés superior del menor 
sin atropellar los derechos de los padres. En este sentido, dichos lineamien­
tos son relevantes desde que el menor es presentado para recibir servicios 
médicos, hasta que –en caso de un riesgo para su vida– el Estado interviene 
con el fin de tutelar sus derechos. En primer lugar, el personal sanitario debe 
informar a los padres sobre los tratamientos médicos que recibirá el niño, pues 
son ellos quienes, en principio, tomarán una decisión; en ese sentido, los 
padres tienen derecho a conocer las alternativas médicas disponibles para 
tratar a sus hijos. Así, los médicos deben proveer a los padres con suficiente 
información de modo que les permita ponderar efectivamente las ventajas y 
los inconvenientes de diversos procedimientos, para elegir el que mejor con­
venga a los intereses del menor. En segundo, si los médicos advierten un ries­
go para la vida del menor, tienen la obligación de hacerlo del conocimiento 
de las autoridades de protección de menores, lo cual ocurre si los padres 
pretenden impedir que se aplique el tratamiento más apto para salvar su vida, 
y pugnan por un tratamiento que es inferior conforme a la lex artis médica. 
Sin perjuicio de lo anterior, en presencia de una situación urgente, puede ser 
indispensable que el médico tratante intervenga sin el consentimiento con 
la finalidad de preservar la vida del menor. En tercero, las entidades públi­
cas deben respetar ciertos lineamientos al intervenir en la autonomía familiar 
y decidir si asumen la protección provisional del menor. Al respecto, la tutela 
que ejercen las entidades públicas es la medida provisional o transitoria 
para proteger los derechos e intereses de los menores cuando se coloquen 
en riesgo; así, a partir de la denuncia del personal médico, las autoridades de 
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protección a la infancia deberán realizar las actuaciones que estimen nece­
sarias para asegurarse de la existencia o no de la vulneración o restricción 
a sus derechos. Concretamente, las autoridades estatales deberán indagar, 
inmediatamente, sobre la veracidad de los hechos denunciados y determi­
nar si existen elementos o razones para iniciar un procedimiento administrativo 
de protección, y si la autoridad aprecia que existen elementos para ello, enton­
ces deberá tomar la representación en suplencia de los menores involucrados. 
Como no puede ser de otro modo, las medidas provisionales que dicten las 
entidades públicas deberán fundarse en el interés superior del menor, ser 
especialmente sensibles al grado de premura con la que sea necesario actuar 
para salvaguardar su salud, ser provisionales y tener un efecto inmediato.

1a. XI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formu­
lar voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INTERVENCIÓN ESTATAL EN LA AUTONOMÍA FAMILIAR EN UN 
CONTEXTO MÉDICO. DEBERES DEL ESTADO DERIVADOS DE LA 
PRIVACIDAD FAMILIAR Y EL DERECHO A LA NO DISCRIMINACIÓN. 
El Estado puede actuar para proteger a un menor si, con base en sus creen­
cias religiosas, los padres se oponen a que se aplique al menor el tratamiento 
idóneo para salvar su vida. Esta protección se hace efectiva a través de la 
tutela provisional del menor. Lo anterior, no autoriza al Estado a desplazar los 
derechos a la privacidad familiar y a la no discriminación de los progenitores, 
sino que derivado de estos derechos debe observar lineamientos mínimos para 
garantizar su disfrute. En primer lugar, la tutela que asuma el Estado se en­
cuentra limitada a tomar las decisiones médicas concernientes a la recupe­
ración de la salud del niño, por el tiempo que dure el tratamiento médico, y no 
debe desplazar de ningún modo los demás derechos que tienen los padres 
en el núcleo familiar. Aun cuando el interés superior del menor es el pará­
metro central en estos casos, las autoridades involucradas también deben 
procurar la unidad y estabilidad familiar, tratando de incorporar a los padres 
en las decisiones médicas. En segundo lugar, los padres en todo momento 
tienen derecho a recibir información acerca del estado de salud de sus hijos, 
así como en cuanto a los tratamientos y medicamentos que se le aplican al 
menor de edad. Asimismo, siempre que sea médicamente posible los padres 
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tienen derecho a estar junto a sus hijos y no deben ser separados en contra 
de su voluntad, salvo en casos estrictamente necesarios. En tercer lugar, las 
instituciones de salud tienen la obligación de proporcionarles una atención 
adecuada y libre de discriminación. En ese contexto, es importante que las auto­
ridades implicadas reconozcan la situación de vulnerabilidad en la que pue­
den ubicarse las minorías religiosas, especialmente por profesar una creencia 
contraria al paradigma médico. Por lo tanto, las autoridades involucradas deben 
velar, porque estas personas no sean estigmatizadas como malos padres o que 
sean relegadas a tomar un papel secundario en la recuperación del menor.

1a. XII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló 
voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO DE LOS PROGENITORES DE UN MENOR DE EDAD A 
OPTAR POR UN TRATAMIENTO ALTERNATIVO EN CONTEXTOS 
MÉDICOS. Cuando la madre o el padre de un menor de edad lo presentan a 
alguna institución sanitaria para recibir servicios de salud, regularmente los 
médicos efectúan un diagnóstico del paciente y en la medida de lo posible 
recomiendan uno o varios tratamientos a seguir. De acuerdo con el derecho 
al consentimiento informado, los padres son quienes están a cargo de consi­
derar las intervenciones propuestas por los médicos y otorgar el consentimiento 
en representación de su menor hijo para que se realicen los procedimientos res­
pectivos. En este contexto, los progenitores de un menor de edad tienen dere­
cho a conocer, comprender y postular un tratamiento alternativo al indicado 
en ejercicio de su derecho al consentimiento informado, mismo que deberá 
ser considerado cuidadosamente por los médicos con objeto de determinar 
si cuenta con una eficacia similar o comparable a la del tratamiento idóneo. 
Así –si la situación médica del menor lo permite–, los progenitores pueden 
solicitar que se les informe de las alternativas médicas disponibles, y el personal 
sanitario las debe exponer detalladamente, intentando que aquéllos compren­
dan cabalmente sus alcances. En otras palabras, los médicos deben proveer 
a los padres con suficiente información de un modo que les permita ponderar 
efectivamente las ventajas y los inconvenientes de diversos procedimientos, 
a efecto de elegir aquel que mejor convenga a los intereses del menor. Con 
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todo, si no existe un procedimiento alternativo similar o de eficacia compara­
ble al tratamiento indicado por la lex artis médica, y los padres insisten en su 
objeción, el Estado podrá asumir la tutela del niño con la finalidad de autorizar 
que el menor reciba aquel tratamiento que cuenta con una capacidad cientí­
ficamente comprobada para salvar su vida.

1a. XIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. PARÁMETROS PARA CALCULAR 
EL MONTO DE INDEMNIZACIÓN QUE CORRESPONDE POR EL DAÑO 
MORAL QUE GENERÓ. Los daños morales derivados de la violencia domés­
tica son indemnizables económicamente. La traducción de la reparación eco­
nómica derivada del daño moral, es más compleja que la derivada del daño 
patrimonial. En efecto, resulta particularmente difícil establecer los paráme­
tros que deberán tomarse en cuenta a la hora de fijar el quantum de la repa­
ración. Su determinación oscila entre el margen de discrecionalidad que debe 
tener el juzgador para ponderar todos aquellos elementos subjetivos que inter­
vienen en la calificación del daño, sus consecuencias y en lo que efectivamente 
debe ser compensado; y la arbitrariedad que puede generarse al momento de 
fijar dicha reparación sin explicitar los elementos que conducen al juzgador a 
arribar a dicha conclusión. No obstante, existen factores para cuantificar la 
indemnización económica derivada del daño moral por violencia familiar, 
éstos son: i) el tipo de derecho o interés lesionado, ii) el nivel de gravedad del 
daño, iii) los gastos devengados o por devengar derivados del daño moral, 
iv) el grado de responsabilidad del responsable, y v) la capacidad económica 
de este último.

1a. XIV/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 5490/2016. 7 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho 
para formular voto aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad 
en las consideraciones. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María 
Ibarra Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. ENTRE LA FECHA 
EN QUE SE NOTIFICA O CITA AL SUSTRACTOR AL INICIO DEL PRO­
CEDIMIENTO RELATIVO Y LA DATA QUE SE FIJE PARA LA AUDIEN­
CIA, DEBE EXISTIR UN PLAZO RAZONABLE. En los procedimientos de 
restitución internacional de menores, la demostración de las causales extra­
ordinarias para oponerse a la restitución, establecidas en los artículos 12, 13 
y 20 de la Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacio­
nal de Menores, no sólo repercute en la esfera jurídica del progenitor sustractor 
y sus derechos de custodia, sino también en el interés superior del menor, ante 
el derecho que tiene a no ser sujeto a mayores afectaciones en su integridad 
física y psicológica que conllevaría el nuevo desplazamiento. En este sentido, 
para cumplir los fines de la Convención mencionada (la protección del inte­
rés superior del menor y el derecho de custodia, así como llevar procesos 
transparentes) y en atención a las buenas prácticas para la eficacia del trata­
do, debe establecerse un plazo razonable entre la fecha en que se notifica o 
cita el inicio del procedimiento judicial para la restitución internacional de 
menores y la data que se fije para la audiencia, pues de lo contrario, no podría 
afirmarse que el procedimiento instaurado cumple con las formalidades 
esenciales (ofrecer y desahogar las pruebas), ya que los fines convencionales y 
constitucionales no tendrían una traducción práctica.

1a. XV/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 997/2018. 5 de septiembre de 2018. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 36 DE LA LEY FEDERAL 
DE LA MATERIA ABROGADA, QUE PREVÉ LA IMPOSICIÓN DE UNA 
MULTA, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA. Del análisis del artícu­
lo 33 de la ley citada que prevé, entre otras cuestiones, que la Comisión Fe­
deral de Competencia emplazará con el oficio de responsabilidad al probable 
responsable, el que contará con un plazo de 30 días para manifestar lo que a 
su derecho convenga, adjuntar los medios de prueba documentales, y ofrecer 
las pruebas que ameriten algún desahogo, en relación con el artículo 36 que 
establece que la comisión aludida, en la imposición de multas, deberá consi­
derar la gravedad de la infracción, el daño causado, los indicios de intencio­
nalidad, la participación del infractor en los mercados, el tamaño del mercado 
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afectado, la duración de la práctica o concentración y la reincidencia o ante­
cedentes del infractor, así como su capacidad económica, deriva que el 
procedimiento administrativo comienza con el oficio aludido y culmina con 
la resolución que al efecto emita el Pleno de la Comisión Federal de Compe­
tencia, el cual puede contener la imposición de alguna de las sanciones esta­
blecidas en el capítulo VI de la propia ley. En atención a lo anterior, el artículo 
36 de la Ley Federal de Competencia Económica abrogada, que prevé la posi­
bilidad de que el Pleno de la Comisión referida imponga una multa, no viola 
el derecho de audiencia, pues no constituye un procedimiento nuevo o ais­
lado, ni una aplicación impositiva que resulte de hechos novedosos y sobre 
los cuales el gobernado no haya tenido oportunidad de combatir. Además, el 
derecho referido se respeta una vez que se ha determinado la multa, ya que 
es a partir de ello, que los gobernados tienen oportunidad de ser escuchados 
para desvirtuar los hechos que se les imputan, conforme al artículo 28, párra­
fo vigésimo, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que establece, entre otros aspectos, que los actos u omisiones 
de la Comisión Federal de Competencia Económica podrán impugnarse me­
diante el juicio de amparo indirecto; además de que la sanción impuesta 
se materializará hasta que se resuelva el juicio de amparo que, en su caso, se 
promueva.

1a. XVI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 418/2018. 12 de septiembre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INSTITUCIONES Y SOCIEDADES MUTUALISTAS DE SEGUROS. 
EL ARTÍCULO 139, FRACCIÓN VI, INCISO A), DE LA LEY GENERAL 
RELATIVA ABROGADA, NO VIOLA EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTI­
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El precep­
to citado, al establecer que las sanciones correspondientes a las infracciones 
previstas en la propia ley, así como a las disposiciones que de ella emanen, 
serán impuestas administrativamente por la Comisión Nacional de Seguros y 
Fianzas, y que la multa que procederá imponer cuando la conducta infractora 
consista en realizar operaciones prohibidas o en exceder los porcentajes o 
montos máximos determinados por la propia ley, así como en no mantener 
los porcentajes o montos mínimos que se exigen, y no tenga una sanción 
específica, se determinará sobre el importe de la operación y sobre el exceso 
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o el defecto de los porcentajes o montos fijados, respectivamente, sin exceder 
del 4% de las reservas correspondientes o del capital pagado o fondo social, 
no viola el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos que prohíbe, entre otras cuestiones, la multa excesiva, pues para la 
determinación de esa sanción no se introduce elemento ajeno alguno, ya que 
se toma como base la conducta infractora, a saber, el importe de la operación 
y el exceso o el defecto de los porcentajes o montos fijados. Además, el artícu­
lo 139, fracción VI, inciso a), de la Ley General de Instituciones y Sociedades 
Mutualistas de Seguros abrogada, prevé un límite máximo del 4% para que la 
autoridad administrativa pueda graduar la sanción, entre un parámetro míni­
mo y uno máximo, respetando la capacidad económica del infractor, a fin de 
que aquélla no sea excesiva para éste.

1a. XVII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 3993/2018. Seguros Inbursa, S.A., Grupo Financiero Inbursa. 
19 de septiembre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldí­
var Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Impedido: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Brenda Montesinos Solano.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

APELACIÓN. SE PUEDEN ANALIZAR EN ESE RECURSO VIOLA­
CIONES PROCESALES, SIEMPRE QUE NO CONSTITUYAN COSA 
JUZGADA O SE ACTUALICE LA PRECLUSIÓN. El artículo 688, primer 
párrafo, del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, aplicable 
en la Ciudad de México, establece que el objeto del recurso de apelación es 
que el tribunal de alzada revise las resoluciones emitidas por el a quo. Por 
otra parte, doctrinalmente, se ha considerado que en apelación no se deben 
analizar cuestiones que no figuren en la sentencia de primer grado, ya que 
por tratarse de un recurso en el que el tribunal de alzada asume una función 
revisora, sólo se le faculta para corregir los errores en que hubiera incurrido el 
a quo al dictarla. Sin embargo, del texto del citado precepto legal no se advier­
te una prohibición expresa para que el tribunal de alzada analice cuestiones 
diversas a la resolución de primera instancia, pues de dicho numeral, en re­
lación con el artículo 693 del mismo ordenamiento procesal, no se distingue 
entre agravios que se refieran al procedimiento o al fondo; por lo que en el 
recurso de apelación podrán hacerse valer violaciones procesales, con excep­
ción de los siguientes supuestos: i) cuando ya fueron analizadas a través 
de diversos recursos, pues existe cosa juzgada, esto es, no se le podría obligar 
a decidir dos veces la misma cuestión que ya resolvió, ni puede revocar sus 
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propias determinaciones, y ii) cuando en su contra no se haya hecho valer el 
recurso ordinario que prevea la legislación aplicable, ya que habrá operado 
la preclusión.

1a. XVIII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 798/2018. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto con­
currente, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
votó con el sentido, apartándose de las consideraciones. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AGUAS NACIONALES. ES POSIBLE CEDER LOS DERECHOS Y OBLI­
GACIONES OTORGADOS EN LOS TÍTULOS DE CONCESIÓN PARA 
LA EXPLOTACIÓN, USO O APROVECHAMIENTO DE ESE RECURSO 
NATURAL, DE FORMA GRATUITA, ONEROSA O BAJO CUALQUIER 
OTRA MODALIDAD O CONDICIÓN, SIEMPRE QUE NO SE CONTRA­
VENGA LA NORMATIVIDAD APLICABLE. Del artículo 27, párrafos prime­
ro, tercero y sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en relación con el título cuarto, capítulo V, de la Ley de Aguas Nacionales, se 
advierte que si bien esta última establece que la transmisión de los títulos 
de concesión para la explotación, uso o aprovechamiento de las aguas nacio­
nales que se efectúen en contravención a la propia ley, serán nulas y no produ­
cirán efecto alguno, lo cierto es que si la ley citada permite que una persona 
física ceda los derechos y obligaciones que le fueron otorgados mediante con­
cesión, a otro particular, sin establecer límites a las modalidades que pudieran 
contener los actos jurídicos que celebren los particulares a fin de transmitir 
los títulos de concesión, es factible concluir que no hay impedimento alguno 
para que se pacten de forma gratuita u onerosa, así como que estén en posi­
bilidades de estipular cualquier otra modalidad o condición que no implique 
la contravención de la normatividad aplicable y al propio título de conce­
sión, a fin de que sean válidos ante la autoridad de la materia. Lo anterior es 
conforme con el principio de la autonomía de la voluntad, que rige a los con­
tratos civiles, en virtud del cual los particulares pueden realizar todo lo que 
les está permitido y lo que no les está expresamente prohibido.

1a. XIX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 5158/2018. Gerardo Antonio Plascencia Regalado. 14 de 
noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío 
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Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REPARACIÓN INTEGRAL O JUSTA INDEMNIZACIÓN. EL ARTÍCULO 
7.151 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO, QUE PERMITE 
AL JUEZ ESTABLECER UNA INDEMNIZACIÓN MAYOR A LA ESTA­
BLECIDA EN LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, ES ACORDE CON 
LOS PARÁMETROS DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONA­
LIDAD DE ESE DERECHO FUNDAMENTAL. En relación con el derecho 
fundamental a la reparación integral, suficiente y justa, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha establecido que dicho derecho no es compatible con 
la existencia de topes, tarifas o montos máximos que impidan que la cuanti­
ficación de una indemnización atienda a las características específicas de cada 
caso, pues ello restringiría de forma directa el núcleo del derecho fundamen­
tal a una reparación integral o justa indemnización. Así, el artículo 7.151 del 
Código Civil del Estado de México, que establece que si el daño origina una 
incapacidad para trabajar, que sea parcial permanente, parcial temporal o total 
temporal, la indemnización será fijada por el Juez, considerando las prevencio­
nes de la Ley Federal del Trabajo, y que dicha indemnización podrá aumentarse 
prudentemente al arbitrio del juzgador, considerando la posibilidad econó­
mica del obligado y la necesidad de la víctima, es acorde con los parámetros 
de constitucionalidad y convencionalidad de ese derecho fundamental, pues 
permite que el Juez no se limite a cuotas preestablecidas por la legislación 
laboral, sino que en atención al caso concreto, en especial a la capacidad eco­
nómica del obligado y a la necesidad de la víctima, tenga un margen amplio 
para reparar de forma integral al afectado los daños efectivamente ocasiona­
dos por la incidencia en su vida, salud o integridad personal, buscando que 
las víctimas no sean sub- o sobreindemnizadas y que la determinación no 
penda de un parámetro base.

1a. XX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4332/2018. Mario Alberto Sánchez Anievas. 21 de noviembre 
de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien re­
servó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TUTELA LEGÍTIMA. EL ARTÍCULO 540 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
ESTADO DE GUANAJUATO, AL PREVER QUE EL MARIDO ES TUTOR 
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LEGÍTIMO Y FORZOSO DE SU MUJER Y ÉSTA LO ES DE SU MARI­
DO, HACE UNA DISTINCIÓN ENTRE EL MATRIMONIO Y EL CONCU­
BINATO QUE NO ESTÁ DEBIDAMENTE JUSTIFICADA. El precepto 
citado, al prever que el marido es tutor legítimo y forzoso de su mujer y ésta lo 
es de su marido, hace una distinción entre el matrimonio y el concubinato que 
no está debidamente justificada, al no incluir a éste en dicha relación, pues no 
es objetiva, ni razonable, ya que esas instituciones son equiparables para efec­
tos de la designación de tutor, por este motivo, el artículo 540 del Código Civil 
para el Estado de Guanajuato debe interpretarse conforme con la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que los concubinos 
son tutores legítimos y forzosos uno del otro. Lo anterior es así, ya que desde 
la perspectiva del modelo social de discapacidad puede presumirse que, ha­
biendo elegido una persona compartir su vida con alguien más como concubi­
nos, en el caso de que adquiera una discapacidad, elegiría como su tutor a su 
concubinario o concubina respectivamente, debido al especial vínculo que 
existe entre ambos; afirmar lo contrario, implicaría minimizar el vínculo afec­
tivo que existe entre los concubinos. Además, la presunción de que el concubi­
nario o la concubina respectivamente, es la persona idónea para fungir como 
tutor podría ser derrotada en los casos en los cuales se compruebe una noto­
ria incompetencia de éste para asistir a la persona con discapacidad; de ahí 
que si la legislación otorga prelación al cónyuge en atención a las cualidades que 
entraña el vínculo afectivo del matrimonio y dicho vínculo es esencialmente 
igual en el concubinato, la distinción no obedece a una finalidad constitucio­
nalmente imperiosa.

1a. XXI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 387/2016. 26 de abril de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernán­
dez, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ausente: José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DELITO DE CORRUPCIÓN DE PERSONAS MENORES DE EDAD. PARA 
VERIFICAR EL SUPUESTO TÍPICO DE VÍCTIMAS ADOLESCENTES 
EN ACTOS SEXUALES SE DEBE PONDERAR SI EJERCIERON LIBRE­
MENTE SUS DERECHOS. El artículo 184 del Código Penal para la Ciudad 
de México prevé el delito de corrupción de personas menores de dieciocho 
años de edad bajo el supuesto típico de inducirlas a realizar actos sexuales. 
La anterior descripción legal exige verificar la vulneración al bien jurídico 
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tutelado por la norma penal; mas puede conllevar también la actualización de 
hipótesis bajo las cuales no se configure el delito. En principio, se debe dis­
tinguir cuando la víctima sea infante, en cuyo caso, siempre se configura el 
delito. En cambio, ante el diverso caso de que la persona identificada como 
víctima sea adolescente, se debe ponderar si pudo existir una situación de 
igualdad y libertad frente a la señalada como imputada, lo que justificaría el 
válido consentimiento de aquélla, pues en estas condiciones no se vulneraría 
el bien jurídico penal consistente en su sano y libre desarrollo sexual. Bajo este 
contexto, son válidas las situaciones en que puede afirmarse, de manera obje­
tiva y razonable, que hubo consentimiento válido de la persona adolescente para 
sostener una relación o acto sexual; esto es, cuando no existe una relación 
asimétrica de poder o cualquier otra condición de desigualdad que impidiera 
reconocer su consentimiento válido; por ejemplo, una notoria diferencia de 
edad y desproporcional para justificar lo anterior, cuestiones jerárquicas 
–de supra a subordinación– que revelaran una condición de poder u otra que 
viciara su consentimiento válido. Así, bajo el principio del interés superior de la 
persona adolescente, se actualiza, de manera especial, su derecho a que se 
les escuche, así como a ejercer su sexualidad de manera libre; esto es, sin 
prohibición del Estado, antes bien, éste debe garantizarla conforme a un sis­
tema integral de salud e información; de ahí que la autoridad que aplica la 
norma debe ponderar sus derechos de igualdad y libre desarrollo de la perso­
nalidad, así como sexuales o reproductivos. Del mismo modo, debe ponderar 
la validez de reprochar penalmente actos sexuales bajo este contexto a la 
persona señalada como imputada, para lo cual deberá verificar si dicho repro­
che penal se sustenta en fines legítimos, además de que la medida sea idónea 
y necesaria, así como si es proporcional frente al bien jurídico penal que se 
pretende proteger. En consecuencia, se deben ponderar las situaciones bajo 
las que una persona adolescente pudo válidamente haber tenido una relación o 
acto sexual; lo que no configuraría un delito reprochado a otra como imputada, 
sino que aquélla ejerció libremente sus derechos sexuales o reproductivos.

1a. XXII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 2902/2014. 13 de junio de 2018. Mayoría de tres votos de los 
Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Norma Lucía Piña Hernán­
dez, quien consideró que el recurso era improcedente. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INTERÉS SUPERIOR DE LA PERSONA MENOR DE EDAD IDENTIFI­
CADA COMO VÍCTIMA DEL DELITO. DEBE PONDERARSE FRENTE A 
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LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, DEFENSA ADECUADA Y DEBIDO 
PROCESO PENAL DE LA PERSONA IMPUTADA. La tutela constitucio­
nal de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que sean partes en el 
proceso penal se sostiene en los artículos 1o., 4o. y 20 de la Constitución, 19 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 3 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño; todo ello bajo la tutela prevalente de su interés 
superior, especialmente, cuando se les identifica como víctimas de delitos. Sin 
embargo, en materia penal, dicho interés superior requiere una necesaria 
ponderación bajo los principios rectores del sistema penal garantista propio 
de nuestro Estado democrático de derecho. Esto implica partir de la propia na­
turaleza jurídica del proceso penal, incluso, diversa a otros, como lo son las 
materias civil y familiar. Así, deben respetarse los derechos humanos de de­
bido proceso penal y de defensa de la persona imputada, así como el princi­
pio de presunción de inocencia, en armonía con la tutela de ambas partes en 
equilibrio procesal, especialmente, frente al poder represivo del Estado; lo 
que se torna más grave bajo la coadyuvancia de la víctima con el ministerio 
público. Lo anterior implica que es inconstitucional el hecho de que puedan 
rebasarse las funciones del órgano acusador o suplirse su actuación, como 
tampoco contravenirse cualquier otro principio constitucional que rige el de­
bido proceso penal. Bajo tales premisas, es inadmisible que bajo la aducida 
tutela de la persona identificada como víctima puedan vulnerarse los dere­
chos de la persona imputada. Incluso bajo el principio del interés superior 
de la infancia y adolescencia, y aún en los casos más extremos, como lo esta­
blece el Protocolo Facultativo de la Convención Sobre los Derechos del Niño 
relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de los Niños en 
la Pornografía, en su artículo 8, número 6, nada de lo dispuesto en el propio 
instrumento se entenderá en perjuicio de los derechos de la persona acusada 
a un juicio justo e imparcial, ni será incompatible con esos derechos.

1a. XXIII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 2902/2014. 13 de junio de 2018. Mayoría de tres votos de los 
Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Norma Lucía Piña Hernán­
dez, quien consideró que el recurso era improcedente. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE A FAVOR DE LA VÍCTIMA DEL 
DELITO. ES IMPROCEDENTE SI ES EL IMPUTADO QUIEN PROMO­
VIÓ EL JUICIO DE AMPARO, AUN CUANDO AQUÉLLA SEA MENOR 
DE EDAD. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
reconocido la suplencia de la queja para la víctima del delito sólo cuando pro­
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mueve el juicio de amparo, además de que no opera cuando es tercera inte­
resada. Ahora, debe enfatizarse que sólo en los casos en que la queja se haya 
instado por alguien menor de edad, procedería dicha suplencia. En cambio, 
si es la parte imputada quien hace valer el medio de impugnación, la suplencia 
sólo puede operar a su favor, es decir, de manera precisa y delimitada, a su 
propia queja o causa de pedir, pero no a favor de la víctima, aun cuando sea 
menor de edad, pues ésta no ha sido la parte inconforme, antes bien, ha sido 
contraparte de aquélla tanto en el proceso penal como en el juicio de amparo. 
Así, extrapolar el principio de la suplencia de la queja deficiente a las partes 
que no son inconformes en cualquier medio de impugnación, implica desvir­
tuar su sentido y alcance, así como atentar contra los principios de instancia 
de parte y relatividad de la sentencia, aunado a que no se puede agravar su 
situación jurídica bajo el principio non reformatio in peius. Por tanto, se vulne­
rarían dichos principios cuando la imputada, como quejosa, es quien instó la 
acción constitucional, no obstante lo cual se protege a su contraparte, es 
decir, la víctima, lo que no puede hacerse aun bajo el interés superior de ésta 
como menor de edad.

1a. XXIV/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 2902/2014. 13 de junio de 2018. Mayoría de tres votos de los 
Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Norma Lucía Piña Hernán­
dez, quien consideró que el recurso era improcedente. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

NOTIFICACIONES PERSONALES. EL ARTÍCULO 318, FRACCIÓN III, 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE 
GUANAJUATO QUE LAS PREVÉ, NO VIOLA EL DERECHO FUNDA­
MENTAL A LA SEGURIDAD JURÍDICA. El precepto citado, al establecer 
que las notificaciones serán personales cuando el tribunal estime que se trata 
de un caso urgente, o por alguna circunstancia deban ser personales, y así lo 
ordene expresamente, no viola el derecho fundamental a la seguridad jurídica, 
reconocido por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, aun cuando no defina el vocablo "urgente" ni la expresión "por 
alguna circunstancia", pues como lo ha establecido la Suprema Corte de Justi­
cia de la Nación, la falta de definición de términos o locuciones no es un aspecto 
que dé lugar a considerar que existe una violación al derecho referido, en virtud 
de que el sentido que se atribuya a cada una de las palabras o expresiones 
empleadas en un precepto, en todo caso, será motivo de interpretación por los 
diferentes sistemas existentes. En ese sentido, la claridad de las leyes consti­



180 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

tuye uno de los imperativos para evitar o disminuir su oscuridad, ambigüe­
dad, confusión y contradicción, tan es así, que la Constitución Federal prevé 
la interpretación legislativa y judicial de las normas, sin condicionar en ningún 
precepto su constitucionalidad al hecho de que describan detalladamente el 
significado adecuado de los vocablos utilizados en su redacción, en razón de 
que la exigencia de ese requisito tornaría imposible la función legislativa, pues 
dicha redacción se tornaría en una labor interminable y nada práctica, provo­
cando que no se cumpliera oportunamente con la finalidad principal que 
busca esa función del Estado, que es regular y, en consecuencia, armonizar 
las relaciones humanas. Además, si bien es cierto que el artículo 318, frac­
ción III, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, 
contiene una facultad discrecional para que la autoridad jurisdiccional ordene 
que una notificación se haga personalmente, atendiendo a la urgencia u otra 
circunstancia especial que así lo amerite, también lo es que aun así las par­
tes en litigio y demás sujetos procesales saben "a qué atenerse", por cuanto 
hace a qué tipo de determinaciones, en todo caso, deben notificarse de forma 
personal.

1a. XXV/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 3224/2018. Antonia Angélica Gutiérrez Ramírez. 12 de sep­
tiembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: 
María Cristina Martín Escobar.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

APELACIÓN PREVENTIVA. EL ARTÍCULO 1344 DEL CÓDIGO DE CO­
MERCIO NO VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD Y A LA NO DIS­
CRIMINACIÓN. El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos prevé, entre otras cuestiones, que queda prohibida toda 
discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las dis­
capacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opinio­
nes, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra 
la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y las 
libertades de las personas. Ahora bien, el artículo 1344 del Código de Comer­
cio, al establecer que en los casos no previstos en el artículo 1345 del propio 
Código, la parte que se sienta agraviada por una resolución judicial que sea 
apelable, dentro del tercer día siguiente de aquel en que surta efectos su notifi­
cación, deberá hacer saber por escrito su inconformidad apelando preventi­
vamente ésta sin expresar agravios, no vulnera el derecho a la igualdad y a la 
no discriminación, pues de su lectura se advierte que no establece un trato dife­
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renciado y, menos aún, alguna distinción basada en una de las categorías sos­
pechosas contenidas en el artículo 1o. constitucional, pues sólo dispone que 
quien tiene la carga de hacer valer la apelación preventiva es "la parte que se 
sienta agraviada por una resolución judicial", por lo que no hace distingo 
alguno.

1a. XXVI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 3301/2018. Rosa María Ramírez. 3 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: María Cristina Martín Escobar.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN. EL PLAZO DE SEIS MESES 
PARA QUE EL MINISTERIO PÚBLICO LA FORMULE NUEVAMENTE, 
DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE LA NOTIFICACIÓN DEL AUTO DE 
NO VINCULACIÓN A PROCESO, Y EN CASO DE QUE SEA IMPUGNADO 
COMENZARÁ UNA VEZ QUE SE HAYA DECLARADO FIRME (INTER­
PRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 294 DEL CÓDIGO DE PROCE­
DIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE MÉXICO ABROGADO). 
El precepto citado establece, entre otras cuestiones, que el auto de no vincu­
lación a proceso del imputado no impide que el Ministerio Público continúe 
con la investigación y formule nuevamente la imputación dentro de los seis 
meses siguientes a la fecha de la notificación de aquél. Ahora bien, la conse­
cuencia jurídica de no realizar de nueva cuenta la imputación en esas condi­
ciones, es el sobreseimiento en el proceso penal, de conformidad con el artículo 
302, fracción VI, en relación con el diverso 303, ambos del Código de Proce­
dimientos Penales para el Estado de México. No obstante lo anterior, el legis­
lador no realizó previsión alguna en torno al cómputo de dicho plazo cuando 
el auto de no vinculación haya sido controvertido a través de algún medio de 
defensa ordinario o extraordinario y, por esa circunstancia, no ha adquirido la 
firmeza necesaria para que la representación social pueda reformular la impu­
tación ante el Juez de Control, es decir, no se tiene certidumbre jurídica sobre 
el comienzo de ese plazo cuando el auto fue recurrido. Lo anterior revela que el 
artículo 294 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México 
abrogado está en tensión con el principio de seguridad jurídica, pues en caso 
de que el auto de no vinculación a proceso haya sido controvertido a través de los 
medios ordinarios de defensa que prevé la ley, inclusive el juicio de amparo, 
el plazo de seis meses para que el Ministerio Público reformule la imputación 
no podrá computarse a partir de la notificación de ese auto, sino hasta que dicha 
resolución adquiera la calidad de firme. Sin embargo, dicha disposición no es 
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contraria al principio de seguridad jurídica, siempre que se interprete en el 
sentido de que el plazo de seis meses para que el Ministerio Público continúe 
con la investigación y formule nuevamente la imputación, deberá computarse a 
partir de la notificación del auto de no vinculación a proceso en caso de que 
no se haya interpuesto algún medio defensa en contra de esa resolución, pues 
de lo contrario, el cómputo del referido plazo deberá comenzar una vez que se 
haya declarado firme dicha resolución.

1a. XXVII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4552/2018. Importadora Pathros, S.A. de C.V. 5 de diciembre 
de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero en contra 
de las consideraciones. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman 
Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ORDEN DE APREHENSIÓN. LA VIDEOGRABACIÓN DE LA AUDIEN­
CIA QUE LA CONTIENE EN LA QUE EL JUEZ DE CONTROL LA EMI­
TIÓ, CONSTITUYE EL REGISTRO EXIGIDO POR EL ARTÍCULO 16 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
PARA QUE EL IMPUTADO CONOZCA LA FUNDAMENTACIÓN Y MOTI­
VACIÓN DE AQUEL ACTO DE MOLESTIA. Al ser la orden de detención, 
un acto dictado en la audiencia por el Juez de Control, en el que deberá expresar 
el fundamento legal y las razones por las que lo emitió, será innecesario que 
pronuncie una diversa resolución por escrito, ya que la constancia que dota 
de seguridad jurídica al imputado para conocer las razones y el fundamento que 
tomó en cuenta el juzgador para pronunciar su decisión, es la videograbación 
del desarrollo de la audiencia. Máxime que de conformidad con el artículo 16, 
párrafo primero, de la Constitución Federal, reformado mediante decreto publi­
cado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2017, el Cons­
tituyente determinó que en los juicios y procedimientos seguidos en forma de 
juicio en los que se establezca como regla la oralidad, como es el proceso 
penal acusatorio y oral, bastará con que quede constancia del acto de molestia 
por cualquier medio, no sólo por "escrito".

1a. XXVIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1090/2017. José Antonio Alvara Ponce. 6 de junio de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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ORDEN DE APREHENSIÓN. REQUISITOS MÍNIMOS QUE DEBE CON­
TENER LA CONSTANCIA EMITIDA POR EL JUEZ DE CONTROL PARA 
LOGRAR SU EJECUCIÓN. La orden de aprehensión para su emisión, con­
forme al nuevo sistema de justicia penal, requiere de datos que establezcan 
que se cometió un hecho señalado por la ley como delito y que existe la pro­
babilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión, ya que 
el objetivo es poner al detenido a disposición del juez de control para que el 
Ministerio Público formule imputación y exprese los datos de prueba corres­
pondientes, a fin de que se dicte el auto de vinculación a proceso y se for­
malice la investigación. Así, para que se pueda llevar a cabo la ejecución de 
la orden de detención, es necesario que el juez de control proporcione a los 
elementos aprehensores una constancia que contenga los puntos resoluti­
vos de la determinación que emitió de manera oral, así como copia del audio y 
video de la audiencia relativa, que les permita identificar plenamente al gober­
nado y que éste pueda imponerse adecuadamente de la decisión que afecta 
su derecho a la libertad personal, por tanto, los requisitos mínimos que debe 
contener la aludida constancia son los siguientes: a) el nombre y apellidos de 
la persona que se pretende detener; b) la causa penal instruida por su pro­
bable participación en la comisión de un hecho que la ley señala como delito, 
previsto y sancionado en el ordenamiento sustantivo aplicable; c) el juez de 
control que la pronunció y d) la fecha en que se expidió. Con tales elementos 
se otorgará certeza y seguridad jurídica al particular, y se asegurará la pre­
rrogativa de defensa contra una detención que no cumpla con la exigencia 
constitucional.

1a. XXIX/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1090/2017. José Antonio Alvara Ponce. 6 de junio de 2018. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AMPARO DIRECTO. EL PLAZO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA 
DEMANDA SE INTERRUMPE CUANDO POR ERROR SE PLANTEÓ 
EN LA VÍA INDIRECTA ANTE EL JUEZ DE DISTRITO. De la interpretación 
constitucionalmente válida del artículo 176, segundo párrafo, de la Ley de 
Amparo se concluye que la regla según la cual la presentación de la demanda 
ante autoridad distinta de la responsable no interrumpe los plazos que para 
su promoción establece esa ley, se actualiza en el caso de una demanda de 
amparo planteada en la vía directa, mas no cuando el quejoso equivoca la vía 
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y presenta su demanda como amparo indirecto ante el Juez de Distrito, pues 
esta última hipótesis, igual que ocurre con una demanda de amparo indirecto 
presentada en la vía directa, se resuelve en los artículos 45 y 47 de la misma 
ley mediante la reconducción de la vía y el envío de la demanda ante el ór­
gano competente, lo cual supone que su presentación se tiene por válida y 
susceptible de interrumpir el plazo respectivo por hacerse bajo las reglas del 
juicio de amparo que se creyó procedente. Así, equiparar el caso de un juicio 
de amparo tramitado erróneamente en la vía indirecta con el supuesto norma­
tivo del artículo 176 citado, sobre la presentación de la demanda de amparo 
directo ante autoridad distinta de la responsable, no sólo resulta en una inter­
pretación que contraviene la unidad y coherencia de la Ley de Amparo, sino 
que también atenta contra los derechos de acceso a la justicia y a un recurso 
efectivo, porque impone al justiciable la carga excesiva de no errar en la deter­
minación de la vía procedente cuyo incumplimiento puede derivar en la extem­
poraneidad de la demanda, cuestión que no está relacionada con las cargas 
procesales razonables que pueden exigirse a los gobernados para la correcta 
administración de justicia, ante la posibilidad de que bajo ciertas circunstan­
cias no resulte fácil la determinación de la vía correcta.

1a. XXX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 723/2018. Carlos Gracida Liceaga, su sucesión. 31 de octubre 
de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien indicó 
que está con el sentido pero por consideraciones distintas, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Her­
nández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALIMENTOS PARA MENORES DE EDAD. EL ARTÍCULO 377 DEL CÓ­
DIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, VIGENTE HASTA 
EL 24 DE SEPTIEMBRE DE 2018, NO ESTABLECE UNA ACCIÓN PER­
SONAL INDEPENDIENTE PARA SU RECLAMO. La Convención sobre los 
Derechos del Niño especifica el deber de atención económica de los niños, sin 
precisar plazos dentro de los cuales deba hacerse efectivo. Sin embargo, dis­
pone que el menor posee derechos desde que nace y, específicamente, desde 
ese momento debe ser cuidado por sus padres. Por ello, prever limitaciones 
en el derecho interno, como lo es que necesariamente deba reclamarse el 
pago de una deuda contraída con motivo de los alimentos otorgados al menor 
a través de una acción personal diversa a la de alimentos, cuya razonabilidad 
no se encuentra justificada, implica una restricción al derecho humano de 
alimentos que no concuerda con la aplicación del principio de mayor benefi­
cio para la persona. Así, no es factible concluir que el reclamo relativo al pago 
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de erogaciones realizadas para satisfacer el derecho de alimentos del menor 
sea considerado sólo una deuda entre deudores alimentarios, en las que el 
acreedor alimentario ya no interviene, ni que los estándares del interés supe­
rior del menor no resulten aplicables, pues el origen de la deuda reclamada 
es precisamente la paternidad o la maternidad, de donde deriva la obligación 
alimentaria de los progenitores. Ahora bien, el artículo 377 del Código Civil para 
el Estado de Guanajuato, vigente hasta el 24 de septiembre de 2018, que prevé 
que cuando el marido no estuviere presente, o estándolo rehusare entregar a 
la mujer lo necesario para los alimentos de ella o de los hijos, será responsable 
de las deudas que la esposa contraiga para cubrir esa exigencia; pero sólo en 
la cuantía estrictamente necesaria para ese objeto, y siempre que no se trate 
de gastos de lujo, no establezca una acción personal independiente para su re­
clamo, ni constituya una acción personal entre ambos deudores alimentarios 
distinta a satisfacer los alimentos del menor. De ahí que no puede considerar­
se que las erogaciones realizadas para satisfacer el derecho de alimentos del 
menor sólo constituyen créditos entre dos diversos deudores alimentarios, 
como son los progenitores.

1a. XXXI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 2209/2016. 1 de marzo de 2017. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disiden­
te: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ALIMENTOS PARA MENORES DE EDAD. NO PUEDE SOLICITARSE 
EL PAGO DE LA DEUDA CONTRAÍDA PARA CUBRIRLOS A TRAVÉS 
DE UNA ACCIÓN PERSONAL DISTINTA A LA DE ALIMENTOS, Y SU­
PEDITADA A CIERTOS REQUISITOS PROPIOS DE UNA RELACIÓN 
DE NEGOCIOS AISLADA DE UN ENFOQUE DE DERECHOS HUMA­
NOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO). La redacción del 
artículo 377 del Código Civil para el Estado de Guanajuato, vigente hasta el 24 
de septiembre de 2018, que establece que cuando el marido no estuviere pre­
sente, o estándolo rehusare entregar a la mujer lo necesario para los alimentos 
de ella o de los hijos, será responsable de las deudas que la esposa contraiga 
para cubrir esa exigencia; pero sólo en la cuantía estrictamente necesaria para 
ese objeto, y siempre que no se trate de gastos de lujo, no justifica desvirtuar 
la naturaleza de los alimentos que deben otorgarse a los menores, ya que 
éstos trascienden la legislación civil y deben verse desde una perspectiva 
constitucional. A partir de la cual la obligación de proporcionar alimentos 
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posee características especiales que la diferencian de las obligaciones origi­
nadas por la voluntad de negociar, por lo que no puede entenderse dicha 
obligación de forma aislada al beneficio de un menor. Así, para esta Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los alimentos caídos tienden 
a satisfacer el derecho fundamental de alimentos que le asiste a un menor, ya 
que la obligación de proporcionarlos es de ambos progenitores. De esta forma 
se garantiza el desarrollo del menor. Por ello, no puede solicitarse el pago de 
la deuda contraída para cubrir la obligación alimentaria a través de una 
acción personal distinta a la de alimentos, y supeditada a ciertos requisitos 
propios de una relación de negocios aislada de un enfoque de derechos huma­
nos, pues ello vulneraría la naturaleza y el fin de los alimentos, analizados 
a la luz del interés superior del menor, y sería contrario al artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

1a. XXXII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 2209/2016. 1 de marzo de 2017. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disiden­
te: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 298, IN­
CISO E, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA, NO VULNERA EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD QUE RIGE A LAS MULTAS. 
El artículo citado faculta al Instituto Federal de Telecomunicaciones para san­
cionar con multa por la infracción a lo dispuesto en la Ley Federal de Tele­
comunicaciones y Radiodifusión y a las disposiciones que de ella deriven. Ahora 
bien, la multa prevista en el inciso E, fracción I, del referido precepto oscila 
entre el 6.01% y hasta el 10% de los ingresos acumulables del infractor que 
preste servicios de telecomunicaciones o radiodifusión sin contar con conce­
sión o autorización. Por su parte, el artículo 301 de la misma normativa esta­
blece que para determinar el monto de las multas, la autoridad debe tomar en 
consideración la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infrac­
tor, la reincidencia y el cumplimiento espontáneo de las obligaciones que die­
ron origen al procedimiento, el cual podrá considerarse como atenuante de la 
sanción. Luego, el ordenamiento de referencia, contiene los parámetros necesa­
rios para que la autoridad administrativa determine el monto de la multa por 
la infracción cometida, lo que, de conformidad con el artículo 298, oscila entre 
un porcentaje mínimo y un máximo de los ingresos, situación que refleja el 
cumplimiento del estándar constitucional exigible. Por consiguiente, el artículo 
298, inciso E, fracción I, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifu­
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sión, no vulnera el principio de proporcionalidad que rige a las multas, previsto 
en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues establece una sanción administrativa pecuniaria en porcentajes deter­
minados entre un mínimo y un máximo, por lo que la autoridad cuenta con un 
parámetro para su individualización, dentro del cual, debe considerar la even­
tual gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, la 
reincidencia y, en su caso, las atenuantes de la sanción, lo que impide un 
tratamiento desproporcionado o desigual y, garantiza la seguridad jurídica 
de los gobernados.

1a. XXXIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 479/2018. Grupo Empresarial Mexicano en Telecomunicaciones, S.A. 
de C.V. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien está con el sentido, pero por consideraciones distintas, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Monserrat Cid 
Cabello.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DAÑO MORAL. SU EXISTENCIA POR LA AFECTACIÓN DEL DERECHO 
AL HONOR EN SU VERTIENTE DE BUENA REPUTACIÓN, NO GOZA 
DE PRESUNCIÓN, SINO QUE DEBE ACREDITARSE. El derecho humano 
al honor, como parte del bloque de los denominados derechos de la persona­
lidad, comprende en su dimensión objetiva, externa o social, a la buena repu­
tación, y ésta tiene como componentes, por una parte, las buenas cualidades 
morales o profesionales de la persona, que pueden considerarse valores respec­
to de ella y, por otra, la buena opinión, consideración o estima, que los demás 
tengan de ella o para con ella por esos valores, y que constituye un bien jurí­
dico de su personalidad, del cual goza como resultado de su comportamiento 
moral y/o profesional; por ende, la buena reputación sí entraña un derecho 
que asiste a todas las personas por igual, y se traduce en la facultad que cada 
individuo tiene de exigir que otro no condicione negativamente la opinión, 
consideración o estima que los demás se han de formar sobre él. En ese sen­
tido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 
que tanto las personas físicas como las morales cuentan dentro de los dere­
chos de su personalidad, con el derecho al honor y a su buena reputación, por 
lo que tienen legitimación para emprender acciones de daño moral cuando 
esos bienes jurídicos son lesionados. Así, cuando se juzguen actos ilícitos con­
cretos que potencialmente puedan lesionar el derecho al honor en su vertiente 
de buena reputación, no es acorde con el contenido y alcance de ese derecho 
sostener que pueda exigirse al accionante que demuestre la existencia y mag­
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nitud de una previa buena reputación, pues ello implicaría negar a ésta la natu­
raleza de derecho fundamental, además, porque es inherente a ese derecho 
presumirla por igual en todas las personas y en todos los casos, y partir de la 
base de su existencia para determinar si los hechos o actos ilícitos materia 
del litigio afectaron esa buena reputación. Ahora bien, la existencia del daño 
moral derivado de la afectación a ese derecho es una cuestión distinta, respecto 
de la cual no es posible sentar su presunción, como una premisa inherente a 
su definición, contenido y alcance, sino que debe acreditarse, porque la presun­
ción de daño en que se sustenta la denominada teoría de la prueba objetiva, 
se justifica en dos razones esenciales: 1) la imposibilidad o notoria dificultad 
de acreditar mediante prueba directa la afectación, derivado de la naturaleza 
intangible e inmaterial de ésta; y, 2) la posibilidad de establecer la certeza de 
la afectación como consecuencia necesaria, lógica y natural u ordinaria, del 
acto o hecho ilícito; condiciones que no necesariamente se actualizan cuando 
se aduce afectación a la buena reputación, ya que ésta implica la existencia 
de factores o elementos externos y la intervención de otras personas, según 
el tipo de interacción o relación existente entre éstas y el afectado, que son 
susceptibles de expresión material y, por tanto, objeto de prueba directa que 
la acredite.

1a. XXXIV/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 3802/2018. Luis Antonio Arrieta Rubín. 30 de enero de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia 
Román Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DAÑO MORAL. EL CAUSADO POR AFECTACIÓN A LA BUENA REPU­
TACIÓN DERIVADA DE REPORTES DE CRÉDITO INGRESADOS POR 
UN USUARIO EN UNA SOCIEDAD DE INFORMACIÓN CREDITICIA, 
NO GOZA DE PRESUNCIÓN. En el caso de registros de reportes de crédito 
hechos por un usuario en una sociedad de información crediticia que se hubie­
ren declarado ilícitos por referirse a créditos inexistentes, falsos, o tratarse 
de registros irregulares, la existencia de daño moral a la buena reputación del 
cliente no goza de presunción a partir de la acreditación del ilícito, pues de 
acuerdo con la regulación establecida en la Ley para Regular las Sociedades 
de Información Crediticia, el sistema de los denominados burós de crédito, tiene 
las siguientes características relevantes: 1) es una base de datos privada cuyo 
acceso está restringido a determinadas personas, a saber: entidades financie­
ras, empresas comerciales, sociedades financieras de objeto múltiple, entida­
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des no reguladas y el propio cliente, de modo que no es un sistema informativo 
abierto, de acceso o difusión pública, sino que el universo de personas que 
potencialmente pueden consultar la información es reducido; 2) recoge infor­
mación de naturaleza crediticia y la finalidad de su otorgamiento a los usua­
rios está vinculada a la realización de operaciones de crédito, especificidades 
que permiten advertir que el historial crediticio de una persona física o moral, 
comúnmente sólo será de interés para su consulta, por parte de un usuario que 
entre en contacto directo con el cliente, en el marco del establecimiento de 
una operación financiera o comercial; 3) el cliente, si es persona física, general­
mente tiene el control para determinar a qué usuario autoriza para consultar 
su información, salvo que sea requerida por autoridad judicial en un proceso 
en el que la persona es parte, o por la autoridad hacendaria federal para los 
fines que permite la ley, y si es persona moral, mantiene ese control de acceso 
a su información cuando los créditos reportados no superen cuatrocientas mil 
unidades de inversión; 4) cuando el cliente esté en desacuerdo con un reporte 
de crédito por considerarlo irregular, incorrecto, inexistente o falso, puede 
reclamarlo en cuanto tiene conocimiento del mismo, y a partir de ese momen­
to, dicho reporte de crédito se identifica en la base de datos como impugnado 
a través de la clave correspondiente, lo que permite al usuario que consulta 
el historial crediticio de una persona física o moral en ese intervalo de la recla­
mación, saber que en relación con ese registro existe una disputa entre el clien­
te y el acreedor; y 5) la información crediticia de una persona física o moral 
habida en el sistema, es ponderable por el usuario que la consulta, para los 
efectos de la operación financiera o comercial que tiene o pretende estable­
cer con el cliente, pero queda enteramente a su voluntad decidir si esa infor­
mación determina la celebración o no del acto jurídico o si ésta incidirá en 
sus términos y condiciones; incluso, dado que existe un contacto directo 
entre usuario y cliente, que permite el diálogo sobre los reportes de crédito, si 
el usuario determinara no celebrar la operación financiera o comercial deri­
vado de dicha información, así debe informarlo expresamente al cliente, de 
modo que existirá una manifestación material de la afectación susceptible 
de ser acreditada con prueba directa. De las anteriores notas se advierte que, el 
daño moral por afectación a la buena reputación del cliente no se genera inde­
fectiblemente por la mera existencia del reporte de crédito que finalmente 
resulte ilícito, ya que no se puede establecer que en todos los casos la infor­
mación crediticia trascenderá o tendrá un efecto negativo en la opinión, con­
sideración o estima que el usuario llegue a formarse del cliente en el ámbito 
financiero o comercial crediticio, de ahí que no sea consustancial al derecho 
presumir la existencia de ese tipo de daño.

1a. XXXV/2019 (10a.)
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Amparo directo en revisión 3802/2018. Luis Antonio Arrieta Rubín. 30 de enero de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia 
Román Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PENSIÓN COMPENSATORIA DERIVADA DE LA TERMINACIÓN DEL 
CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 291 QUINTUS, ÚLTIMO PÁRRAFO, 
DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE 
PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, VULNERA EL DERECHO A LA IGUAL­
DAD Y NO DISCRIMINACIÓN. En los artículos 288 y 291 Quintus, último 
párrafo, del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de 
México, se prevé que para los casos de divorcio y de terminación de concu­
binato el excónyuge o el exconcubino que haya desarrollado una dependen­
cia económica durante la relación y tenga necesidad de percibir alimentos, 
podrá exigirlos. Además, señalan que dicha obligación será periódica y por 
un monto fijado atendiendo a las necesidades del acreedor y las posibilida­
des del deudor. En el mismo tenor, prevén que la obligación subsistirá por un 
lapso igual al que duró la relación de matrimonio o concubinato, según sea el 
caso, salvo que se actualice diversa causal de extinción dispuesta en dicho 
ordenamiento legal. De lo anterior se desprende que la finalidad de la subsis­
tencia de la obligación alimentaria una vez terminada la relación de que se 
trate –matrimonio, concubinato– coincide en que es una medida de protec­
ción para aquel miembro de la unión familiar, que por alguna razón no tiene 
la posibilidad de allegarse alimentos, derivado de la dinámica interna del 
grupo familiar. Ahora bien, no obstante que la finalidad de la subsistencia 
alimentaria coincide en ambas figuras, el legislador local previó un tratamien­
to diferenciado en cuanto al periodo o plazo durante el cual es exigible la 
pensión alimenticia; así en el caso del matrimonio este derecho se extingue 
cuando haya transcurrido un término igual a la duración del matrimonio, por 
lo que mientras transcurra ese término siempre podrá ejercitarse el derecho 
a obtener una pensión alimenticia, en cambio, en el concubinato, se prevé 
que este derecho podrá ejercitarse sólo durante el año siguiente a la cesación 
del concubinato. Luego, el citado artículo 291 Quintus, último párrafo, del 
Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, vul­
nera el derecho a la igualdad y no discriminación, toda vez que la diferencia 
de trato entre cónyuges y concubinos en relación con el plazo para solicitar 
pensión no está justificada, pues la finalidad de ambas figuras es equili­
brar las distintas realidades económicas en que se colocan las personas por 
una determinada distribución de las labores familiares durante el tiempo que 
duró el vínculo, independientemente de la forma en que hayan decidido unirse. 



191INFORME DE LA PRIMERA SALA 2019

Por lo que, a la luz del derecho de las personas para acceder a un nivel de 
vida digno, resulta discriminatorio que las que decidieron unirse en matrimo­
nio cuenten con un plazo flexible que atiende a la duración del vínculo matri­
monial para exigir una pensión compensatoria, mientras que los concubinos 
están limitados a ejercer su derecho en un plazo de un año, sin que la duración 
de su unión familiar sea relevante.

1a. XXXVI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 5630/2017. Georgina Ramírez Pérez y otra. 10 de octubre de 
2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernán­
dez. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano.

Amparo directo en revisión 3703/2018. María Gabriela Canseco Ochoa y otro. 31 de octu­
bre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes Heroles Scharrer.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

BENEFICIOS PRELIBERACIONALES PREVISTOS EN LA LEY NA­
CIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. LAS PERSONAS CONDENADAS 
BAJO EL SISTEMA PROCESAL TRADICIONAL SÍ PUEDEN SOLICI­
TARLOS. Conforme a los artículos transitorios de dicha ley, la intención del 
legislador al emitirla fue derogar los distintos beneficios preliberacionales 
previstos tanto en el Código Penal Federal como en las legislaciones especia­
les de la Federación y las relativas a las entidades federativas, para que sólo 
fueran aplicables los establecidos en la Ley Nacional de Ejecución Penal. 
De igual forma, dispuso que los procedimientos que se encuentren en trámi­
te a su entrada en vigor, deberán sustanciarse en términos de la legislación 
vigente al inicio de éstos, pero aplicando los mecanismos de control jurisdic­
cional previstos en la ley nacional aludida, de acuerdo con el principio de 
mayor beneficio para la persona contenido en el artículo 1o. de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ahora bien, los beneficios 
preliberacionales, al constituir mecanismos de control jurisdiccional, no im­
pactan en un tema procesal sino en un aspecto sustantivo al estar vinculados 
directamente con la libertad personal, la igualdad de los sentenciados y su 
derecho a la reinserción social, de ahí que no sea aplicable la excepción con­
tenida en el artículo cuarto transitorio del decreto de reforma constitucional 
que implementó el sistema de justicia penal acusatorio y oral, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008. Por ende, si esos bene­
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ficios inciden en las afectaciones a la libertad personal derivadas de la pena 
que el legislador considera necesaria para cumplir con los fines sustantivos 
de ésta, no hay razón para dar un trato desigual a los condenados bajo siste­
mas procesales distintos, si los beneficios introducidos por la Ley Nacional 
de Ejecución Penal resultan más favorables a los solicitantes conforme al re­
ferido principio. Así, el referente para su otorgamiento que prevé esta ley, no 
radica en el sistema procesal en que fueron juzgados los peticionarios de la 
medida, sino en que ésta les sea más benéfica. Por lo tanto, en atención al ré­
gimen transitorio aludido y al principio de interpretación más favorable para 
la persona, los beneficios preliberacionales contenidos en la Ley Nacional de 
Ejecución Penal sí pueden ser solicitados por personas condenadas bajo el 
sistema procesal penal tradicional, porque constituyen mecanismos de con­
trol jurisdiccional y no existe justificación alguna que permita negarles el 
acceso a los beneficios de los que actualmente gozan los sentenciados bajo 
el sistema procesal penal acusatorio oral, pues se encuentran en idénticas 
condiciones de reclusión.

1a. XXXVII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 762/2018. Leonor Rivera Ramírez. 23 de enero de 2019. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto aclaratorio, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Disidentes: Luis María Aguilar 
Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de minoría. Ponen­
te: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

LIBERTAD ANTICIPADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 141 DE LA LEY 
NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. LAS PERSONAS QUE FUERON 
CONDENADAS BAJO EL SISTEMA PROCESAL TRADICIONAL SÍ 
PUEDEN SOLICITARLA. El precepto citado establece el beneficio prelibera­
cional de libertad anticipada, la cual extingue la pena de prisión y otorga la 
libertad al sentenciado bajo ciertos requisitos que debe observar el Juez de 
ejecución –autoridad judicial especializada del fuero federal o local, compe­
tente para resolver las controversias en materia de ejecución penal–, con la 
salvedad de que no gozarán de la libertad aludida los sentenciados por delitos 
en materia de delincuencia organizada, secuestro y trata de personas. Ahora 
bien, conforme al régimen transitorio de la Ley Nacional de Ejecución Penal y 
al principio de interpretación más favorable para la persona, contenido en el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ese 
beneficio constituye un mecanismo de control jurisdiccional que impacta en 
un aspecto sustantivo vinculado directamente con la libertad personal, la igual­
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dad de los sentenciados y su derecho a la reinserción social, por lo que no 
es dable el desechamiento de plano de los incidentes promovidos por perso­
nas que fueron condenadas a través de procedimientos iniciados durante el 
sistema procesal penal tradicional, bajo el argumento de que se actualiza 
la excepción contenida en el artículo cuarto transitorio del decreto de reforma 
constitucional que implementó el nuevo sistema de justicia penal acusatorio 
y oral, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 18 de junio de 2008. 
De ahí que las personas que fueron condenadas bajo el sistema procesal 
tradicional pueden solicitar la libertad anticipada prevista en el artículo 141 
de la Ley Nacional de Ejecución Penal, para que el Juez de ejecución compe­
tente sustancie el incidente respectivo y determine si es dable o no que el 
solicitante obtenga dicho beneficio conforme a los requisitos que establece 
el propio artículo 141 y el debate que sostengan las partes durante el desarrollo 
de la audiencia, en los términos del procedimiento jurisdiccional previsto en 
la ley referida.

1a. XXXVIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 762/2018. Leonor Rivera Ramírez. 23 de enero de 2019. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto aclaratorio, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Disidentes: Luis María Aguilar 
Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de minoría. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 298, 
INCISO E), FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA, NO VULNERA EL 
PRINCIPIO DE IGUALDAD. El artículo citado faculta al Instituto Federal de 
Telecomunicaciones para sancionar con multa por el equivalente de 6.01% 
hasta 10% de los ingresos de la persona infractora que preste servicios de 
telecomunicaciones o radiodifusión sin contar con concesión o autorización, 
a diferencia de lo previsto en el diverso inciso A) que sanciona con multa por 
el equivalente de 0.01% y hasta 0.75% de los ingresos del concesionario o 
autorizado por presentar de manera extemporánea avisos, reportes, documen­
tos o información, contravenir las disposiciones sobre homologación de equipos 
y cableados e incumplir con las obligaciones de registro establecidas en el 
mismo ordenamiento, con la precisión de que en caso de que se trate de la pri­
mera infracción, el Instituto amonestará al infractor por única ocasión. La dife­
rencia de trato que existe en los supuestos mencionados no viola el principio 
de igualdad, pues las conductas que se sancionan son diferentes y los sujetos 
a los que va dirigida la norma se encuentran en planos jurídicos diferentes. 
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Por ello, es lógico y razonable que se contemple la amonestación por única 
ocasión al titular de una concesión o autorización en los supuestos descritos, 
en caso de que se trate de la primera infracción, pues es una advertencia 
donde se le hacen saber las consecuencias de su actuar y se le exhorta a cum­
plir con las obligaciones, y que no se contemple la amonestación para la per­
sona infractora que preste los servicios de telecomunicaciones o radiodifusión 
pero sin contar con concesión o autorización. Por consiguiente, la porción norma­
tiva citada al rubro, cumple con la finalidad prevista en el artículo 28 de la 
Constitución Federal, consistente en establecer un régimen de sanciones en 
materia de telecomunicaciones y radiodifusión.

1a. XXXIX/2019 (10a.)

Amparo en revisión 479/2018. Grupo Empresarial Mexicano en Telecomunicaciones, S.A. 
de C.V. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien está con el sentido, pero por consideraciones distintas, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Monserrat Cid 
Cabello.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA FIGURA DE "ESTADO DE IN­
TERDICCIÓN" NO ES ARMONIZABLE CON LA CONVENCIÓN SOBRE 
LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. La capa­
cidad jurídica es un atributo universal, inherente a todas las personas en 
razón de su condición humana y no hay ninguna circunstancia que permita 
privar a una persona del derecho al reconocimiento como tal ante la ley o que 
permita limitar ese derecho. En este sentido, el reconocimiento de la capa­
cidad jurídica está vinculado de manera indisoluble con el disfrute de otros 
derechos humanos como el de acceso a la justicia, a la igualdad y a la no dis­
criminación, al debido proceso, al de audiencia, al de una vida independiente, 
a la privacidad, a la libertad de expresión, a la participación e inclusión en la 
sociedad, etcétera, por lo que la figura de "estado de interdicción" no es armoni­
zable con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

1a. XL/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis 
María Aguilar Morales, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto con­
currente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LOS ARTÍCULOS 23 Y 450 DEL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO, REALIZAN UNA DISTINCIÓN BASADA EN 
UNA CATEGORÍA SOSPECHOSA (DISCAPACIDAD) Y, POR ENDE, 
VIOLAN LOS DERECHOS HUMANOS A LA IGUALDAD Y A LA NO 
DISCRIMINACIÓN. Si bien en el amparo en revisión 159/2013 la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que el estado de 
interdicción admitía una interpretación conforme, de una nueva reflexión en 
clave evolutiva de los derechos humanos y con la finalidad de hacer operativa 
la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, esta Sala 
considera que los artículos 23 y 450 del Código Civil para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, son inconstitucionales y no admiten 
interpretación conforme al violar el derecho a la igualdad y a la no discrimina­
ción, ya que realizan una distinción basada en una categoría sospechosa 
como es la discapacidad. En este sentido, el estado de interdicción parte de 
una premisa de sustitución de voluntad, paternalista y asistencialista que no 
reconoce derechos humanos, pues en lugar de buscar que la propia persona 
con discapacidad adopte sus decisiones, se designa a un tutor para que tome 
sus decisiones legales. Además, la figura de interdicción se centra en la emi­
sión de un dictamen emitido por un médico alienista que declara sobre las 
deficiencias de la persona y que justifican la privación de su capacidad jurí­
dica, claramente el juicio de interdicción se centra en la deficiencia, sin con­
siderar las barreras del entorno. Por tanto, de la lectura de los preceptos 
citados es posible inferir que una vez que está materialmente probada la dis­
capacidad de la persona, esto es, diagnosticada su deficiencia, entonces 
puede ser declarada en estado de interdicción, lo cual, para efectos del artícu­
lo 23 del código aludido, implica que la persona es incapaz y su capacidad de 
ejercicio debe restringirse. A juicio de este Máximo Tribunal, el estado de in­
terdicción es una restricción desproporcionada al derecho a la capacidad 
jurídica y representa una injerencia indebida que no es armonizable con la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ya que 
la supresión de la capacidad jurídica supone una sustitución completa de la 
voluntad de la persona con discapacidad, pues el propio artículo menciona, 
sin ambigüedad o vaguedad alguna, que las personas incapaces sólo podrán 
ejercer sus derechos mediante sus representantes. De este modo, el estado 
de interdicción representa el más claro ejemplo del modelo de sustitución de 
la voluntad, y al tomar en cuenta las características y condiciones individua­
les de la persona, niega como premisa general que todas las personas tienen 
derecho a la capacidad jurídica.

1a. XLI/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis 
María Aguilar Morales, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto con­
currente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL DÉFICIT DE LA CAPACIDAD 
MENTAL NO DEBE UTILIZARSE COMO JUSTIFICACIÓN PARA NEGAR 
SU CAPACIDAD JURÍDICA. La capacidad jurídica consiste tanto en la 
capacidad de ser titular de derechos y obligaciones (capacidad de goce) 
como en la de ejercerlos (capacidad de ejercicio). En ese sentido, la capaci­
dad jurídica y la toma de decisiones (autonomía de la voluntad) son concep­
tos estrechamente vinculados y constituyen herramientas fundamentales 
para que una persona pueda participar en la vida jurídica, pero también tiene 
su impacto en la vida cotidiana; ambos conceptos parten de una tradición 
civilista y se han proyectado como derechos humanos. Ahora bien, la capaci­
dad mental se refiere a la aptitud de una persona para adoptar decisiones 
que, naturalmente, varían de una persona a otra y puede ser diferente para 
una persona determinada en función de distintos factores, como pueden ser 
ambientales y sociales. Así, el hecho de que una persona tenga una discapa­
cidad o una deficiencia no debe ser motivo para negarle la capacidad jurídica 
ni derecho alguno. En consecuencia, el déficit en la capacidad mental no 
debe utilizarse como justificación para negar su capacidad jurídica, pues con 
ello se contraviene el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, que se reconoce expresa e indudablemente su 
derecho a la capacidad jurídica, sin excepción alguna, sin que se haga dife­
rencia entre discapacidades. Así, el derecho a la capacidad jurídica no es una 
cuestión de inteligencia en las decisiones que se adoptan, ni debe estar liga­
da a las condiciones mentales, ya que se basa simplemente en el reconocimien­
to de la voluntad de todo ser humano como elemento central del sistema de 
derechos.

1a. XLII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, Luis María Aguilar Morales, quien reservó su derecho para formular voto con­
currente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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PERSONAS CON DISCAPACIDAD. SISTEMA DE APOYOS PARA EL 
EJERCICIO DE SU CAPACIDAD JURÍDICA. El artículo 12 de la Conven­
ción sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad postula como 
principio universal la capacidad jurídica y exige que se proporcione el apoyo 
necesario para su ejercicio. Esto es, se parte de la premisa de que existen 
diversas maneras de ejercer esa capacidad, pues algunas personas requie­
ren de cierto tipo de apoyos y otras de distinta clase, sin menoscabo de la 
capacidad misma, lo cual es acorde con la diversidad que existe entre todas 
las personas. En consecuencia, no debe negarse a las personas con discapaci­
dad su capacidad jurídica, sino que debe proporcionárseles acceso al sistema 
de apoyos que necesiten para ejercerla y para tomar decisiones, asumiendo 
que cada tipo de discapacidad requiere de unas medidas específicas en vir­
tud de su condición particular y de sus requerimientos personales, con el 
fin de que puedan ejercer plenamente y por sí mismas su autonomía y todos 
sus derechos.

1a. XLIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis 
María Aguilar Morales, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto con­
currente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL ESTADO DEBE PRESTAR UN 
SISTEMA DE APOYOS PARA EL EJERCICIO DE SU CAPACIDAD JU­
RÍDICA CONFORME A LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS 
DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. El sistema de apoyos es una 
obligación estatal derivada del artículo 12, numeral 3, de la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad, cuya finalidad es hacer efec­
tivos los derechos de estas personas, garantizar su autonomía en las activida­
des de la vida cotidiana y fortalecer el ejercicio de su capacidad jurídica. Así, 
se trata de una obligación vinculada a la persona porque busca auxiliarla en 
una serie de actividades diferentes. En este sentido, el Estado debe prestar un 
sistema de apoyos para garantizar que las personas con discapacidad pue­
dan ejercer su facultad de elección y control sobre su propia vida y sobre sus 
opiniones, sin importar su deficiencia, ni tener que seguir las opiniones de 
quienes atienden sus necesidades. Por tanto, el sistema de apoyos está enfo­
cado a facilitar la expresión de una voluntad libre y verdadera y hace referen­
cia a todas aquellas medidas que son necesarias para ayudar a la persona 
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con discapacidad en general a ejercer su capacidad jurídica en igualdad de con­
diciones que las demás personas, con objeto de aumentar su nivel de auto­
nomía en la vida cotidiana y en el ejercicio de sus derechos. Asimismo, la 
necesidad de apoyos se presenta ante la existencia de barreras en el entorno, 
ya sean ambientales, sociales, jurídicas, etcétera, por lo que el sistema de 
apoyos debe diseñarse a partir de las necesidades y circunstancias concretas 
de cada persona y puede estar conformado por una persona, un familiar, pro­
fesionales en la materia, objetos, instrumentos, productos y, en general, por 
cualquier otra ayuda que facilite el ejercicio pleno de los derechos de las 
personas con discapacidad en igualdad de condiciones que las demás, de 
manera que el tipo y la intensidad del apoyo prestado variarán notablemente 
de una persona a otra en virtud de la diversidad de personas con discapaci­
dad y a las barreras del entorno.

1a. XLIV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis 
María Aguilar Morales, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto con­
currente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LAS SALVAGUARDIAS PROPOR­
CIONADAS POR EL ESTADO PARA IMPEDIR ABUSOS EN LAS ME­
DIDAS RELATIVAS AL EJERCICIO DE SU CAPACIDAD JURÍDICA 
DEBEN SER REVISABLES PARA QUE CUMPLAN EFECTIVAMENTE 
CON SU FUNCIÓN. De conformidad con el artículo 12 de la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, el establecimiento de 
salvaguardias para impedir abusos en las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica tiene como finalidad asegurar que las medidas relativas 
al ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las pre­
ferencias de la persona con discapacidad, así como para que no haya conflicto 
de intereses o alguna influencia indebida. Para garantizar lo anterior, las sal­
vaguardias deberán examinarse periódicamente por una autoridad o un órgano 
judicial competente e imparcial, esto es, deben ser revisables para que cum­
plan efectivamente con su función, por lo que cualquier persona que tenga co­
nocimiento de una influencia indebida o un conflicto de interés puede dar parte 
al Juez, constituyendo así una salvaguardia. En ese sentido, la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que mediante el sis­
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tema de apoyos y salvaguardias debe garantizarse el respeto de los derechos, 
la voluntad y las preferencias de las personas con discapacidad, de manera 
que el denominado "interés superior" debe sustituirse por la "mejor interpre­
tación posible de la voluntad y las preferencias". Así, el mayor interés no con­
siste en que otro decida, sino en procurar que la persona con discapacidad 
disponga del máximo de autonomía para tomar decisiones por sí misma sobre 
su vida y, por ello, deben instaurarse mecanismos de asistencia para que pueda 
tomar sus propias decisiones al igual que los demás miembros de la socie­
dad, esto es, favorecer su autonomía.

1a. XLV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis 
María Aguilar Morales, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto con­
currente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA NEGACIÓN DE SU CAPACIDAD 
JURÍDICA CONSTITUYE UNA BARRERA PARA EJERCER SU DERE­
CHO A UNA VIDA INDEPENDIENTE. El derecho de las personas con dis­
capacidad a vivir en forma independiente y a ser incluidas en la comunidad 
implica tener libertad de elección, así como capacidad de control sobre las de­
cisiones que afectan su propia vida; además, implica que cuenten con todos 
los medios necesarios para que puedan tomar opciones, ejercer el control sobre 
sus vidas y adoptar todas las decisiones que les afecten. En ese sentido, una 
de las barreras para ejercer el derecho aludido consiste en la negación de la 
capacidad jurídica, ya sea mediante leyes y prácticas oficiales o de facto por 
la sustitución en la adopción de decisiones relativas a los sistemas de vida. 
Así, el derecho a una vida independiente no es compatible con la promoción 
de un estilo o sistema de vida individual "predeterminado", pues la elección de 
cómo, dónde y con quién vivir es la idea central del derecho referido y a ser 
incluido en la comunidad. Por tanto, las decisiones personales no se limi­
tan al lugar de residencia, sino que abarcan todos los aspectos del sistema 
de vida de la persona como pueden ser sus horarios, rutinas, modo y estilo de 
vida, tanto en la esfera privada como en la pública y en lo cotidiano como a 
largo plazo.

1a. XLVI/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis 
María Aguilar Morales, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto con­
currente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EL ESTADO DE INTERDICCIÓN 
VULNERA SU DERECHO A UNA VIDA INDEPENDIENTE Y A SER IN­
CLUIDAS EN LA COMUNIDAD AL NEGARLES LA CAPACIDAD JURÍ­
DICA. El estado de interdicción de las personas con discapacidad vulnera su 
derecho a una vida independiente y a ser incluidas en la comunidad conte­
nido en el artículo 19 de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, pues se basa en un modelo de sustitución de voluntad en 
el que el tutor es quien decide todas las cuestiones sobre la vida de aquellas 
sujetas a interdicción. La independencia, como forma de autonomía personal, 
implica que la persona con discapacidad no sea privada de la posibilidad de 
elegir y controlar su modo de vida, así como sus actividades cotidianas, pues 
las decisiones personales no se limitan al lugar de residencia, sino que abar­
can todos los aspectos de su sistema de vida (como pueden ser sus horarios, 
sus rutinas, su modo y estilo de vida, tanto en la esfera privada como en la 
pública y en lo cotidiano como a largo plazo). En este sentido, el derecho a una 
vida independiente está vinculado al reconocimiento y al ejercicio de la capa­
cidad jurídica, pues una de las barreras para ejercer este derecho consiste en 
la negación de la capacidad jurídica, que es la base para que las personas 
con discapacidad logren vivir de forma independiente en la comunidad.

1a. XLVII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, Luis María Aguilar Morales, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda 
Diez de Sollano.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA FIGURA DE "ESTADO DE IN­
TERDICCIÓN" FOMENTA ESTEREOTIPOS QUE IMPIDEN SU PLENA 
INCLUSIÓN EN LA SOCIEDAD. La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha señalado que las normas funcionan como medios 
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textuales a través de los cuales podrían configurarse mensajes que conllevan 
un juicio de valor negativo. Desde esta perspectiva, la figura de "estado de 
interdicción" de las personas con discapacidad tiene como consecuencia 
que se transmita el mensaje de que tienen un padecimiento que sólo puede 
ser "tratado" o "mitigado" a través de medidas extremas como la restricción 
absoluta de la capacidad de ejercicio. Esta forma de ver y concebir la disca­
pacidad implica tratar a las personas con discapacidad como meros objetos 
de cuidado y no como sujetos de derechos, pues se parte de la premisa de que 
la discapacidad inhabilita por completo a la persona, además de que se pone 
un énfasis en la deficiencia. En ese sentido, esta concepción refuerza la idea 
de que sólo mediante la sustitución de la voluntad de la persona con discapa­
cidad se "mitigan" los efectos de la discapacidad y, por ende, las barreras y 
actitudes sociales permanecen inalteradas. Así, el estado de interdicción, al 
prever la restricción absoluta de la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad, fomenta estereotipos que impiden su plena inclusión en la so­
ciedad pues las invisibiliza y excluye, al no permitirles conducirse con autono­
mía e interactuar con los demás grupos, personas e intereses que la componen.

1a. XLVIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1368/2015. 13 de marzo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis 
María Aguilar Morales, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto con­
currente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de 
Sollano.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TARJETAS BANCARIAS. EL NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN PERSONAL 
(NIP) MEDIANTE EL CUAL SE AUTORIZAN OPERACIONES COMER­
CIALES, TIENE EL CARÁCTER DE UNA FIRMA ELECTRÓNICA. El Banco 
de México, en atención al desarrollo del sistema financiero y la protección de 
los intereses de los usuarios, incentivó a las instituciones financieras emiso­
ras de tarjetas bancarias para que adoptaran las medidas adicionales a fin 
de reducir riesgos derivados del uso de tales instrumentos en transacciones 
comerciales. Por tanto, la gran mayoría de dichas instituciones optaron por 
sustituir la firma autógrafa de sus clientes, con el uso obligatorio de un nú­
mero de identificación personal (NIP), como herramienta de autenticación en 
las operaciones comerciales de los tarjetahabientes. Ahora bien, de conformi­
dad con lo dispuesto por el artículo 89 del Código de Comercio, la firma elec­
trónica se constituye por los datos aparejados a un mensaje de datos, el cual 
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debe entenderse como la información generada, enviada, recibida, archivada 
o comunicada mediante algún medio electrónico, y entre tales medios se en­
cuentra el intercambio de información estructurada bajo alguna norma téc­
nica o formato convenido; la cual sirve para identificar al firmante y vincular 
su consentimiento con el acto comercial que se realiza. Por tanto, la natura­
leza jurídica del NIP es la de una firma electrónica simple, de conformidad con 
el precepto legal aludido, en atención a que se trata de datos consignados, 
adjuntados o asociados en un mensaje de datos, los cuales sirven tanto para 
identificar al firmante, como para indicar que éste aprueba la información 
contendida en el mensaje de datos.

1a. XLIX/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 128/2018. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Sexto Circuito. 9 de enero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros: 
Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, pues no contiene el tema de fondo que se 
resolvió en la contradicción de tesis de la cual deriva.

La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 128/2018, apa­
rece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de mayo de 
2019 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 66, Tomo II, mayo de 2019, página 1157.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA SUSPENSIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO POR ENCONTRARSE PENDIENTE DE RESO­
LUCIÓN UN MEDIO DE DEFENSA EN CONTRA DEL ACTO REPU­
TADO COMO DAÑOSO, NO VULNERA EL DERECHO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA. El artículo 18, último párrafo, de la Ley Federal de Responsabili­
dad Patrimonial del Estado, al prever que la autoridad que conozca del proce­
dimiento respectivo, deberá suspenderlo cuando esté pendiente de resolución 
un medio de defensa por virtud del cual el reclamante haya controvertido el 
acto reputado como dañoso y que dicha suspensión subsistirá hasta que en 
el medio de defensa se dicte una resolución que cause estado, no vulnera el 
derecho de acceso a la justicia, ya que en el citado precepto, se establece 
el momento en el cual deberá ser reanudado el procedimiento mencionado, 
pues la duración de la suspensión estará sujeta al plazo específico previsto 
en la ley adjetiva que rija el medio de defensa interpuesto. Lo anterior encuen­
tra su racionalidad en la existencia de múltiples medios de defensa a través 
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de los cuales el reclamante puede controvertir el acto reputado como dañoso, 
mismos que se encuentran sujetos a una diversidad de plazos y términos 
para su resolución, por lo que sería inviable prever un solo término para levan­
tar la suspensión, soslayando que no en todos los procedimientos que puede 
intentar el reclamante se dictan resoluciones con la misma temporalidad.

1a. L/2019 (10a.)

Amparo en revisión 39/2019. Alicia Luna Araiza. 10 de abril de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Norma Lucía Piña Hernández y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha 
Mercado.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL, 
PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PAR­
TIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL APOYARSE EN UN NUEVO SU­
PUESTO DE DESCONSOLIDACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. Al abrogar la Ley del Impuesto sobre la 
Renta vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, y no incluir en la vigente a partir 
del 1 de enero de 2014 el régimen de consolidación fiscal, el legislador elimi­
nó el citado régimen y tomó esa circunstancia como detonante para ordenar la 
desconsolidación de los grupos de empresas que vinieran tributando de ma­
nera consolidada. Ahora, con independencia de que hasta el ejercicio fiscal 
de 2013 se previeran supuestos específicos para proceder a la desconsolida­
ción, ello no implica que las sociedades controladoras hubiesen adquirido el 
derecho a desconsolidar exclusivamente bajo esas hipótesis, porque en tanto 
no se actualizaran los supuestos respectivos, sólo contaban con una expecta­
tiva de desconsolidar conforme a la ley abrogada, a partir de la cual no se 
generó una situación concreta y menos un derecho a no desconsolidar mien­
tras no se verificara alguno de los supuestos contenidos en esa ley anterior. 
Asimismo, en tanto esas sociedades nunca se ubicaron en alguna de las hi­
pótesis de desconsolidación previstas en la ley abrogada (supuesto), es claro 
que tampoco se desplegaron los efectos jurídicos correlativos (consecuen­
cia), de lo cual se sigue que la nueva ley puede regular situaciones o circuns­
tancias no alcanzadas por los supuestos y consecuencias previstos en la ley 
anterior. Así, el esquema de salida de la consolidación fiscal bajo un nuevo 
supuesto de desconsolidación (eliminación del régimen), previsto en el ar­
tículo noveno, fracciones XV y XVIII, de las disposiciones transitorias de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en rela­
ción con los artículos 71 y 71-A de dicha ley vigente hasta el 31 de diciembre 
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de 2013, no viola el principio de irretroactividad de la ley contenido en el ar­
tículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque 
no desconoce derechos adquiridos ni modifica o altera supuestos y/o conse­
cuencias de éstos surgidos conforme a la ley vigente hasta 2013, tomando 
en cuenta que, hasta ese ejercicio fiscal, las sociedades controladoras 
tuvieron la oportunidad de diferir el pago del tributo conforme al citado régi­
men tributario.

1a. LI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres 
votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su de­
recho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez 
López.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. LA ELIMINACIÓN DEL RÉGIMEN DE CONSOLIDACIÓN FIS­
CAL Y EL ESQUEMA DE SALIDA CORRESPONDIENTE PREVISTO EN 
LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2014, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTI­
MA. Tomando en consideración que el legislador cuenta con amplias faculta­
des para configurar el sistema tributario –a fin de establecer una tasa, una 
contribución, un beneficio fiscal, o para crear, modificar o eliminar un deter­
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minado régimen fiscal–, y los contribuyentes bajo ninguna circunstancia pue­
den tener la previsibilidad de que los aspectos tributarios se mantendrán de 
igual forma de un momento a otro, se concluye que la eliminación del régi­
men de consolidación fiscal y el esquema de salida correspondiente, previsto 
en el artículo noveno, fracciones XV y XVIII, de las disposiciones transitorias 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en 
relación con los artículos 71 y 71-A de dicha ley vigente hasta el 31 de diciem­
bre de 2013, no violan el principio de confianza legítima derivado del derecho 
a la seguridad jurídica y, en el caso de actos legislativos, derivado específica­
mente del derecho a la irretroactividad de la ley, contenido en el artículo 14 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque las socie­
dades controladoras no tienen un derecho adquirido para continuar tributan­
do conforme al citado régimen especial una vez abrogada la ley que lo 
contenía, ni pueden albergar esperanza alguna de que aquél permanecería 
hacia el futuro, situación que, en el mejor de los casos, entrañaría una expec­
tativa de derecho que no se materializó en la esfera jurídica de dichas socie­
dades y, consecuentemente, dio pauta para que el legislador, en uso de sus 
amplias facultades para eliminar regímenes de tributación como el señalado, 
estableciera además las consecuencias jurídicas correspondientes, a efecto 
de obligar a determinar y enterar el impuesto pendiente de pago al 31 de di­
ciembre de 2013. Así, las sociedades controladoras no pueden sostener váli­
damente que la desaparición del referido régimen suscitó cambios 
sorpresivos, inmediatos y sin justificación urgente, provocando una afecta­
ción a sus decisiones de negocios, estrategias comerciales, planeaciones fi­
nancieras y futuros negocios en relación con el cumplimiento de sus 
obligaciones fiscales, pues no pueden confiar en que dicho régimen perma­
necería por determinado lapso o en que el legislador lo mantendría indefini­
damente, máxime que el pago del impuesto diferido con motivo de la 
desconsolidación a partir de 2014 presupone la obtención de ingresos suficien­
tes para hacer frente a la obligación contributiva y, por ende, no pueden re­
sentir afectaciones como las señaladas ni comprometer su liquidez de manera 
trascendental.

1a. LII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 



206 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su de­
recho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez 
López.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL 
PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR 
DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL CONTENER LOS ELEMENTOS NECESA­
RIOS PARA CUMPLIR LA OBLIGACIÓN DE PAGO SIN GENERAR 
CONFUSIÓN O AMBIGÜEDAD, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LEGA­
LIDAD TRIBUTARIA Y DE SEGURIDAD JURÍDICA. El esquema de refe­
rencia prevé la obligación sustancial a cargo de las sociedades controladoras, 
consistente en determinar y enterar el impuesto sobre la renta diferido con 
motivo de la consolidación y que al 31 de diciembre de 2013 no se hubiese 
pagado al fisco federal, así como 3 mecánicas excluyentes entre sí claramente 
identificadas para cumplir con ese propósito (desconsolidar al grupo), con­
templando los conceptos o partidas a considerar (pérdidas fiscales, pérdidas 
por enajenación de acciones, dividendos contables, conceptos especiales de 
consolidación, comparación de RUFINES, CUFINES y R-CUFINES, según el 
caso), y las operaciones aritméticas indispensables para determinar los mon­
tos del impuesto sobre la renta a pagar, así como el impuesto al activo que 
con motivo de la desconsolidación deberá enterarse o será susceptible de 
recuperación. Ahora bien, la descripción y el funcionamiento del esquema alu­
dido puede realizarse a partir del texto legal mismo y ello evidencia que su 
comprensión está al alcance de los contribuyentes, quienes no se encuentran 
expuestos a arbitrariedad alguna por parte de las autoridades exactoras, porque 
en tanto la norma establece y desarrolla con suficiente claridad la amplitud 
de la obligación tributaria, así como los procedimientos que deben seguirse 
para darle cumplimiento, éstas no tendrán margen para aplicarlas a su capricho 
o conforme a su laxo criterio. De ahí que el esquema de salida de la consoli­
dación fiscal, previsto en el artículo noveno, fracciones XV y XVIII, de las dis­
posiciones transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir 
del 1 de enero de 2014, en relación con los artículos 71 y 71-A de dicha ley 
vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, no viola los principios de legalidad 



207INFORME DE LA PRIMERA SALA 2019

tributaria y seguridad jurídica contenidos en los artículos 31, fracción IV, y 14 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque en una 
ley en sentido formal y material quedan establecidos los elementos necesa­
rios para cumplir con la obligación contributiva en un grado de comprensión 
suficiente que, si bien pueden ser complejos en algún grado, no por ello resul­
tan confusos o ambiguos y, por ende, no generan incertidumbre jurídica.

1a. LIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres 
votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL 
PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR 
DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTABLECER UN TRATO DISTINTO 
ENTRE SOCIEDADES CONTROLADORAS Y PERSONAS MORALES 
DEL RÉGIMEN GENERAL, PARA EFECTOS DE AMORTIZAR LAS PÉR­
DIDAS FISCALES DE EJERCICIOS ANTERIORES, NO VIOLA EL PRIN­
CIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. Conforme al régimen general del impuesto 
sobre la renta, las personas morales, e incluso aquellas que tributaban en el 
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de consolidación fiscal y sólo debieran determinar su resultado fiscal conso­
lidado, tenían la posibilidad de amortizar sus pérdidas fiscales de ejercicios 
anteriores contra las utilidades que determinen en el ejercicio fiscal respectivo. 
En cambio, las sociedades controladoras que a partir de 2014 deban efectuar 
la desconsolidación del grupo empresarial y apliquen las mecánicas 2 o 3 
para ese propósito, no pueden amortizar sus pérdidas fiscales consolidadas 
de ejercicios anteriores –en parte o totalmente– contra las utilidades identifi­
cadas a través de las distintas partidas o conceptos que pudieron generar efec­
tos de diferimiento. Lo anterior es así, en virtud de que los contribuyentes 
mencionados en primer término, al calcular el impuesto sobre la renta del 
ejercicio, deben reflejar su situación fiscal general y no tienen que aplicar 
procedimientos "cedulares" o "aislados", o bien, "híbridos", para pagar algún 
impuesto diferido, y menos con motivo de una desconsolidación; mientras los 
segundos, al aplicar la mecánica 3 de desconsolidación (procedimiento "cedu­
lar" o "aislado"), o bien, la mecánica 2 (procedimiento "híbrido" por la parte 
netamente "cedular" o "aislada"), han de identificar exclusivamente utilidades 
fiscales pendientes de gravamen y, por ende, no deben involucrar factores o 
resultados inherentes a la situación fiscal general del grupo empresarial. Así, 
el esquema de salida de la consolidación fiscal previsto en el artículo noveno, 
fracciones XV y XVIII, de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con los 
artículos 71 y 71-A de dicha ley, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, no 
viola el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no establece 
un trato diferenciado injustificado entre los grupos de contribuyentes men­
cionados, tomando en cuenta que, en todo caso, las citadas controladoras 
tienen la posibilidad de efectuar la desconsolidación conforme a la mecánica 1, 
la cual permite integrar las partidas o los conceptos que en su momento gene­
raron efectos de diferimiento, a la fórmula general para efectuar el cálculo del 
impuesto sobre la renta consolidado y, por tanto, reconocer los efectos que a 
ese nivel tributario pueden verificarse para determinar el impuesto diferido, 
entre otras formas, mediante la posible amortización total de las pérdidas 
fiscales consolidadas de ejercicios anteriores.

1a. LIV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres 
votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
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Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL, 
PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PAR­
TIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, Y LOS PROCEDIMIENTOS DE COMPA­
RACIÓN DE RUFINES, CUFINES Y R-CUFINES, QUE EN CADA CASO 
RESULTE PROCEDENTE REALIZAR CONFORME A CADA UNA DE 
LAS 3 MECÁNICAS PARA EFECTUAR LA DESCONSOLIDACIÓN, NO 
VIOLAN EL DERECHO A LA PROPIEDAD NI EL PRINCIPIO DE PRO­
PORCIONALIDAD TRIBUTARIA. Conforme a las 3 mecánicas de desconso­
lidación integrantes del esquema de salida de la consolidación fiscal, las 
sociedades controladoras deben efectuar, entre otras operaciones, la compa­
ración de RUFINES, CUFINES y/o R-CUFINES, según el caso, a fin de determinar 
y enterar el impuesto diferido correspondiente. Ahora, si los citados proce­
dimientos de comparación permiten identificar utilidades pendientes de gra­
vamen –pues en su momento se produjeron a nivel individual y se aportaron 
a la consolidación, pero por alguna causa no se pagó el impuesto respecto de 
ellas, o bien, se trata de dividendos distribuidos por la sociedad controladora–, 
las cuales fueron generadas a partir de ingresos obtenidos por el contribu­
yente, entonces, ello implica que a través de la aplicación de esos procedimien­
tos, en última instancia, se sujeta a imposición una manifestación de riqueza 
gravada por el impuesto sobre la renta, con lo cual se obliga a las sociedades 
controladoras a contribuir al gasto público con cargo a sus recursos patrimo­
niales. Por lo anterior, se concluye que el esquema de salida de la consolidación 
fiscal y los procedimientos de comparación de RUFINES, CUFINES y R-CUFI­
NES que en cada caso resulte procedente realizar conforme a cada una de 
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las 3 mecánicas para efectuar la desconsolidación, previstos en el artículo 
noveno, fracciones XV, inciso a), numeral 3, e inciso b), y XVIII, inciso c), de las 
disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a 
partir del 1 de enero de 2014, en relación con los artículos 71, párrafos sexto 
y séptimo, 71-A, fracción II, y cuarto, fracción VIII, inciso b), de las disposicio­
nes transitorias de dicha ley vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, no 
violan el principio de proporcionalidad tributaria ni el derecho a la propiedad, 
contenidos en los artículos 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y 21 de la Convención Americana sobre Dere­
chos Humanos, respectivamente, porque el hecho de identificar sólo utilida­
des respecto de las cuales no se hubiese pagado el impuesto, obliga a las 
sociedades controladoras a tributar conforme a su capacidad contributiva, en 
el entendido de que si tales utilidades se produjeron por la obtención previa de 
ingresos que pasaron a formar parte de su patrimonio y, por tanto, de su pro­
piedad, ésta no se afecta de manera arbitraria o sin justificación, sino sólo en 
la medida en que tales ingresos sirvieron para modificar positivamente dicho 
patrimonio y constituyen una manifestación de riqueza susceptible de ser gra­
vada, tomando en cuenta que el derecho a la propiedad conlleva la respon­
sabilidad social de destinar una parte de ella al sostenimiento de las cargas 
públicas.

1a. LV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres 
votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 1197/2016. Grupo TMM, S.A.B. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Po­
nente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Alfredo 
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Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su de­
recho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez 
López.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL, 
PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO VIGENTE A PAR­
TIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL OBLIGAR A ENTERAR, EN SU 
CASO, EL IMPUESTO AL ACTIVO POR DESCONSOLIDACIÓN, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El es­
quema de salida de la consolidación fiscal establece, entre otras obligacio­
nes, la de determinar el impuesto al activo (IMPAC) que le corresponda 
enterar a la sociedad controladora, así como el que podrán recuperar las so­
ciedades controladas y ella en lo individual. Para tales efectos, una vez apli­
cado el artículo tercero transitorio de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa 
Única abrogada, dicha sociedad líder estará en aptitud de efectuar la com­
paración entre el IMPAC consolidado y el individual de cada sociedad del 
grupo de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo tercero, fracción 
III, de las disposiciones de vigencia temporal de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta del decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dispo­
siciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, del Código Fiscal de la Fede­
ración, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios y de la 
Ley del Impuesto al Valor Agregado, y se establece el Subsidio para el Empleo, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1 de octubre de 2007 –aplica­
ble en el marco de la desconsolidación–. Derivado de esa comparación, si el 
IMPAC consolidado pagado en ejercicios anteriores que tenga derecho a re­
cuperar la controladora, es inferior al que tengan derecho a recuperar las 
sociedades controladas y a la controladora en lo individual, ello implica que 
por la diferencia, la controladora debe efectuar el entero respectivo. Lo ante­
rior es así porque el supuesto de referencia revela la existencia de un IMPAC 
diferido que, con motivo de la desconsolidación, es necesario enterar, con la 
finalidad de dejar totalmente pagado al fisco federal el IMPAC que posterior­
mente podrán solicitar en devolución las sociedades controladas y la contro­
ladora en lo individual, en el entendido de que ese pago no corresponde a la 
identificación de utilidades pendientes de gravamen como si se tratara de im­
puesto sobre la renta, sino a un adeudo tributario proveniente de la actualiza­
ción del hecho imponible para efectos del propio IMPAC, cuya manifestación 
de riqueza gravada consiste en los activos concurrentes a la obtención de 
utilidades. De ahí que el esquema de salida de la consolidación fiscal y, par­
ticularmente, al obligar a enterar –en su caso– el impuesto al activo con motivo 
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de la desconsolidación, previsto en el artículo noveno, fracciones XV, inciso 
e), y XVIII, inciso b), de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con el 
artículo tercero, fracción III, del decreto citado, no viola el principio de pro­
porcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque el pago de dicho 
tributo no es producto de una mera comparación de montos de IMPAC, sino 
de la identificación de un impuesto diferido por efectos de la consolidación 
cuyo origen se encuentra en la manifestación de riqueza gravada por dicho 
tributo, la cual, en su momento, denotó aptitud para contribuir al sostenimiento 
del gasto público.

1a. LVI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 248/2016. Xignux, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Mayoría de tres 
votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1014/2016. Alfa, S.A.B. de C.V. 13 de septiembre de 2017. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 195/2016. Grupo Ferrominero, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Alfredo Gu­
tiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Justino Barbosa Portillo y Fanuel Martínez López.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. NO 
SE VULNERA CUANDO SE AUTORIZA LA SUSTITUCIÓN DE UN JUEZ 
DE DISTRITO POR PERIODO VACACIONAL, CON FUNDAMENTO EN 
EL ARTÍCULO 161 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN. El autorizar en un juicio oral mercantil, que un secretario asuma 
las funciones de un Juez de Distrito, por gozar de su periodo vacacional, con­
forme lo establece el artículo 161 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, no transgrede el principio de inmediación, en sentido amplio. 
Lo anterior es así, pues si bien el Juez debe presenciar los actos del juicio, tam­
bién lo es que cuando un secretario asume sus funciones, como medida de 
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carácter excepcional, se justifica debido a que evita la interrupción en la im­
partición de justicia y observa otros principios que también juegan un papel 
importante en el juzgamiento oral, como lo son los de "concentración" y "conti­
nuidad" que consisten en que el procedimiento se sustancie en el menor número 
de audiencias que contemplen el mayor número de diligencias y que el 
procedimiento deba realizarse de manera ágil, evitando interrupciones, sin 
exceso de formalidades que obstaculicen su curso, postulados que tienen 
trascendencia en el núcleo del derecho fundamental de impartición pronta 
de justicia contemplado en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, sin que se sacrifique la calidad en la realización 
de esa función en cuanto al contacto directo que debe tener el juzgador con las 
partes y con los demás sujetos procesales y a la intervención activa que debe 
observar en el desenvolvimiento de los actos procesales dado que, los secre­
tarios de Juzgado de Distrito, como una de las categorías de servidores pú­
blicos de "carrera judicial", sólo pueden acceder a su cargo a través de la 
realización de exámenes de oposición que garantizan que, al realizar la aludi­
da suplencia, cuentan con los conocimientos jurídicos y la experiencia nece­
sarios para realizar, de manera eficaz, el desahogo de las diligencias en las 
que sea indispensable la presencia directa de un Juez.

1a. LVII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 2758/2016. Banco Mercantil del Norte, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte. 21 de febrero de 2018. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló 
voto particular y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. NO 
RIGE LA ETAPA EN QUE SE FIJA LA LITIS. El principio de inmediación 
en amplio sentido, consiste en que el juzgador presencie los actos del juicio 
y, en estricto sentido, que sea el Juez ante el que se practicaron las actua­
ciones el que decida la contienda, lo que corresponde a la dimensión subjeti­
va del mencionado principio. Por tanto, la configuración del procedimiento 
del juicio oral mercantil, permite advertir que el principio de inmediación no 
se activa en la etapa en que se fija la litis del juicio, en virtud de que el Juez 
no interactúa directa y personalmente con las partes, ni conduce el debate en 
cercanía con ellas porque, en esa primera etapa del juicio, todo es suminis­
trado por escrito.

1a. LVIII/2019 (10a.)
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Amparo directo en revisión 2758/2016. Banco Mercantil del Norte, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte. 21 de febrero de 2018. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló 
voto particular y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. NO 
ES ABSOLUTA SU OBSERVANCIA EN LA AUDIENCIA PRELIMINAR. 
El principio de inmediación en la audiencia preliminar de un juicio oral mer­
cantil, no tiene carácter inquebrantable, al preverse la posibilidad de la recu­
sación hasta antes de la calificación de la admisión de las pruebas, esto es, 
de la depuración del procedimiento; conciliación y/o mediación; fijación de 
acuerdos sobre hechos no controvertidos; y fijación de acuerdos probatorios; 
pues, de resultar fundado el impedimento, la inhibición del juzgador por falta 
de imparcialidad, significaría su sustitución y solamente se reconocería la 
nulidad de lo actuado con posterioridad a la recusación, conforme lo prevé el 
último párrafo del artículo 1390 Bis 7, del Código de Comercio, es decir, a partir 
de la referida calificación de pruebas.

1a. LIX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 2758/2016. Banco Mercantil del Norte, S. A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte. 21 de febrero de 2018. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló 
voto particular y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JEFE DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. EL AR­
TÍCULO 3o., FRACCIÓN II, INCISO C), DE LA LEY FEDERAL DE PROCE­
DIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO QUE LE RECONOCE 
EL CARÁCTER DE PARTE DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD 
PROMOVIDO CONTRA RESOLUCIONES EMITIDAS POR AUTORI­
DADES LOCALES QUE DETERMINEN CONTRIBUCIONES FEDERALES 
COORDINADAS, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD PRO­
CESAL. El precepto citado, al reconocer el carácter de parte demandada al 
jefe del Servicio de Administración Tributaria en los juicios en que se contro­
viertan resoluciones de autoridades federativas coordinadas, emitidas con fun­
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damento en convenios o acuerdos en materia de coordinación fiscal, no vulnera 
el principio de igualdad procesal, porque ello no pone en desventaja a la parte 
actora, ni tampoco constituye privilegio alguno, pues la procedencia de las 
pretensiones del justiciable no se encuentra condicionada al número de partes 
demandadas que acudan a dicho juicio, sino que su éxito dependerá, como 
en cualquier procedimiento imparcial, de la validez intrínseca de los argumen­
tos que formule en contra de la resolución impugnada. Asimismo, reconocer 
al jefe del Servicio de Administración Tributaria como parte demandada obe­
dece a la naturaleza de la resolución controvertida, esto es, una determinación 
emitida por una autoridad local con fundamento en un convenio o acuerdo de 
coordinación que involucra los intereses de la autoridad federal. Por tanto, el 
precepto impugnado lejos de constituir un privilegio hace patente el principio 
de igualdad procesal, al permitir que todas las partes cuyos intereses puedan 
verse lesionados con la decisión final del procedimiento contencioso admi­
nistrativo puedan ser oídas de manera previa a la emisión de la sentencia 
correspondiente.

1a. LX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 149/2019. Grupo Emprendedor de Recursos Humanos, S.A. 
de C.V. 3 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRECLUSIÓN. SE ACTUALIZA CUANDO EN UN AMPARO DIREC­
TO PREVIO Y QUE DERIVA DE LA MISMA SECUELA PROCESAL SE 
IMPUGNARON NORMAS GENERALES Y EL TRIBUNAL COLEGIADO 
DESESTIMÓ U OMITIÓ EL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE VIOLA­
CIÓN RESPECTIVOS, SIN QUE EL QUEJOSO HAYA INTERPUESTO 
EL RECURSO DE REVISIÓN. El Pleno de esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación estableció en la jurisprudencia P./J. 2/2013 (10a.), que en el juicio de 
amparo directo son inoperantes los conceptos de violación que plantean la 
inconstitucionalidad de una ley que pudo impugnarse en un juicio de amparo 
anterior promovido por el mismo quejoso y que derivan de la misma secuela 
procesal. A su vez, esta Primera Sala considera que dicho criterio se puede 
hacer extensivo a aquellos asuntos en los cuales, habiéndose impugnado en 
amparo directo la constitucionalidad de normas generales, el Tribunal Cole­
giado desestima u omite el estudio de los conceptos de violación respectivos, 
sin que la parte quejosa interponga el recurso de revisión, a fin de obtener un 
mayor beneficio con el eventual pronunciamiento sobre la regularidad norma­
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tiva de los preceptos impugnados. De ahí que en esos supuestos también pre­
cluya el derecho del quejoso para controvertir dichas normas generales en un 
juicio de amparo posterior promovido dentro de la misma secuela procesal.

1a. LXI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 650/2013. Gutsa Infraestructura, S.A. de C.V. 17 de abril de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga María del Carmen Sánchez Cordero y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Ver­
gara López.

Amparo directo en revisión 188/2019. Riverside Resources México, S.A. de C.V. 24 de abril 
de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien aclaró que 
está con el sentido, pero en contra de las consideraciones, Luis María Aguilar Mora­
les, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ACUMULACIÓN DE JUICIOS. PRESUPUESTOS MATERIALES PARA 
SU PROCEDENCIA. La facultad de concentrar en un mismo proceso diversas 
pretensiones o acciones no es irrestricta, su procedencia está sujeta a la satis­
facción de ciertos presupuestos materiales, a saber: requiere una identidad 
subjetiva (coincidencia jurídica entre las partes y el carácter o calidad con que 
intervienen en el proceso), la competencia del órgano jurisdiccional, así 
como homogeneidad procedimental (que las acciones deban sustanciarse 
a través de juicios de la misma naturaleza) y que las pretensiones no se con­
tradigan o se excluyan mutuamente. De lo anterior se desprende que el sis­
tema de acumulación de pretensiones en el derecho procesal civil federal 
exige compatibilidad procesal y material de las acciones entre sí, de manera 
que, cuando el trámite de una y otra sean irreconciliables, no será válido 
decretar la acumulación.

1a. LXII/2019 (10a.)

Apelación 3/2019. HYCSA Edificaciones y Proyectos, S.A.P.I. de C.V. 15 de mayo de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien in­
dicó que está con el sentido, pero en contra de las consideraciones, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Impedido: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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ACUMULACIÓN DE JUICIOS. NO PROCEDE CUANDO SE TRATA DE 
UN PROCESO JURISDICCIONAL Y UN PROCEDIMIENTO ADMINIS­
TRATIVO. La interpretación sistemática y gramatical de los artículos 71 a 75 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, que integran el Capítulo Único del 
Título Tercero, denominado "Litigio", lleva a sostener que la acumulación que 
regula la normatividad apuntada está dirigida a procesos de naturaleza juris­
diccional, ya que el legislador se refirió a juicios seguidos ante tribunales y 
cuyo litigio habrá de resolverse en una sentencia, elementos que en su con­
junto necesariamente implican la tramitación de un proceso de índole jurisdic­
cional, como instrumento para resolver un conflicto de intereses calificado 
por la pretensión de uno de los interesados y por la resistencia del otro. Por 
ello, la acumulación está dada para juicios, con el fin de concentrarlos y, 
por economía procesal, resolverlos conjuntamente en una sola sentencia, lo 
cual además protege los principios constitucionales de justicia expedita, 
pronta, completa e imparcial, y evita que se dicten resoluciones contradicto­
rias. Así, cuando la petición de acumulación se formula respecto de un juicio 
y un procedimiento administrativo con reglas y formalidades específicas, que 
no comparte las características propias de un proceso jurisdiccional, ésta 
resulta improcedente ante su incompatibilidad.

1a. LXIII/2019 (10a.)

Apelación 3/2019. HYCSA Edificaciones y Proyectos, S.A.P.I. de C.V. 15 de mayo de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien 
indicó que está con el sentido, pero en contra de las consideraciones, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Impedido: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN ADHESIVA. EL ESTUDIO PREFERENTE DE LAS CAUSA­
LES DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO FORMULADAS 
EN DICHO RECURSO, ESTÁ SUPEDITADO A QUE LA REVISIÓN 
PRINCIPAL SEA PROCEDENTE. Si bien la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha sustentado que los argumentos de improcedencia del juicio 
constitucional formulados en la revisión adhesiva deben examinarse de ma­
nera preferente, dicho criterio está supeditado a que la revisión principal sea 
procedente. De ahí que cuando la revisión principal no cumple con la totali­
dad de requisitos normativos para su procedencia, resulta innecesario pro­
nunciarse sobre las causas de improcedencia del amparo planteadas en el 
medio de impugnación adhesivo por carecer de autonomía.

1a. LXIV/2019 (10a.)
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Amparo directo en revisión 51/2019. Fernando Ramírez Vargas. 29 de mayo de 2019. Ma­
yoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMATERNIDAD. ES UNA FIGURA REFERIDA A LA DOBLE FILIA­
CIÓN MATERNA EN UNIONES FAMILIARES HOMOPARENTALES. 
El derecho fundamental a la protección del desarrollo y organización de la 
familia reconocido en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos comprende a todo tipo de uniones familiares, entre ellas, 
las homoparentales conformadas por personas del mismo sexo. En ese senti­
do, todas las personas sin distinción de género u orientación sexual tienen el 
derecho a formar una familia, y si es su deseo, acceder a la procreación y 
crianza de hijos propios, adoptados, gestados mediante el uso de técnicas de 
reproducción asistida, o procreados por uno de ellos. Ahora bien, la comater­
nidad es una figura propia de la unión familiar homoparental constituida por 
dos mujeres, que se refiere a la doble filiación materna, por virtud de la cual 
la pareja de mujeres se encarga del cuidado bajo su seno de uno o más hijos, 
como cualquier otro ejercicio de crianza parental, aun cuando una de ellas o 
ambas no tengan un vínculo genético con el hijo o hijos. Este ejercicio de 
procreación y/o crianza de hijos debe reconocerse al tenor del citado derecho 
constitucional cuya protección se extiende a toda clase de familia, teniendo 
en cuenta que lo relevante en el ejercicio de los deberes parentales es que 
éstos se realicen en un ambiente de amor y comunicación con los menores 
de edad, brindándoles una sana educación para la vida, de la manera más 
informada posible, que contribuya a su sano desarrollo integral, y tales carac­
teres exigibles en la crianza de los hijos no están determinados por el género 
o las preferencias sexuales de quienes la realizan, ni por la existencia de 
vínculos genéticos entre las personas.

1a. LXV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 852/2017. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Daniel Álvarez Toledo y Laura Patricia 
Román Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECONOCIMIENTO VOLUNTARIO DE HIJO CON MOTIVO DE LA 
COMATERNIDAD EN UNIONES FAMILIARES CONFORMADAS POR 
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DOS MUJERES. EL ARTÍCULO 384 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO 
DE AGUASCALIENTES QUE EXCLUYE LA POSIBILIDAD DE QUE EL 
HIJO DE UNA MUJER PUEDA SER RECONOCIDO VOLUNTARIA­
MENTE POR SU COMPAÑERA, VULNERA LOS DERECHOS DE LAS 
UNIONES FAMILIARES HOMOPARENTALES. El precepto referido dis­
pone que la filiación de los hijos que nacen fuera de matrimonio resulta, con 
relación a la madre, del solo hecho del nacimiento, y respecto del padre, úni­
camente se establece por el reconocimiento voluntario o por sentencia que 
declare la paternidad. Dicho dispositivo está sustentado en dos premisas bá­
sicas, a saber: 1) La procreación natural de un hijo fisiológicamente sólo es 
posible con la participación de células sexuales de un hombre y una mujer, de 
modo que genéticamente los progenitores son personas de distinto sexo, por 
tanto, la filiación se constituye desde la concepción parental heterosexual; y, 
2) La filiación debe ser acorde a la relación biológica, por lo que se establecerá 
entre el hijo y un padre hombre y una madre mujer, presumiendo que quienes 
lo reconocen son las personas que tienen ese vínculo biológico con él, salvo 
prueba en contrario. Así, la norma permite constituir la filiación jurídica cuando 
se cumplan dos requisitos: uno ligado al género, pues una persona sólo pue­
de ser reconocida por un hombre y una mujer, o sólo por uno de ellos; y otro 
ligado al origen genético, ya que se orienta por la prevalencia de relaciones 
parentales biológicas, aun cuando la acreditación de esto último, tratándose 
del reconocimiento voluntario ante el oficial del Registro Civil, no se exige en 
forma fehaciente sino que se presume a partir del género de quienes recono­
cen, particularmente respecto del padre, pues basta que se trate de un varón. 
Sobre esa base, el artículo 384 del Código Civil del Estado de Aguascalientes sólo 
responde a la protección de los derechos fundamentales de personas hetero­
sexuales no casadas al establecimiento de la filiación jurídica con sus des­
cendientes, pues únicamente permite el reconocimiento voluntario de hijo 
acorde con las relaciones biológicas, de manera que excluye la posibilidad de 
que el hijo de una mujer pueda ser reconocido voluntariamente en su acta 
de nacimiento o en acta especial posterior por otra mujer con quien la madre 
biológica conforme una unión familiar homoparental en cuyo seno se desarro­
llará aquél y que sin tener un vínculo genético con el hijo de su pareja, tenga 
el propósito de crear la relación filial con él para el ejercicio de la comaterni­
dad; esta exclusión entraña una diferencia de trato orientada por el género, que 
además lleva implícito el rechazo derivado de la orientación sexual de quienes 
constituyen uniones familiares homoparentales de mujeres, contraria al dere­
cho de igualdad y no discriminación recogido por el artículo 1o. constitucio­
nal, y vulnera su derecho de acceder a la procreación y/o crianza de hijos y a 
establecer la filiación jurídica con éstos, comprendido en el derecho a la pro­
tección del desarrollo y organización de la familia previsto en el precepto 4o. 
de la Ley Fundamental, por lo que el precepto citado resulta inconstitucional.

1a. LXVI/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 852/2017. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Daniel Álvarez Toledo y Laura Patricia 
Román Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECONOCIMIENTO VOLUNTARIO DE HIJO EN LA PARTIDA DE 
NACIMIENTO O EN ACTA ESPECIAL POSTERIOR. ES VIABLE LA FI­
LIACIÓN JURÍDICA EN EL CONTEXTO DE UNA UNIÓN FAMILIAR 
HOMOPARENTAL, CON MOTIVO DE LA COMATERNIDAD. La procrea­
ción y/o crianza de hijos en ejercicio de la comaternidad en uniones familiares 
homoparentales, supone que necesariamente una de las mujeres que confor­
man la pareja, no tiene un vínculo biológico con el hijo de su compañera, dada 
la imposibilidad fisiológica de procrear entre sí, lo cual significa que en la 
procreación del hijo, al margen de la preferencia sexual de la mujer progeni­
tora, intervino un tercero, ya sea como donador anónimo del gameto sexual 
masculino mediante el uso de una técnica de reproducción asistida, o bien, a 
través de una relación sexual. En el primer caso, posiblemente no exista mayor 
discusión en cuanto a la inexistencia de filiación jurídica entre el hijo y el 
donador de la célula sexual masculina, pues generalmente, la legislación de­
termina la inexistencia de dicho vínculo jurídico filiatorio, o así se estipula en 
el contrato de donación de células respectivo, dados los fines de la donación, 
por lo que el hijo sólo contará con la filiación jurídica respecto de su madre bio­
lógica, y en caso de alguna eventual controversia, ésta se definirá sobre las 
bases que deriven del acto jurídico y de la ley; por tanto, en ese supuesto, la 
falta de nexo genético entre el hijo y la mujer pareja de la madre biológica que 
pretende ejercer la comaternidad, no desplaza propiamente una filiación jurí­
dica paterna, y no debe impedir el establecimiento del vínculo filial entre ellos, 
pues si el hijo nace por medio de una técnica de reproducción asistida, la 
filiación jurídica encuentra sustento en la voluntad procreacional como ele­
mento determinante para su constitución, tornándose irrelevante la inexisten­
cia del lazo biológico para efectos del reconocimiento voluntario del hijo por 
el miembro de la pareja del mismo sexo que no proporcionó material genético 
para la procreación. En el segundo caso, es decir, cuando el menor es pro­
creado en una relación sexual, no puede negarse la existencia del varón proge­
nitor que tendrá derecho al establecimiento de la filiación jurídica con el hijo, 
mediante el reconocimiento voluntario de la paternidad ante el oficial del 
Registro Civil; tampoco está en duda el derecho del menor de edad, en su 
caso, a la investigación futura de la paternidad y a exigir que se declare la exis­
tencia de la filiación jurídica acorde con sus orígenes biológicos. Sin embargo, 
lo anterior no debe inhibir o excluir la posibilidad de que el hijo de una mujer 
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nacido de la relación sexual con un varón, pueda ser reconocido voluntariamen­
te por otra mujer en su registro de nacimiento o por acta especial (en caso de 
que ya exista un acta de nacimiento dónde sólo lo haya reconocido la madre 
biológica), cuando dicho hijo nazca y se desarrolle en un contexto de unión 
familiar homoparental, pues en tal supuesto existen factores que deben ponde­
rarse en orden a su interés superior privilegiando su estabilidad familiar y su 
mayor beneficio, pues ha de admitirse que si el hijo nace de una madre con 
orientación homosexual, sin que exista una unión familiar de ésta con su pro­
genitor biológico, sino que conforma una unión de esa índole con otra mujer, 
la predicción fáctica es que el menor de edad, de hecho, será criado por ambas 
mujeres y se desarrollará en el seno de la familia homoparental, y esto, con­
duce a privilegiar el pronto establecimiento de su filiación jurídica respecto 
de las dos personas que asumirán para con él los deberes parentales, lo que 
resulta acorde con la protección reforzada de sus derechos, en tanto se le 
garantiza, de inmediato, que contará con las prerrogativas inherentes a la filia­
ción jurídica respecto de esas dos personas, y le permitirá conformar una 
identidad acorde con el contexto familiar en el que se supone crecerá, por lo 
que, ante la falta de vínculo genético, debe bastar como elemento determi­
nante para el establecimiento de la filiación jurídica, la voluntad parental de 
quien desea ejercer junto con la madre la comaternidad.

1a. LXVII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 852/2017. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Daniel Álvarez Toledo y Laura Patricia 
Román Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECONOCIMIENTO VOLUNTARIO DE HIJO CON MOTIVO DE LA 
COMATERNIDAD EN UNIONES FAMILIARES CONFORMADAS POR 
DOS MUJERES. EL ARTÍCULO 384 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO 
DE AGUASCALIENTES QUE EXCLUYE LA POSIBILIDAD DE QUE EL 
HIJO DE UNA MUJER PUEDA SER RECONOCIDO VOLUNTARIA­
MENTE POR SU COMPAÑERA, VULNERA EL DERECHO DE LOS ME­
NORES DE EDAD AL PRONTO ESTABLECIMIENTO DE SU FILIACIÓN 
JURÍDICA. El precepto referido dispone que la filiación de los hijos que 
nacen fuera de matrimonio resulta, con relación a la madre, del solo hecho 
del nacimiento, y respecto del padre, únicamente se establece por el recono­
cimiento voluntario o por sentencia que declare la paternidad. Dicho disposi­
tivo está sustentado en dos premisas básicas, a saber: 1) La procreación 
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natural de un hijo fisiológicamente sólo es posible con la participación de 
células sexuales de un hombre y una mujer, de modo que genéticamente los 
progenitores son personas de distinto sexo, por tanto, la filiación se constituye 
desde la concepción parental heterosexual; y, 2) La filiación debe ser acorde 
a la relación biológica, por lo que se establecerá entre el hijo y un padre hom­
bre y una madre mujer, presumiendo que quienes lo reconocen son las perso­
nas que tienen ese vínculo biológico con él, salvo prueba en contrario. Así, la 
norma permite constituir la filiación jurídica cuando se cumplan dos requisi­
tos: uno ligado al género, pues una persona sólo puede ser reconocida por un 
hombre y una mujer, o sólo por uno de ellos; y otro ligado al origen genético, 
ya que se orienta por la prevalencia de relaciones parentales biológicas, aun 
cuando la acreditación de esto último, tratándose del reconocimiento volun­
tario ante el oficial del Registro Civil, no se exige en forma fehaciente sino que 
se presume a partir del género de quienes reconocen, particularmente res­
pecto del padre, pues basta que se trate de un varón. Sobre esa base, el ar­
tículo 384 del Código Civil del Estado de Aguascalientes excluye la posibilidad 
de que el hijo de una mujer pueda ser reconocido voluntariamente en su acta de 
nacimiento o en acta especial posterior por otra mujer con quien la madre 
biológica conforme una unión familiar homoparental en cuyo seno se desarro­
llará aquél y que sin tener un vínculo genético con el hijo de su pareja, tenga 
el propósito de crear la relación filial con él para el ejercicio de la comaterni­
dad; esta exclusión restringe la protección de los menores de edad que nacen 
o se desarrollan en el contexto de ese tipo de unión familiar, al pronto esta­
blecimiento de su filiación jurídica, comprendido en su derecho a la identi­
dad, que les permite acceder al pleno ejercicio de otro cúmulo de derechos 
personalísimos y de orden patrimonial, por lo que esa norma resulta contraria 
a su interés superior, por ende, contraviene el artículo 4o. constitucional. Lo an­
terior no desconoce que el derecho a la identidad de los menores de edad 
contempla entre sus prerrogativas el derecho a que su filiación jurídica coin­
cida con sus orígenes biológicos y, por ello, la tendencia tendría que inclinarse 
a hacer prevalecer el principio de verdad biológica; sin embargo, ello no es una 
regla irrestricta, pues la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que cuando lo anterior no es posible por los supuestos 
de hecho en que se encuentre el menor o porque deban imponerse intereses 
más relevantes como la estabilidad de las relaciones familiares o privilegiar 
estados de familia consolidados en el tiempo, es válido que la filiación jurídica 
se determine prescindiendo del vínculo biológico, pues la identidad de los me­
nores depende de múltiples factores y no sólo del conocimiento y/o prevalen­
cia de relaciones biológicas. En el caso de la comaternidad, resulta relevante 
por ser lo más protector y benéfico para el menor que nace o se desarrolla en 
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ese tipo de familia, privilegiar de inmediato su derecho al establecimiento de 
su filiación jurídica frente a las dos personas que asumen para con él los debe­
res parentales.

1a. LXVIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 852/2017. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Daniel Álvarez Toledo y Laura Patricia 
Román Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DOCUMENTAL PÚBLICA. EL VALOR PROBATORIO QUE ASIGNA EL 
ARTÍCULO 280 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENA­
LES, NO ES CONTRARIO AL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INO­
CENCIA EN SU VERTIENTE DE ESTÁNDAR PROBATORIO O REGLA 
DE JUICIO. En virtud del carácter racional de la prueba, la presunción de 
inocencia en esta vertiente puede entenderse como una norma que ordena a 
los Jueces la absolución de los inculpados cuando durante el proceso no se 
han aportado pruebas de cargo suficientes para acreditar la existencia del 
delito y la responsabilidad de la persona. Así, para poder considerar que existen 
indicios que constituyan prueba de cargo suficiente para enervar la presunción 
de inocencia, el Juez debe, entre otras cosas, cerciorarse al valorar el mate­
rial probatorio disponible que estén desvirtuadas las hipótesis de inocencia 
efectivamente alegadas por la defensa en el juicio y, al mismo tiempo, descar­
tar la existencia de contraindicios que den lugar a una duda razonable sobre 
la hipótesis de culpabilidad sustentada por la parte acusadora. Por tanto, el 
artículo 280 del Código Federal de Procedimientos Penales, no es contrario 
al principio de presunción de inocencia en su vertiente de estándar proba­
torio, pues el hecho de que disponga que la documental pública goza de pleno 
valor probatorio, no implica que el Juez deje de observar las condiciones que 
tiene que satisfacer la prueba de cargo para considerarla suficiente para con­
denar (existencia del delito y la responsabilidad de la persona), y a qué parte debe 
perjudicar procesalmente el hecho de que no se satisfaga el estándar de 
prueba. Luego, la aludida regla de valoración que prevé el precepto impugnado, 
no supone en ningún caso que se esté relevando de la carga de la prueba al 
órgano acusador, por el contrario, la presunción de inocencia sólo se enerva 
en la medida en que existan pruebas suficientes que acrediten la responsabilidad 
penal, ya que la hipótesis de la acusación sólo puede estar probada suficien­
temente si al momento de valorar el material probatorio se analizan conjunta­
mente los niveles de corroboración tanto de la hipótesis de culpabilidad 
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propuesta por la acusación como de la hipótesis de inocencia alegada por la 
defensa. Por lo que, aun cuando la documental pública haga prueba plena 
como instrumento de cargo, el derecho a la presunción de inocencia en su ver­
tiente de estándar de prueba obliga al juzgador a valorar el material probatorio 
disponible para cerciorarse de que estén desvirtuadas las hipótesis de inocen­
cia efectivamente alegadas por la defensa en el juicio y, al mismo tiempo, 
descartar la existencia de contraindicios que den lugar a una duda razonable 
sobre la hipótesis de culpabilidad sustentada por la parte acusadora.

1a. LXIX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 945/2018. Alberto López Sánchez. 8 de mayo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

VALORACIÓN PROBATORIA. PROHIBICIÓN DE APLICAR REGLAS 
PROCESALES DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO A ASUNTOS TRA­
MITADOS BAJO EL SISTEMA TRADICIONAL. Todo régimen transitorio 
tiene la función de normar las situaciones jurídicas acaecidas durante la vi­
gencia de una ley o sistema abrogados que trascienden al tiempo en el que 
entra en vigor la nueva normatividad. Ahora bien, el régimen transitorio del De­
creto de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
de dieciocho de junio de dos mil ocho, específicamente el artículo cuarto transi­
torio, dispuso que los procedimientos penales iniciados con anterioridad a la 
entrada en vigor del nuevo sistema procesal penal acusatorio, serían conclui­
dos conforme a las disposiciones vigentes con anterioridad a dicho acto, lo 
que no tiene como propósito sostener que los dos sistemas penales que se en­
cuentran en juego, esto es, el abrogado y el que le sustituye, se encuentran 
en vigor, sino que sólo determina las condiciones de recepción de los actos o 
procesos realizados conforme al sistema que resulta derogado. Por lo tanto, 
si el referido artículo cuarto transitorio precisa que los procedimientos inicia­
dos bajo el sistema anterior (mixto), deben continuarse y resolverse conforme 
a las normas procesales anteriores a la entrada en vigor del nuevo proceso 
penal acusatorio y adversarial, es claro que pretende evitar que se combinen los 
diversos sistemas procesales penales en un mismo procedimiento. Por lo 
que, no es dable que a un proceso seguido bajo el sistema tradicional, cuya 
valoración probatoria se rija por el método tasado, le sean aplicadas las re­
glas de la valoración libre y lógica del proceso penal acusatorio, pues su im­
plicación comprende aspectos meramente procesales al estar vinculados 
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directamente con la valoración del acervo probatorio, y existe prohibición 
expresa en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para 
que puedan combinarse las figuras procesales de uno u otro sistema, pues 
originaría inseguridad jurídica para el gobernado.

1a. LXX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 945/2018. Alberto López Sánchez. 8 de mayo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DOCUMENTAL PÚBLICA. SU EFICACIA PROBATORIA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 290 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PE­
NALES, NO ES INCONSTITUCIONAL. Tratándose de la prueba docu­
mental pública preconstituida con valor pleno tasado en la ley, se identifican 
dos dimensiones: a) formal o adjetiva, que se relaciona con el trámite pro­
cesal que el legislador diseñó para establecer cuándo se está en presencia 
de una documental pública, es decir, con la autenticidad del documento y, 
b) sustancial o material que compete al contenido de la documental, esto es, lo 
declarado, realizado u ocurrido ante la presencia del funcionario público, cuya 
veracidad también puede ser desvirtuada en juicio. Esta última connotación 
cobra especial relevancia por su estrecha relación con el alcance o eficacia 
del documento público al ser valorado por el juzgador, es decir, verificar el 
contenido material del documento a la luz del hecho que se pretende probar. 
Es por ello que, la categoría de valor tasado de la prueba documental no es 
suficiente para acreditar la veracidad intrínseca de las manifestaciones que 
contiene el documento, puesto que dicho contenido estará sujeto a la valo­
ración del Juez en torno a si existe concordancia entre el contenido del docu­
mento con la realidad, por lo que no es del todo acertado admitir que el 
documento tendrá prevalencia sobre los demás medios de prueba. Por tanto, 
aun cuando se trate de una documental pública, dicho elemento de convicción 
no debe prevalecer sobre las demás pruebas, y por sí sola no es suficiente 
para relevar al Juez de la obligación de valorar el acervo probatorio de manera 
conjunta, pues el juzgador sólo estará vinculado respecto de sus elementos 
formales, por lo que las afirmaciones contenidas en el documento público, debe­
rán ser valoradas por el juzgador en una apreciación conjunta con el resul­
tado de las demás pruebas, lo que se corrobora con el contenido del artículo 
290 del Código Federal de Procedimientos Penales abrogado, el cual dispone 
que los tribunales en sus resoluciones expondrán los razonamientos que hayan 
tomado en cuenta para valorar jurídicamente la prueba, esto es, faculta al juz­
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gador para determinar su alcance probatorio, entre ellas, la documental pú­
blica. De tal forma que, el sistema de valoración legal no constituye obstáculo 
alguno o restricción al juzgador para valorar la documental pública en torno 
a su dimensión sustancial o material.

1a. LXXI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 945/2018. Alberto López Sánchez. 8 de mayo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DOCUMENTAL PÚBLICA. EL VALOR PROBATORIO QUE ASIGNA EL 
ARTÍCULO 280 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENA­
LES, ABROGADO, NO ES ABSOLUTO. El valor pleno de la prueba documen­
tal pública que le confiere el artículo 280 del Código Federal de Procedimientos 
Penales, abrogado, no es absoluto, ya que si bien los documentos públicos hacen 
prueba plena, tal categoría puede ser desvirtuada por las partes, ya que tie­
nen la oportunidad de objetarlos de falsos y pedir su cotejo con los originales 
existentes en los archivos, esto es, confiere oportunidad a quien los impugna 
de aportar las pruebas o agotar los medios pertinentes para desvirtuarlos. Así, 
el valor legal que se asigna a la documental pública, en torno a que hace prueba 
plena, goza de una presunción de validez, que las partes tienen el derecho de 
demostrar su falsedad, pues cuando existe colisión entre el documento público 
con otros medios de prueba, la veracidad del documento puede desvirtuarse 
mediante la valoración de una prueba en contrario. Por lo que, el documento 
público hace prueba plena hasta en tanto no sea demostrada su falsedad, 
luego, tal valor corresponde a un aspecto de autenticidad no de eficacia proba­
toria, ya que la falsedad del documento está en función de verificar los requi­
sitos formales de su emisión como la autoría del documento por un funcionario 
público, revestido de fe pública, dentro de sus límites de competencia, y que 
la calidad de público se demuestra por la existencia regular, sobre los documen­
tos, los sellos, firmas u otros signos exteriores que, en su caso, prevengan las 
leyes, tal como se advierte del artículo 129 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles. En ese orden de ideas, si bien se ha asociado la expresión prueba plena 
con el documento público, como una regla legal de valoración, ese término 
no debe entenderse dirigido a su eficacia o alcance probatorio, sino que se 
limita a una dimensión formal o adjetiva de la prueba, es decir, a la protección 
de la documental pública respecto de sus elementos formales frente a su 
imputación basada en otros medios de prueba.

1a. LXXII/2019 (10a.)
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Amparo directo en revisión 945/2018. Alberto López Sánchez. 8 de mayo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DOCUMENTAL PÚBLICA. TIENE EFICACIA PROBATORIA PRIVILE­
GIADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 280 DEL CÓDIGO FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES (ABROGADO). Los documentos públi­
cos están definidos por el artículo 129 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles como aquellos cuya formación está encomendada por la ley, dentro 
de los límites de su competencia, a un funcionario público revestido de la fe 
pública, y los expedidos por funcionarios públicos, en el ejercicio de sus fun­
ciones; además, dicho precepto establece que la calidad de públicos se de­
muestra por la existencia regular sobre los documentos, de los sellos, firmas 
u otros signos exteriores que, en su caso, prevengan las leyes. Esa definición 
legal hace patente que los documentos públicos a que se refiere el artículo 
280 del Código Federal de Procedimientos Penales (abrogado) tienen una efi­
cacia probatoria privilegiada debido a que poseen dos requisitos de carácter 
esencial, a saber: a) la autoría pública que deriva de la legitimación de su autor 
y b) la forma pública que es exigida por la propia ley. Es por ello que, en re­
lación con la valoración de la documental pública, el juzgador debe verificar, 
como aspectos fundamentales, la autenticidad del documento y lo que se 
pretende probar (eficacia probatoria). Así, tales elementos están íntimamente 
relacionados en virtud de que la eficacia del documento público depende, en 
primer plano, de su autenticidad, pues regularmente la documental pública 
tiene el carácter de prueba tasada o legal respecto de determinados extremos, 
como son la existencia del documento, la fecha de su emisión, el funcionario 
que lo emitió y los intervinientes. Por esa circunstancia, la doctrina ha con­
siderado que el documento público goza de eficacia privilegiada, la cual no 
puede ser ignorada por el juzgador al momento de valorarlo.

1a. LXXIII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 945/2018. Alberto López Sánchez. 8 de mayo de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Mora­
les, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRUEBAS EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO. SU VA­
LORACIÓN LIBRE Y LÓGICA POR EL JUZGADOR EN TÉRMINOS DEL 
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ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. La valoración de 
la prueba constituye la fase decisoria del procedimiento probatorio, pues es el 
pronunciamiento judicial sobre el conflicto sometido a enjuiciamiento. Regu­
larmente se define como la actividad jurisdiccional en virtud de la cual el 
juzgador, mediante algún método de valoración, aprecia la prueba delimitando 
su contenido, a fin de establecer si determinados hechos han quedado o no 
probados, debiendo explicar en la sentencia tal proceso y el resultado obte­
nido. Por tal razón, se han creado sistemas teóricos de valoración, distinguiendo 
la prueba legal o tasada, así como los de prueba libre y mixtos, que permiten 
determinar la existencia de un hecho que ha resultado probado o la falta de 
prueba. A partir de la reforma constitucional en materia de justicia penal y segu­
ridad pública, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el dieciocho de 
junio de dos mil ocho, se introdujeron los elementos para un proceso penal 
acusatorio y oral, destacando la modificación al artículo 20 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que se establecieron las direc­
trices correspondientes. La fracción II del apartado A de dicho precepto cons­
titucional, dispuso esencialmente que el desahogo y la valoración de las pruebas 
en el nuevo proceso, recae exclusivamente en el Juez, la cual deberá realizarse 
de manera libre y lógica. En ese tenor, bajo la nueva óptica del proceso penal 
acusatorio, el Constituyente consideró que las pruebas no tuvieran un valor 
jurídico previamente asignado, sino que las directrices se enfocarían a obser­
var las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas de la 
experiencia, sin que el juzgador tenga una absoluta libertad que implique 
arbitrariedad de su parte (íntima convicción), sino que tal facultad debe estar 
limitada por la sana crítica y la forma lógica de valorarlas. En esa perspectiva, 
el punto toral de dicha valoración será la justificación objetiva que el juzgador 
efectúe en la sentencia en torno al alcance y valor probatorio que confiera a 
la prueba para motivar su decisión.

1a. LXXIV/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 945/2018. Alberto López Sánchez. 8 de mayo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RACIONALIDAD LEGISLATIVA. SUS ELEMENTOS. La doctrina ha soste­
nido que las reglas de acción son pautas específicas de conducta que esta­
blecen mandatos o permisiones, que contienen dos componentes: uno relativo 
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a la condición de aplicabilidad –denominado antecedente– y otro referente a 
la solución normativa –llamado consecuente–; ambos cuando son diseñados 
y establecidos en una regla atienden y llevan implícitos, necesariamente, una 
racionalidad legislativa traducida en tres elementos a saber: I) el principio o 
derecho fundamental; II) el propósito; y, III) la política o directriz. Ahora bien, 
el principio o derecho fundamental se refiere a que el legislador cuando regula 
conductas debe propugnar que el antecedente y el consecuente no sólo se 
ciñan a la observancia de un derecho fundamental, sino que, dado el caso, 
potencialicen su ejercicio. Por su parte, el propósito alude a que el legislador 
cuando regula una conducta y le impone consecuencias, propugna por una 
finalidad radicada tanto en su cumplimiento como en su observancia. Final­
mente, la política o directriz se refiere a que el legislador cuando regla una 
conducta y la sanciona, busca establecer un marco de conducta social y de 
las instituciones que faculta, amplía, obliga o prohíbe comportamientos de sus 
miembros. 

1a. LXXV/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 172/2019. Fausto Vallejo Figueroa. 10 de abril de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REAL MALICIA. SU PROPÓSITO. En cuanto al propósito de "la malicia 
efectiva" o "real malicia", consiste en la potencialización de la protección del 
principio de la libertad de expresión, así la "malicia efectiva" o "real malicia", al 
hacer una clasificación de los destinatarios de opiniones o información que, 
a su vez, pueden tener un mayor o menor grado de proyección pública, es una 
figura cuyo único propósito es ampliar el margen de actuación en el ejercicio 
del derecho a la libertad de expresión pues, de no ser así, se verían directa­
mente afectados el funcionamiento y la organización del Estado democrático. 
Luego, la política o directriz que persigue la figura de "la malicia efectiva" o 
"real malicia" consiste en promover la libre manifestación y flujo de informa­
ción, ideas y opiniones; evitar el control del pensamiento; mantener abiertos 
los canales del discurso; y, consecuentemente, impedir la generación de un 
"efecto de desaliento" en la población tendiente a inhibir de forma absoluta el 
derecho a la libertad de expresión.

1a. LXXVI/2019 (10a.)
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Amparo directo en revisión 172/2019. Fausto Vallejo Figueroa. 10 de abril de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. LA DETERMINACIÓN QUE DECRETA 
LA IMPROCEDENCIA DE LA VÍA Y DEJA A SALVO LOS DERECHOS 
DEL ACCIONANTE, DEBE PERMITIR MATERIALMENTE AL ACTOR 
INICIAR UN NUEVO PROCEDIMIENTO EN LA VÍA Y FORMA CORRES­
PONDIENTES. El derecho fundamental a una tutela judicial efectiva, previsto 
en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, es un derecho 
público subjetivo que toda persona tiene para acceder de manera pronta y 
expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una preten­
sión o a defenderse de ella, con el fin de que a través de un proceso en el que 
se respeten ciertas formalidades se decida sobre la pretensión o la defensa, 
y en su caso, se ejecute tal decisión, dentro de los plazos y términos que fijen 
las leyes. Ahora, si bien la ley aplicable no deberá imponer límites al derecho 
a una tutela judicial efectiva, sí preverá requisitos y formalidades esenciales 
para el desarrollo del proceso; uno de estos requisitos es la procedencia de la 
vía, cuyo estudio es de orden público y debe atenderse previamente a la deci­
sión de fondo, ya que el análisis de las acciones sólo puede realizarse si la 
vía escogida es procedente, pues de no serlo, las autoridades jurisdiccionales 
estarían impedidas para resolver sobre ellas. Sin embargo, cuando se ejerza 
una acción, se siga su procedimiento y dentro del mismo, se llegue a determi­
nar la improcedencia de la vía, dejando a salvo los derechos del actor para 
que los deduzca en la vía y forma que corresponda, debe garantizarse la posi­
bilidad material de acceder a la instancia respectiva, aun cuando a la fecha 
de la determinación haya precluido, ya que su trámite en la vía incorrecta por 
sí mismo, no constituye una actitud de desinterés o negligencia. Dado lo ante­
rior, la autoridad que advierta la improcedencia de la vía, al dejar a salvo 
los derechos de la promovente, debe aclarar que, en caso de que las quejosas 
decidieran promover su acción en la vía y términos correspondientes, no debe 
considerarse que ha operado la prescripción, pues su cómputo no debe incluir 
el tiempo en que se tramitó el procedimiento en la vía incorrecta; pues de otra 
manera implicaría una obstaculización al acceso a la justicia y el estable­
cimiento de un derecho ilusorio con respecto a sus fines. En el entendido que 
en los casos donde la pérdida de la acción derive de la negligencia o de la 
falta de diligencia de las partes, no es dable aducir una afectación al derecho 
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a una tutela judicial efectiva, porque ello es atribuible exclusivamente al actuar 
de los interesados.

1a. LXXVII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4407/2018. Elsa Andrea Lara Zuluaga y otra. 6 de marzo de 
2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar 
Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA. DEBE EXAMINARSE EN EL RE­
CURSO DE RECLAMACIÓN CUANDO EN EL ACUERDO RECURRIDO 
NO SE MOTIVA LA CAUSA PARA DETERMINAR QUE UN AMPARO 
DIRECTO EN REVISIÓN NO CUMPLE CON DICHO REQUISITO DE 
PROCEDENCIA. De conformidad con el Punto Sexto del Acuerdo General 
Plenario 9/2015, las Salas de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
tienen facultades para pronunciarse sobre la importancia y trascendencia de 
un amparo directo en revisión, al conocer el recurso de reclamación inter­
puesto contra el acuerdo que desecha dicho medio de impugnación, incluso por 
no subsistir una cuestión propiamente constitucional. De ahí que si el Presi­
dente de este Alto Tribunal desecha un amparo directo en revisión por no revestir 
importancia y trascendencia, sin motivar exhaustivamente esta determinación, 
y en el recurso de reclamación se formula agravio para controvertir dicha 
actuación, debe ser declarado fundado, pero inoperante, siempre que la Sala 
determine, previo análisis motivado del caso concreto, que efectivamente 
la resolución del recurso de revisión no permitirá fijar un criterio de importan­
cia y trascendencia para el orden jurídico nacional porque, por ejemplo, existe 
jurisprudencia que dilucida el tema de constitucionalidad subsistente o 
porque la totalidad de agravios de la revisión resultan inoperantes.

1a. LXXVIII/2019 (10a.)

Recurso de reclamación 1090/2019. Bari Internacional, S.A. de C.V. 10 de julio de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Mora­
les, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 
Víctor Manuel Rocha Mercado.

Nota: El Acuerdo General Número 9/2015, de ocho de junio de dos mil quince, del Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases generales 
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para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en amparo directo 
citado, aparece publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 19, Tomo III, junio de 2015, página 2483.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONFLICTO COMPETENCIAL. DIRECTRICES A SEGUIR CUANDO 
UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO CONOCE POR RAZÓN DE 
TURNO DE UNA DEMANDA DE AMPARO DIRECTO EN LA CUAL 
SE LE SEÑALA COMO AUTORIDAD RESPONSABLE. El hecho de que 
corresponda a un Tribunal Colegiado de Circuito conocer de una demanda de 
amparo directo, por razón de turno, donde se le señala como autoridad res­
ponsable, es insuficiente para declararse incompetente. De ahí que resulte 
necesario establecer las siguientes directrices para casos análogos: a) la cir­
cunstancia aludida no conlleva que de manera inmediata el Tribunal Colegiado 
de Circuito decline la competencia en favor de otro órgano colegiado para 
generar un conflicto competencial, cuya tramitación resulta innecesaria ya que 
sólo produce dilación en la impartición de justicia; b) el tribunal de amparo, 
a través de su presidente, está obligado al momento de proveer sobre la de­
manda, a realizar un análisis integral de ésta, del informe de la autoridad 
responsable y, de ser necesario, de las constancias que le son remitidas en 
justificación de aquél; si de la revisión se obtiene que en realidad el órga­
no jurisdiccional no intervino en la emisión del acto reclamado, deberá admi­
tir la demanda precisando que al no existir el acto que se le reclama al Tribunal 
Colegiado de Circuito, no puede considerarse como autoridad responsable, 
por lo que no existe impedimento legal alguno para que pueda conocer de la 
litis constitucional y resolver lo que en derecho proceda; c) si como resultado 
de la revisión de la demanda y demás anexos, aún existe duda sobre el motivo 
por el que se le señala como autoridad responsable, con fundamento en los 
artículos 175, fracción III, 179 y 180 de la Ley de Amparo, debe prevenir al 
quejoso a efecto de que en el plazo de cinco días precise cuál es el acto en 
concreto que le reclama a ese órgano colegiado, con el apercibimiento que 
de no hacerlo se tendrá por no presentada la demanda, por falta de certeza de 
dicho acto; y, d) si derivado del análisis mencionado surge la duda sobre si en 
realidad lo que el quejoso persigue al señalar como responsable al Tribunal 
Colegiado de Circuito, es plantear el impedimento para conocer del asunto de 
uno o más Magistrados integrantes del órgano colegiado, deberá prevenirse 
al quejoso para que aclare su demanda y, en su caso, exponga las razones en 
las que la sustenta; desahogada la prevención debe determinarse si exis­
ten motivos para iniciar el trámite establecido en el artículo 57 de la Ley de 
Amparo; si la prevención no se desahoga, deberá proveer sobre la admisión 
de la demanda en los términos previstos en el inciso b).

1a. LXXIX/2019 (10a.)
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Conflicto competencial 11/2019. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Sexto Circuito. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. 
SUS ALCANCES. El principio citado encuentra sustento en el artículo 20, 
apartado A, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, al establecer que las partes tendrán igualdad para sostener la acusación 
o la defensa, respectivamente; principio que se relaciona, a su vez, con los di­
versos de igualdad ante la ley y entre las partes, previstos en los artículos 10 
y 11 del Código Nacional de Procedimientos Penales, respectivamente. Ahora 
bien, el principio de igualdad procesal se refiere esencialmente a que las partes 
tendrán los mismos derechos e idénticas expectativas, posibilidades y cargas 
procesales, y deriva a su vez, de la regla general de la igualdad de los sujetos 
ante la ley, la cual exige la supresión de cualquier tipo de discriminación que se 
base en la raza o el grupo étnico, el sexo, la clase social o el estatus político, 
esto es, la igualdad entre todas las personas respecto a los derechos funda­
mentales es el resultado de un proceso de gradual eliminación de discrimina­
ción y, por consiguiente, de unificación de todo aquello que venía reconociendo 
como idéntico, una naturaleza común del ser humano por encima de toda 
diferencia de sexo, raza, religión, etcétera. En esos términos, las partes pro­
cesales que intervengan en el procedimiento penal recibirán el mismo trato y 
tendrán las mismas oportunidades para sostener la acusación y la defensa, 
según sea el caso. Razón por la cual, los Jueces durante el proceso penal 
deberán emprender las acciones y verificar que existan las condiciones nece­
sarias tendentes a garantizar un trato digno e idéntico a las partes sobre la 
base de la equidad en el ejercicio de sus derechos previstos en la Constitu­
ción Federal, los tratados internacionales y las leyes que de ellos emanen, de 
manera que no pueden privilegiar a un sujeto en el debate con algún acto pro­
cesal que le proporcione una ventaja indebida frente a su contrario, pues de 
ser así, se vulneraría el principio de mérito.

1a. LXXX/2019 (10a.)

Amparo en revisión 119/2018. 22 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclarato­
rio, Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretarios: Suleiman Meraz Ortiz y Karla Gabriela Camey Rueda.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. LA FORMULACIÓN DE LA ACU­
SACIÓN CORRESPONDE AL FISCAL EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
21, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Esta atribución tiene lugar una vez con­
cluida la fase de investigación complementaria cuando de los antecedentes de 
la investigación se obtienen medios de prueba idóneos y suficientes que justi­
fiquen la existencia del delito y la responsabilidad penal de la persona imputada, 
por lo que la fiscalía estará en aptitud de ejercer la acción penal materializada a 
través de la acusación, que sólo podrá formularse por los hechos y personas 
señaladas en el auto de vinculación a proceso. De esta manera, la acusación 
es el acto procesal por virtud del cual el Fiscal decide ejercer la pretensión pu­
nitiva del Estado contra una persona que probablemente intervino en la comi­
sión de un hecho considerado por la ley como delito, con la finalidad de que 
se apliquen las sanciones penales que procedan en caso de que se declare su 
culpabilidad por la autoridad judicial. Asimismo, la acusación es un acto nece­
sario para la continuación del proceso penal, en virtud de que una vez que se 
formula dará inicio a la etapa intermedia. Derivado de lo anterior, resulta útil 
señalar que los efectos que produce la acusación son: a) la imposibilidad de 
reabrir la etapa de investigación; b) el inicio de la etapa intermedia o de prepa­
ración a juicio; c) la fijación de la litis que será objeto de discusión en la audien­
cia de debate ante el tribunal de enjuiciamiento; y d) la fijación de los medios de 
prueba con los que se pretende acreditar el delito y la responsabilidad penal 
del procesado, así como las sanciones que correspondan. En ese tenor, el 
Fiscal no puede delegar dicha facultad en otro ente o persona –con excepción 
de la acción penal por particulares– y en caso de no formularla, ello conducirá 
a que se extinga la acción penal.

1a. LXXXI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 119/2018. 22 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclarato­
rio, Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretarios: Suleiman Meraz Ortiz y Karla Gabriela Camey Rueda.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. PROCEDIMIENTO A SEGUIR 
CUANDO EL FISCAL NO FORMULA ACUSACIÓN EN EL PLAZO QUE 
LA LEY PREVÉ PARA TAL EFECTO. Los artículos 323 a 325 del Código Na­
cional de Procedimientos Penales, disponen que una vez transcurrido el plazo 
para el cierre de la investigación, ésta se dará por cerrada, salvo que el Minis­
terio Público, la víctima u ofendido o el imputado hayan solicitado justificada­
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mente prórroga del mismo antes de que finalice. El legislador consideró que 
el cierre de la investigación tiene efectos relevantes para definir la situación 
jurídica del imputado, pues con la emisión de ese acto procesal el Fiscal está 
obligado a pronunciarse si ejerce o no la acción penal, ya que en esta etapa se 
pretende reunir elementos de convicción, ya sea de cargo o de descargo, que 
permiten decidir, en primer lugar, si se formula o no imputación; y en caso de 
hacerlo, generar una segunda decisión derivada de la obtención de medios 
de prueba recabados en la investigación complementaria, consistente en acusar 
o solicitar el sobreseimiento parcial o total de la causa, o en determinados casos 
la suspensión del proceso, y respecto de los derechos que asisten al imputado, 
surge la oportunidad de preparar su defensa, entre otros. Por tanto, cualquier 
determinación que la fiscalía adopte en relación con el cierre de la investiga­
ción, será consecuencia de la investigación que ha realizado, la cual, le permi­
tió recabar la información que genere el conocimiento de la existencia de un 
hecho que reúna los elementos que lo califiquen como delito, así como la auto­
ría o participación en su comisión por parte del vinculado a proceso. En ese 
sentido, la etapa de investigación complementaria tiene como objetivo estable­
cer, por parte del Fiscal, si la conducta incriminada es probablemente delictuosa, 
así como las circunstancias de comisión e identidad del autor o partícipe, la 
víctima y el daño causado; razón por la cual, el legislador dejó explicitado que 
una vez cerrada la investigación complementaria, es obligación del Ministerio 
Público solicitar el sobreseimiento total o parcial de la causa, la suspensión 
del proceso o bien, formular acusación, en términos del artículo 324 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales. También estableció que si el Ministerio 
Público no presenta cualquiera de las obligaciones referidas, el Juez de control, 
sin hacer una valoración de la causa, debe limitarse a hacer del conocimiento 
del Procurador, en una sola ocasión, tal situación, para que se pronuncie en el 
plazo de quince días, y en caso de que el titular de la Fiscalía no emita pro­
nunciamiento al respecto, el Juez de control ordenará el sobreseimiento 
de la causa.

1a. LXXXII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 119/2018. 22 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, 
Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretarios: Suleiman Meraz Ortiz y Karla Gabriela Camey Rueda. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. LA PREVENCIÓN QUE DISPONE 
EL ARTÍCULO 325 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
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PENALES CUANDO EL FISCAL NO FORMULA ACUSACIÓN, NO VIOLA 
EL DERECHO AL DEBIDO PROCESO. Los artículos 8.1 y 8.2 de la Conven­
ción Americana sobre Derechos Humanos prevén los lineamientos del llamado 
"debido proceso legal", cuya implicación está íntimamente relacionada con el de­
recho a que ninguna persona pueda ser sujeta a una investigación penal in­
determinada, pues de lo contrario se generaría incertidumbre al investigado 
sobre su situación jurídica, esto es, si va a ser o no sujeto de una acusación 
penal, que implica entre otras cosas, el derecho de toda persona a ser oída 
con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribu­
nal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la 
ley para la determinación de sus derechos. Ahora bien, el artículo 324 del Có­
digo Nacional de Procedimientos Penales establece que una vez cerrada la inves­
tigación complementaria, es obligación del Fiscal solicitar el sobreseimiento 
total o parcial de la causa, la suspensión del proceso o bien, formular acusación; 
sin embargo, si la fiscalía no presenta cualquiera de las obligaciones referidas, 
el Juez de control, sin realizar una valoración de la causa, debe hacerlo del co­
nocimiento del Titular de la Fiscalía, por única ocasión, para que se pronuncie 
en el plazo de quince días, y en caso de que éste no lo realice, el juzgador or­
denará el sobreseimiento de la causa, tal como lo dispone el artículo 325 del 
ordenamiento citado. En ese orden de ideas, este último precepto legal no con­
traviene el derecho al debido proceso, ya que una de las implicaciones de esa 
máxima constitucional está vinculada con el derecho a que ninguna persona 
pueda ser sujeta a una investigación penal por tiempo indeterminado; en 
tanto que, la referida vista que el Juez de control confiere al Titular de la Fis­
calía, no provoca indefinición en perjuicio del procesado, sólo constituye una 
medida para que ante la omisión de algún pronunciamiento con motivo del 
cierre de la investigación, el Procurador estime lo conducente, a fin de evitar 
la paralización del procedimiento.

1a. LXXXIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 119/2018. 22 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclarato­
rio, Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretarios: Suleiman Meraz Ortiz y Karla Gabriela Camey 
Rueda.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. LA PREVENCIÓN QUE REGULA 
EL ARTÍCULO 325 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD. El citado 
precepto al prever la vista al Procurador en caso de que el Ministerio Público 
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haya omitido solicitar de manera parcial o total el sobreseimiento, la suspen­
sión del proceso o formular acusación en contra del imputado, no genera una 
invasión del Juez de control a las facultades de la representación social para 
formular su acusación, ya que la vista al Titular de la Fiscalía no implica que 
el juzgador se sustituya o realice atribuciones de acusación o de órgano inves­
tigador que no le corresponden, ni corrige la acusación ni auxilia al órgano 
acusador, pues su papel como rector del proceso, únicamente se limita a infor­
mar al Procurador que el Ministerio Público no cumplió con la referida obli­
gación, para que se pronuncie en el plazo de quince días, sin que ello implique 
asumir facultades de la representación social como sería el ejercicio de la 
pretensión punitiva del Estado, ya que únicamente vigila la instrucción legal 
del proceso. Tampoco puede considerarse que tal prevención constituya una 
oportunidad para que se mejore o corrija la acusación, ya que es la ausencia 
de las conclusiones ministeriales o su presentación extemporánea, lo que 
actualiza la hipótesis en la que el juzgador interviene como rector del proce­
so, al hacer del conocimiento del Titular de la Fiscalía tal acontecimiento. Por 
ende, el precepto reclamado cumple con la exigencia constitucional de que 
el juzgador mantenga una posición imparcial frente a las partes del proceso 
penal, lo que implica la prohibición de interferir de tal manera que asuma la 
representación o defensa de alguna de ellas. Máxime que la hipótesis norma­
tiva controvertida no tiene como finalidad arrojar una carga al juzgador o que le 
atribuya un ejercicio de valoración acerca de la omisión del Fiscal de cumplir 
con alguna de las obligaciones consignadas en el diverso artículo 324. De esta 
manera, tratándose del supuesto normativo del precepto reclamado, no se 
actualiza una violación al principio de imparcialidad, por el contrario, es acorde 
con la división de funciones de los actores esenciales del proceso, que tutela 
el sistema procesal penal de corte acusatorio y oral a través de los principios 
que lo rigen, pues garantiza que la actuación del juzgador cumpla con los alu­
didos parámetros de referencia, a saber, la imparcialidad y la objetividad frente 
al juicio que se somete a su conocimiento por quienes son parte en el proceso. 
De tal manera que no tiene un interés coadyuvante en la persecución del delito, 
sino de aplicación de la ley penal en el margen de respeto al principio de con­
tradicción al que tienen derecho las partes involucradas.

1a. LXXXIV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 119/2018. 22 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclarato­
rio, Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretarios: Suleiman Meraz Ortiz y Karla Gabriela Camey Rueda.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. LA PREVENCIÓN QUE DISPONE 
EL ARTÍCULO 325 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES, ES ACORDE CON LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE 
LA VÍCTIMA U OFENDIDO. Las partes en el procedimiento se encuentran 
obligadas a cumplir con las cargas que les corresponden, de acuerdo al debido 
proceso, lo que deberá acontecer en el momento o etapa correspondiente y 
en el plazo fijado para tal efecto, pues de no hacerlo así, precluye su derecho 
para ejercerlo con posterioridad. Tal preclusión o pérdida del derecho no acon­
tece cuando el fiscal omite presentar la acusación o lo hace de manera extem­
poránea, ya que esa obligación no corresponde en última instancia a ese órgano, 
sino al Procurador como Titular del Ministerio Público, por lo que tomar como 
referente el momento de la vista al Ministerio Público para determinar la pre­
clusión de la acción penal, con la consecuencia inmediata del sobreseimiento 
de la causa, sería en detrimento del derecho de acceso a la justicia de la víc­
tima u ofendido, en su carácter de parte en el proceso, de conformidad con el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por­
que tal omisión ministerial extinguiría la pretensión punitiva del Estado, sin 
justificación alguna. En relación con este particular, el artículo 20, apartado C, 
de la Constitución Federal, prevé los derechos que toda víctima u ofendido tiene 
en un proceso penal, entre los que destacan el ser informado del desarrollo del 
procedimiento penal, a que se le repare el daño e impugnar ante autoridad 
judicial las omisiones del Fiscal en la investigación de los delitos, así como 
las resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento de la acción penal o 
suspensión del procedimiento cuando no esté satisfecha la reparación del 
daño (fracciones I, IV, VII), los que se recogen y amplían en el artículo 109 
del Código Nacional de Procedimientos Penales. Bajo esa perspectiva de pro­
tección, el legislador estableció una serie de salvaguardas para la efectividad 
de los derechos de la víctima en el proceso, entre otras, que en decisiones 
sumamente trascendentales que el fiscal debe adoptar, consideró que debían 
ser autorizadas en definitiva por el Procurador. Efectivamente, el legislador pre­
vió que en decisiones relevantes del fiscal, que podrían originar la extinción 
de la acción penal en detrimento de la víctima u ofendido, el Procurador tendría 
una participación activa. Razón por la cual, no se trata de dos oportunidades 
para acusar, sino de una sola, ya que la falta de previsión del Ministerio Público 
no puede traducirse en perjuicio de la víctima u ofendido. Lo anterior pone de 
manifiesto que el artículo 325 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
es acorde con el derecho a la tutela judicial efectiva que exige a los jueces que 
dirijan el proceso evitar dilaciones y entorpecimientos indebidos, para lograr 
la debida protección judicial de los derechos fundamentales de la víctima u 
ofendido.

1a. LXXXV/2019 (10a.)



239INFORME DE LA PRIMERA SALA 2019

Amparo en revisión 119/2018. 22 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclarato­
rio, Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretarios: Suleiman Meraz Ortiz y Karla Gabriela Camey 
Rueda.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL. LA PREVENCIÓN QUE REGULA 
EL ARTÍCULO 325 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES CUANDO EL FISCAL NO FORMULA ACUSACIÓN, NO VUL­
NERA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL. El citado precepto al 
prever la vista al Procurador en caso de que el Ministerio Público haya omitido 
solicitar de manera parcial o total el sobreseimiento, la suspensión del proceso 
o formular acusación en contra del imputado, no provoca que la oportunidad 
para sostener la acusación se realice en condiciones de desigualdad procesal. 
Ahora bien, lo previsto en el artículo 336 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales, es relevante, porque dispone que una vez presentada la acusación, 
sin perjuicio de que haya sido formulada por el Fiscal o el Procurador, el Juez 
de control debe ordenar su notificación a las partes al día siguiente y se les 
entregará copia de la acusación; por su parte, el diverso numeral 340 del alu­
dido ordenamiento procesal, regula que el acusado o su defensor en un plazo 
de diez días posteriores a que haya fenecido el término para la solicitud de 
coadyuvancia de la víctima u ofendido, podrá señalar, entre otros actos, vicios 
formales del escrito de acusación y pronunciarse sobre las observaciones del 
coadyuvante y si lo considera pertinente, requerir su corrección, sin perjuicio 
de que puedan señalarlo en la audiencia intermedia. En ese tenor, al margen de 
que sea el Fiscal o el Procurador quien formule acusación, el legislador esta­
bleció las condiciones necesarias para que el acusado esté en aptitud de 
preparar su defensa con base en lo expuesto en el escrito de acusación respec­
tivo, es por ello que la vista al Procurador no genera un desequilibrio proce­
sal, en la medida en que el procesado al conocer el contenido de la acusación 
puede defender sus intereses en forma efectiva en condiciones de igualdad 
procesal, esto es, sin restricciones, de manera que, la circunstancia de que la 
acusación la formule el Procurador, no origina indefensión alguna para dedu­
cir sus derechos oportunamente.

1a. LXXXVI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 119/2018. 22 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, 
Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Suleiman Meraz Ortiz y Karla Gabriela Camey Rueda.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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DERECHO A LA REPRODUCCIÓN ASISTIDA. LO TIENEN LAS PARE­
JAS DE MATRIMONIOS HOMOSEXUALES. De los artículos 1o. y 4o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1 y 11 de la Conven­
ción Americana sobre Derechos Humanos, así como 14, numeral 1, apartado b, 
del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San 
Salvador", y en atención a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Dere­
chos Humanos, debe reconocerse el derecho de las parejas de matrimonios 
homosexuales para convertirse en padres o madres mediante el acceso a 
los adelantos de la ciencia en materia de reproducción asistida. Lo anterior es 
así porque el concepto de familia cuya protección ordena la Constitución no 
se identifica ni limita a un solo tipo de familia, sino a ésta entendida como realidad 
social, por lo que la tutela se extiende a todas sus formas y manifestaciones, 
entre ellas, las formadas por matrimonios homosexuales. Además, porque la 
decisión de las personas para ser padre o madre en el sentido genético o bio­
lógico, corresponde al ámbito del derecho a la vida privada y a la familia, en la 
que no debe haber injerencias arbitrarias por parte del Estado, lo cual se re­
laciona con la autonomía reproductiva y el acceso a los beneficios del progreso 
científico y tecnológico, que implica el derecho a ser informados y a tener libre 
elección y acceso a métodos para regular la fecundidad, que sean seguros, efi­
caces, de fácil acceso y aceptables. Y como ese derecho se entiende dado a 
toda persona, sin distinción en cuanto preferencia sexual, no sólo les asiste 
a los matrimonios heterosexuales con problemas de infertilidad, sino tam­
bién a los matrimonios homosexuales, en los que se presenta una situación 
similar, ante la circunstancia de que en su unión sexual no existe la posibilidad 
de la concepción de un nuevo ser, entendida como la fecundación del óvulo 
(gameto femenino) por el espermatozoide (gameto masculino).

1a. LXXXVII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 553/2018. 21 de noviembre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

FILIACIÓN DE UN MENOR DE EDAD NACIDO BAJO LA TÉCNICA DE 
MATERNIDAD SUBROGADA. ES DEBER DEL JUEZ ESTABLECERLA, 
AUN ANTE LA AUSENCIA DE REGULACIÓN ESPECÍFICA. La ausencia 
de regulación expresa o específica sobre cómo establecer la filiación de los 



241INFORME DE LA PRIMERA SALA 2019

hijos nacidos mediante el uso de técnicas de reproducción asistida, y particu­
larmente de la llamada maternidad subrogada o útero subrogado, no debe 
erigirse en impedimento para que el Juez se pronuncie al respecto, no sólo 
porque el silencio de la ley no lo autoriza a dejar de resolver alguna controver­
sia, sino porque en términos del artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el goce y el ejercicio de los derechos humanos de 
las personas no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 
condiciones que la propia Constitución establece y asimismo, todas las auto­
ridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, entre los cuales se 
encuentra el derecho a la identidad de los menores de edad y la necesidad 
de atender a su interés superior. En ese sentido, ante la realidad fáctica de 
un niño o una niña nacido bajo esta técnica, su derecho a la identidad y la 
protección a su interés superior exigen determinar la filiación que les corres­
ponde, ya que tienen derecho a contar con todos los derechos derivados de la 
filiación, como los alimentarios y sucesorios, así como a recibir cuidados, 
educación, afecto y todo lo necesario para su adecuado desarrollo. Al respecto, 
debe determinarse si entre las reglas aplicables en materia de filiación y 
registro de nacimiento hay algunas que permitan atribuir la filiación, como lo 
serían la presunción de paternidad o el reconocimiento de hijos. Asimismo, 
debe tenerse presente que la demostración de un vínculo biológico no es un 
requisito indispensable para establecer la filiación sobre un hijo, como sucede 
en la aplicación de las técnicas de reproducción asistida, en las que opera al 
respecto la voluntad para concebirlo o voluntad procreacional y en el caso 
de la maternidad subrogada, es necesaria también la concurrencia de la 
voluntad libre de vicios de la madre gestante, y sobre la base de que dicha 
mujer debe ser mayor de edad y con plena capacidad de ejercicio.

1a. LXXXVIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 553/2018. 21 de noviembre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EXTINCIÓN DE DOMINIO. LA NORMA QUE PREVÉ QUE LOS MEDIOS 
DE PRUEBA PROVENIENTES DE LA CARPETA DE INVESTIGA­
CIÓN CONSTITUYEN PRUEBA LEGALMENTE PRECONSTITUIDA ES 
INCONSTITUCIONAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 
Esta Primera Sala ha señalado que el procedimiento de extinción de dominio es 
relativamente autónomo de la materia penal, en razón de que el legislador 
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partió de la base de que se ejercería paralelamente a la acción penal. En ese 
sentido, la Ley de Extinción de Dominio del Estado de México no es ajena a 
esta autonomía relativa que existe entre la materia penal y el procedimiento 
de privación del derecho de propiedad, pues reconoce en su artículo 3 la apli­
cación supletoria del Código Nacional de Procedimientos Penales únicamente 
para las etapas de la investigación penal, la preparación del ejercicio de la 
acción de extinción de dominio, las reglas para el establecimiento del hecho 
ilícito y en las formalidades de las audiencias. En estas condiciones, el artículo 
45, párrafo tercero, de la ley en mención que regula la etapa de depuración 
procesal y admisión de las pruebas dentro de la audiencia inicial del proce­
dimiento relativo, al establecer que los medios de prueba provenientes de la 
carpeta de investigación serán prueba legalmente pre constituida, con valor 
probatorio pleno y no requerirá de su repetición para su valoración al momento 
de dictarse la sentencia correspondiente, salvo el derecho de las partes de obje­
tarla o redargüirla de falsa en la audiencia inicial, bastando para su desahogo 
su incorporación con explicación sintética en la audiencia, resulta contrario a 
los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo primero, en relación con el 22, 
analizado de forma conjunta con los artículos 20 y 133, todos de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Esto, porque la calificativa de 
"prueba preconstituida" que el legislador impuso a los "medios de prueba pro­
venientes de la carpeta de investigación" es inadecuada, ya que sólo contiene 
los antecedentes de investigación y otros elementos que se incorporan como 
datos de prueba que no necesariamente han sido desahogados ante el órgano 
jurisdiccional penal, lo cual trae como consecuencia lógica que no podrán cons­
tituir prueba plena para efectos de la acción de extinción de dominio. Así, sólo 
tendrán carácter de prueba aquellos datos que el juez –de manera excepcio­
nal– tuvo a la vista y debió considerar para resolver determinada controversia 
o situación jurídica del imputado en el proceso penal o los que, en su caso, se 
hayan constituido como prueba anticipada. Además, aun en el supuesto de 
excepción, se cumple con el mandato constitucional, en virtud de que el juz­
gador apreciará las pruebas como fueron debatidas ante el juez de control, 
en atención a los principios de contradicción e inmediación reconocidos en el 
artículo 20 de la Constitución Federal.

1a. LXXXIX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 2296/2018. Roberto Araujo Nava y otra. 6 de marzo de 2019. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora 
Cortés Araujo.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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RENTA. EL ARTÍCULO 27, FRACCIÓN V, PÁRRAFO TERCERO, DE LA 
LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El principio de proporcionalidad 
tributaria, previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, 
consiste en que los sujetos pasivos de un tributo deben contribuir al gasto 
público en función de su capacidad contributiva real, lo cual implica que los 
gravámenes deben fijarse de acuerdo a la capacidad contributiva de cada 
persona, de tal forma que debe pagar más quien tenga una mayor capacidad 
y menos quien la tenga en menor proporción. Ahora bien, el artículo 27, frac­
ción V, párrafo tercero, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al condicionar la 
deducción de un servicio subcontratado a que el contratante obtenga del 
contratista diversos documentos relacionados con los trabajadores respec­
tivos y con el pago de las cuotas obrero patronales al Instituto Mexicano del 
Seguro Social, no vulnera el principio constitucional aludido, en virtud de que 
no veda el acceso a la deducción tratándose de gastos derivados de la subcon­
tratación laboral, sino únicamente condiciona su ejercicio a que se exhiba la 
documentación mencionada, por lo cual la capacidad contributiva no se cons­
truye de forma ficticia o irreal.

1a. XC/2019 (10a.)

Amparo en revisión 361/2019. Inmuebles Valle de Tesistán, S. A. de C.V. 14 de agosto de 
2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar 
Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de octubre de 2019 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 27, FRACCIÓN V, PÁRRAFO TERCERO, DE LA 
LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA. El principio de equidad tributaria, previsto en el ar­
tículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, implica que los contribuyen­
tes de un mismo impuesto deben guardar una situación de igualdad frente a 
la norma jurídica que lo establece y regula. Ahora bien, el artículo 27, fracción 
V, párrafo tercero, de la Ley del Impuesto sobre la Renta al condicionar la de­
ducción de un servicio subcontratado a que el contratante obtenga del con­
tratista diversos documentos relacionados con los trabajadores respectivos y 
con el pago de las cuotas obrero patronales al Instituto Mexicano del Seguro 
Social, no vulnera el principio constitucional aludido, pues si bien a quienes 
tributan bajo el mismo régimen general, pero contratan servicios a través de 
otras figuras (por ejemplo: comisión mercantil, la permuta o el contrato de pres­
tación de servicios) no se les requiere la documentación mencionada, lo cierto 
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es que las deducciones que se plantean por el empleo de servicios de sub­
contratación laboral no comparten la misma naturaleza que aquellos servi­
cios derivados de otras formas de contratación, máxime cuando estos últimos 
atienden a disposiciones en materias laboral y tributaria diferentes a las del 
régimen denominado como "outsourcing" o de subcontratación laboral, aunado 
a que la diferencia de trato en cuestión tuvo como finalidad evitar prácticas 
de evasión fiscal y fortalecer el control de las obligaciones de los contribuyen­
tes que emplean trabajadores subcontratados.

1a. XCI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 361/2019. Inmuebles Valle de Tesistán, S.A. de C.V. 14 de agosto de 
2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar 
Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de octubre de 2019 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LAS QUE SE 
OFREZCAN PARA DEMOSTRAR UN POSIBLE ACTO DE TORTURA 
DEBEN ADMITIRSE Y NO DESECHARSE DE PLANO POR FALTA DE 
IDONEIDAD (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 75 DE LA LEY DE AM­
PARO). El precepto citado, en su primer párrafo, contiene una regla que brinda 
equilibrio y seguridad a todos aquellos sujetos involucrados en el acto de auto­
ridad, pues en el juicio de amparo el acto debe apreciarse tal y como aparezca 
probado ante la autoridad responsable, por lo que no se admitirán ni se toma­
rán en consideración pruebas que no se hubiesen rendido ante la autoridad 
emisora del acto reclamado; en tanto que, en su segundo párrafo, contiene una 
excepción a esa regla general, ya que permite que el quejoso ofrezca pruebas 
cuando no hubiere tenido oportunidad de hacerlo ante la autoridad responsa­
ble, supuesto normativo que debe interpretarse en el sentido de que esa posi­
bilidad procesal opera solamente cuando no tuvo oportunidad para ofrecerla 
ante la responsable. Ahora bien, de conformidad con esta interpretación, en 
el caso en que el quejoso ofrezca como pruebas las encaminadas a demos­
trar la posibilidad de que se ejercerán actos de tortura en su contra, el juzga­
dor no debe desecharlas de plano, sino acordar de conformidad la petición de 
requerir los documentos respectivos y en el momento procesal oportuno eva­
luar su "idoneidad" para decidir respecto a la constitucionalidad o la inconsti­
tucionalidad del acto reclamado. Lo anterior es así, toda vez que esta Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido, como pre­
misa básica y necesaria, los parámetros que deben observar las autoridades 
a efecto de dar cumplimiento al imperativo establecido en el artículo 1o. de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos respecto a sus obliga­
ciones de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a derechos 
humanos, entre las que se encuentran los actos de tortura, pues este tema 
debe ser tratado bajo el entendimiento de las obligaciones internacionales 
contraídas por el Estado Mexicano, lo que implica acordar favorablemente el 
ofrecimiento de pruebas que tengan como finalidad demostrar que el acto 
reclamado puede violar un derecho fundamental como el de la integridad física 
por posibles actos de tortura.

1a. XCII/2019 (10a.)

Queja 56/2019. Héctor Castañeda Cobarrubias. 14 de agosto de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien indicó que está con el sentido, pero en contra de algunas conside­
raciones, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez 
Mireles.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

VIOLACIÓN EQUIPARADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 175 DEL CÓ­
DIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL (APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO). SENTIDO Y ALCANCE DE LA INCAPACIDAD 
DE RESISTENCIA DE LA VÍCTIMA. El artículo citado prevé que la violación 
equiparada alcanza el carácter de ilícito penal, aun en ausencia de la violen­
cia como medio comisivo, cuando el sujeto activo realiza cópula con persona 
que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho o por 
cualquier causa no pueda resistirlo; esto es, cuando el agresor aprovecha la 
situación de indefensión o vulnerabilidad específica de la víctima, lo que abar­
caría también aquellas circunstancias que hacen inexigible una oposición 
manifiesta y contundente a la realización de la cópula, dada la presencia de 
relaciones o entornos que funcionan como suficiente y razonablemente coacti­
vos o intimidatorios. Así, el delito de violación equiparada, previsto en el ar­
tículo 175 del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad 
de México, permite que la legislación sustantiva penal y sus sucesivas inter­
pretaciones atiendan aquellas situaciones en que la violencia, sea física o 
moral, no sea el instrumento necesario para someter a la víctima y lograr impo­
nerle la cópula, pues ésta se encuentra en estado de indefensión derivado de 
condiciones permanentes o circunstanciales, ya sea atribuibles a la persona 
de la víctima o al contexto y situación en que desarrolla y consuma el hacer de­
lictivo del agresor: condición de discapacidad, física o intelectual, permanente 
o transitoria; inconsciencia o estados asimilables –sean inducidos o volunta­
rios– de la víctima, o bien la presencia de relaciones de franca dominación o 
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entornos coercitivos (que están definidos por la presencia de relaciones asi­
métricas de poder de tal entidad que configuran dominación –transitoria o 
permanente– y que hacen inexigible una oposición manifiesta a la imposición 
de la cópula, dada la posibilidad –objetivamente evaluable, pero subjetivamente 
considerada– de padecer un daño o grave perjuicio en la integridad personal 
de la víctima o de las personas a las que está ligada por vínculos de amor o 
protección), entre otras circunstancias, situaciones o contextos que impiden 
la oposición manifiesta o la comprensión por parte de la víctima.

1a. XCIII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 1260/2016. 28 de septiembre de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien se reservó su derecho para 
formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma 
Lucía Piña Hernández, quien votó en contra al considerar que el recurso sólo proce­
día por la inconstitucionalidad de leyes, lo que no afecta al criterio contenido en esta 
tesis. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

LIBERTAD Y SEGURIDAD SEXUAL. SU CONTENIDO Y ALCANCE 
COMO BIENES JURÍDICAMENTE TUTELADOS EN LOS DELITOS CO­
METIDOS CONTRA ÉSTOS. La libertad y la seguridad sexuales, como bienes 
jurídicamente tutelados por el artículo 175 del Código Penal para el Distrito 
Federal, constituyen manifestaciones –entre otros– del derecho al libre desa­
rrollo de la personalidad. Así, la libertad sexual significa la capacidad y posibi­
lidad de decidir autónomamente, sin coerción ni violencia y con consentimiento 
pleno, sobre las personas –quienes también deben estar de acuerdo–, situacio­
nes, circunstancias y tiempos, en las cuales se quiere tener comportamientos, 
intercambios o vínculos erótico-sexuales, incluida la cópula. Por otra parte, la 
seguridad sexual es la necesaria protección y debida garantía de que esta 
libertad y autonomía efectivamente se expresen, dado el riesgo que ciertas 
circunstancias, propias de la persona o del contexto específico en que se 
encuentra, entrañan para la producción espontánea de consentimiento. Dado 
que el consentimiento pleno y válido de quienes participan en una cierta activi­
dad sexual es un elemento fundamental para el respeto, protección y garantía 
de la libertad y seguridad sexuales, el Estado debe asumir la obligación –incluso 
recurriendo a su poder coactivo– de proteger que éste sea la regla en el actuar 
sexual.

1a. XCIV/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 1260/2016. 28 de septiembre de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien se reservó su derecho para 
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formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma 
Lucía Piña Hernández, quien votó en contra al considerar que el recurso sólo proce­
día por la inconstitucionalidad de leyes, lo que no afecta al criterio contenido en esta 
tesis. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

VIOLACIÓN EQUIPARADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 175 DEL 
CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA 
LA CIUDAD DE MÉXICO. LA CALIFICATIVA DE VIOLENCIA FÍSICA O 
MORAL NO ES UNA CLAÚSULA DE DOBLE PUNICIÓN. El consen­
timiento pleno y válido de quienes participan en una cierta actividad sexual 
es un elemento fundamental para el respeto, la protección y la garantía de la 
libertad y seguridad sexuales. Por tanto, el Estado asume la obligación –in­
cluso recurriendo a su poder coactivo– de proteger que dicho consentimiento 
sea la regla en el actuar sexual. Así, guarda relación proporcional, instrumen­
tal y razonable con el bien jurídicamente tutelado el hecho de que el legisla­
dor haya reconocido que la violación equiparada –como conducta que atenta 
contra la libertad sexual– pueda consumarse empleando medios comisivos 
distintos a la violencia física o moral, para hacerse cargo de aquellas circuns­
tancias objetivas y subjetivas que hacen innecesario el uso de tales formas de 
violencia para someter a la víctima e imponerle la cópula. Luego, es también 
razonable que aumentase el grado de reproche penal a quien traspasa el mero 
aprovechamiento de esas circunstancias para obrar, además, de forma vio­
lenta, y, en consecuencia, agravara la pena, por recurrir al ejercicio de la violen­
cia física o moral en la imposición de la cópula, a quien ya estaba en aptitud 
y ocasión de lesionar el bien jurídicamente tutelado. Por tanto, es constitucio­
nalmente válida la inclusión del uso de la violencia, física o moral, como una 
circunstancia calificativa del delito de violación equiparada, sin que esto impli­
que una transgresión de los principios constitucionales de exacta aplicación de 
la ley penal y de que ninguna persona será juzgada dos veces por el mismo 
delito, o la misma conducta.

1a. XCV/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 1260/2016. 28 de septiembre de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma 
Lucía Piña Hernández, quien votó en contra al considerar que el recurso sólo proce­
día por la inconstitucionalidad de leyes, lo que no afecta al criterio contenido en esta 
tesis. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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INCAPACIDAD DE RESISTENCIA O AUSENCIA DE COMPRENSIÓN. 
SON DESCARTADAS COMO MUESTRA DE CONSENTIMIENTO EN 
EL DELITO DE VIOLACIÓN EQUIPARADA (ARTÍCULO 175 DEL CÓDIGO 
PENAL DEL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO). La norma penal que describe la violación sexual equiparada no 
requiere que se someta a la víctima con la fuerza física o que se le neutralice 
con amenazas como sí lo requiere el tipo penal básico, sino que reprocha el 
aprovechamiento que hace el sujeto activo de ciertas circunstancias que impi­
den la producción voluntaria de una decisión respecto a la participación del 
sujeto pasivo en la cópula, sea porque le es inexigible jurídicamente oponerse 
a ésta, sea porque la víctima no tiene la habilidad o capacidad para compren­
der lo que está ocurriendo. El sometimiento a la cópula que, en esas circuns­
tancias, no se puede resistir o no se puede comprender –y en esa medida, hace 
innecesario el uso de la violencia física o moral– es descartado por el injusto 
penal equiparado como muestra de consentimiento. Pues cuando el legisla­
dor secundario adopta esta figura típica, entiende que consentir es decidir lo 
que se quiere o se acepta a partir de opciones, circunstancias y valoraciones, 
cuando se tiene conocimiento de las consecuencias o, por lo menos, puede 
presumirse razonablemente que se tienen las habilidades cognitivas necesa­
rias para entenderlas, dado aquello que se decide y el momento en que se 
decide. Así, las personas menores de cierta edad pueden "querer" o "aceptar" 
la conducta sexual, pero no consentirla. Así, las personas con discapacidad, 
permanente o temporal, considerando el carácter, grado y contexto de su dis­
capacidad resienten, pero no consienten, la actividad sexual para la cual no han 
expresado su voluntad. Algo muy similar ocurre con las personas inconscientes 
o cuasi inconscientes. Así, las personas que se encuentran presionadas, inti­
midadas o coaccionadas por un entorno o relaciones de franca dominación 
pueden padecer o tolerar la agresión sexual, pero no la consienten. Respecto 
de las personas con discapacidad, conviene aclarar que de acuerdo con la Con­
vención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, las personas 
con discapacidad deben ser respetadas en su diversidad, su dignidad inhe­
rente y su autonomía individual. Además, su libertad para tomar decisiones 
debe ser garantizada, incluido su derecho a expresar su voluntad y preferen­
cias. Estos derechos claramente abarcan la expresión consentida y feliz de 
la propia sexualidad. Por eso, la capacidad de consentir la actividad sexual 
de las personas con discapacidad debe protegerse, pero no descartarse a 
priori sin mirar el grado y contexto de la discapacidad, así como las circuns­
tancias específicas de la conducta sexual de que se trate.

1a. XCVI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 1260/2016. 28 de septiembre de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien se reservó su derecho para 
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formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma 
Lucía Piña Hernández, quien votó en contra al considerar que el recurso sólo proce­
día por la inconstitucionalidad de leyes, lo que no afecta al criterio contenido en esta 
tesis. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EMPLAZAMIENTO A JUICIO. LOS ARTÍCULOS 95, IN FINE Y 117 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE 
DURANGO, QUE EXIGEN ACOMPAÑAR COPIA DE TRASLADO DE LA 
DEMANDA O CONTESTACIÓN Y DE SUS DOCUMENTOS ANEXOS, 
ÚNICAMENTE CUANDO NO EXCEDAN DE 25 FOJAS, VIOLAN LOS DE­
RECHOS DE AUDIENCIA Y DE DEFENSA ADECUADA. El debido llamamien­
to a un procedimiento judicial no puede estimarse colmado con el simple 
aviso de su inicio y de los elementos principales que lo motivan, sino que un 
efectivo emplazamiento sólo puede tenerse por satisfecho cuando implica 
poner en pleno conocimiento al demandado tanto del escrito en que se formula 
la demanda, como de los documentos que sustenten el respectivo reclamo, 
sean éstos los relativos a la acreditación de la personalidad que ostenta quien 
insta el juicio, los que sean sustento de la acción y otros que, como medios 
probatorios, se acompañen al reclamo. En apego a este principio, el artículo 
95 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Durango establece 
que a toda demanda o contestación deberán acompañarse necesariamente 
"copia del escrito y de los documentos para correr traslado al colitigante, pudien­
do ser en papel común, fotostática o cualquier otra, siempre que sea legible"; 
sin embargo, en su parte final dispone que: "Si excedieren los documentos de 
veinticinco fojas quedarán en la Secretaría para que se instruyan las partes". 
Por su parte, el artículo 117 del mismo ordenamiento prevé que se entregará 
copia simple de la demanda, más, "en su caso", copia simple de los demás 
documentos que el actor haya exhibido con su libelo inicial. Ahora bien, los 
derechos de audiencia y a una defensa adecuada, sólo pueden garantizarse 
si quien es llamado a juicio conoce absolutamente las bases de la acusación 
o reclamo del cual requiere defenderse, por lo que más allá de si deben o no 
acompañarse copias de traslado como un mecanismo para garantizar un debido 
emplazamiento, lo que no puede empezar a correr es el plazo de contesta­
ción de la demanda en tanto no exista certeza de que dichos documentos 
fueron puestos en conocimiento del demandado o de que, cuando menos, se 
le otorgaron garantías para su oportuno acceso y, en su caso, reproducción, sin 
que ello reduzca la efectividad del plazo otorgado para la respectiva contesta­
ción. Consecuentemente, los artículos 95, in fine y 117 del Código de Proce­
dimientos Civiles para el Estado de Durango, violan los derechos de audiencia 
y de defensa adecuada.

1a. XCVII/2019 (10a.)
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Amparo directo en revisión 8225/2018. Mónica del Carmen Rojas Meraz. 10 de abril de 
2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar 
Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EMPLAZAMIENTO A JUICIO. LA OBLIGACIÓN DE ACOMPAÑAR LAS 
COPIAS DE TRASLADO DE LA DEMANDA O CONTESTACIÓN Y 
DE SUS DOCUMENTOS ANEXOS, SÓLO CUANDO NO EXCEDAN DE 
25 FOJAS, EN TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 95, IN FINE Y 117 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE 
DURANGO, CONSTITUYE UNA DISTINCIÓN INJUSTIFICADA Y NO 
RAZONABLE. El artículo 95 aludido establece una distinción injustificada 
en la obligación de acompañar a toda demanda o contestación copia del escrito 
y de los documentos para correr traslado al colitigante, al prever que: "Si exce­
dieren los documentos de veinticinco fojas quedarán en la Secretaría para 
que se instruyan las partes.", y que se reitera en el artículo 117 del mismo 
ordenamiento al establecer que se entregará copia simple de la demanda, 
más, "en su caso", copia simple de los demás documentos que el actor haya 
exhibido con su libelo inicial. Lo anterior, porque el estándar de extensión de 
documentos no es razonable, pues actualmente los documentos ya no tienen 
que copiarse a mano como ocurría cuando las primeras normas que desarro­
llaron este tipo de previsiones, limitaban la obligación al actor de presentar 
copias de traslado de documentos anexos a la demanda mayores de 25 fojas; 
además porque dicha medida deriva de un elemento que se encuentra ajeno 
al control de la persona que será sujeta de emplazamiento y que sí puede estar 
bajo control de quien formula la demanda, pues basta que a los anexos se 
acompañen documentos que pueden ser innecesarios pero que permitan supe­
rar el número de 25 fojas, para activar un escenario real que disminuirá las 
posibilidades de aprovechar al máximo el plazo legal previsto para la contes­
tación, ante la imposición al emplazado de la necesidad de acudir al tribunal 
para imponerse de los autos, lo que ocurre sin la suspensión del plazo para 
contestar la demanda; lo mismo puede ocurrir cuando sea el demandado el 
que a su contestación anexe más de veinticinco fojas. Sin embargo, este tipo 
de medidas y distinciones no se justifican ni son razonables en el contexto 
tecnológico actual, dada la amplia posibilidad que tienen las partes de reprodu­
cir los documentos necesarios para un debido traslado y efectivo emplazamiento 
a su contraparte.

1a. XCVIII/2019 (10a.)
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Amparo directo en revisión 8225/2018. Mónica del Carmen Rojas Meraz. 10 de abril de 
2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar 
Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EMPLAZAMIENTO A JUICIO. LA OBLIGACIÓN DE ACOMPAÑAR 
COPIAS DE TRASLADO DE LA DEMANDA Y DE LOS DOCUMENTOS 
ANEXOS, ÚNICAMENTE CUANDO NO EXCEDAN DE 25 FOJAS, EN 
TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 95, IN FINE Y 117 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE DURANGO GENERA 
UN ESQUEMA DE DESPROPORCIÓN EN EL PLAZO PARA SU CON­
TESTACIÓN. La obligación de acompañar copias de traslado de la demanda 
y de los documentos anexos sólo cuando no excedan de 25 fojas, en términos 
de los artículos 95, in fine y 117 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado de Durango, genera un esquema de desproporción en los plazos de 
contestación de la demanda que no puede salvarse con la aptitud de la parte 
demandada para acudir al juzgado correspondiente a imponerse de los autos y, 
por consecuencia, de los respectivos documentos, toda vez que los referidos 
artículos no establecen salvedad alguna para que se tenga por efectivamente 
realizado el emplazamiento hasta que ello ocurra. Lo anterior es así, pues quie­
nes sean emplazados con la demanda y con copia de la totalidad de los documen­
tos anexos (25 o menos fojas) contarán con un mayor número de días completos 
para preparar la respectiva defensa a partir del estudio de dichas documen­
tales, mientras que quienes deban estudiar un número mayor de documentos 
para la defensa (25 fojas o más de anexos) tendrán menos días efectivos para 
contestar la demanda y construir las respectivas excepciones, pues ello impli­
cará que el demandado deba acudir al tribunal por sí solo o en compañía del 
abogado contratado al efecto, únicamente para consultar los autos sin poder 
llevarlos consigo para el respectivo estudio, en condiciones que no necesaria­
mente serán cómodas y con el inconveniente de que, si se solicitan copias de 
dichos documentos, deberá no sólo asumir su costo, sino realizar la promoción 
respectiva y esperar a que se acuerde, lo cual, eventualmente, puede ocurrir 
hasta después de vencido el plazo de contestación de la demanda.

1a. XCIX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 8225/2018. Mónica del Carmen Rojas Meraz. 10 de abril de 
2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar 
Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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DEFENSA ADECUADA EN SU VERTIENTE MATERIAL. NO SE SATIS­
FACE ESTE DERECHO, CON EL SOLO NOMBRAMIENTO DE UN LICEN­
CIADO EN DERECHO PARA LA DEFENSA DEL IMPUTADO, SINO 
QUE DEBEN IMPLEMENTARSE LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA 
GARANTIZAR QUE TIENE LA ASISTENCIA DE UNA PERSONA CAPA­
CITADA PARA DEFENDERLO [ABANDONO PARCIAL DE LA JURIS­
PRUDENCIA 1a./J. 12/2012 (9a.)]. La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la citada jurisprudencia de rubro: "DEFENSA ADE­
CUADA. FORMA EN QUE EL JUEZ DE LA CAUSA GARANTIZA SU VIGENCIA.", 
sostuvo que el derecho de defensa adecuada se garantiza esencialmente si el 
inculpado es asistido por un abogado defensor y no se obstaculiza de ninguna 
manera el trabajo de la defensa. De igual modo, estableció que el referido 
derecho no debe llegar a ciertos extremos, entre ellos: a) vigilar la estrategia de 
la defensa; b) justipreciar la capacidad o incapacidad técnica del abogado 
defensor; y, c) que el incumplimiento de los deberes de la defensa deba eva­
luarse por el juzgador, sino que en todo caso podrían ser materia de responsa­
bilidad profesional. Ahora bien, la armonización de la doctrina constitucional del 
Alto Tribunal con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, y una nueva reflexión sobre el tema, llevan a esta Primera Sala a 
separarse parcialmente del criterio plasmado en la tesis citada, específica­
mente en lo referido a las consideraciones señaladas en los incisos b) y c), pues 
se reconoce que parte del núcleo esencial del derecho a gozar de una defensa 
adecuada lo constituye el cumplimiento de que ésta cumpla con su aspecto 
material, es decir, que el abogado satisfaga un estándar mínimo de diligencia 
en el cumplimiento de sus deberes, lo que además debe ser controlado por el 
Juez en su calidad de garante y rector del procedimiento penal. Esto, porque 
una verdadera defensa adecuada no puede limitarse a meros aspectos proce­
sales o de trámite, pues el solo nombramiento de un licenciado en derecho 
para que asuma la defensa no satisface ni efectiviza, por sí mismo, el derecho a 
gozar de una defensa material, sino que se requiere que se implementen todas 
las medidas necesarias para garantizar que el imputado tiene la asistencia de 
una persona capacitada para defenderlo. No obstante, una vez satisfecho ese 
estándar mínimo, el Juez debe abstenerse de controlar la bondad y eficacia 
de la estrategia defensiva adoptada o el resultado de ésta, en virtud de la auto­
nomía en su diseño por el defensor nombrado.

1a. C/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett
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Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett.

Nota: Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación, y en virtud de que abandona parcialmente el cri­
terio sostenido por la propia Sala en la jurisprudencia 1a./J. 12/2012 (9a.), de rubro: 
"DEFENSA ADECUADA. FORMA EN QUE EL JUEZ DE LA CAUSA GARANTIZA SU 
VIGENCIA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Libro X, Tomo 1, julio de 2012, página 433, con número de registro digital: 
160044, esta última dejó de considerarse de aplicación obligatoria a partir del lunes 
25 de noviembre de 2019.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DEFENSA ADECUADA EN SU VERTIENTE MATERIAL. DIRECTRICES 
A SEGUIR PARA EVALUAR SI ESTE DERECHO HA SIDO VIOLADO. 
En virtud de que el órgano jurisdiccional durante el procedimiento penal se en­
cuentra obligado a cerciorarse de que el derecho a gozar de una defensa 
adecuada no se torne ilusorio a través de una asistencia jurídica inadecuada, es 
procedente que los juzgadores evalúen la defensa proporcionada por el abo­
gado. Por lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que para determinar si el citado derecho en su vertiente 
material fue violado, dado que no toda deficiencia o error en la conducción de 
la defensa implica dicha vulneración, el juzgador debe seguir las siguientes 
directrices: a) analizar que las supuestas deficiencias sean ajenas a la volun­
tad del imputado y corresponden a la incompetencia o negligencia del defensor 
y no a una intención del inculpado de entorpecer o evadir indebidamente el 
proceso; b) evaluar que las fallas de la defensa no sean consecuencia de la estra­
tegia defensiva del abogado, valorando las cuestiones de hecho más que de 
fondo para enfocarse principalmente en la actitud del abogado frente al pro­
ceso penal; y, c) valorar si la falta de defensa afectó en el sentido del fallo en 
detrimento del inculpado tomando en consideración caso por caso al apreciar 
el juicio en su conjunto. Ahora bien, si después de realizar esta tarea evalua­
tiva el Juez determina que alguna de las citadas fallas resultó en la vulneración 
del derecho del imputado a contar con una defensa adecuada en su vertiente 
material, tendrá la obligación de informarle tal circunstancia con la finalidad 
de otorgarle la posibilidad de decidir si desea cambiar de abogado, ya sea que 
él nombre a uno particular, se le asigne uno de oficio, o continuar con su 
mismo defensor; si éste opta por cambiar de abogado, el Juez deberá otorgar 
tiempo suficiente para preparar nuevamente su defensa y poder subsanar las 
fallas o deficiencias de la defensa anterior. Por otro lado, si decide mantener 
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a su defensor particular, el Juez nombrará un defensor público para que colabore 
en la defensa y pueda evitarse que se vulneren sus derechos.

1a. CI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain 
Barrett.

Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DEFENSA ADECUADA EN SU VERTIENTE MATERIAL. PARA DETER­
MINAR SI HUBO VIOLACIÓN A ESTE DERECHO, EL JUZGADOR DE 
AMPARO DEBE VALORAR SI LAS FALLAS O DEFICIENCIAS DE LA 
DEFENSA AFECTARON DIRECTAMENTE EL SENTIDO DEL FALLO 
RECLAMADO. El órgano jurisdiccional correspondiente, pero sobre todo el 
que conoce del juicio de amparo directo, debe evaluar si la falta de defensa 
en su aspecto material impactó o no en el sentido del fallo reclamado, al ser 
posible que, a pesar de la existencia de fallas u omisiones evidentes y graves 
en la defensa, se absolviera al acusado del delito imputado. Lo anterior permite 
sostener que el criterio para definir si existió o no violación al derecho a contar 
con una defensa adecuada en su vertiente material, debe analizarse y eva­
luarse tomando en consideración caso por caso, pues el ámbito de protección 
de ese derecho no consiste en examinar de forma aislada una actuación o el 
contenido de una diligencia en particular, sino el juicio en su conjunto, tal como 
sucede cuando se evalúa de manera general si se vulneró el derecho del 
imputado a tener un juicio justo, por lo que ha de estudiarse el caso entendido 
como un todo. Así, la vulneración al derecho mencionado sólo es determina­
ble a partir de la evaluación de un conjunto de circunstancias que rodean al 
caso concreto, siendo ésta la única forma de medir las verdaderas consecuen­
cias jurídicas de una afectación de esta magnitud, con la limitante de evitar 
que la evaluación del caso vulnere otros derechos, como son el de pronta y 
oportuna impartición de justicia, o bien, la afectación indiscriminada a los 
derechos de la contraria.

1a. CII/2019 (10a.)
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Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain 
Barrett.

Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain 
Barrett.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DEFENSA ADECUADA EN SU VERTIENTE MATERIAL. LOS ÓRGA­
NOS JURISDICCIONALES DEBEN TOMAR LAS MEDIDAS PARA 
GARANTIZAR QUE EL ABOGADO DEFENSOR TENGA LOS CONO­
CIMIENTOS Y LA CAPACIDAD NECESARIOS PARA DEFENDER AL 
IMPUTADO. De los artículos 20, apartado A, fracción IX, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto anterior a la reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008 (actual 
artículo 20, apartado B, fracción VIII) y 8, numeral 2, de la Convención Ameri­
cana sobre Derechos Humanos, deriva que todo imputado dentro de un pro­
ceso penal cuenta con el derecho a gozar de una defensa adecuada, el cual 
tiene dos aspectos: 1) el formal, que consiste en no impedir al imputado el 
ejercicio de ese derecho; y, 2) el material, el cual se constriñe a la asistencia 
adecuada a través del defensor. Por ende, los órganos jurisdiccionales corres­
pondientes deben tomar las medidas para garantizar que el abogado defensor 
tenga los conocimientos y la capacidad necesarios para evitar la vulneración 
del citado derecho en perjuicio del justiciable. Esto es, cuando el incumplimien­
to de los deberes del abogado dentro del procedimiento penal sea manifiesto 
o evidente, el Juez está obligado, en su carácter de rector y garante del proceso 
penal, a evaluar la defensa proporcionada al imputado, de lo contrario, care­
cería de sentido que la defensa material forme parte del derecho humano de 
defensa adecuada, si dentro del procedimiento penal no existe un mecanis­
mo de control que permita garantizar mínimamente al inculpado que su abo­
gado tiene la aptitud necesaria para defenderlo adecuadamente. Así, los 
Jueces penales deben vigilar la actuación del defensor, en aras de evitar la 
vulneración de ese derecho en perjuicio del justiciable, sin que baste para 
tutelarlo la sola designación de un letrado en derecho, pues su observancia re­
quiere que se proporcione al inculpado una asistencia real y operativa, inde­
pendientemente de si la defensa recayó en defensor de oficio o particular, pues 
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de lo contrario, se realizaría una diferenciación que no encuentra sustento 
en la Constitución Federal ni en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos.

1a. CIII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain 
Barrett.

Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain 
Barrett.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DEFENSA ADECUADA EN SU VERTIENTE MATERIAL. PARA DECLA­
RAR LA VIOLACIÓN A ESTE DERECHO, ES NECESARIO QUE LAS 
FALLAS O DEFICIENCIAS DE LA DEFENSA NO SEAN CONSECUEN­
CIA DE LA ESTRATEGIA PLANTEADA POR EL ABOGADO DEFENSOR. 
En el análisis del juicio, el juzgador debe evaluar detenidamente que las fallas 
o deficiencias en la defensa no sean, desde ningún punto de vista, consecuen­
cia de la estrategia defensiva del abogado defensor, pues al ser licenciado 
en derecho se le reconoce un amplio margen de libertad para ejercer sus fun­
ciones. Una estrategia defensiva es un plan diseñado e implementado por la 
defensa con la finalidad de proteger/promover los intereses del inculpado, de 
acuerdo con el contexto fáctico y normativo del caso. En ese sentido, se reco­
noce que cada abogado es autónomo en el diseño de la defensa a seguir a 
favor del inculpado y no se soslaya que el silencio o la inactividad de éste o su 
defensor puede interpretarse como una estrategia legítima de defensa, ya 
que el derecho a guardar silencio, lejos de ser una restricción del derecho a 
la defensa o del debido proceso, constituye un derecho del inculpado previsto 
en los artículos 20 de la Constitución Federal y 8, numeral 2, inciso g), de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Por tanto, la posibilidad 
de que el Juez distinga si está ante una estrategia de defensa, o bien, frente a 
una violación a los derechos del inculpado, dependerá, necesariamente, del 
contexto de cada caso. Consecuentemente, dependiendo de la etapa que co­
rresponda y del sistema de justicia penal bajo el cual está siendo juzgado el 
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imputado, el órgano jurisdiccional debe verificar si en la causa penal aconte­
ce o aconteció lo siguiente: 1) ausencia sin justificación evidente de pruebas; 
2) silencio inexplicable de la defensa; 3) ausencia de interposición de recur­
sos; 4) omisión de asesoría; 5) desconocimiento técnico del procedimiento 
penal del abogado; o, 6) ausencia o abandono total de la defensa. Así, al veri­
ficarse la existencia de una o varias de las condiciones anteriores, se estaría 
ante una violación manifiesta del derecho de defensa adecuada en su vertien­
te material; de lo contrario, se entenderá que el silencio o la inactividad del 
inculpado o de su defensor atiende a una estrategia legítima de defensa.

1a. CIV/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain 
Barrett.

Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain 
Barrett.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SECUESTRO. EL ARTÍCULO 10, FRACCIÓN II, INCISO A), DE LA LEY 
GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN ESA 
MATERIA NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
DE LAS PENAS. El precepto citado, al establecer una agravante sobre las 
penas previstas para el tipo penal básico del delito de secuestro exprés [esta­
blecido en el artículo 9, fracción I, inciso d), de la propia ley], específicamente 
de cincuenta a cien años de prisión y de ocho mil a dieciséis mil días multa, 
si en la acción de la privación de la libertad participan como autor o autores 
personas que sean o hayan sido integrantes de alguna institución de segu­
ridad pública, de procuración o administración de justicia, o de las Fuerzas 
Armadas Mexicanas, o se ostenten como tales sin serlo, no vulnera el princi­
pio de proporcionalidad de las penas contenido en el artículo 22 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque establece una sanción 
que se adecua a la gravedad de la conducta que se regula. En efecto, tenien­
do en cuenta que la gravedad de la pena debe guardar una relación propor­
cional con el hecho antijurídico y con el grado de afectación al bien jurídico 
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protegido, puede establecerse válidamente que la pena correspondiente a la 
modalidad agravada del delito de secuestro exprés no resulta desmedida en 
comparación con las penas establecidas para otros delitos que atentan contra 
la libertad personal con similar intensidad y conforme a diversas situaciones 
que lo agravan, pues el legislador optó por realizar un nuevo parámetro de san­
ción para la conducta de secuestro exprés agravado, eligiendo como técnica 
legislativa la opción de aplicar directamente la sanción penal que correspon­
dería por el delito básico y su modalidad agravada, además de que, desde la 
exposición de motivos que dio lugar a la norma examinada, se refirió que ante 
la creciente incidencia de la comisión de dicho delito y la insuficiencia de las 
penas vigentes, se estimaba conveniente duplicar las punibilidades para el 
delito de secuestro en cualquiera de sus modalidades, por lo que el legislador 
se vio obligado a responder al reclamo social y cambiar su parámetro de pu­
nición al establecer penas más elevadas. Asimismo, el merecimiento de una 
sanción punitiva mayor en el supuesto previsto en el artículo 10, fracción II, 
inciso a), de la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia 
de Secuestro se encuentra justificado por el incremento en el desvalor de la 
acción, dado que, cuando estos delitos son cometidos por las personas referi­
das dentro de la fracción de análisis, se presta atención al beneficio ilícito que 
han pretendido conseguir a través de su encargo, así como las habilidades 
especiales que adquirieron, las cuales por su propia naturaleza facilitan su 
comisión, incluso con sólo ostentarse como integrantes de alguna de las ins­
tituciones mencionadas.

1a. CV/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain 
Barrett.

Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló 
voto aclaratorio, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María 
Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Ana Marcela Zatarain 
Barrett.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE APELACIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. 
EL ARTÍCULO 468, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PRO­
CEDIMIENTOS PENALES, AL PREVER QUE SERÁ APELABLE LA 
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SENTENCIA DEFINITIVA EN RELACIÓN CON AQUELLAS CONSIDE­
RACIONES "DISTINTAS A LA VALORACIÓN DE LA PRUEBA SIEMPRE 
Y CUANDO NO COMPROMETAN EL PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN", 
VIOLA EL DERECHO A CONTAR CON UN RECURSO EFECTIVO. La Su­
prema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que de conformidad con 
los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 14, 
numeral 5, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 8, nume­
ral 2, inciso h), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en mate­
ria penal es exigible que toda sentencia condenatoria pueda ser recurrida ante 
un Juez o tribunal superior; asimismo, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha referido que el derecho de recurrir la sentencia implica la revi­
sión íntegra del fallo condenatorio y tiene una doble función, por una parte: 
confirma y da mayor credibilidad a la actuación jurisdiccional del Estado 
y, por otra, brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado; así, 
para hablar de un recurso efectivo, es necesario que el órgano jurisdiccional 
revisor tenga atribuciones para analizar tanto cuestiones jurídicas como fác­
ticas y probatorias, pues en la actividad jurisdiccional no puede separarse la 
cuestión jurídica de la fáctica. Por tanto, el artículo 468, fracción II, del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, al prever que será apelable la sentencia 
definitiva en relación con aquellas consideraciones "distintas a la valoración de 
la prueba siempre y cuando no comprometan el principio de inmediación", es 
inconstitucional porque viola el derecho a contar con un recurso efectivo pre­
visto en el artículo 17 constitucional, pues el legislador federal pretendió es­
tablecer un límite a la procedencia del recurso de apelación en materia penal, 
de manera que únicamente puedan analizarse cuestiones estrictamente jurí­
dicas o argumentativas vedando toda posibilidad de revisión de las cuestiones 
fácticas o de valoración probatoria, lo que constituye una barrera que impide 
a quienes han sido condenados penalmente, a que un Tribunal de Alzada re­
vise, a través de un recurso efectivo, los hechos que el Juez Oral o tribunal de 
enjuiciamiento de primera instancia consideró probados y suficientes para 
determinar una condena penal. Es importante señalar que la revisión de la 
valoración probatoria en segunda instancia no implica reabrir el juicio oral 
ni la etapa de desahogo de pruebas, pues su alcance consiste en analizar la 
audiencia de juicio oral para verificar si existe prueba de cargo suficiente, si 
fueron desahogadas y valoradas racionalmente y si dicha valoración está fun­
dada y motivada; esto es, verificar la comprobación de los hechos materia del 
juicio, el desahogo y valoración probatoria, así como la debida aplicación y 
motivación de las normas sustantivas y adjetivas correspondientes.

1a. CVI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 777/2019. 14 de agosto de 2019. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
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aclaratorio. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secreta­
ria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AUDIENCIA DE JUICIO ORAL Y SENTENCIA DEFINITIVA. PUEDEN 
LLEVARSE A CABO POR UN JUEZ DE MANERA UNITARIA, SIN QUE 
ELLO VULNERE EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA Y EL 
PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN.  El artículo 20 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, de manera enunciativa, dispone que, conforme 
al principio de inmediación, los actos en el proceso penal acusatorio deben 
ser presenciados y realizados por un juez. Además, el juicio se celebrará ante un 
juzgador que no haya conocido del caso previamente; sólo condenará cuando 
exista convicción de la culpabilidad del procesado; y, el imputado deberá ser 
juzgado en audiencia pública por un juez o tribunal. Lo que revela que el Cons­
tituyente autorizó que los actos procesales relacionados con la celebración 
de las audiencias y el dictado de la sentencia, puedan ser llevados a cabo de 
manera unitaria, esto es, por un solo juzgador, sin que necesariamente 
imponga su realización a un tribunal de enjuiciamiento, a fin de que colegiada­
mente se pronuncien de tales actos. Por lo tanto, el artículo 403, fracciones 
I y X, del Código Nacional de Procedimientos Penales, al prever como requisi­
tos de la sentencia, el nombre y la firma del juez, no es inconstitucional, 
porque la circunstancia de que el imputado deba ser juzgado en audiencia 
pública por un juez, dota de seguridad jurídica esos actos procesales y 
maximiza el principio de inmediación como componente del debido proceso 
y respeto de los derechos del imputado. No es óbice a lo anterior, que la frac­
ción V del apartado B del artículo 20 de la Constitución Federal, establezca 
que el imputado deberá ser juzgado por un juez o tribunal, pues ello revela que 
el Constituyente también autorizó que la celebración de la audiencia de juicio 
y el dictado de la sentencia podrían efectuarse por un tribunal de enjuiciamiento 
integrado por diversos juzgadores, con la única salvedad de que no hayan 
conocido del caso previamente, esto es, intervenido en etapas anteriores 
al juicio.

1a. CVII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 8321/2018. Valentín Castillo Garzón. 21 de agosto de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis 
María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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DICTAMEN MÉDICO INSTITUCIONAL DE LA COMISIÓN NACIONAL 
DE ARBITRAJE MÉDICO (CONAMED). CONFORME AL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE SONORA 
ABROGADO, NO TIENE LA NATURALEZA DE UNA PRUEBA PERI­
CIAL. La Comisión Nacional de Arbitraje Médico deberá cumplir las funcio­
nes que le fueron encomendadas tanto en su Reglamento Interno como en su 
Reglamento de Procedimientos para la Atención de Quejas Médicas y Gestión 
Pericial; de acuerdo con el primero, corresponde al Director General de Arbi­
traje el despacho de la gestión pericial de la Comisión, la realización de las 
solicitudes de información necesaria para los dictámenes requeridos, así como 
su emisión y, en su caso, ampliación. Por su parte, el Reglamento señalado en 
segundo lugar establece las modalidades a las que está sujeta la emisión de 
dictámenes, y sus disposiciones son de carácter obligatorio para los servido­
res públicos de dicho órgano. Ahora bien, la prueba pericial tiene por objeto 
que una persona calificada, con conocimientos especiales en una ciencia y 
arte ilustre al juzgador en cuestiones técnicas que escapan a su pericia y cono­
cimiento, a efecto de explicarle en forma detallada y a su alcance aquellos 
aspectos complejos que exigen una preparación especializada y que resultan 
necesarios para que con ese aprendizaje pueda, por sí mismo, efectuar los 
razonamientos técnicos o científicos y elaborar un juicio propio sobre cuál de 
los peritajes es el correcto cuando no son coincidentes. En ese sentido, los 
artículos 212 a 230 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de 
Sonora abrogado, regulan la prueba pericial, y destacan como aspectos 
relevantes que ésta se efectuará para el examen de personas, hechos u obje­
tos que requieran conocimientos especiales; deberán intervenir dos o más 
expertos en la opinión, pero en casos urgentes sólo uno; los requisitos para 
ser perito; se optará por las personas que desempeñen ese empleo con nom­
bramiento oficial y a sueldo fijo o bien en personas que presten sus servicios 
en dependencias o entidades del gobierno estatal, en universidades del Estado 
o que pertenezcan a asociaciones profesionales reconocidas en éste; debe­
rán aceptar el cargo y tienen obligación de protestar su fiel desempeño ante 
el funcionario que practique las diligencias. Asimismo, señala que deberá 
constar por escrito en el que se enuncien su objeto, la explicación de los expe­
rimentos, pruebas, técnicas o actividades realizadas para determinar la situa­
ción material de la prueba y las conclusiones sobre el tema. Además establece 
la posibilidad de que el funcionario que la practique y las partes puedan 
formular preguntas pertinentes sobre la materia objeto de la pericia, y se 
prevé la posibilidad de celebrar una junta de peritos cuando sus opiniones 
discordaren con la finalidad de que dialoguen, sometan a escrutinio sus con­
clusiones, controviertan las de otros y en lo posible se pongan de acuerdo 
respecto de los puntos a dictaminar, las metodologías empleadas y las con­
clusiones emitidas. En este contexto, se concluye que si las disposiciones 
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normativas internas del órgano desconcentrado denominado CONAMED limi­
tan diversas formalidades en materia probatoria, para efectos del proceso 
penal, la opinión sustentada por dicha institución no obstante ser emitida por 
un perito en materia de salud, no tiene los alcances ni reúne los requerimientos 
legales de una prueba pericial para otorgarle el valor probatorio como tal, 
conforme a los lineamientos del Código citado, toda vez que no permite conocer 
la identidad de quien realizó la opinión institucional, es decir, no existe certeza 
de quién es el suscriptor del dictamen ni tampoco que éste comparezca ante 
la autoridad en una diligencia formal, además impide que el juzgador cumpla 
con su obligación de someter el arsenal probatorio al principio contradictorio 
en beneficio de las partes, verbigracia, permitir a la defensa del inculpado 
que en las diligencias conducentes, interrogue a los peritos, formule observa­
ciones o refutaciones a las consideraciones que los expertos hayan aportado 
al juicio, pues no debe soslayarse que los señalamientos que éstos pueden 
exponer en sus dictámenes constituyen opiniones relevantes para el sentido 
de la resolución que se emita.

1a. CVIII/2019 (10a.)

Amparo directo 47/2017. 31 de octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldí­
var Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. CONCEP­
TO. El consumidor del servicio de transporte aéreo es una especial categoría 
de consumidor que en México se coloca en una situación de especial vulne­
rabilidad por diversas razones: a) el servicio de transporte es un bien necesa­
rio e imprescindible para los consumidores mexicanos (bien inelástico); b) 
existe un sobreprecio debido a la presencia de un poder de mercado en la 
prestación del servicio que afecta el bienestar de los hogares mexicanos, pues 
los consumidores pagan más de lo que pagarían en un ambiente competitivo; 
y, c) los procesos de despersonalización en los procedimientos de informa­
ción, compraventa, disfrute del servicio, atención al cliente post venta y even­
tual reclamación por la prestación defectuosa del servicio acentúan las 
asimetrías en la relación proveedor/prestador de servicios aéreos y el consu­
midor. Por tanto, ya que el consumidor de transporte aéreo tiene característi­
cas muy particulares que se definen, tanto por las particularidades del 
mercado de servicios aéreos en el país, como por la modernización mundial 
del proceso de compraventa y atención al cliente en este servicio; es imperan­
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te la intervención del Estado para proteger a esta especial categoría de consu­
midores, de acuerdo con lo previsto en el artículo 28 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

1a. CIX/2019 (10a.)

Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida 
como Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A. 
o como Deutsche Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 6 
de marzo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formu­
ló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes 
Heroles Scharrer.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. OBLIGA­
CIÓN DE LAS AEROLÍNEAS DE INSTALAR MÓDULOS DE ATENCIÓN 
AL PASAJERO. El establecimiento de módulos de atención personalizada 
para los pasajeros en cualquier aeropuerto de conformidad con los artículos 
65 Ter y 65 Ter 1 de la Ley Federal de Protección al Consumidor y el artículo 47 
Bis 2 de la Ley de Aviación, se constituye en una medida necesaria para pro­
teger al consumidor de transporte aéreo y consecuentemente una intromi­
sión justificada en los derechos de las concesionarias, pues imponen deberes 
propios de un mercado regulado. Los módulos de atención permiten brindar 
consejos e información a los pasajeros que se encuentran en situaciones de 
incertidumbre, ya sea ante el desconocimiento de los términos y las condicio­
nes de su contrato, o bien, ante la prestación irregular o deficiente del servi­
cio contratado. La asesoría personalizada que se garantiza a través de esta 
medida tiene por objeto dar una solución lo más inmediata posible a la situa­
ción, en algunos casos de angustia, en que se encuentra el pasajero. La asis­
tencia que se brinda vía call center o correo electrónico no tiene la inmediatez 
que define a los módulos de atención personalizada; estas otras herramien­
tas no sólo carecen del contacto personal que, per se, brinda seguridad al 
pasajero, sino además requieren de una línea telefónica o internet, lo que di­
ficulta definitivamente su acceso.

1a. CX/2019 (10a.)

Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida 
como Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A. 
o como Deutsche Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 
6 de marzo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
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Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formu­
ló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes 
Heroles Scharrer.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. OBLIGA­
CIÓN DE LAS AEROLÍNEAS DE RESPETAR LOS SEGMENTOS DE UN 
VUELO. La obligación de las concesionarias de respetar todos los segmen­
tos del vuelo comprado por un pasajero, a pesar de no haber utilizado algu­
nos, en términos de la fracción IV del artículo 47 Bis de la Ley de Aviación 
Civil, se constituye como una cláusula mínima a favor de este tipo de consu­
midores para usar un segmento del viaje que ya compraron. La norma tiene 
una incidencia leve en los derechos de las concesionarias que ya obtuvieron 
la prestación económica derivada de la venta del boleto, sin que esta previ­
sión pueda entenderse en el sentido de que las prestadoras de servicio están 
obligadas a otorgar un reembolso al pasajero de la parte que no utilizó o sub­
secuentes. La inclusión de la también denominada cláusula "no show" en los 
contratos de transporte aéreo constituye una condición abusiva de los dere­
chos del pasajero que paga el precio del viaje completo y, no obstante lo an­
terior, si no usa un segmento, se actualiza una cancelación automática y 
unilateral del contrato, sin que tenga una justificación razonable de la nega­
ción del servicio al pasajero que cumplió con sus obligaciones contractuales. 
El hecho de que las concesionarias tengan que dejar lugares libres que pu­
dieran volverse a vender, no es razón suficiente para afectar los derechos del 
pasajero, pues la compañía aérea ya recibió el pago del boleto que no se 
ocupó y el "perjuicio" que reclama es no poder vender ese boleto por segunda 
vez. La posibilidad de vender dos veces un asiento que ya se pagó se actuali­
zará siempre y cuando medie la voluntad del consumidor.

1a. CXI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida 
como Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A. 
o como Deutsche Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 
6 de marzo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formu­
ló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes 
Heroles Scharrer.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.



265INFORME DE LA PRIMERA SALA 2019

CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. OBLIGACIÓN 
A CARGO DE LAS AEROLÍNEAS DE TRANSPORTAR SIN CARGO LA 
PRIMERA MALETA DOCUMENTADA.  La obligación a cargo de las aero­
líneas de transportar sin cargo adicional la primera maleta documentada, en 
términos de la fracción IX del artículo 47 Bis de la Ley de Aviación Civil, no es 
contraria a su libertad tarifaria. La libertad de las concesionarias de otorgar 
descuentos a los pasajeros en relación con las maletas documentadas, se 
salvaguarda con la previsión expresa del último párrafo de la fracción X del 
artículo 47 Bis, pues el legislador consideró que, en caso de que el pasajero 
determine viajar sin ese mínimo de equipaje, las aerolíneas podrán ofrecerle 
un descuento; es decir, la decisión de no documentar equipaje tiene que ser 
del pasajero y, a partir de ésta, la concesionaria podrá ofrecer una tarifa pre­
ferencial. Este diseño legislativo resulta acorde con la protección especial que 
merece el consumidor de transporte aéreo que, en la mayoría de las ocasiones, 
inadvierte que los precios más bajos que se ofrecen no incluyen un mínimo de 
equipaje. Así al obligar a las concesionarias a prestar el servicio siempre con 
un mínimo de equipaje, se asegura que el acceso a precios bajos, como conse­
cuencia de no documentar equipaje, provenga de una decisión informada del 
pasajero. La compra de boletos de avión se da en forma de contratos de adhe­
sión en la que, por regla general, los concesionarios sólo resaltan cierta informa­
ción selectiva al consumidor, de manera que es frecuente que éste no advierta 
que su pago no incluye un mínimo de equipaje y termine pagando un precio 
mayor posteriormente por este concepto. Lo anterior no impide que las aerolí­
neas ofrezcan precios accesibles y competitivos pues en términos de la fracción 
X citada, se otorga absoluta libertad para ofrecer vuelos a precios accesibles 
en caso de que el pasajero decida viajar sin equipaje incentivando así, en un 
ambiente de libre competencia, que las aerolíneas reduzcan sus precios atra­
yendo a aquellos pasajeros que puedan viajar sin documentar equipaje, esto 
en pleno respeto de su libertad tarifaria.

1a. CXII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida 
como Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A., 
o como Deutsche Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 6 de 
marzo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes Heroles Scharrer. 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. OBLI­
GACIÓN DE LAS AEROLÍNEAS DE TRANSPORTAR DOS MALETAS DE 
MANO. El transporte del equipaje de mano se constituye como un elemento 
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inherente al servicio de transporte aéreo, pues se parte de la considera­
ción de que el pasajero requiere de ciertas pertenencias mínimas en su lugar 
de destino; si bien es posible que un pasajero no requiera de equipaje documen­
tado, lo cierto es que esta Sala advierte que la posibilidad de transportar, 
como mínimo, hasta dos piezas de equipaje de mano, se constituye como 
una medida que asegura que el medio de transporte en cuestión no pierda su 
razón de ser. Consecuentemente, las aerolíneas deberán diseñar estrategias 
para posibilitar que los pasajeros puedan llevar un mínimo de equipaje de 
mano en términos de los párrafos tercero y cuarto de la fracción IX del artículo 
47 Bis de la Ley de Aviación Civil, independientemente del tipo de aeronave 
que utilicen. De ahí que es injustificada la negativa de la aerolínea de trans­
portar el equipaje de mano de los pasajeros al momento de abordar el vuelo, 
esto, en términos de la ley y de lo especificado en los términos y condiciones 
del contrato. No obstante, en atención a la obligación de la aerolínea de 
prestar el servicio de transporte aéreo conforme a la máxima seguridad posi­
ble, si la concesionaria advierte que el equipaje de mano es incompatible con 
la seguridad operacional del vuelo, deberá negarse a transportarlo y, poste­
riormente podrá demostrar en juicio en qué radicó dicha incompatibilidad 
para justificar su negativa.

1a. CXIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida 
como Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sciedad Alemana de Aviación, S.A., 
o como Deutsche Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 
6 de marzo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes 
Heroles Scharrer.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. DERECHOS 
DE LOS PASAJEROS CON DISCAPACIDAD O MOVILIDAD REDUCIDA. 
Los derechos de los pasajeros del servicio de transporte aéreo se basan 
en tres pilares fundamentales: la no discriminación, la información exacta, 
oportuna y accesible, y la asistencia inmediata y proporcionada. Estos princi­
pios se materializan en distintos derechos de los pasajeros con discapacidad 
o con movilidad reducida, no sólo se les reconoce el derecho de acceder sin 
discriminación al transporte aéreo, sino también el derecho a la movilidad, 
conforme al cual se han de garantizar condiciones de accesibilidad y asisten­
cia sin costo adicional alguno. Además, las compañías aéreas y los operadores 
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aeroportuarios tienen la responsabilidad común de capacitar a su personal 
para que proporcionen una respuesta satisfactoria a las demandas y necesi­
dades de las personas con discapacidad. También se reconoce una respon­
sabilidad especial en caso de pérdida o deterioro de los instrumentos que 
requieren las personas con alguna discapacidad, pues estos pasajeros no 
sólo sufren los mismos daños que cualquier otro, sino que además, en caso 
de pérdida o deterioro, no pueden gozar de la movilidad requerida hasta la recu­
peración de sus instrumentos, lo que se ha de tomar en cuenta para la deter­
minación de la responsabilidad a cargo de las concesionarias.

1a. CXIV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida 
como Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A. 
o como Deutsche Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 
6 de marzo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes 
Heroles Scharrer.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. LAS ME­
DIDAS QUE EQUILIBRAN LAS RELACIONES COMERCIALES EN EL 
SECTOR NO REQUIEREN UN ANÁLISIS ESTRICTO.  La protección del 
consumidor del servicio de transporte aéreo es una finalidad constitucional­
mente válida a la luz del mandato previsto en los artículos 25 y 28 constitu­
cionales, conforme a los cuales el legislador tiene, no sólo la facultad, sino la 
obligación de velar por los intereses de los consumidores y la eficiencia de los 
mercados. Consecuentemente, el análisis de razonabilidad de las medidas adop­
tadas por el legislador federal a cargo de las aerolíneas para equilibrar las 
relaciones comerciales en el sector previstas tanto en la Ley de Aviación Civil 
como en la Ley Federal de Protección al Consumidor, requiere únicamente de 
una motivación ordinaria, esto es, su estudio debe ser poco estricto atendien­
do a la libertad configurativa del legislador para reconocer las medidas nece­
sarias para equilibrar las relaciones comerciales en el sector.

1a. CXV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida 
como Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A. 
o como Deutsche Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 6 de 
marzo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
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Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes Heroles Scharrer. 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. OBLIGA­
CIONES A CARGO DE LAS AEREOLÍNEAS EN CASO DE RETRASO 
Y/O CANCELACIÓN DEL VUELO. Las compensaciones a favor de los con­
sumidores del transporte aéreo ante retrasos y/o cancelaciones previstas en 
la Ley de Aviación Civil, surgen por causas imputables a los concesionarios y 
permisionarios del servicio; en este sentido, se constituyen como un mínimo 
de derechos del pasajero ante el incumplimiento de las obligaciones contrac­
tuales del prestador del servicio. El esquema de compensación previsto en la 
ley tiene fines preventivos, paliativos y compensatorios que incentivan, prime­
ro, la prestación de un servicio de mejor calidad, pues las aerolíneas tratarán 
de evitar cualquier retraso o cancelación, además contrarrestan la asimetría 
entre el consumidor y el proveedor que se da en esta relación comercial ya que, 
de no existir este sistema, el pasajero quedaría a expensas de lo determinado 
por la aerolínea. Estas medidas tienen por objeto compensar la afectación en 
los intereses de los pasajeros que ven frustrados sus proyectos construidos pre­
cisamente a partir de lo establecido originalmente en el contrato, en particular, 
a partir de la hora de salida y/o llegada del vuelo en términos del boleto origi­
nal. Aunado a lo anterior, los retrasos y las cancelaciones de los vuelos colocan 
al pasajero en un estado de angustia que no sólo implica una molestia, sino 
que son susceptibles de ocasionar un auténtico sufrimiento, un padecimiento 
de orden psicológico que ha motivado que se diseñen diversas medidas paliati­
vas con el objeto de tranquilizar al pasajero con la mayor inmediatez. En efecto, 
se reconoce la necesidad de asegurar a los pasajeros cuyos vuelos se retrasan 
o cancelan un "kit de supervivencia" que incluya, por un lado, alimentos para la 
espera y, además, información clara y veraz en relación con el estado del vuelo 
y las opciones de asistencia y compensación, para el efecto de que el pasaje­
ro se sienta amparado en este escenario de incertidumbre e intranquilidad.

1a. CXVI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida 
como Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A. 
o como Deutsche Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 
6 de marzo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes 
Heroles Scharrer.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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DISCURSO DE ODIO. LA RESPUESTA DEL SISTEMA JURÍDICO 
ANTE SU EXPRESIÓN DEBE SER GRADUAL EN FUNCIÓN DE UNA 
PLURALIDAD DE CIRCUNSTANCIAS QUE DEBEN SER PONDE­
RADAS CUIDADOSAMENTE POR EL LEGISLADOR Y POR LOS 
JUECES. El discurso de odio es contrario a los valores fundamentales en que 
se asientan los derechos humanos y la democracia constitucional, como la 
igualdad, la dignidad e incluso la posibilidad de que sus destinatarios ejer­
zan, en condiciones de igual consideración y respeto, su libertad de expresión. 
No obstante, de aquí no se sigue, sin más, que todo discurso de odio deba ser 
reprimido. La respuesta del sistema jurídico ante esos discursos debe ser gra­
dual en función de una pluralidad de circunstancias que deben ser ponderadas 
cuidadosamente por el legislador y por los Jueces, entre las que caben men­
cionar: el contexto en que aquél es expresado, como las condiciones sociales, 
históricas y políticas del lugar en que se expresa; la existencia o no de conflictos 
sociales pasados o presentes vinculados con la discriminación o la robustez 
de sus prácticas democráticas para contrarrestar, mediante la educación o a 
través de más libertad de expresión, los efectos del discurso de odio; ante qué 
auditorio se expresa (si ante destinatarios concretos o grupos definidos 
que están presentes); si quien lo expresa es una figura de influencia pública 
o no, el grado y el medio de difusión del mensaje; si se expresa en un foro de 
deliberación pública o en un ámbito privado en que están ausentes las razo­
nes de interés público que dotan a la libertad de expresión de un peso especial; 
si su expresión implica, o no, apología del odio o incitación a la discrimina­
ción o a la violencia; si su expresión genera un riesgo inminente de violencia 
o de ruptura del orden público; o si ya ha generado actos de violencia física o 
disturbios, etcétera, pues dada la relevancia que la libertad de expresión tiene 
para valores fundamentales como la autonomía personal, la democracia, la 
cultura o la generación de conocimiento, debe tenerse especial precaución 
para admitir restricciones a su ejercicio. En este sentido, la respuesta del sis­
tema jurídico puede ir desde la no protección de esos discursos, para evitar 
su reproducción y fortalecimiento, desalentándolos a través de la educación 
o la no protección del Estado frente a la reacción crítica no violenta, mediante 
más libertad de expresión, pasando por su tolerancia en ciertas circunstancias 
en que su represión entrañe más costos que beneficios, hasta la atribución 
de responsabilidades civiles posteriores o, excepcionalmente, su represión me­
diante el derecho sancionador en casos especialmente graves en función de 
las circunstancias mencionadas.

1a. CXVII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
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Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideracio­
nes contenidas en la presente tesis, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: 
Alejandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura Patricia Román 
Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DISCURSOS DE ODIO. SON CONTRARIOS A LOS VALORES FUN­
DAMENTALES DEL SISTEMA JURÍDICO, COMO LOS DERECHOS 
HUMANOS Y LA DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL. Los discursos de 
odio son un caso especial de discurso discriminatorio, que se caracterizan, 
entre otras cosas, por promover la discriminación y la violencia en contra de 
personas o grupos determinados, por razones como la religión o el origen ét­
nico o nacional, y en casos extremos, abogan por el exterminio de esas personas 
o grupos, por no reconocerles igual dignidad humana. Ahora bien, el artículo 
1o. constitucional y el 24 de la Convención Americana sobre Derechos Huma­
nos reconocen el derecho a la igualdad y prohíben la discriminación por razones 
como la religión o el origen étnico o nacional. Los artículos 13 de esa Conven­
ción y 20 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, prohíben 
toda apología del odio nacional, racial o religioso, que incite a la violencia o 
a la discriminación. La Convención Internacional sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación, prohíbe toda discriminación racial, toda 
difusión de ideas racistas, toda incitación a la discriminación y toda violencia 
motivada por esas razones. La Ley para Prevenir y Eliminar la Discriminación 
del Distrito Federal (hoy Ciudad de México), prohíbe cualquier forma de discri­
minación como, entre otras, las conductas que inciten a la exclusión, perse­
cución, odio, violencia, rechazo o difamación de personas o grupos. En este 
sentido, las normas constitucionales, convencionales y legales citadas, per­
miten fundamentar la premisa de que el discurso discriminatorio, y especial­
mente el discurso de odio, es contrario a valores fundamentales en que se 
asientan los derechos humamos y la democracia constitucional, como lo son 
la igualdad, la dignidad e incluso la posibilidad de que los destinatarios de 
esos discursos ejerzan, en condiciones de igual consideración y respeto, su 
libertad de expresión.

1a. CXVIII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideracio­
nes contenidas en la presente tesis, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 



271INFORME DE LA PRIMERA SALA 2019

formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: 
Alejandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura Patricia Román 
Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DISCURSOS DE ODIO. INCIDEN DIRECTAMENTE EN LOS DERECHOS 
DE LAS VÍCTIMAS. Los discursos de odio, expresados en un contexto de­
terminado, inciden directamente en los derechos de las víctimas a la dignidad, 
la igualdad y la libertad de expresión misma, puesto que, por una parte, difun­
den la idea de que determinados grupos o personas tienen menos derechos que 
las demás personas y se justifica un trato hostil en su contra y, en casos extre­
mos, propugnan por privarles de todo derecho y de la existencia misma, esto es, 
difunden la idea de que determinadas personas valen menos que las demás 
o no valen nada; porque los discursos de odio se basan en prejuicios y pre­
tenden establecer diferencias de trato en contra de grupos o personas con 
base en características o propiedades carentes de justificación desde el punto 
de vista jurídico, como podrían ser las propiedades no intencionales de la víc­
tima, por ejemplo la raza, el sexo o la discapacidad, o las que están amparadas 
por derechos humanos como la adopción de una determinada religión o la 
decisión de no adoptar alguna; y porque el carácter difamatorio, hostil y veja­
torio de esos discursos tiene el efecto de inhibir a las víctimas en el ejercicio 
de la libertad de expresión, y el de privarles de la misma oportunidad de expre­
sar sus puntos de vista en el foro público, al propagar en su contra prejuicios 
que restan credibilidad a sus expresiones, especialmente cuando se dirigen 
contra grupos históricamente discriminados.

1a. CXIX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideracio­
nes contenidas en la presente tesis, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: 
Alejandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura Patricia Román 
Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TATUAJES. SU USO ESTÁ PROTEGIDO, POR REGLA GENERAL, POR 
EL DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD Y A LA 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. El derecho al libre desarrollo de la persona­
lidad deriva del principio de autonomía personal, y consiste en la capacidad de 
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elegir y materializar libremente planes de vida e ideales de excelencia humana, 
sin la intervención injustificada de terceros. Este derecho incluye, entre otras 
cosas, la elección de la apariencia personal, pues se trata de un aspecto de la 
individualidad que se desea proyectar ante los demás. La libertad de expresión 
es el derecho a expresar, buscar, recibir, transmitir y difundir libremente, ideas, 
informaciones y opiniones. Este derecho está vinculado estrechamente con la 
autonomía personal, pues se trata de un bien necesario para ejercerla, pero 
tiene también una especial conexión con la realización de diversos bienes colec­
tivos, como la democracia o la generación y transmisión del conocimiento, de 
aquí que se le reconozca un peso especial en las democracias constitucionales. 
Una forma de expresar la individualidad es mediante el uso de tatuajes, pues 
el uso de éstos en lugares visibles constituye un acto deliberado de expresión 
de su significado, que puede consistir en ideas, opiniones, convicciones, infor­
maciones, etc. En este sentido, el uso de tatuajes está protegido, por regla ge­
neral, por los derechos al libre desarrollo de la personalidad y a la libertad de 
expresión, por lo que no debe ser motivo para discriminar a sus portadores.

1a. CXX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideracio­
nes contenidas en la presente tesis, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Ale­
jandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura Patricia Román 
Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DISCURSOS DE ODIO. PUEDEN EXPRESARSE MEDIANTE SÍM­
BOLOS CUYO SIGNIFICADO DEBE INTERPRETARSE TENIENDO 
EN CUENTA EL CONTEXTO. La expresión de un discurso de odio puede 
concretizarse mediante la transmisión del mensaje por cualquier medio sus­
ceptible de comunicarlo, ya sea directa o indirectamente, a través de palabras, 
del uso de símbolos u otras formas de expresión, que en un contexto determi­
nado, permitan concluir que se trata de una manifestación que promueve el 
odio, la discriminación y la violencia en contra de una determinada persona o 
grupo, con motivo de su identidad, origen étnico, religioso, racial, cultural, entre 
otros. En ese sentido, un tatuaje corporal visible, en principio, puede ser un 
medio o vía de expresión de un discurso de odio, cuando en un contexto cul­
tural determinado el símbolo o imagen, para personas de mediana instrucción, 
aluda precisamente a un discurso de odio claramente identificable, pues la 
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portación de un tatuaje en un lugar visible con esa connotación entraña un 
acto de comunicación o expresión del significado del mismo. Esto, al margen 
de que ese símbolo pueda adquirir significados distintos en culturas ajenas 
a la en que es expresado. Por ejemplo, en nuestro ámbito cultural el uso o por­
tación de una cruz esvástica en un tatuaje corporal visible, por un adulto de 
cultura media, genera la presunción de que el usuario adhiere, apoya o sim­
patiza con ese discurso de odio extremo (el nazismo), sobre todo si se tiene 
en cuenta que generalmente la elección del diseño de un tatuaje (imagen, 
símbolo o elemento gráfico) es un acto reflexivo y autónomo del portador, que 
comúnmente lleva implícito el conocimiento del significado que tiene social­
mente reconocido o asignado el elemento gráfico, además de que un tatuaje 
visible es un acto de expresión de la individualidad. Se trata de un discurso 
de odio extremo porque dicha doctrina no propugna únicamente por dar un 
trato discriminatorio, principalmente, contra los judíos, sino que aboga ex­
presamente por el genocidio de éstos sobre la base de no reconocer a ese 
grupo étnico-religioso dignidad humana. Esto es, se trata de un discurso 
que pretende la destrucción de los fundamentos de la democracia y de los 
derechos humanos mismos, al postular el exterminio de otros seres humanos.

1a. CXXI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Mi­
nistros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretarios: Alejandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura 
Patricia Román Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IDENTIDAD ÉTNICO-RELIGIOSA DE LAS PERSONAS. EL CRITERIO 
QUE DEBEN USAR LOS JUZGADORES PARA VALORARLA ANTE UN 
ESCENARIO DE DISCRIMINACIÓN DEBE SER EL DE LA AUTOADS­
CRIPCIÓN O AUTOIDENTIFICACIÓN DE LA PERSONA. Conforme a 
la Recomendación VIII del Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial de la Organización de las Naciones Unidas, relativa a la interpreta­
ción y la aplicación de los párrafos 1 y 4 del artículo 1 de la Convención Inter­
nacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, 
la pertenencia a un grupo étnico-religioso en los términos de la Convención 
debe basarse en la definición de la persona interesada. En este sentido, a 
partir de la interpretación del derecho humano a la no discriminación por esos 
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motivos, previsto tanto en la Convención como en la Constitución Federal, el 
criterio que deben usar los juzgadores para valorar la identidad étnico-religiosa 
de las personas debe ser el de la autoidentificación o autoadscripción, por lo 
que ante un escenario de discriminación por estos motivos, basta la identi­
ficación de la persona como perteneciente a un grupo étnico o religioso para 
que exista la presunción de que pertenece efectivamente a ese grupo; presun­
ción que, en todo caso, debe ser desvirtuada con pruebas suficientes por la 
persona a quien perjudica.

1a. CXXII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideracio­
nes contenidas en la presente tesis, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Ale­
jandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura Patricia Román 
Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DISCURSOS DE ODIO. LOS EXPRESADOS EN ÁMBITOS PRIVADOS 
DE ÍNDOLE LABORAL, ANTE PERSONAS CONCRETAS DESTINA­
TARIAS DE LOS MISMOS, CARECEN DE PROTECCIÓN CONSTI­
TUCIONAL, POR LO QUE LAS VÍCTIMAS NO TIENEN EL DEBER 
JURÍDICO DE TOLERARLOS. La libertad de expresión es el derecho a 
expresar, buscar, recibir, transmitir y difundir libremente, ideas, informacio­
nes y opiniones. Este derecho está vinculado estrechamente con la autonomía 
personal, pues se trata de un bien necesario para ejercerla, pero tiene también 
una especial conexión con la realización de diversos bienes colectivos, como 
la democracia o la generación y transmisión del conocimiento, de aquí que 
se le reconozca un peso especial en las democracias constitucionales. En este 
sentido, cuando un discurso de odio se expresa en un ámbito privado como 
una empresa mercantil, debe tenerse en consideración que por lo general están 
ausentes las razones de orden público que confieren a la libertad de expre­
sión una especial protección en el foro público, vinculadas con la posibilidad 
de propiciar una deliberación pública relacionada con el funcionamiento de 
la democracia u otros bienes colectivos como la generación de conocimiento, 
y en este sentido debe reconocerse a la libertad de expresión un peso ordi­
nario vis a vis los derechos a la dignidad, la igualdad y la libertad de las víc­
timas (entendidas como los destinatarios del mensaje), por lo que, en estas 
circunstancias, la expresión de un discurso de odio frente a las víctimas puede 
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considerarse un acto de discriminación y/o violencia proscrito constitucio­
nalmente, de manera que las víctimas no tienen la obligación jurídica de 
tolerarlo y válidamente pueden poner fin a la convivencia con el agresor, si 
ello es necesario para preservar su propia dignidad, sentido de la igualdad 
y, en último término, su propia libertad de expresarse en condiciones de igual 
consideración y respeto, sin temor a ser agredidos.

1a. CXXIII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gu­
tiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretarios: Alejandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura 
Patricia Román Silva.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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